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RESUMEN 
La investigación tiene como finalidad Valorar el respeto a los estándares de los 
derechos fundamentales frente a los desafíos actuales en casos de flagrancia 
en el proceso Inmediato Penal Peruano al año 2016. 
La investigación tiene un diseño de investigación de estudio de casos, a 
nivel descriptivo explicativo, relacional de dos variables. Se utilizó como técnica 
la revisión de sentencias de procesos inmediatos y como instrumento la matriz 
de datos, en la cual se logró el análisis de las 12 resoluciones expedidas en el 
periodo de estudio, ubicado en el distrito judicial de Arequipa. 
El reporte estadístico del Poder Judicial para el año 2016, sobre el 
número de procesados por omisión a la asistencia familiar, a Arequipa le 
corresponde el 5,01%. En el análisis de los casos expuestos en el trabajo se 
demuestra la existencia de dos criterios en el trámite de los procesos por 
omisión a la asistencia familiar; uno relacionado al cumplimiento del pago de la 
obligación alimentaria y, otro, a la fundamentación de la necesidad de sanción 
de este delito. Por eso la configuración de la flagrancia delictiva habilita la 
posibilidad de afectación de algunos derechos fundamentales por parte de las 
autoridades. 
Palabras clave: Flagrancia, derechos fundamentales, omisión  a la asistencia 
familiar. 
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ABSTRACT 
The purpose of the research is to value respect for the Fundamental Rights 
Standards in face of the current challenges in cases of Flagrance in the 
Immediate Peruvian Criminal Process to 2016. 
This research by its methodology presents a case research design, at the 
explanatory descriptive level, relational of two variables, it was used as a 
technique the revision of sentences of immediate processes and as an 
instrument the data matrix, in which it was achieved analyze each of the 12 
resolutions issued within that period, located in the judicial district of Arequipa. 
The statistical report of the Judiciary for the year 2016 on the number of 
accused for omission to the family assistance, to Arequipa corresponds to 
5.01%. In analysis of the cases exposed in the present investigation it is 
demonstrated the existence of two criteria in The processing of the default 
processes to family assistance, one related to compliance with the payment of 
the maintenance obligation, and another, to the justification of the need to 
sanction this crime. Therefore, the configuration of criminal flagrancy enables 
the possibility of affecting some fundamental rights by the authorities. 
Keywords: Flagrancy, Fundamental Rights, Omission to family assistance.
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INTRODUCCIÓN 
La investigación titulada “El respeto a los estándares de los derechos 
fundamentales frente a los desafíos actuales en casos de flagrancia en el 
Proceso Inmediato Penal Peruano al año 2016”, parte de la premisa de que en 
los procesos de flagrancia la investigación está aislada de hechos complejos 
también existen motivaciones para dudar, ello debido a la simplicidad de los 
actos tanto por la investigación como por el trámite.  
Los juzgados de flagrancia, procesaron a 12,235 personas en todo el 
Perú. Dicho número de procesados representa el 45.8 por ciento del total de 
imputados por flagrancia, registrados a noviembre del 2015, cuando entró en 
vigencia el Decreto Legislativo 1194, dirigido a regular el proceso inmediato 
para los casos de flagrancia a junio del 2016. 
En el caso de la omisión a la asistencia familiar como delito, tomados 
como evidencia de la investigación, se evalúa la exigencia previa que la justicia 
civil emita pronunciamiento sobre el derecho del alimentista, de la obligación 
imputado, el total mensual de la pensión alimenticia, del incumplimiento del 
pago, ello previo aviso al deudor de la prensión alimenticia. 
Ante la gran cantidad de procesos inmediatos por omisión a la asistencia 
familiar, es imperioso saber si en sede penal se debe demostrar la capacidad 
económica del obligado a pasar alimentos a través de la probanza, pues, los 
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procesos por omisión en cuanto a asistencia familiar, pueden volverse, en la 
práctica, procesos de desobediencia a la autoridad. 
Considerando la postura de Víctor Ticona Postigo (2016) quien en la 
revista informativa Ius In Fraganti nos habla del problema de la inseguridad 
ciudadana afrontada hoy por hoy en nuestra sociedad, esta no es ajena al 
Poder Judicial.  
Para Ticona uno de los desafíos trascendentales que enfrentamos como 
país es la lucha contra la delincuencia común dada en todos sus niveles y 
estratos; por tal motivo en el plan de gestión y modernización del Poder Judicial 
que corresponde al periodo 2015-2016 tiene por objeto la consolidación y  
vigorización de la política judicial oportuna, previsible y eficaz, como respuesta 
a este problema que agobian a nuestro país. 
Para fortalecer dicho plan, se orientó la implementación paulatina de los 
órganos jurisdiccionales de flagrancia delictiva, ello con el impulso del 
procedimiento inmediato que se encuentra reglado en los artículos 446 y 
consecutivos del Código Procesal Penal. Por otro lado con la Resolución 
Administrativa N° 231-2015-CE-PJ, del 15 de Julio de 2015, el Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial efectuó el designado “Plan Piloto de Órganos 
Jurisdiccionales de Flagrancia Delictiva”, entrando en vigencia a partir del 01 de 
agosto del mismo año. El Poder Ejecutivo promulgo sobre flagrancia delictiva y 
proceso inmediato para el 30 de agosto del mismo año, el Decreto Legislativo 
1194, dirigida a resolver: los procesos de: a) Flagrancia delictiva, b) Delitos de 
omisión en cuanto a asistencia familiar y c) La conducción en estado de 
ebriedad, todos estos delitos con un simplificado trámite. 
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Por lo tanto, además de una simplificación procesal por criterios de 
racionalidad y eficiencia, el proceso inmediato constituye un proceso especial, 
sobre aquellos casos que cuentan con características propias de la flagrancia, 
que son de innecesarios a actos de mayor investigación.  
El Ejecutivo del Consejo para el Poder Judicial ha aprobado diversas 
gestiones para fortalecer el funcionamiento de los órganos de acto flagrancia 
criminal, tales como: Manual de organización y funciones, Manual de 
procedimientos operativos, el modelo o formato de certificado de audiencias 
para estadios del proceso inmediato y guía de uso de ingresos bajo el Decreto 
Legislativo N ° 1194, entre los principales. Asimismo, el Ejecutivo del Consejo 
para el Poder Judicial formuló la resolución administrativa No. 314-2015-CE-PJ, 
del 15 de octubre de 2015, se implementaron los juzgados de delito flagrante, 
delitos de omisión a la asistencia familiar y conducción en esta alcohólico, 
adscritos a la institucionalidad técnica equipo de implementación del código de 
procedimiento penal. Por otro lado, aprobó el Protocolo de actuación 
interinstitucional para procesos instantáneos en los diferentes casos de 
flagrante y otras suposiciones relacionadas con el Decreto Legislativo 1194. 
Con la reforma de la justicia penal y en particular la implementación del 
Decreto legislativo 1194, el tiempo de formalidad de los procesos se ha 
reducido a solo días, permitiendo mayores niveles de conformidad del sistema 
de Justicia en el Perú y sus principales instituciones que la constituyen. 
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Con la implementación del proceso inmediato en delitos flagrantes se da 
lugar a inquietud con respecto a la determinación o delimitación judicial de la 
pena al delincuente por diversos delitos como la violencia o la resistencia a la 
autoridad, previstos en los artículos 365 a 368 del código Penal 
En esmero a las necesidades y expectativas de justicia reclamadas por 
la sociedad, los jueces peruanos, en respeto al marco de los derechos 
fundamentales e intereses del imputado como de la víctima, garantizan el justo 
proceso, por lo que han realizado esfuerzos y aplicados a las capacidades 
profesionales para impartición de justicia eficiente y eficaz.  
Sobre el tratamiento de delincuencia, con la ejecución de los Juzgados 
de Flagrancia, el Poder Judicial se da un mensaje positivo sobre la impunidad 
en diversos casos, ello va de la mano con las instituciones que integran el 
sistema de justicia. 
Por otro lado sobre el proceso inmediato para Ítalo Fernando Cárdenas 
Díaz (2016), quien a la letra dice que el proceso inmediato está vinculado o 
concatenado necesariamente con el concepto de flagrancia, es decir, dicho 
proceso operará entre otros casos cuando nos encontremos ante un delito 
flagrante, para lo cual es necesario definir qué es lo que se considera por 
flagrancia, en ese sentido el Nuevo Código Procesal Penal este concepto en su 
artículo 259 es definido de la siguiente manera: 1.- Cuando se sorprenda a la 
persona cometiendo un delito; 2.- Inmediatamente después de perpetrado el 
evento delictuoso; 3.- Cuando es intervenido dentro de las 24 horas con los 
efectos o instrumentos que sirvieron para la perpetración del evento delictivo; y 
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4.- Cuando es identificado por la víctima, un testigo o medios audiovisuales y 
es intervenido dentro de las 24 horas.  
Pero el proceso inmediato operará también en el caso de que exista una 
confesión en el sentido de que el intervenido acepta los hechos que son 
materia de investigación o cuando sin aceptar, existan suficientes elementos de 
prueba que acrediten su autoría o participación en los hechos que son materia 
de denuncia. 
Puede darse el caso en que exista una intervención rápida de una 
persona, pero si no existen suficientes elementos de prueba no se podrá 
aplicar el llamado proceso inmediato que tiene por finalidad, como su nombre lo 
dice, acabar rápidamente con un proceso.  
El proceso inmediato lleva necesariamente a emitir un requerimiento de 
acusación en corto plazo, a efecto de que la causa quede  expedita para el 
inicio del juicio oral. Sin embargo, antes de llegar a esta instancia puede ocurrir 
que el procesado quiera acogerse hasta antes de la acusación a una 
terminación anticipada del proceso; o quiera acogerse a una conclusión 
anticipada del juicio oral, que se dará en este último caso, hasta antes de 
iniciarse el juicio oral.  
Efectivamente, en el proceso inmediato también es posible que el 
procesado pueda acogerse al termino anticipado del proceso, previsto en el 
Nuevo Código Procesal Penal (Art. 486- 471) vigente a nivel nacional, lo que 
requiere un acuerdo del procesado y el fiscal en cuanto a la pena y la 
xi 
 
reparación civil, acuerdo que será puesto a consideración del juez, quien 
incluso está facultado para reducir la pena en un sexto.  
También el acusado podrá acogerse a la conclusión anticipada del juicio 
oral o como también se le denomina de los debates orales, para lo cual debe 
aceptar los hechos que son materia de acusación, pudiendo conseguir una 
reducción de la sanción expidiéndose sentencia dentro de las 48 horas, con lo 
cual se evitará todo el procedimiento del juicio oral. Esta figura la encontramos 
tanto en el viejo modelo con el Código de Procedimientos Penales, para lo cual 
rige la Ley 28122, como también en el Nuevo Código Procesal Penal, mientras 
que en el primer caso a cargo de jueces superiores y en el Nuevo Código 
Procesal Penal (D.Leg.957), está a cargo de un Juzgado Penal Unipersonal o 
Colegiado. 
Para la mejor comprensión, el trabajo está estructurado en cinco 
capítulos. 
El capítulo I; contempla el problema de la investigación. El mismo que 
vislumbra la exposición de la situación problemática, el planteamiento del 
problema, la justificación de la investigación y objetivos. 
El capítulo II; se determina el marco teórico. Comprende los 
antecedentes de la investigación, de igual manera se incluye las bases 
teóricas, marco conceptual, hipótesis y variables. 
El capítulo III; presenta la metodología de la investigación. Se señalan el 
método y el diseño de la investigación; además se consideran la población y 
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muestra, técnicas, fuentes e instrumentos y el diseño de contrastación de 
hipótesis. 
El capítulo IV; ilustra  los resultados y se interpretan  y analizan los 
casos. 
En el capítulo V; como aporte de investigación, se presenta un proyecto 
de ley. 
En el criterio de la síntesis, se consigna las conclusiones y sugerencias 
oportunas. 
Se culmina el trabajo, no minando las referencias bibliográficas y 
adjuntando los anexos que corresponden. 
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CAPÍTULO I 
EL PROBLEMA 
1.1. EXPOSICIÒN DE LA SITUACIÒN PROBLEMÁTICA 
El “Decreto Legislativo N° 1194, de fecha 30 de agosto de 2015, regula 
en el Perú el proceso inmediato en casos de flagrancia y modifica los artículos 
446°, 447° y 448° del Código Procesal Penal Peruano; disponiendo, además, 
que la norma en un enfoque de carácter cautelar sea de aplicación para los 
casos de omisión a la asistencia familiar y a los delitos contra la seguridad 
pública que se deriven de la conducción en estado de ebriedad o drogadicción”. 
(Resolución Administrativa N° 347-2015-CE-PJ donde aprueban documentos 
normativos para los órganos jurisdiccionales que conocerán los procesos de 
Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar y Conducción en Estado de 
Ebriedad o Drogadicción). 
El “proceso inmediato, constituye uno de los principales mecanismos de 
simplificación procesal donde se prescinden de la etapa de investigación 
preparatoria e intermedia quedando expedito los hechos para el juzgamiento, 
en especial para los procesos de flagrancia, confesión del imputado o la 
obtención de prueba evidente y suficiente para atribuir responsabilidad al 
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investigado. Por lo tanto, la importancia y utilidad de la aplicación del proceso 
inmediato radica en su grado de intervención y naturaleza sobre aquellos 
delitos que configuran flagrancia delictiva, ofreciendo un tratamiento 
procedimental simplificado y eficaz frente al delito flagrante, a diferencia del 
proceso común donde el caso deberá de transitar por todas las etapas 
procesales dilatándose innecesariamente el caso, y que, además, por su 
naturaleza el proceso inmediato está diseñado para casos que no revisten las 
características de complejidad o conexidad de delitos. Consecuentemente, 
dicha norma demanda la celeridad y compromiso en la tramitación de los 
procesos por parte de todas las instituciones que administran justicia que a 
partir del 29 de noviembre de 2015, aplicarán también dicha norma, para los 
Delitos de Omisión a la Asistencia Familiar; y Conducción en Estado de 
Ebriedad o Drogadicción” (Resolución Administrativa N° 347-2015-CE-PJ). 
En ese contexto, “la Coordinación Nacional de Flagrancia, Delitos de 
Omisión a la Asistencia Familiar; y Conducción en Estado de Ebriedad o 
Drogadicción y la Secretaría Técnica del Equipo Técnico Institucional de 
Implementación del Código Procesal Penal, en cumplimiento a la Resolución 
Administrativa N° 315-2015-CE-PJ, mediante Oficio N° 028-2015-ST-ETI-PJ de 
fecha 24 de setiembre de 2015, ha requerido a las Cortes Superiores de 
Justicia información relacionada a la situación actual de cada Corte Superior de 
Justicia, en relación a estadística del proceso inmediato, terminación 
anticipada, omisión a la asistencia familiar, conducción en estado de ebriedad o 
drogadicción, diseño de los turnos penales; y número de órganos 
jurisdiccionales en materia penal. Información que a pesar de haberse recibido 
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de forma parcial ha permitido un resultado para la toma de decisiones” 
(Resolución Administrativa N° 347-2015-CE-PJ). 
En el Perú para los años 2015-2016 en materia penal se tuvo dos 
atmósferas disímiles con la aplicación de dos diferentes normas; por 
consiguiente aplicación e implementación del D. Leg. N° 1194, el proceso de 
implementación del nuevo modelo procesal penal, correspondiente a la 
determinación de órganos jurisdiccionales, el proceso inmediato compone que 
viene a ser el mecanismo que permite la simplificación del proceso, el cual se 
desecha la etapa preparatoria e intermedia, quedando liberados todos los 
hechos que dieran lugar al juzgamiento, especialmente los casos en que se 
encuentra los procesos de flagrancia, la manifestación del imputado o la 
adquisición de pruebas evidentes y suficientes para atribuirle al investigado la 
responsabilidad que diera a lugar; al igual que los casos relacionados a la 
Omisión de la Asistencia Familiar y también los casos de manejar en un Estado 
de Ebriedad o Drogadicción. En consecuencia dichos procedimientos a nivel de 
actores jurisdiccionales deben ser simplificados para ser más ágil, con el 
ofrecimiento de un trato procedimentalmente simplificado, efectivo y eficaz ante 
el delito flagrante; con relación al proceso común estos casos deben recorrer 
por diversas etapas procesales” (Resolución Administrativa N° 347-2015-CE-
PJ). 
Desde la “vigencia del Código Procesal Penal, no se ha podido 
establecer criterios únicos y homogéneos en la aplicación de los 
procedimientos de dicha norma;(…), la carga procesal que se tramitará como 
proceso inmediato derivado de los casos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia 
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Familiar y Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción, (…), el D. Leg. 
N° 1194, demanda al Poder Judicial la adopción de medidas administrativas 
tendientes a implementar órganos jurisdiccionales que administren justicia bajo 
los preceptos de la citada norma, establecer mecanismos tendientes a la 
cautela y garantía para el desarrollo de audiencias efectivas, la norma de 
reciente publicación dispone además que la implementación de toda medida se 
financiará con cargo al presupuesto institucional de los pliegos involucrados sin 
demandar recursos al tesoro público, consecuentemente corresponde a este 
Poder del Estado, habiendo valorado las particularidades de cada Distrito 
Judicial, disponer medidas administrativas necesarias, para la implementación 
de la norma de forma eficaz y eficiente que conllevan a resultados positivos” 
(Resolución Administrativa N° 347-2015-CE-PJ). 
Así, desde la entrada en vigencia de este “Decreto Legislativo N° 1194”, 
se viene empleando en diversos delitos cometidos en flagrancia con un trámite 
especial, que ha permitido reducirlo, incluso hasta pocos días hablando en 
tiempo invertido para su investigación, juzgamiento y resolución. Es así que la 
celeridad tratado en este tipo de delitos, motiva, incluyendo las consultas de 
constitucionalidad así como sus recursos, debido a que se ha llegado a 
determinar que un periodo muy corto no permite a las personas inmersas a la 
oportunidad debida de ejercer su defensa, los términos que garanticen su 
ordenamiento. Por lo que, para unos sacrifica la defensa y para otras las 
garantías, o simplemente van a favor del otro las garantías de un sujeto, 
llegando a ser inapropiado e inconstitucional. Esto motiva el conocer: El 
Respeto a los Estándares de los Derechos Fundamentales frente a los desafíos 
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actuales en Casos de Flagrancia en el Proceso Inmediato Penal Peruano al 
año 2016. 
1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
1.2.1. Problema general 
¿Cómo es el respeto a los estándares de los derechos fundamentales 
frente a los desafíos actuales en casos de flagrancia en el Proceso Inmediato 
Penal Peruano al año 2016? 
Con la presente formulación del problema lo que se busca es estudiar el 
respeto de los derechos fundamentales cuando se evidencia un caso de 
flagrancia. 
1.3. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
a. Actualidad: Esta investigación se realizó en el año en curso y el 
problema es coyuntural, porque las variables que se relacionan están 
presentes en el Perú al año 2016, en la problemática detectada y corresponde 
al tiempo presente; es decir, debido a la aplicación del nuevo código procesal 
penal y sus modificatorias. 
b. Pertinencia: El Respeto a los Estándares de los Derechos 
Fundamentales frente a los desafíos actuales en Casos de Flagrancia en el 
Proceso Inmediato Penal Peruano al año 2016, estudia cómo se critica por su 
repercusión en la formación de esta maestría en Derecho Procesal Penal; ya 
que ello coadyuva a la investigación y a la sociedad Jurídica. 
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c. Trascendencia: La presente investigación sirve de base para 
posteriores investigaciones, relacionadas a la mejora procesal penal, en los 
procesos inmediatos, a efecto de obtener un claro y exhaustivo estudio sobre 
los estándares del respeto de los derechos fundamentales. 
d. Utilidad: El presente  estudio pretende brindar una apreciación 
critica de la problemática detectada, tanto procedimental como sustancial, en el 
respeto irrestricto de los Estándares de los Derechos Fundamentales 
señalados en nuestra Constitución Política del Perú de 1993 y su vinculación 
en los casos de flagrancia, con la finalidad de valorar si se cumplen el respeto 
de los derechos mencionados. 
e. Factibilidad: Esta investigación es factible de realizarla porque se 
cuenta con todos los recursos necesarios para realizarla y por tanto la 
viabilidad del proyecto en su aplicación. 
f. Aporte científico: Por esta investigación, se pretende brindar, un 
enfoque diferente sobre la valoración o percepción del procedimiento de 
flagrancia en el proceso inmediato respetando los Estándares de los Derechos 
Fundamentales constitucionalmente amparados. 
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1.4. OBJETIVOS 
1.4.1. Objetivo general 
Valorar el respeto a los Estándares de los Derechos Fundamentales 
frente a los desafíos actuales en Casos de Flagrancia en el Proceso 
Inmediato Penal Peruano al año 2016. 
1.4.2. Objetivos específicos 
- Determinar los Estándares de los Derechos Fundamentales en el 
Proceso Inmediato Penal Peruano del año 2016 
- Evaluar los Casos de Flagrancia en el Proceso Inmediato Penal 
Peruano al año 2016 
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CAPÍTULO II 
EL MARCO TEÓRICO 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
2.1.1. Internacional 
Monge Herrera, Vivian. 2012, elaboró la tesis titulada: La 
Constitucionalidad del Procedimiento Penal de Flagrancia. Facultad de 
Derecho. Universidad de Costa Rica. Conclusiones: 1) Con referencia a los 
códigos nacionales, contempla el concepto de flagrancia, con ligeras 
variaciones, partiendo de supuestos parecidos entre sí. Donde la flagrancia no 
conlleva mayores implicancias a nivel procesal, preservo en 1993 y 2009. Con 
la existencia de trámites especiales para delitos de flagrancia, contemplados 
entre los años 1993 y 1997, se da con la llamada citación directa para casos de 
juzgamiento en flagrancias. Dicho Este especial bajó en desuso con la entrada 
en vigencia de su CPP para el año de 1998. Se observa la existencia del 
concepto de flagrancia en otras, en el derecho comparado, Es así que 
similarmente se contempla en el CPP de Costa Rica. Presenta  consecuencias 
a nivel procesal con diferentes ordenamientos. En cuanto a la tramitación 
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ordinada el principal contraste del procedimiento de flagrancia, radica en la 
eliminación de etapas preparatorias e intermedias, que mantienen actos legales 
como son la conciliación y las medidas alternativas. Por otro lado la distinción 
fue una competencia de un tribunal mismo en el ejercicio de un proceso. Una 
distinción fue el periodo en cuanto a la prisión preventiva y su consecuente 
debate siendo de quince días hábiles. Evidenciando el interés de la ley por su  
celeridad. 2) En cuanto a las garantías del proceso de flagrancia, presenta 
lesión en el principio de igualdad, por reducir un delito flagrante a la persona 
acusada, para el ejercicio de derechos procesales contrastando con las 
existentes en el ordinario, se constata que entre ellos, el principio de 
imparcialidad, son actos incompatibles con la ejecución del debate y el dictado 
de sentencia. Los quebrantamientos a los principios procesales del juzgamiento 
especial para casos de flagrancia, hacen que no resulte un adecuado respeto 
al “debido proceso” dentro de trámite respectivo. 
2.1.2. Nacionales 
Acuña Pereda, Erick Antonio. 2010. Tesis: Repensando los 
estándares de la Convención Americana sobre Derechos Humanos frente 
a los desafíos actuales de la institucionalización de las personas con 
diversidad funcional mental, para la universidad Pontificia Católica del Perú, 
en la Facultad de Derecho en las cuales se concluyó  Se llegó a determinar la 
necesidad entender la diversidad funcional, a pesar de su evolución constante. 
Se evidencia la imposición al gobierno la obligación de introducir en su 
ordenamiento jurídico regulaciones discriminatorias, debiendo fortalecer la 
práctica y establecimiento de normas así como medidas de que aseguren 
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igualdades a pesar de la diversidad de la función mental. Los estados debe 
asumir medidas positivas que eviten la vulneración de sus necesidades 
particularidades. Son pocos los esfuerzos dirigidos a promover estándares de 
protección, ello debido a la diversidad de sistemas.  No se ha logrado la 
protección de los derechos humanos de parte de los sistemas internacionales, 
y en la región se han hecho pocos esfuerzos para promover su protección. Con 
los avances del derecho internacional en materia de derechos humanos se da 
la posibilidad de restringir la libertad personal como un derecho que vulnera su 
integridad y la de los demás. Es necesario que se establezcan periódicamente 
revisiones en cuanto a detenciones compatibles con la Convención Americana 
para determinar  la validez de su detención. Al Estado le corresponde la 
responsabilidad de los establecimientos de detención bajo la jurisdicción directa 
y como consecuencia según el artículo 5 de la Convención Americana es el 
garante del derecho a la integridad. Finalmente es fundamental que los estados 
promuevan la capacitación y competencias a las autoridades competentes 
como son los jueces, sobre los derechos atribuibles de las personas con 
algunas necesidades especiales que les permitan tener un proceso adecuado. 
Arcibia, E.; García, E.; Gonzales, G.; Mori, N.; Mosqueira, A. Arturo; y 
Valdivia, Cl. (2011) elaboraron la tesis denominada: La Flagrancia en el 
nuevo Procesal Penal. Tesis de grado de doctor en Derecho para la 
Universidad de San Martin de Porres, Perú. Entre sus principales conclusiones 
se tiene: La libertad es un derecho constitucional de la persona y como tal debe 
ser protegido en todo lo concerniente a lo legal incluyendo las normas 
internacionales, debido a que cualquier restricción exige un tratamiento acorde 
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con la ley. La policía está facultada para detener constitucionalmente en casos 
de flagrancia, especialmente cuanto el ciudadano manifieste algunos de los 
cuatro estados de flagrancia previsto en la ley procesal. Se exige a la autoridad 
policial inmediata un análisis y de ser posible con un fiscal, ante una situación 
fáctica para proceder a la detención, bajo los principios la inmediatez y 
temporalidad, con elementos de prueba existentes y/o que se incauten.  En el 
mismo orden de acuerdo a la ley procesal e indicado en el artículo 259 del 
Código Procesal Penal, en la cual se evidencia la existencia existen cuatro 
estados de flagrancia citados por López (2015) los cuales son: “a) la flagrancia 
propiamente dicha; b) la cuasi flagrancia; c) la presunción de flagrancia por 
sindicación, pudiendo ser directamente sindicado por el agraviado o testigo, o 
medio audiovisual; y finalmente la  d) presunción legal de flagrancia” (p. 3) . 
Donde la tercera en mención merece una atención especial debido a que se 
trata por lo tanto de la sindicación directa de parte del agraviado o testigo. 5) 
En el derecho comparado se tiene un panorama más amplio de la 
institucionalidad procesal y reflexión sobre las posibles mejoras del texto 
procesal. 6) Lo señalado antes, permite el establecimiento de que en nuestra 
actual legislación se flexibilizo la inmediación en tiempo y persona, del 
establecimiento de los supuestos de flagrancia, haciéndolos extensivos a 
supuestos que no propiamente constituyen supuestos de flagrancia. 7) La 
presunción en casos de flagrancia por sindicación, en este caso tiene dos 
vertientes: la primera la sindicación directa o medio audiovisual, del que parte 
la presunción legal, reconociendo  tácitamente el  mínimo de sucesos en 
cuanto a su investigación, esto porque la autoridad policial, como el 
representante del Ministerio Público, en caso que conozca e intervenga de las 
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mismas, que no puede exceder de 24 horas; pues se requiere de sumo cuidado 
para evitar el detenerse a una persona injustamente. Dicha circunstancia, 
establece que en ambos supuestos de flagrancia delictual, tiene como objeto 
habilitar la detención de un ciudadano, como resultado de un acto de 
investigación policial y no por la existencia necesaria de una flagrancia 
propiamente dicha. 8) La flagrancia por sindicación directa, este caso se 
discute la fiabilidad del testimonio, versión del agraviado o testigo, pues 
sustenta únicamente su memoria, pudiendo  verse afectada, por el tiempo 
transcurrido y produjo del efecto del evento delictivo. 9) Sindicación por medio 
audiovisual esto se lidia que en la redacción actual, no existen ningún tipo de 
medio empleado, por ende, el mismo puede ser sustentando en imagines 
montadas con el fin de causar al presunto autor perjuicio. 
2.2. BASES TEÓRICAS 
2.2.1. Derechos fundamentales afectados por la flagrancia 
Partiendo de una indagación de los derechos fundamentales que se ven 
perturbados por los casos de flagrancia, es necesaria la discusión de la actual 
Constitución de 1993 sobre su señalamiento, y producto de ese análisis se 
hace un estudio de como los derechos fundamentales se ven afectados con el 
establecimiento de la flagrancia en los casos siguientes: 
A. La Libertad Individual: Libertad Ambulatoria 
No se considera la afectación de la libertad ambulatoria, por el contrario 
se refiere a la legitimización de la detención preliminar. Si bien es cierta en 
nuestra Carta Política en el artículo 2 e inciso 24, a la letra dice el derecho de 
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toda relacionado a la “libertad y seguridad personal”, dispuesto en el 
parágrafo f, consecuencia de ello se tiene que: 
“Nadie puede ser detenido sino por mandamiento escrito y 
motivado del juez o por las autoridades policiales en caso de 
flagrante delito. El detenido debe ser puesto a disposición del 
juzgado correspondiente, dentro de las veinticuatro horas o en el 
término de la distancia. Estos plazos no se aplican a los casos de 
terrorismo, espionaje y tráfico ilícito de drogas. En tales casos, las 
autoridades policiales pueden efectuar la detención preventiva de 
los presuntos implicados por un término no mayor de quince días 
naturales. Deben dar cuenta al Ministerio Público y al juez, quien 
puede asumir jurisdicción antes de vencido dicho término”. 
A decir de Meini (2008) esta contiene una norma implícita, de la citada 
disposición constitucional, la que radica en que “la constitución misma 
admitiendo la posibilidad en cuanto a la detención de una persona o ciudadano 
de parte de la autoridad policial en el caso de presentarse en un flagrante 
delito” (p. 289). Por lo que, se puede atestiguar en términos ordinarios que 
derecho primario de una persona, puede verse afectado con la existencia de la 
flagrancia delictiva, donde la libertad personal propiamente dicha, la llamada 
libertad ambulatoria o también llamada de circulación, la que permite que una 
persona se desplazarse de un lugar a otro, pudiendo residir e incluso 
permanecer en el lugar de su elección. O también dicho se trata de afectar la 
libertad ambulatoria producto de la actuación en casos de detención con 
flagrancia de parte de la autoridad policial.  
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Siguiendo con lo dicho por Meini (2008) el término flagrancia esta 
referido al momento donde el autor o partícipes cometen un delito, ello 
entendido como un concepto, encontrándose incluidos en todos los actos 
punibles del itercriminis, significando su inclusión en los hechos que dan inicio 
a la consecución de un delito, vale decir, que los actos preparatorios 
posteriores dará inicio a una tentativa, son considerados de ser punibles. 
A decir de Bernales Ballesteros, se instituye para la detención dos 
formas, constitucionalmente correcta, donde primeramente se da motivado del 
juez y por mandato escrito, éste debiendo ser producido sin arbitrariedad, por el 
contrario de acuerdo a lo establecido en los procedimientos. Mientras se 
entiende la segunda como la detención directa es decir se da por la autoridad 
policial, ello en caso de flagrante delito, entendida esta como el instante donde 
el agresor ejecuta la criminal acción. Estos dos supuestos de detención 
entendidos claramente son en la Constitución consentidos, por lo tanto la 
detención aquella que no esté encuadrado dentro de las dos citadas, constituirá 
una arbitraria detención. “Es así que se debe tener en cuenta lo citado por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, referida a limitativas situaciones 
en relación a la libertad personal, siendo también dos los supuestos señalados 
líneas arriba” (Bernales, 1997, p. 179), para el caso Gasa Gangara Panday, 
cito en sentencia del 21 de enero de 1994, con serie CNQ 16, párrafo 47: 
Para la Comisión Andina de Juristas (1999) “Según el primero de tales 
supuestos normativos, nadie puede ser privado de la libertad personal sino por 
las causas, casos o circunstancias expresamente tipificadas en la ley (aspecto 
material), pero, además, con estricta sujeción a los procedimientos 
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objetivamente definidos por la misma (aspecto formal)” (p. 81). “En el segundo 
supuesto, se está en presencia de una condición según la cual nadie puede ser 
sometido a detención o encarcelamiento por causas y métodos que – aun 
calificados de legales – pueden reputarse como incompatibles con respecto a 
los derechos fundamentales del individuo per se, entre otras cosas, 
irrazonables, imprevisibles, o faltos de proporcionalidad”(p. 82).  
“la detención arbitraria es aquella que, aun amparándose en la ley, no se 
ajusta a los valores que informan y dan contenido sustancial al Estado de 
Derecho. Lo ‘arbitrario’ constituye, de esta manera, un concepto más amplio, 
que incluye supuestos tanto de legalidad como de ilegalidad de la detención. 
En este orden de ideas, existen detenciones que puede ser legales pero que de 
vienen en arbitrarias, pues son llevadas a cabo según los procedimientos, 
requisitos y condiciones formalmente establecidas en el ordenamiento jurídico, 
pero que contradicen el fin último de todo Estado: el reconocimiento y respeto 
de los derechos fundamentales”. 
Por otro lado Bernales (1997) afirma que cuando se da la detención de 
una persona por la autoridad policial en delito flagrante, este detenido deberá 
“ser puesto a disposición del correspondiente juzgado, ello dentro de las 
veinticuatro horas o también pudiendo ser en el término de la distancia, por lo 
tanto la Policía Nacional no tiene la atribución de retener a una persona más 
tiempo del que sea necesario para su conducción ante la justicia” (p. 180). Por 
ello debe entenderse como término de la distancia a una concepción procesal, 
que indica el tiempo de demora desde el lugar donde está la persona hasta 
donde debe llegar finalmente, siendo fijado en los organismos judiciales de 
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acuerdo a una aprobación de una tabla de tiempos. Por lo tanto, se concluiría 
que no puede existir detención de parte de militares o unidades personales del 
Estado, pudiendo ser el Servicio de Inteligencia Nacional si diera el caso. 
Para los casos de terrorismo, tráfico ilícito de drogas y espionaje , 
merece una mención especial, pues el plazo de detención en casos de 
flagrancia pudiendo ser no mayor a quince días, como lo señala la disposición 
legalmente constitucional, no obstante, también concurre una obligación de 
parte de la policía como autoridad para darles a conocer al Ministerio Público 
como también al juez competente, dicho ello complementario con la facultad 
que tienen los jueces para asumir jurisdicción antes del vencimiento del plazo, 
teniendo este como intención la de permitir jurisdiccionalmente el control en 
cuanto a la investigación, ello si es considerado  conveniente por el juez, 
pudiendo ser por razones estrictamente relacionadas a la investigación en 
proceso como por los temores relacionados a la seguridad del detenido o 
también por razones surgidas como parte de su evaluación facultativa del 
órgano jurisdiccional. 
Por otro lado, “es conveniente aclarar con relación a las facultades de 
detención policial en casos de flagrancia, también existe jurisprudencia 
sugestiva relativamente expedida por el Tribunal Constitucional” (Bermúdez, 
1993, p. 133), tal es el caso contemplado en el Exp. Nº 818-98-HC/TC, citados 
en la fundamentación 1 y 3 donde se indica: 
1. “Que ninguna investigación preliminar sobre tráfico ilícito de drogas 
puede legitimar la detención de cualquier persona si no se acredita con hechos 
evidentes la configuración de los elementos constitutivos del delito. El hecho de 
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encontrar droga fuera del inmueble del investigado no acredita la existencia de 
flagrante delito porque falta el nexo de causalidad entre el lugar de ubicación 
de la droga y el detenido, como se da en el presente caso, máxime cuando la 
propia autoridad policial emplazada afirma a fojas cinco que al detenido no se 
le encontró droga alguna en sus bolsillos, que la droga se halló en la parte 
posterior del inmueble intervenido, adicionalmente, conforme al certificado 
médico legal de fojas quince, se acredita que el detenido no presenta signos de 
farmacodependencia. Ni la presencia del Fiscal en la intervención judicial ni la 
orden de allanamiento domiciliado decretado por un Juez legitiman las 
detenciones arbitrarias”. 
3. “Que, según el artículo 2°, inciso 24) literal “f” de la Constitución 
Política del Estado, la detención a una persona se puede dar en flagrante delito 
o por orden de un Juez. Con relación a los actos que origina la Acción de 
Hábeas Corpus presente no ha existido la orden del Juez para el detenimiento 
al hijo de la recurrente; por otro lado no ha existido delito flagrante. Estando 
ante el caso de que una intervención observada en el mismo incito de la 
perpetración o también cuando es seguidamente a ella, anterior al plazo del 
vencimiento prescrito, por otro lado también existen pruebas evidentes o 
hechos, que sustentan la técnica o la ciencia, para demostrar la producción de 
un delito. Dichos aspectos de pronunciamiento de la culpabilidad del detenido 
pueden pronunciarse solamente expresamente mediante sentencia judicial”. 
También contenida en el Exp. Nº 2617-2006-PHC/TC, en los fundamentos 2 al 
5, en que se señala: 
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2 “Al respecto, es necesario puntualizar que la libertad personal es un 
derecho subjetivo reconocido por el artículo 2, inciso 24, de la Constitución 
Política del Perú, el artículo 9.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos y el artículo 7.2 de la Convención Interamericana sobre Derechos 
Humanos. Pero no solo es un derecho subjetivo; también constituye uno de los 
valores esenciales de nuestro Estado constitucional de derecho, pues 
fundamenta diversos derechos constitucionales y justifica la propia 
organización constitucional. No obstante, como todo derecho fundamental, la 
libertad personal no es un derecho absoluto, pues su ejercicio se encuentra 
regulado y puede ser restringido mediante ley. Siendo, entonces, que se 
somete a prescripciones, no puede afirmarse que su ejercicio sea irrestricto. A 
este respecto, conviene anotar que, en criterio consecuente con tal limitación, 
la Norma Suprema no ampara el abuso del derecho”. 
3 “Sobre la detención personal, el artículo 2, inciso 24, literal f, de la 
Constitución prevé, taxativamente, la ocurrencia de dos supuestos para que 
esta sea legítima:  
a) el mandato escrito y motivado del juez, y  
b) el flagrante delito.  
En lo que al caso incumbe, visto que se impugna la detención porque, 
presuntamente, esta se ordenó sin que se presenten ambos impuestos, se 
procederá a determinar si, en efecto, así aconteció, a fin de verificar la posible 
vulneración del derecho y disponer la excarcelación del recurrente o, de lo 
contrario, desestimar la pretensión”. 
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4 “La norma constitucional precitada precisa que ambos supuestos no 
son concurrentes y que el plazo para que el detenido sea puesto a disposición 
de la autoridad pertinente es de 24 horas, con la excepción de los delitos de 
terrorismo, espionaje y tráfico ilícito de drogas, en cuyo caso la detención 
preventiva puede extenderse por 15 días. En el caso de autos, la detención 
responde al supuesto de flagrancia, pues la fiscal emplazada consideró que la 
conducta del recurrente se ajustaba a tal condición en el momento de los 
hechos”. 
5 “Según lo ha establecido este Tribunal en reiterada jurisprudencia, la 
flagrancia en la comisión de un delito requiere el cumplimiento de cualquiera de 
los dos requisitos siguientes: 
a) La Inmediatez Temporal, Es Decir, que el Delito se esté Cometiendo 
o se Haya Cometido Momentos Antes; y, 
b) La inmediatez personal, es decir, que el presunto delincuente se 
encuentre en el lugar de los hechos, en el momento de la comisión 
del delito, y esté relacionado con el objeto o los instrumentos del 
delito”. 
B. Derecho de defensa 
En cuanto al Principio de Inviolabilidad del Derecho de Defensa, llega a 
ser un principio consagrado en el artículo 139º inciso 14 de la Constitución, 
siendo en términos formulado de la manera siguiente: “… no ser privado del 
derecho de defensa en ningún estado del proceso”, con ello queda que toda 
persona debe ser inmediatamente informada y escrito por  las causas o 
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razones relacionadas a la detención y teniendo como derecho la comunicación 
personal con un defensor de su propia elección y también a ser asesorado 
desde el  momento de su citación o detención por la autoridad. Por otro lado el 
artículo IX del TP del Código instituye lo siguiente: “Toda persona tiene derecho 
inviolable e irrestricto a que se le informe de sus derechos, a que se le 
comunique de inmediato y detalladamente la imputación formula en su contra y 
a ser asistida por un Abogado Defensor de su elección o, en su caso por un 
abogado de oficio, desde que es citada o detenida por la autoridad” ello quiere 
expresar que queda garantizado el derecho de contar con un abogado para su 
defensa, debiendo ser este “un profesional en Derecho que ejerza la defensa 
técnica. Esta disposición tiende a superar las restricciones al ejercicio de este 
derecho en el vigente sistema predominantemente inquisitivo en el que no sólo 
se restringe la defensa, convirtiéndola en un derecho opcional” (art. 121º del 
Código de Procedimientos Penales), “sino que se imposibilita su ejercicio a 
través del ocultamiento de la información contenida en el cuaderno o 
expediente, al amparo de una mal entendida reserva de las actuaciones del 
sumario. El nuevo Código configura el derecho de defensa desde una 
perspectiva amplia; es esencial garantizar este derecho porque así se posibilita 
el ejercicio de los demás derechos reconocidos por la Constitución, los 
Tratados Internacionales de Derechos Humanos y las normas procesales” (art. 
71º, 80º y siguientes del CPP). Cubas (2005) “Para promover la efectiva 
vigencia de este derecho, se garantiza la asistencia de un traductor o interprete 
cuando no se habla el idioma del tribunal, la información del hecho, la libertad 
que tiene el imputado para decidir si declara o si guarda silencio; la posibilidad 
real y concreta que pueda comunicarse con su defensor y de contar con el 
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tiempo suficiente para preparar su defensa y ofrecer medios probatorios y la 
posibilidad de recurrir” (p.160). 
C. Debido proceso 
Para Zúñiga (2016) la inseguridad que se vive en diferentes lugares del 
país, hace que la intención de disminuir el índice de la comisión de delitos el 
legislador ha propuesto una solución desde el ámbito político-criminal, donde el 
Decreto Legislativo 1194, contempla la regulación en casos de flagrancia del 
Proceso Inmediato. 
Por otro lado la Constitución Política del Perú, en su numeral 3 del Art. 
139° establece: “La observación del debido proceso (…)”; pero, en el Proceso 
Inmediato queda vulnerado el mismo, ello referido al plazo brindado al 
representante del Ministerio Publico, quien en un plazo de 24 horas tiene para 
dar la incoación del proceso; atentándose los principios del Derecho Procesal 
Penal. “Justicia rápida y furiosa” siendo un término adecuado para esta medida, 
que tiene ciertamente su inicio en el ámbito político-criminal, debiéndose 
preocuparse por la celeridad del proceso, valiendo ser una herramienta con fin 
político. 
En cuanto al desarrollo del Proceso Inmediato se tiene como plazo 
máximo 72 horas, donde el Fiscal debe presentar mayor atención al tiempo y 
mas no a la configuración de la imputación concreta, pudiéndose evidenciar 
una ausencia grave en el juicio oral, como se vio en el caso por violación contra 
la libertad sexual citado en el Exp. 2868-2016, donde se formuló una sentencia 
absolutoria de parte del Juzgado Supra provincial de Tacna. 
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Apreciación aparte, cabe señalar que los Fiscales por lo general actúan 
de manera independiente en cuando al ejercicio de sus funciones, donde las 
mismas se desempeña conforme a su criterio, pero en el Decreto Legislativo 
1194, en el artículo 446° del Código Procesal Penal, se indica que el 
representante del Ministerio Publico “debe” iniciar el proceso inmediato, 
enriendándose éste como mandato imperativo, de esta manera contraviniendo 
la Ley Orgánica del Ministerio Publico así como la Constitución Política del 
Perú. 
Por otro lado, la implementación de este proceso trajo consigo la 
desnaturalización del término “flagrancia”, cabe decir que la flagrancia es una 
institución procesal cuya relevancia constitucional, justifica la privación de su 
libertad de una persona, por la policía o particularmente, correspondiendo una 
situación particular de urgencia en el contexto, de la misma manera debe darse 
concurrencia a la inmediatez, temporal como personal. 
Mientras que, para el caso de la aplicación del Proceso Inmediato es 
necesario tomar en cuenta las tres formas de flagrancia, como son: la 
flagrancia ficta, la flagrancia propiamente dicha y la cuasi flagrancia; pero, el 
Tribunal Constitucional, en más de una oportunidad, ha identificado en diversas 
sentencias la Flagrancia propiamente dicha, cabe decir, “con las manos en la 
masa”. 
Para el caso de la procedencia del Proceso Inmediato en el Derecho 
Procesal Penal se vulnera el Debido Proceso, pues se entendería como la 
existencia del Indebido Proceso, como se cita en la Legislación Italiana en la 
que se denomina Justo Proceso, como lo manifiesta Juan Montero Aroca.  
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En relación al Proceso Inmediato, se evidencia la falta de criterio 
utilizado por el legislador en cuanto a la modificación de proceso, no 
permitiendo construir una buena imputación para el actor del Ministerio Publico 
limitando con ello que se pueda plantear por la defensa una Teoría Efectiva 
para la sustentación en beneficio de su amparado, mostrándose la infracción al 
Derecho de Defensa, debido a que el Proceso Inmediato se inicia en un plazo 
no razonable y no permitiéndose la construcción de una base fáctica para la 
culminación de la pena adecuada, dando como resultados que lo impuesto 
resulte ser gravísimos, dado es el caso de Silvana Buscaglia, inicicando así un 
caso donde se aplicó dicho proceso “rápido y furioso”. Por otro lado se 
evidencia una vulneración al Debido Proceso, como es el Derecho de Defensa, 
la Presunción de Inocencia más otros derechos respecto a la aplicación del 
Proceso Inmediato agenciando el control penal. 
D. La inmediación 
Principio vinculado al Principio de Oralidad, viene a ser una condición 
indispensable para la Oralidad. Donde la inmediación por lo tanto impone, que 
el juzgamiento sea ejecutado de parte del mismo tribunal encajonado de inicio 
a fin. La inmediación por lo tanto es el acercamiento del juzgador con los 
elementos útiles para emitir una sentencia. Está regido por dos planos: el 
primero se da con la relación entre quienes participan como parte del proceso y 
tribunal, exigiendo la física presencia de los implicados en materia de la 
inmediación. Mientras que la vinculación con los imputados y la Sala Penal que 
realiza el juicio, se da inmediatamente a través de la Oralidad. 
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La inmediación como principio contiguo al principio contradictorio, 
impiden el juzgamiento de una persona en ausencia, segundo en la  captación 
probatoria, se requiere que el juzgador haga su defensa como la prueba en el 
juicio practicada. Por lo tanto la inmediación da pie a un trato interpersonal 
directo, entre acusado,  acusador, juzgador, defensores, agraviado y el tercero 
civil, en diversos momentos del proceso. En consecuencia, la inmediación es 
una necesidad, dado las condiciones indispensables para la alineación y del 
criterio consolidado en la toma de conciencia para el futuro fallo a ser expedido. 
E. Actuación de pruebas 
Corresponde a todos los actos realizados por la partes, el juicio oral ante 
un juez con el único objeto de la incorporación de elementos de prueba 
dirigidos a verificar sus posiciones del hecho. 
Por lo tanto el acto como prueba de la parte acusadora, tiene la finalidad 
de persuasión ante el tribunal, con alta certeza, acerca de todos los extremos 
vinculados a la imputación delictiva. 
En cuanto al acto de prueba de la parte acusada, tiene por finalidad es 
cuestionamiento de la certeza sobre los extremos vinculados a la imputación 
delictiva. 
Para Salas (2016, p. 39) ¿Cuándo se ha de constituir en actor civil el 
agresivo y cuándo se ofrece pruebas? 
Dado los supuestos de flagrancia o cuasi flagrancia, por un lado, y de 
pluralidad de imputado, por otro, así como de omisión asistencial de la familia, 
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también conducir en estado de ebriedad, conducción en estado de 
drogadicción, confesión sincera, o cuando no haya proceso complejos, es el 
fiscal quien solicita al juez de investigación preparatoria la incoación de 
audiencia única preparatoria la incoación de audiencia única, y son las partes 
quienes pueden planear mecanismos alternativos de culminación del proceso 
judicial. Es también el juez de la investigación preparatoria quien impone las 
medidas coercitivas, los mecanismos alternativos y, tras incoar el proceso 
inmediato, devuelve la causa al Ministerio Público para que forme la acusación 
dentro de las 24 horas siguientes, claro que si es un proceso en supuesto de 
flagrancia, se estima que esencialmente contará con razonables elementos de 
convicción. 
¿Cuándo se ha de constituir en actor civil el agraviado y cuándo se 
ofrece prueba? 
En artículo 100 del NCPP ha establecido que el agraviado debe solicitar 
la constitución de actor civil en la investigación preparatoria si así lo estima, 
pero es los casos de flagrancia; ¿es probable que en la audiencia de incoación 
se constituya el actor civil?  
Según el anterior texto del artículo 447 del NCPP, en que había 29 días 
de investigación preparatoria antes de promover el proceso inmediato, en 
algunos casos, corresponde en la investigación preparatoria al juez para 
atender el pedido del agraviando y constituir, si corresponde, en actor civil. 
26 
 
Ante el vacío actual, tendrá que administrar el pedido del agraviado en la 
parte inicial de la audiencia única de juzgamiento; si no se admite, se estaría 
obstruyendo; el derecho de defensa del agraviado. 
En el control de acusación las partes pueden ofrecer medios de prueba, 
el juez de juzgamiento puede innovar en el marco de la ley, llenar la laguna con 
un sentido principista y dar lugar a la constitución en actor civil. Claramente la 
arquitectura de esta forma rápida de procesamiento es sui generis.  
F. Principio de la presunción de la inocencia 
“Este principio establece uno de los puntos básicos del movimiento 
liberal dirigido en exaltar a rango constitucional del derecho de los ciudadanos 
sometidos a un proceso a ser considerados inocentes penalmente” (Artículo 2º 
inciso. 24 literal e.). Por lo tanto es un pilar del proceso penal acusatorio, dando 
lugar a toda persona al derecho de presunción de la inocencia mientras no se 
contemple sobre esta una sentencia de condena. La vigencia de este principio 
se da a lo largo de toda la etapa del proceso, así como sus instancias. “La 
presunción de inocencia ha de desplegar, pues, sus efectos en la fase 
instructora, impidiendo que los actos limitativos de los derechos fundamentales, 
en general, y la prisión provisional, en particular, no puedan ser adoptados sin 
la existencia previa de fundados motivos de participación en el hecho punible 
del imputado y tras una resolución motivada en la que se cumplan todas las 
exigencias del principio de proporcionalidad” Salas (2016, p. 40).  
Es así que este principio también puede ser desvirtuado con la actividad 
probatoria en los siguientes puntos: “1) la carga de la prueba que 
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exclusivamente corresponda a la parte acusadora, mas no a la defensa; 
debiendo de probar en el juicio todos los elementos constitutivos que dieran a 
lugar una pretensión penal 2) dicha prueba debe en el juicio oral practicarse 
bajo inmediación de un órgano jurisdiccional, previa las garantías procesales. 
Mientras que el juez penal al juzgar, le queda solo lo vinculado a la alegación y 
probado en un juicio oral 3) Otro punto son las pruebas que deben ser 
valoradas, con un criterio de conciencia de parte de los jueces ordinarios, con 
competencia, independencia e imparcialidad”. Dicho principio tiene una relación 
índice con el Derecho a la Libertad garantizado por la Constitución en su 
artículo 2º inciso 24, “por ende en un proceso acusatorio en términos generales 
y en particular las medidas coercitivas como la prisión preventiva, son de 
carácter excepcional y provisional, pues, solamente podrán asignarse cuando 
exista un peligro procesal, vale decir el peligro de fuga o entorpecimiento de 
una actividad probatoria” Salas (2016, p. 41). 
2.2.2. La flagrancia en el nuevo modelo procesal penal 
El artículo 2, 24, f, de la Constitución Política Peruana -  1993 a la letra 
señala que “Nadie puede ser detenido sino por mandamiento escrito y 
motivado del Juez o por las autoridades policiales en caso de flagrante delito”, 
quedando allí el tema puntual.  
Pero como concepto legal, antes del Código Procesal Penal del 2004, 
“no existía norma ordinaria alguna sobre el concepto de “flagrancia”, a pesar de 
ser mencionaba en las Constituciones, pero siempre se acudía a la doctrina y 
jurisprudencia para el conocimiento tanto de su contenido como sus alcances” 
(p.44). 
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Para el 21 de julio del 2007, se dio la promulgación del Decreto 
Legislativo N° 989, modificando la conceptualización de flagrancia delictiva 
determinado ya en la Ley N° 27934, en el cual se regula la actuación del 
Ministerio Público y así como el de la Policía Nacional en materia de 
investigación preliminar. Dicha norma en su inicio fue duramente criticada, ya 
que fue considerada que violaba el contenido de los principios del nuevo código 
procesal penal. Siendo así, que el 9 de junio de 2009, es publicada la ley N° 
29372, retornando la conceptualización de flagrancia delictiva como parte del 
texto original del nuevo código penal. Es así que esta norma reconoce dos 
supuestos: primero la flagrancia stricto sensu, la cual hace referencia a la 
divulgación del autor en el instante del hechos, segundo la cuasi flagrancia, 
donde incluye situaciones donde el autor es buscado inmediatamente realizado 
el hecho delictivo. 
Por lo que el artículo 259 del Código Procesal Penal del año 2004, con 
su modificatoria introducida en la Ley Nº 29372, se señalaba: 
“1. La Policía Nacional del Perú detiene, sin mandato judicial, a 
quien sorprenda en flagrante delito. 2. Existe flagrancia cuando la 
realización de un hecho punible es actual y en esa circunstancia, 
el autor es descubierto o cuando es buscado y capturado 
seguidamente después de haber consumado el acto punible o 
cuando es sorprendido con evidencias que revelan que acaba de 
ejecutarlo” 
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Posterior a ello, dicha disposición fue modificada últimamente por Ley Nº 
29569, que se publicó en el Diario Oficial “El Peruano” con fecha 25/08/2010, 
amplificando la definición de flagrancia, haciendo referencia a: 
“La Policía Nacional del Perú detiene, sin mandato judicial, a 
quién sorprenda en flagrante delito. Existe flagrancia cuando: 1. El 
agente es descubierto en la realización del hecho punible. 2. El 
agente acaba de cometer el hecho punible y es descubierto. 3. El 
agente después de haber huido es identificado durante o después 
de la consumación del hecho punible, ya sea por el agraviado o 
por cualquier otra persona presenciante del hecho, o por medios 
audiovisuales, dispositivos o equipos donde la tecnología ha 
registrado su imagen, debiendo ser encontrado en de las 
veinticuatro  horas de consumado el punible hecho. 4. Cuando el 
agente es encontrado en de las veinticuatro horas después de 
haber efectuado el delito con instrumentos originarios que 
hubieren sido usados para cometerlo en sí mismo o indiquen su 
autoría o participación en el hecho delictivo”. 
Por lo que se puede definir la flagrancia expuesto por Angulo (2010) 
“constituye una figura procesal que define una particular situación de urgencia 
en la cual se permite a la policía nacional una excepcional actuación que le 
faculta tanto a detener al agente o presunto autor del ilícito penal, como a 
ingresar a los domicilios de las personas, cuando se encontrare realizando la 
persecución. Precisamente, por lo referido, tal figura es de gran interés para la 
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policía nacional y el Ministerio Público, que son las primeras entidades que 
deben calificar su presencia” (p. 37). 
Para Ortells, “la potestad que tiene la policía de poder detener a una 
persona, sería una potestad propia, en el sentido de que solo a la autoridad 
policial le corresponde apreciar la concurrencia de los presupuestos de su 
ejercicio y que en este caso no actúa como ejecutora de una resolución judicial”  
(p. 15), sin un análisis a fondo,  vale decir quién reconoce que la mediación en 
casos de flagrancia, y defina si estos se han efectuado de manera correcta o 
simplemente se han violado los derechos fundamentales de la persona. 
2.2.3. El proceso inmediato  
Haciendo referencia al artículo 447 en ella se resalta el párrafo 1 en la 
cual se establece que el término del plazo en cuanto a la detención policial, 
donde el fiscal solicita al juez de la investigación preparatoria la iniciación del 
proceso inmediato, a quien se le asiste su resolución dentro de las cuarenta y 
ocho horas para la determinación de la procedencia del proceso inmediato. Es 
así que todo el trámite mantenido en relación a la detención del imputado se da 
hasta la ejecución de la audiencia. 
El párrafo cuarto establece que la audiencia única de iniciación del 
proceso inmediato es de carácter inaplazable. Por otro lado, el párrafo seis 
indica el requerimiento aceptado, da pie a que el fiscal formule la acusación 
dentro de las 24 primeras horas; debiendo ser remitido en el mismo día al juez 
penal de parte del juez de investigación preparatoria; donde el primero dictará 
el auto de enjuiciamiento y citación a juicio. 
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Por lo tanto la audiencia de juicio inmediato será regulada por el artículo 
448, mientras que se presenta también una nueva estructura. Dispuesto por el 
juez penal se realiza la audiencia única de juicio inmediato en el mismo día de 
recibido el auto que inicia el proceso inmediato, mientras que de no posible, su 
realización no excederá las setenta y dos horas. 
2.2.4. La flagrancia y el proceso inmediato 
Para Sánchez (2016) los acontecimientos judiciales últimos han 
generado el debate y la atención pública del ciudadano en relación a las 
sentencias de inmediato por flagrancia dictadas. 
La terminología de proceso inmediato y flagrancia son constantemente 
repetidos por diversos actores sociales. ¿Cuánto conocemos realmente sobre 
estos conceptos? Veamos. 
Para Cabrera (2016, párr. 3) “en el Nuevo Código Procesal Penal, el 
proceso inmediato es un proceso especial previsto y proceden de ella los 
supuestos, cuando”:  
a) es sorprendida la persona en flagrante delito,  
b) se confiesa el delito y  
c) hay existencia probatoria.  
El Decreto Legislativo 1194 para estos casos,  obliga al fiscal a promover 
el proceso inmediato, solo en los casos de delito flagrante deje de lado el 
proceso común. 
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Sánchez (2016) “Es un estado evidente de la comisión de un delito la 
flagrancia y la policía está habilitada para la detención de personas en actos de 
flagrancia; donde el fiscal solo cuenta con 24 horas para ponerlo a disposición 
del juez. Se admite cuatro estados de flagrancia según el artículo 259 del CPP” 
(párr. 4):  
a) Cuando se está cometiendo el delito, vale decir flagrancia dicha 
propiamente. 
b) Cuando después de haber cometido el delito es detenido 
inmediatamente vale decir cuasi flagrancia,  
c) Cuando dentro de las 24 horas de producido el delito se encuentra 
con las evidencias del mismo, vale decir la presunción legal, y  
finalmente  
d) Cuando se da la sindicación de un testigo o víctima, pudiendo ser 
también por video vigilancia, vale decir se da la presunción por 
sindicación. 
Se cambia el verbo rector ‘podrá’ que facultaba al fiscal por ‘deberá’ en 
el Decreto Legislativo 1194. Ello afecta la discrecionalidad del fiscal. En la 
práctica es el fiscal quien califica la flagrancia. “Si considera que los hechos no 
configuran flagrancia dicha autoridad, no está obligado a requerir el proceso 
inmediato. Si el fiscal no cuenta con los elementos de prueba materiales 
inmediatos para sustentar su pedido ante el juez, existiendo flagrancia, deberá 
seguirse el proceso común” (Sánchez, 2016, párr. 3). 
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2.2.5. Supuestos en la aplicación del proceso inmediato  
Según Cabrera (2016) de acuerdo al Decreto Legislativo N° 1194 
a) Generalidades 
“En el 2015, el 30 de agosto se publica en el Diario Oficial El Peruano, el 
D.L. Nro. 1194 en el cual se regula el proceso inmediato para casos de 
flagrancia; esta norma jurídica permitió la modificación de la Sección I del Libro 
Quinto, lo concerniente al “Proceso Inmediato”. Dicho propósito estuvo dirigido 
al cambio normativo originado en la disposición obligatoria de este proceso 
especial, que inicialmente fue facultativo para el fiscal. Con el Art. 3° del D.Leg. 
Nro. 1194, se adelantó la vigencia de la Sección I, Libro Quinto del Código 
Procesal Penal del 2004 a nivel nacional; la misma que tuvo como primera 
disposición complementaria el establecimiento de la entrada en vigencia, a 
partir del día 30 de noviembre del 2015” (párr. 3) 
b) Definición 
Para Neyra (2015) “El proceso especial es definido como el paso directo 
de la fase de diligencias preliminares al juicio oral, en aras de la celeridad de 
los procesos penales, donde se va obviando el hecho de llevar a cabo etapas 
de investigación en términos preparatorios y de inmediatez de un proceso 
común” (p. 45). 
A decir de Cabrera (2016) “se trata de un proceso breve y simplificado 
por haberse alcanzado en un tiempo corto los objetivos investigatorios, no 
siendo necesario el agotamiento de plazos, ni recorrido de la etapa de 
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investigación preparatoria”. Calderón (2014) “Dicho proceso se sustenta en la 
búsqueda de la racionalización y eficacia en casos en que los actos de 
investigación resulten no necesarios” (p. 125). “Es así que dicho proceso 
inmediato es como su nombre los dice de inmediato por que promueve la 
simplificación y celeridad en aquellos procesos en el cual fiscal no requiera 
mucho tiempo investigación para abreviar los cargos, así como impedir que la 
investigación preparatoria llegue a ser un procedimiento burocrático, 
innecesario o rutinario, dadas por condiciones singulares para la formulación de 
la acusación” (Vinelli, 2015, p. 70). 
2.2.6. Aplicación del proceso inmediato en casos de flagrancia 
Para Cabrera (2016, párr. 6) “Para su iniciación no es de requerimiento 
la aceptación de un imputado, se da cuando el Fiscal inste este procedimiento 
al Juez de la Investigación Preparatoria”. “La determinación de la falta en el 
proceso inmediato, se da por la necesidad de la realización de la investigación 
preparatoria, ello debido a la presencia de una flagrancia delictiva, siendo 
confesamente admitido por el imputado como comisión de delito y/o la 
existencia de elementos de convicción que evidencien la concreción del ilícito y 
la actuación del imputado” (Neyra, 2015, P. 46). 
La regulación de los supuestos en la aplicación del proceso inmediato se 
da con el Art. 446° del CPP 2004, con la existencia de una novedosa norma 
que impone el fiscal al deber de solicitar, bajo responsabilidad, en vías de un 
inmediato, al juez de investigación preparatoria, a la redacción existente la 
posibilidad de que el fiscal concretice dicha solicitud. 
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a) La detención por flagrancia delictiva 
San Martín (2015, p. 804) citado por Cabrera (2016) se da en aquellos 
casos en que toda persona haya sido sorprendida y detenida en flagrante 
delito, los mismos que se encuentren dentro de los supuestos del Art. 259°. “Es 
así que la flagrancia delictiva exige la inmediatez personal, temporal e 
intervención policial: donde el sujeto sea  sorprendido realizando actos de 
ejecución del delito. Por lo tanto queda consentida la flagrancia esta opuesta a 
la clandestinidad de la comisión de un delito. El delincuente debe estar en el 
lugar o cerca de los hechos, y con los bienes delictivos en relación inmediata o 
con la ejecución del delito, de manera que sea observado por la autoridad 
policial el que tomará imprescindible su intervención con el objeto de poner fin 
a la situación delictiva creada por su propio actuar”. De igual manera la 
cuasiflagrancia, donde “el sujeto huye de la escena del delito siendo 
perseguido y después detenido al haber cometido o intentado un acto delictivo 
no siendo necesario la percepción directa de una comisión delictiva.  
Es así que la flagrancia para (Araya, 2015) “es un instrumento 
estrictamente de naturaleza procesal dotada de categoría constitucional, que 
justifica la privación de la libertad a una persona, constituido en: supuestos 
fácticos autorizados debidamente por la ley, una vinculación fáctica 
suficientemente directa e inmediata del sujeto con el hecho delictivo de parte 
de un tercero, inmediatez – coetaneidad, por la temporalidad de los hechos 
percibido en el transcurso de la comisión del delito, como personal es ubicado 
en el sitio y es vinculado con el delito, o también pudiendo estar relacionado 
con el objeto del delito y; finalmente, por ostensiblidad” (p. 63). 
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Para Cabrera (2016) “nuestro ordenamiento jurídico, contempla los 
supuestos en los cuales la policía realiza la detención constitucionalmente sin 
mandato judicial contenido en el Art. 259° del Código Procesal Penal, siendo 
denominado, detención policial en flagrante delito”. Bazalar (2015) “Es así que 
la policía puede detener frente a un hecho jurídico con apariencia de delito. 
Cabe resaltar que la policía no es un abogado, por lo que, no tendrá la 
capacidad de calificar un hecho jurídico en un tipo penal” (p. 43), por lo que 
inmediatamente debe comunicar al fiscal penal de turno. Siendo el fiscal el 
encargado de que la persona este detenida, solo veinticuatro horas para el 
establecimiento si la detención policial es constitucional, a decir de Bazalar 
(2015)  “la calificación de dicho acto jurídico la detención en la comisaría tiene 
o no relevancia penal, dicha diligencias se deberán realizar con urgencia, 
recabando los elementos de convicción, de cargo o de descargo, y si concurren 
al final los presupuestos del Art. 268 del Código Procesal Penal, redacción y 
presentación del juzgado, donde el requerimiento de prisión preventiva, será 
dentro de las veinticuatro horas; es así que la policía no comunica al fiscal 
inmediatamente la detención de una persona, viciando desde su nacimiento la 
investigación, correspondiéndole al policía responder funcional y penalmente 
por su omisión” (p. 44). 
b) La confesión del delito 
Cabrera (2016) “viene a ser el segundo supuesto del proceso inmediato 
dándose cuando el imputado ha confesado. El valor de la prueba de la 
confesión es establecida en los términos del Art. 160° del CPP, el que consiste 
en la confesión y cuándo esta posee valor probatorio”. 
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San Martín (2015) señala: “Funcionalmente debe entenderse como el 
reconocimiento del imputado de su participación en un hecho, objeto de la 
imputación. Donde el procesado admitió los cargos o imputación expuesta en 
su contra, vale decir, el reconocimiento la comisión de hechos incriminatorios” 
(p. 804). 
Flores (2015) enfatiza que: “en el acto procesal la confesión consiste en 
la declaración personal, libre, consciente, sincera, verosímil y circunstanciada 
de un hecho realizado por el procesado, pudiendo ser durante la investigación 
o el juzgamiento, aceptado total o parcialmente la autoría o participación del 
delito perpetrado que se le imputa. Donde la declaración contiene fundamentos 
encaminados a atenuar y excluir la pena” (p. 42). 
San Martín (2015)  sostiene: “La confesión tiene un beneficio de 
disminución de la pena hasta una tercera parte por debajo del mínimo legal. 
Dicho beneficio en el supuesto de flagrancia no es aplicable, ni de reincidencia 
y habitualidad, conforme lo estipula el Art. 161 del CPP, modificado por la Ley 
N° 30076, de 19-08-13” (p. 805). 
c) Los evidentes elementos de convicción 
Cabrera (2016) “viene a ser el tercer supuesto de proceso inmediato 
donde las diligencias preliminares ya se cuentan con elementos de convicción 
evidentes, y que hayan sido acumuladas estas durante diligencias preliminares, 
y un interrogatorio previo del imputado”. Neira (2015) sostiene: “La existencia 
de elementos de convicción suficientes, se dan cuando lo actuado en la 
investigación preliminar se encuentra en los elementos incriminatorios de 
atributo tal, que son suficientes para la sustentación de una acusación” (p. 52). 
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A decir de Vinelli (2015) “es necesario considerar que los supuestos del 
numeral 1 del artículo analizado no deben ser concurrentes necesariamente, 
pues basta con que se dé alguno de los supuestos” (p. 75). “Es suficiente con 
la presencia de una de estas circunstancias para que el fiscal tenga la 
posibilidad de pedir el procedimiento inmediato, sin recurrir a las tres 
anteriores” (Avalos, 2014, p. 246). 
2.2.7. Declaración del imputado 
San Martín (2015) sostiene que: “este postulado se enfatiza en el 
supuesto de una evidencia delictiva, el cual concurrente, con la declaración del 
imputado como un acto de defensa material, para proporcionar datos 
probatorios, citado  en el Art. 446.1.c del CPP 2004, por otro lado en los casos 
de confesión en flagrancia delictiva, que presupone la presencia del imputado y 
su posible declaración” (p. 806). 
Cabrera (2016) la libertad de declaración en el CPP 2004 es reconocido 
como derecho fundamental y, por ende, todo imputado tiene derecho al 
silencio, siendo posible el no sometimiento al interrogatorio, cabe decir será 
que dicho obstáculo procesal pudiera impedir la incoación del procedimiento 
inmediato. En los casos de flagrancia delictiva puede ocurrir tal obstáculo, tanto 
como en la evidencia delictiva. “No es dable el rechazo a la iniciación del 
procedimiento inmediato, basta que el imputado esté presente y se dé la 
posibilidad de que ejerza su defensa, que se le permita responsabilizarse de 
sus cargos. Esta posibilidad procesal no se evidencia en la actitud del imputado 
ante los cargos, sino en la entidad de la convicción de elementos que rodean el 
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caso y que hacen viable la estimación existente de datos del hecho delictivo y 
de su autoría”. 
2.2.8. Excepciones al proceso inmediato 
Cabrera (2016) con el D. Leg. N° 1194 se da la incorporación de dos 
supuestos al Art. 446° del CPP 2004. Primero incorporación del numeral 2, 
donde se da el señalamiento de la excepción en la aplicación de un proceso 
inmediato. Bazalar (2015) “dicha excepción es aplicable en casos en que, se 
requiera ulteriores actos de investigación debido a la complejidad, establecido 
en el numeral 3 del artículo 342 del CPP, en la que establece condiciones para 
que el fiscal pueda declarar complejo el proceso. Dicha norma exceptúa el 
proceso inmediato a supuestos indicados en el numeral 3 del Art. 342°, que a la 
letra indica que al fiscal le corresponde emitir la disposición de declaración 
complejo del proceso cuando:  
a) La actuación requiera de una cantidad significativa de actos 
investigatorios;  
b) La investigación comprenda numerosos delitos;  
c) Una cantidad importante de imputados o agraviados involucrados;  
d) La realización de pericias demanda que comportan la revisión de 
complicados análisis técnicos o de una nutrida documentación;  
e) La realización de gestiones de carácter procesal fuera del país;  
f) Llevar a cabo diligencias donde involucra varios distritos judiciales;  
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g) La gestión de personas jurídicas o entidades del Estado debe ser 
revisado  
h) Los delitos perpetrados por integrantes de una organización criminal 
en la investigación de, personas vinculadas que actúan a ella o por 
encargo de la misma” (p. 47).  
San Martín (2015) “en el apartado 2 del Art. 446 del CPP 2004 se 
dispuso que en los casos complejos, de acuerdo a las reglas estatuidas en el 
Art. 342.3 del CPP 2004, son excluidos del proceso inmediato”. 
“En el numeral 3 del Art. 446° del CPP 2004, se encuentra el segundo 
supuesto, en el referido artículo se señala que en el caso de una misma causa 
seguida contra varios imputados, solo se puede a través del proceso inmediato 
siempre y cuando se encuentren implicados en el mismo delito y estén 
presentes en los supuestos de aplicación del proceso inmediato que consagra 
el Art. 446 inciso 1) del CPP” (p. 811).  
Neyra (2015) señala “El proceso inmediato, es aplicable también en caso 
de pluralidad de imputados, estableciéndose dos exigencias, la primera indica 
que todos ellos se encuentren en situaciones previstas en el numeral 1 del Art. 
446°, es decir dentro de los supuestos aplicables en este proceso, y que estén 
envueltos en el mismo delito” (p. 53). Para San Martín (2015) “con la pluralidad 
de los imputados, implicará la posibilidad de un proceso inmediato siempre y 
cuando todos los encausados estén en la misma situación jurídica: como es el 
caso de flagrancia, confesión o evidencia delictiva  citados en el Art. 446.3 del 
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CPP 2004, que viene a ser el principio de prueba acabada del delito con 
simplicidad material de la causa (p. 812).  
Gálvez (2008) sostiene: “Esta disposición se da en razón a la naturaleza 
del proceso inmediato, siendo reservado para ser aplicable a hechos delictivos 
de sencilla índole y solución fácil, pudiéndose porque el autor sea sorprendido 
en flagrante delito, previa confesión o por existencia de elementos de 
convicción, y si es dado, no sería funcional su aplicación por las causas de los 
imputados o por su complejidad” (p. 831). 
Independientemente de lo señalado en los numerales anteriores el Art. 
446° en el numeral 4 menciona que el Fiscal también deberá solicitar el 
comienzo del proceso inmediato en el caso de los delitos de omisión a la 
asistencia familiar y por otro lado a los de conducción en estado de ebriedad o 
drogadicción, sin perjuicio de lo indicado en el numeral 3 del Art. 447 del 
Código Procesal Penal. Vinelli (2015)  enfatiza que: “Dicho numeral plantea 
cuestionamientos diversos. Ejemplificado en el caso de operativos de 
alcoholemia dirigidos por la Policía Nacional, donde se determine de manera 
presuntiva, el estado de ebriedad de un conductor, ello implicaría su detención 
inmediata tanto del conductor como del automóvil, y su consecuente 
conducción ante el fiscal para el comienzo del proceso inmediato, previa 
detención preliminar consecuente hasta el inicio de la audiencia de iniciación 
de proceso inmediato. Bien, si el investigado a su pedido solicita la aplicación 
del principio de oportunidad, entonces ¿el fiscal puede dar trámite a su 
solicitud, pudiendo optar por la iniciación del proceso inmediato?” (p. 76). 
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2.2.9. Obligatoriedad en casos de flagrancia en proceso inmediato 
El  Decreto Legislativo N° 1194 cuenta con modificaciones al Proceso 
Inmediato, como el proceso especial previsto en el Código Procesal Penal de 
2004. En la cual se establece desde nuevos plazos, nuevas obligaciones tanto 
para el fiscal y el juzgador. 
En el Código Procesal Penal de 2004, se ha modificado uno de los 
procesos especiales denominado Proceso Inmediato. Dicho era destinado a la 
reducción de plazos, otorgándole al fiscal la oportunidad para interponer 
acusación ante todos los medios probatorios suficientes para imputarle la 
responsabilidad al detenido. 
Ahora bien queda establecido que un proceso obligatorio en casos de 
flagrancia, quedo modificado en el artículo 446 del Código y se cuenta con una 
estructura nueva completamente a los artículos 447 y 448. 
El Decreto Legislativo N° 1194, ha dispuesto la norma regulatoria del 
proceso inmediato en casos de flagrancia dentro del marco de delegación de 
facultades legislativas en casos de seguridad ciudadana.  
2.2.10. Incorporación del  proceso inmediato  
En el artículo 446 a diferencia de su regulación anterior, ahora se 
dispone el deber del fiscal en la iniciación del proceso inmediato. Los 
supuestos son los mismos como: detención en flagrancia delictiva, confesión 
del imputado o existencia de elementos de convicción acumulados durante las 
diligencias preliminares. 
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Por otro lado se exonera al fiscal del deber de iniciar el proceso 
inmediato para casos complejos en el que es necesaria la realización de 
consecutivos actos de investigación (inciso 2). 
2.2.11. Discusión actual del proceso inmediato 
A partir de las sentencias condenatorias que se han venido dictando en 
el marco de la vigencia del Decreto Legislativo Nº 1194, específicamente en 
los casos de los policías agredidos en el ejercicio de su función por personas 
intervenidas, siendo uno de estos el caso de la ciudadana Silvana Buscaglia 
Zapler, la aplicación del proceso inmediato ha sido aplaudida por un sector 
importante de operadores jurídicos; sin embargo, otro sector no menor viene 
cuestionando su legitimidad constitucional, señalando –entre otros aspectos– 
que las penas impuestas a través del proceso inmediato serían 
desproporcionadas. 
Se advierten que uno u otro con la implementación del proceso 
inmediato estarían vulnerando al procesado en sus derechos elementales, v. 
gr. el derecho de defensa en un plazo razonable expresado por el investigado 
debe tener preparada su defensa; también se dice que su aplicación no estaría 
siendo acorde con la ratio legis del Decreto Legislativo Nº 1194. 
2.3. MARCO CONCEPTUAL 
2.3.1. Concepto de flagrancia 
Para Carnelutti (1950), “la flagrancia es el delito en general, mientras se 
ve, o sea para quien lo ve cometer; vale decir, para quien esté presente en su 
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cumplimiento”. Vale decir la flagrancia “no es un modo de ser del delito en sí, 
sino del delito respecto a una persona; y, por eso, una cualidad absolutamente 
relativa; el delito puede ser flagrante respecto a Ticio y no flagrante respecto a 
Cayo”. 
Nos dice Carnelutti (1950), “que la flagrancia del delito coincide con la 
posibilidad para una persona de comprobarlo mediante una prueba directa; 
pudiendo conducir al error de afirmar que el delito es flagrante en cuanto 
constituya la prueba de sí mismo, ello significaría que el delito flagrante es … el 
delito que se comete actualmente, en este caso no habría delito, debido a que 
la flagrancia no es la actualidad sino la visibilidad del delito, y porque todo delito 
tiene su actualidad” (pp. 77-78).  
Por lo tanto el delito flagrante definido es entendido no solamente en la 
actualidad del evento delictuoso, sino también en la presencia de un testigo 
mientras se comete dicho acto. Por otro lado la presencia de un tercero ante un 
delito que se comete se resuelve en la percepción de la acción del reo por 
parte de alguno; siendo necesaria la comprensión del bien en noción de la 
flagrancia y distinción entre acción y evento; siendo fundamental el 
conocimiento físico como elemento del delito; no basta para constituir la 
flagrancia el que alguno perciba su evento, sino que es necesario que asista a 
la acción. Cuando la acción de un delito no es instantánea se puede tener una 
flagrancia parcial, donde llamo flagrancia total es la percepción por parte de 
alguno de la acción en su entero desarrollo; mientras que por el contrario la 
flagrancia es parcial cuando se limita a una parte del iteractionis. También se 
entiende que para fines de arresto, será suficiente la flagrancia parcial. (…)”. 
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Chiossone (1967), afirma que: “delito infraganti es el que comete 
actualmente o acaba de cometerse”,  también  agrega que se tendrá como 
delito in fraganti aquello por el cual se ve al culpable perseguido por la 
autoridad policial, por la persona agraviada o por el clamor público, o también 
en el que se sorprenda cerca de haberse cometido un hecho, en el lugar mismo 
o cerca donde se cometió, con un instrumento, arma u otros objetos que hagan 
presumir la fundamentación de que es el delincuente” (p. 116) 
Chiossone agrega “la denominada cuasiflagrancia, siendo el que se 
produce cuando el autor de un delito es perseguido por la autoridad o es 
encontrado con los instrumentos u objetos del delito, donde en nuestra 
legislación establece parámetros de la inmediatez en 24 horas”. 
Sánchez  (2202) Señala “se debe tener en cuenta la palabra flagrar que 
viene del latín flagrare, cuyo significado es arder o resplandecer, fuego o llama. 
Por lo tanto etimológicamente, flagrante delito equivaldría a delito flameante o 
resplandeciente, para dar la idea de un hecho vivo y palpable cuya situación se 
impone claramente, y subsiste ante la vista del observador” (p. 823). Para que 
ello suceda, es necesario que el delito dure o no haya concluido en el momento 
que se descubre, vale decir, que se le sorprenda en su misma ejecución. 
Siendo en efecto la acepción jurídica estricta de un flagrante delito propiamente 
dicho. 
A decir de San Martin (2015) “el delito flagrante se da cuando el autor de 
un delito es sorprendido en el mismo momento de cometerlo” (p. 806). Por su 
parte Garraud citado por San Martín (2015) “hace notar que es impropia dicha 
la distinción entre delitos flagrantes y no flagrantes, debido a que todos lo son 
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en el momento en que se cometen y todos dejan de serlo una vez transcurrida 
su ejecución. Lo importante es saber si el delincuente fue sorprendido en el 
acto de la infracción, vale decir, infraganti o no se da únicamente en referencia 
a su distinción”. 
Según Cero (1968) “delincuente in fraganti, es solo al que es descubierto 
en la comisión de un hecho punible, vale decir por ejemplo al asesino 
apuñalando a su víctima, al ladrón cargando los objetos robados, etc. Pero 
también en estos casos se colocan los llamados cuasi-flagrancia y que asimilan 
a los anteriores para determinados actos en la forma de proceder” (p. 132). 
Para Queralt (1999), “La casuística plantea un problema, como es 
entender en sí la definición de flagrancia; dependiendo éste del entendimiento 
del funcionario de la facultad constitucional que se cometa al alcance directo de 
que la flagrancia no es más que constancia sensorial, es decir, visual, del 
hecho” (p. 58). Por su parte, Meini (2006), sostiene que: “La flagrancia es un 
concepto que, por un lado, abarca el momento en que el autor o lo partícipes 
están cometiendo el delito, lo que incluye a todos los actos punibles del iter 
criminis. De ahí que los actos de inicio de ejecución, aquellos posteriores a los 
actos de preparación y con los cuales empieza la tentativa, son actos que 
también quedan abarcados por el concepto de flagrancia. La razón es hasta 
cierto punto obvia: los actos de inicio de ejecución, a diferencia de los actos de 
preparación, son ya punibles de conformidad con lo dispuesto por el artículo 16 
del Código Penal. Aquellos actos realizados inmediatamente después de la 
consumación del delito deben ser igualmente incluidos en la flagrancia” (p. 
249). 
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2.3.2. Características de la flagrancia 
Palacios (2011) sostiene que: “La flagrancia es un instituto procesal con 
relevancia constitucional” (p. 409), permite justificar la privación de una persona 
de su libertad de parte del personal policial, en un contexto en que se dé una 
situación particular de urgencia, debiéndose la misma darse en la concurrencia 
de la inmediatez tanto temporal como personal. 
San Martin (2015), expresa que: “la flagrancia delictiva es el eje o 
condición previa que legitima la detención preliminar policial” (p. 806). De ello 
se desprende la doctrina y la normatividad, pudiéndose mencionar las 
siguientes: 
a) Inmediatez temporal, consistente en que la persona comete el 
delito, o lo haya cometido momentos antes.  
b) Inmediatez personal, donde la persona se encuentra en el lugar de 
los hechos ante una situación que infiere su participación en el delito 
como es las huellas que revelan el acto ejecutado. 
c) Necesidad urgente, por el conocimiento fundado, directo e 
inmediato del delito, resultante de la intervención de la policía en 
actuación de sus atribuciones y términos del delito.  
Vale decir que, para que la configuración de la flagrancia de un delito, el 
agente deberá haber destacado las fases internas del iter criminis y debe 
encontrarse como mínimo en una fase ejecutiva o externa del delito como es el 
punto de consumación del hecho ilícito. 
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Ore (1999), señala que no sólo se debe conocer las características de la 
flagrancia, también hay que reconocer sus tipos, señalando que: “En la doctrina 
procesal suele distinguirse hasta tres clases de flagrancia las mismas que 
varían según el alejamiento temporal que existe entre la conducta delictuosa y 
la aprehensión de su autor. 
• Flagrancia estricta: Hay flagrancia estricta cuando el sujeto es 
sorprendido y detenido en el momento mismo de estar ejecutando o 
consumando el delito, concepto que se encuentra vinculado con las 
fases consumativa o ejecutiva del hecho punible. 
• Cuasiflagrancia: Se da cuando un individuo ya ha ejecutado el 
hecho delictivo, pero es detenido poco después, ya que no se le 
perdió de vista desde entonces.  
• Presunción de flagrancia: En este caso el individuo ni ha sido 
sorprendido al ejecutar o consumar el delito, y tampoco ha sido 
perseguido luego de cometido. Sólo hay indicios razonables que 
permiten pensar que él es el autor del hecho” (p. 345). 
Dichos tipos distintivos de flagrancia han sido establecidos por Ley Nº 
29569, modificando el Nuevo Código Procesal Penal del 2004, debiendo 
tenerse en cuenta la pluriculturalidad de nuestros casos, como lo demuestra la 
casuística peruana, vale decir a la flagrancia del mismo modo. 
Angulo (2002), señala que: “los acontecidos en casos de la sierra 
peruana, se evidencia que los agraviados organizados en grupo perseguir a 
quienes sustrajeron ganado ovino u otros, que no pueden ser tan fácilmente 
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trasladados, las persecuciones siendo continuas y permanentes podrían durar 
4 ó 5 días o algo más, y hasta podría ocurrir que durante tal tiempo no se 
perdiera nunca de vista a los autores del ilícito o que sólo se los perdiera en 
algunas curvas, al subir cerros o cruzar un abra, por algunas horas o que 
efectivamente se les dejara de ver por uno, dos o tres días o más en que se 
continúa la persecución, conociendo exactamente el lugar por el que se 
desplazan y que no podrán tomar otro camino, y, podría ser que conociendo en 
la parte final un atajo, los perseguidores aparecieran delante de ellos, 
reduciéndoles y deteniéndolos, inclusive ya con apoyo policial; y en tal caso 
¿diríamos acaso que la flagrancia ya había terminado? Ciertamente no parece 
razonable el concluir así, y abrirles pasó para que se retiren. Por ende, se 
advierte que el tema de no perder de vista al perseguido y el tiempo en que se 
dilata la persistencia de la persecución, y se mantiene aún la flagrancia, puede 
ser no tan corto ni tan lejano, y por ello debe ser establecido, en cada caso 
concreto, por la razonabilidad y el buen criterio” (pp. 37-38). 
San Martin (2015), señala que: “La interpretación de la flagrancia debe 
ser restrictiva en aras del máximo respeto posible a los derechos 
fundamentales en juego” (p. 351). En este mismo sentido, Caballero (2009), 
señala: “Así pues, una vez que el delincuente huyó, y por ende se quiebra e 
interrumpe el criterio de la inmediatez, lo que corresponde es una investigación, 
que permita acopiar la evidencia necesaria para identificarlo con certeza y 
determinar las circunstancias en que el delito fue cometido. Precisamente la 
investigación, sujeta a reglas y garantías, tiene por objeto impedir conclusiones 
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arbitrarias de responsabilidad penal por la apariencia, la sospecha, la 
sindicación maliciosa, etc.” (p. 147). 
Para Manrique (2011), que: “La ley establece de modo genérico quiénes 
y qué va contra el orden, pero es la policía en general y cada policía en 
particular, la que agrega una pauta concreta de selección por lo que mucho 
dependerá de la propia organización y formación de la policía” (p. 159). 
2.3.3. Marco constitucional sobre flagrancia 
En la Constitución en su título I, se regula la flagrancia en forma 
específica en los artículos 2 inciso 24, parágrafo f) refiriéndose como un límite a 
la libertad locomotora y con excepción a la detención sin mandato judicial; 
mientras que en el mismo artículo 2 inciso 9, se  refiere al derecho a la 
inviolabilidad del domicilio, en la cual, existe la excepción a dicho derecho, 
como es la flagrancia. 
2.4. HIPÓTESIS 
2.4.1. Hipótesis general 
Dado que el considerar un periodo corto no ofrece a las personas la 
debida oportunidad para ejercer su defensa en los términos en que se 
encuentra garantizada en nuestro ordenamiento. 
Es probable que el Respeto a los Estándares de los Derechos 
Fundamentales frente a los desafíos actuales en Casos de Flagrancia en el 
Proceso Inmediato Penal Peruano al año 2016, sea vulnerado, evidenciándose 
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la violación además de principios como el debido proceso, condena justa, la 
condición del imputado y el respeto de sus derechos fundamentales.  
2.4.2. Hipótesis específicas 
a) Es probable que los Estándares de los Derechos Fundamentales en 
el Proceso Inmediato Penal Peruano al año 2016, sean sacrificados 
por la defensa de unas garantías por otras. 
b) Es probable que los Casos de Flagrancia en el Proceso Inmediato 
Penal Peruano al año 2016, sean tratados en su mayoría en forma 
inapropiada e inconstitucional, vulnerándose el principio al debido 
proceso y poniéndose en peligro derechos fundamentales como el de 
la libertad.  
2.5. VARIABLES 
a) Variable Independiente 
Estándares de los Derechos Fundamentales 
b) Variable Dependiente 
Casos de Flagrancia 
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CAPÍTULO III 
METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
3.1. DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
El diseño de la investigación es de estudio de casos, a nivel descriptivo 
explicativo, relacional. 
3.2. MÉTODOS 
Conforme se ha expresado, el trabajo es de campo ha de realizar sobre 
los casos que  se presentaron y tramitan en el Proceso Inmediato Penal 
Peruano al año 2016. 
Se ha considerado necesario el análisis de 10 resoluciones expedidas 
en el período determinado del 2016, haciendo referencia a criterios, donde se 
encuentran: 
- Muestra 
- Sentencia 
- Denunciante 
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- Denunciado 
- Agraviado 
- Delito 
- Proceso 
- Fallo 
- Fundamento legal 
- Pronunciamiento 
3.3. POBLACIÓN Y MUESTRA 
3.3.1. Población 
En la presente investigación se considera como la población casos sobre 
el respeto a los Estándares de los Derechos Fundamentales frente a los 
desafíos actuales en Casos de Flagrancia en el Proceso Inmediato Penal 
Peruano al año 2016 
3.3.2. Muestra 
Como Muestra se considerará 10 casos sobre el respeto a los 
Estándares de los Derechos Fundamentales frente a los desafíos actuales en 
Casos de Flagrancia en el Proceso Inmediato Penal Peruano al año 2016 del 
distrito judicial de Arequipa. 
3.4. TÉCNICAS, FUENTES E INSTRUMENTOS DE INVESTIGACIÓN 
a) La técnica de recolección de datos es la revisión de las sentencias 
de los Procesos Inmediatos. 
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b) El instrumento que permitirá la recolección y sistematización de los 
datos será a través de la matriz de datos. 
3.5. DISEÑO DE CONTRASTACIÓN DE LA HIPÓTESIS 
Se contrastará la hipótesis formulada. Producto de los resultados 
obtenidos al momento de ingresar en la matriz de datos para luego expresar los 
datos para la corroboración o no de la hipótesis formulada. 
55 
 
 
 
 
 
 
 
CAPÍTULO IV 
RESULTADOS Y ANÁLISIS 
4.1. Resumen de sentencias sobre respeto los estándares de 
los derechos fundamentales frente a los desafíos actuales 
en casos de flagrancia en el Proceso Inmediato Penal 
Peruano  
Caso Nº 01 
Muestra Distrito Judicial de Arequipa  
Sentencia 01976-2016-55-0401-JR-PE-01 
Denunciante  SUCASAIRE SUCASAIRE, ALICIA 
Denunciado QUISPE HANCCO, MIGUEL ROLANDO 
Agraviado ROBERTO CARLOS QUISPE SUCASAIRE 
Delito Omisión de asistencia familiar  
Proceso 
Se trata de la causa signada con el número 01976-2016, seguido a 
don MIGUEL ROLANDO QUISPE HANCCO por delito de OMISIÓN 
A LA ASISTENCIA FAMILIAR previsto en el primer párrafo del 
artículo 149 del Código Penal, en agravio del menor Roberto Carlos 
Quispe Sucasaire, representado por Alicia Sucasaire Sucasaire. 
Fallo 
Primero.- APRUEBO los acuerdos de pena y reparación civil 
arribados entre el Ministerio Público, la defensa técnica y el acusado.  
Segundo.- DECLARO a MIGUEL ROLANDO QUISPE HANCCO, 
autor del delito de OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR previsto 
en el primer párrafo del artículo 149° del Código Penal, en agravio 
del menor Roberto Carlos Quispe Sucasaire, representado por Alicia 
Sucasaire Sucasaire.  
Tercero.- Absteniéndome de dictar la parte condenatoria de la 
presente, DISPONGO LA RESERVA DE FALLO CONDENATORIO 
por el plazo de tres años, y que estará 
condicionada a las siguientes reglas de conducta: 1) Comparecerá de 
manera personal y obligatoria el primer día hábil de cada dos meses, 
por ante el Juzgado de Ejecución, a fin de informar y justificar sus 
actividades, 2) Reparará el daño causado, es decir pagará el íntegro 
de la reparación civil en la forma, modo y plazo acordado con el 
Ministerio Público, 3) La prohibición de cometer nuevo delito doloso, 
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especialmente de la misma naturaleza; asimismo ante el 
incumplimiento de cualquiera de éstas reglas de conducta, será de 
aplicación el inciso tercero del artículo 65 del Código Penal, es decir, 
se revocará de manera directa el periodo de prueba y se le impondrá 
diez meses de pena privativa de la libertad con carácter de efectiva.  
Cuarto.- FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en la suma S/. 
9,900.00 (Nueve mil novecientos con 00/100 nuevos soles); del 
cual S/. 9,872.49 nuevos soles corresponden a las pensiones 
devengadas y, S/. 27.51 nuevos soles por concepto de la reparación 
civil por daño moral; dicha suma será pagada en treinta y tres cuotas 
mensuales y consecutivas de S/. 300.00 nuevos soles cada una, la 
primera cuota vencerá a su pago el último día hábil del mes de 
noviembre del presente año y las siguientes cuotas vencerán a su 
pago el último día hábil de cada mes siguiente, hasta completar la 
suma total acordada y, que se hará mediante depósito judicial 
administrativo en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de 
Ejecución. 
Fundamento legal 
De la Conclusión Anticipada 
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión 
anticipada del juicio; institución que ha sido objeto anteriormente de 
sentencia vinculantes, tales como: el Acuerdo Plenario Nro.05-
2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que si bien este 
último está referido a la terminación anticipada, los fundamentos 
sobre el control de legalidad y proporcionalidad atañen a la 
conclusión anticipada  
Ley Penal Aplicable 
Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito Contra 
la familia en la modalidad de omisión a la asistencia familiar previsto 
y penado en el primer párrafo del artículo 149 del Código Penal 
El texto normativo de tal numeral, prevé:  
Individualización de la Pena 
El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al 
juzgador verificar que la pena guarde una relación de 
correspondencia con el injusto cometido por el agente, se encuentra 
reconocido en el artículo VIII del Título Preliminar del Código Penal, 
el que debe ser entendido como la correspondencia que debe existir 
entre la gravedad del hecho y la pena que corresponde aplicar; por 
tanto constituye un límite al IUS PUNIENDI 
Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código Procesal 
Penal y 93° al 101° del Código Penal, precepto éste último que nos 
remite a las disposiciones correspondientes del Código Civil. 
 
Pronunciamiento 
Pronunciamiento sobre las costas 
 
El artículo 497.5° del Código Procesal Penal  
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Caso Nº 02 
Muestra Distrito Judicial de Arequipa  
Sentencia 03046-2016-60-0401-JR-PE-01 
Denunciante  Mercado Quiróz Amparo 
Denunciado Cuello Riveros, Carlos Antonio  
Agraviado Coello Mercado, Jean Pierre 
Delito Omisión de asistencia familiar  
Proceso 
Conforme aparece de la Audiencia Única de fecha diecisiete de 
agosto del dos mil once, ante el Segundo Juzgado de Paz 
Letrado del Módulo Básico de Justicia de Mariano Melgar, en 
dicho proceso de practicó un total de ocho liquidaciones de 
pensiones devengadas, por los periodos comprendidos: la 
primera por el periodo del primero de agosto de dos mil once al 
treinta y uno de julio de dos mil doce por la suma de S/. 3,405.21 
nuevos soles; la segunda Liquidación por el periodo del primero 
de enero de dos mil doce al treinta y uno de agosto de dos mil 
doce por la suma de S/. 961.62 nuevos soles; la tercera por el 
periodo del primero de agosto de dos mil doce al treinta y uno de 
julio de dos mil trece por la suma de S/. 3,405.68 nuevos soles; 
la Cuarta Liquidación por el periodo del primero de marzo de dos 
mil trece al treinta y uno de julio de dos mil trece por la suma de 
S/. 1,071.12 nuevos soles, dentro del tercer día de notificado 
bajo apercibimiento de remitir copias al Ministerio Público; la 
Quinta Liquidación por el periodo del primero de diciembre de 
dos mil doce al treinta y uno de julio de dos mil trece por la suma 
de S/. 247.07 nuevos soles; la Sexta Liquidación por el periodo 
del primero de agosto de dos mil trece al treinta y uno de mayo 
de dos mil catorce por la suma de S/. 2,831.15 nuevos soles; la 
sétima Liquidación por el periodo del primero de agosto de dos 
mil doce al treinta de junio de dos mil catorce por la suma de S/. 
1,206.27 nuevos soles; y la Octava Liquidación por el periodo 
del primero de agosto de dos mil trece al treinta de junio de dos 
mil catorce, por la suma de S/. 315.88 nuevos soles, sumando el 
monto total de las ocho liquidaciones es de S/. 13,444.00 soles, 
para cada una de estas liquidaciones detalladas, se le ha 
requerido validamente al acusado y pese a ello dolosamente no 
cumplió con las pensiones alimenticias a favor de su hijo, lo cual 
era su obligación. 
Fallo 
 
TRES AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD 
suspendida en su ejecución por el plazo de dos años, y que 
estará condicionada a las siguientes reglas de conducta: 1) 
Comparecerá de manera personal y obligatoria el primer 
día hábil de cada dos meses, por ante el Juzgado de Ejecución, 
a fin de informar y justificar sus actividades, 2) Reparará el daño 
causado, es decir pagará el íntegro de la reparación civil en la 
forma, modo y plazo acordado con el Ministerio Público; 
asimismo, ante el incumplimiento de cualquiera de éstas reglas 
de conducta, será de aplicación el inciso tercero del artículo 59° 
del C.P., es decir, se revocará de manera directa el periodo de 
prueba y se impondrá tres años de pena privativa de la libertad 
con carácter de efectiva.  
FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en la suma S/. 
14,244.00 (Catorce mil doscientos cuarenta y cuatro con 
00/100nuevos soles); del cual S/. 13,444.00 nuevos soles es 
58 
 
por concepto de las pensiones devengadas y, S/. 800.00 nuevos 
soles por 
concepto de la reparación civil por daño moral; se tiene que el 
acusado ha pagado en efectivo los S/. 800.00 nuevos soles por 
concepto de la reparación civil por daño moral a la representante 
del agraviado, además las partes señalan que el señor acusado 
realizó el pago de S/. 4,723.87 nuevos soles, por lo que la suma 
pagada sería de S/. 5,523.87 nuevos soles, el saldo de S/. 
8,720.13 nuevos soles, será pagado en veinte cuotas mensuales 
y consecutivas de S/. 436.00 nuevos soles cada una, la primera 
cuota vencerá a su pago el último día hábil del mes de 
noviembre del presente año y las siguientes cuotas vencerán a 
su pago el último día hábil de cada mes siguiente, hasta 
completar la suma total acordada y, que se harán mediante 
depósito judicial administrativo en el Banco de la Nación a 
nombre del Juzgado de Ejecución, debiendo presentar copias de 
la misma a la Fiscalía competente. 
Fundamento legal 
 
De la Conclusión Anticipada 
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión 
anticipada del juicio; institución que ha sido objeto anteriormente 
de sentencia  vinculantes, tales como: el Acuerdo Plenario 
Nro.05-2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que 
si bien este último está referido a la terminación anticipada, los 
fundamentos sobre el control de legalidad y proporcionalidad 
atañen a la conclusión anticipada. 
Ley Penal Aplicable 
Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito 
Contra la familia en la modalidad de omisión a la asistencia 
familiar previsto y penado en el primer párrafo del artículo 149 
del Código Penal 
Individualización de la Pena 
El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al 
juzgador verificar que la pena guarde una relación de 
correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Titulo Preliminar del 
Código Penal, el que debe ser entendido como la 
correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y 
la pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un limite al 
IUS PUNIENDI, 
Pronunciamiento El artículo 497.5° del Código Procesal Penal  
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Caso Nº 03 
Muestra Distrito Judicial de Arequipa  
Sentencia 03319-2016-8-0401-JR-PE-01 
Denunciante  MIRANDA CCASA, ROCIO YOBANA 
Denunciado HANAMPA HANAMPA, PEDRO 
Agraviado Juan Carlos Hanampa Miranda 
Delito Omisión de asistencia familiar  
Proceso 
Doña Rocío Yobana Miranda Ccasa presentó una demanda de 
cobro de alimentos en contra de Pedro Hanampa Hanampa la 
cual fue signada con el Expediente Nro 01990-2013 y seguida 
ante el Tercer Juzgado de Paz Letrado del Módulo Básico de 
Justicia de Paucarpata, siendo que con fecha 24 de marzo del 
2014 se emitió la Sentencia Nro 012-2014, que declara fundada 
la demanda de alimentos interpuesta por Rocío Yobana Miranda 
Ccasa en contra de Pedro Hanampa Hanampa y dispuso que el 
ahora denunciado, acuda a su menor hijo con una pensión 
mensual y adelantada de S/. 300.00 soles, sin embargo el 
denunciado no cumplió con lo ordenado en el mandato por lo 
que mediante Resolución Nro 20-2014 en el Expediente Nro 
01990-2013, de fecha 07 de octubre del 2014, se resuelve 
aprobar la liquidación de pensiones devengadas por la suma de 
S/. 2,422.69 (Dos mil cuatrocientos veintidós con 69/100 nuevos 
soles), correspondiente al periodo del uno de noviembre del dos 
mil trece al treinta de junio del dos mil catorce, debiendo cumplir 
con pagar dentro del tercer día de notificado que por el 
incumplimiento de los dispuesto por Juzgado. Mediante 
resolución 24-2014 el Juzgado resuelve hacer efectivo el 
apercibimiento decretado mediante resolución 21-2014, en 
contra del demandado y remitir copias al Ministerio Público a fin 
de que se formule denuncia por el delito de Omisión a la 
Asistencia Familiar. 
Fallo 
Absteniéndose de dictar la parte condenatoria de la presente, 
DISPONE LA RESERVA DEL FALLO CONDENATORIO por el 
plazo de un año, el cual estará condicionado al cumplimiento 
de las siguientes reglas de conducta: 1) La prohibición de 
ausentarse del lugar de su residencia sin autorización del 
juzgado de ejecución, 2) Comparecerá de manera personal y 
obligatoria el primer día hábil de cada dos meses, por ante el 
juzgado de ejecución, a fin de informar y justificar sobre sus 
actividades, 3) Deberá reparar el daño ocasionado, esto es, 
pagará el íntegro de la reparación civil en la forma, modo y plazo 
acordados con el Ministerio Público; asimismo, ante el 
incumplimiento de cualquiera de estas reglas de conducta se 
aplicará el inciso tercero del artículo 65° del código penal, es 
decir, se revocará en forma directa el periodo de prueba y se le 
impondrá diez meses de pena privativa de libertad con carácter 
de efectiva. - 
FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en la suma de S/. 
2,700.00 (dos mil setecientos soles) de los cuales S/.2,422.69 
(dos mil cuatrocientos veintidós con 69/100 soles) corresponden 
a las pensiones devengadas y S/. 277.31 soles a la reparación 
civil por  el daño moral, dicha suma será pagada en siete cuotas 
mensuales consecutivas de S/. 386.00 soles cada una, la 
primera vencerá el día 15 de enero del año 2017 y las siguientes 
cuotas vencerán los días 15 de cada mes siguiente, hasta 
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cumplir con el pago íntegro de la reparación civil y que se harán 
mediante depósito judicial administrativo en el Banco de la 
Nación a nombre del juzgado de ejecución. 
 
Fundamento legal 
De la Conclusión Anticipada 
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión 
anticipada del juicio; institución que ha sido objeto anteriormente 
de sentencia vinculantes, tales como: el Acuerdo Plenario 
Nro.05-2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que 
si bien este último está referido a la terminación anticipada, los 
fundamentos sobre el control de legalidad y proporcionalidad 
atañen a la conclusión anticipada. 
Ley Penal Aplicable  
 Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito 
Contra la familia en la modalidad de omisión a la asistencia 
familiar previsto y penado en el primer párrafo del artículo 149 
del Código Penal 
Individualización de la Pena 
El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al 
juzgador verificar que la pena guarde una relación de 
correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Titulo Preliminar del 
Código Penal, el que debe ser entendido como la 
correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y 
la pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un limite al 
IUS PUNIENDI, 
Pronunciamiento 
DISPONGO LA RESERVA DEL FALLO CONDENATORIO por 
el plazo de un año, el cual estará condicionado al cumplimiento 
de las siguientes reglas de conducta: 1) La prohibición de 
ausentarse del lugar de su residencia sin autorización del 
juzgado de ejecución, 2) Comparecerá de manera personal y 
obligatoria el primer día hábil de cada dos meses, por ante el 
juzgado de ejecución, a fin de informar y justificar sobre sus 
actividades, 3) Deberá reparar el daño ocasionado, esto es, 
pagará el íntegro de la reparación civil en la forma, modo y plazo 
acordados con el Ministerio Público; asimismo, ante el 
incumplimiento de cualquiera de estas reglas de conducta se 
aplicará el inciso tercero del artículo 65° del código penal, es 
decir, se revocará en forma directa el periodo de prueba y se le 
impondrá diez meses de pena privativa de libertad con carácter 
de efectiva. 
FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en la suma de S/. 
2,700.00 (dos mil 
setecientos soles) de los cuales S/.2,422.69 (dos mil 
cuatrocientos veintidós con 69/100 soles) corresponden a las 
pensiones devengadas y S/. 277.31 soles a la reparación civil 
por el daño moral, dicha suma será pagada en siete cuotas 
mensuales consecutivas de S/. 
386.00 soles cada una, la primera vencerá el día 15 de enero 
del año 2017 y las siguientes cuotas vencerán los días 15 de 
cada mes siguiente, hasta cumplir con el pago íntegro de la 
reparación civil y que se harán mediante depósito judicial 
administrativo en el Banco de la Nación a nombre del juzgado 
de ejecución. 
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Caso Nº 04 
 
Muestra Distrito Judicial de Arequipa  
Sentencia 03690-2016-0-0401-JR-PE-01 
Denunciante  Representante del Ministerio Público 
Denunciado FLORES CUTIMBO, ALEX WALTHER 
Agraviado FLORES CALCINA, VARSHA MIJAL VANIA 
Delito Omisión de asistencia familiar  
Proceso 
Ante el Incumplimiento del pago de pensiones alimenticias, 
mediante Resolución N° 11 de fecha 05 de noviembre del 2013 
se puso en conocimiento de las partes la liquidación de 
pensiones alimenticias devengadas correspondiente al periodo 
comprendido del 01 de julio del 2013 al 30 de noviembre del 
2013 por el monto de S/. 1, 257.62 (mil doscientos cincuenta y 
siete con 62/100 soles), la misma que fue aprobada mediante 
Resolución Nª 13 de fecha 15 de mayo del 2014, en ese sentido 
mediante Resolución Nª 15 de fecha 25 de noviembre del 2014 
se requirió al demandado ALEX WALTHER FLORES CUTIMBO 
al pago de dicha liquidación dentro del tercer día de notificado 
bajo apercibimiento de remitir coplas al Ministerio Publico a fin 
de que actué conforme a sus atribuciones, siendo notificado con 
dicha resolución el demandado en su domicilio real con la 
notificación N° 90225-2014-JP-FC (fs.36- 37); siendo que el 
Investigado no ha cumplido con dicho requerimiento. 
 
Fallo 
diez meses de pena privativa de la libertad suspendida en 
su ejecución por el plazo de un año, sujeta a la observancia a 
las siguientes reglas de conducta: a) Comparecerá al lugar del 
juzgado de ejecución, en forma personal y obligatoria el primer 
día hábil de cada dos meses, para informar y justificar sus 
actividades, b) Reparará el daño ocasionado, esto es, pagará el 
íntegro de la reparación civil, en la forma, modo y plazo 
acordados con el Ministerio Público; asimismo, ante el 
incumplimiento de cualquiera de las reglas de conducta, será de 
aplicación del inciso tercero del artículo 59° código penal, es 
decir se revocará de manera directa el periodo de prueba y se le 
impondrá diez meses de pena privativa de la libertad con el 
carácter de efectiva. - 
 FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en la suma de MIL 
SEISCIENTOS SOLES, de los cuales mil doscientos cincuenta y 
siete con 62/100 soles corresponden a las pensiones 
devengadas y trescientos cuarenta y dos con 38/100 soles a la 
reparación civil por daño moral, dicha suma será pagada en 
cuatro cuotas mensuales y consecutivas de cuatrocientos soles 
cada una, la primera cuota vencerá a su pago el último día hábil 
del mes de abril del presente año y las siguientes cuotas 
vencerán a su pago el último día hábil de cada mes siguiente, 
hasta completar la suma total acordada, y que se harán 
mediante depósito judicial en el Banco de la Nación a nombre 
del Juzgado de Ejecución. 
 
Fundamento legal 
De la Conclusión Anticipada 
El artículo 427° del Código Procesal Penal regula la conclusión 
anticipada del juicio; institución que ha sido objeto anteriormente 
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de sentencia vinculantes, tales como: el Acuerdo Plenario Nro. 
05-2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que si 
bien este último está referido a la terminación anticipada, los 
fundamentos sobre el control de legalidad y proporcionalidad 
atañen a la conclusión anticipada 
Ley Penal Aplicable 
Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito 
Contra la familia en la modalidad de omisión a la asistencia 
familiar previsto y penado en el primer párrafo del artículo 149 
del Código Penal 
Individualización de la Pena 
El principio de Proporcionalidad, es  aquel principio que exige al 
juzgador verificar que la pena guarde una relación de 
correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Título Preliminar del 
Código Penal, el que debe ser entendido como la 
correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y 
la pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un límite al 
IUS PUNIENDI. 
Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código 
Procesal Penal y 93° al 101° del Código Penal, precepto éste 
último que nos remite a las disposiciones correspondientes del 
Código Civil. 
 
Pronunciamiento Se establece el artículo 497.5° del Código Procesal Penal  
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Caso Nº 05 
 
Muestra Distrito Judicial de Arequipa  
Sentencia 03714-2016-61-0401-JR-PE-01 
Denunciante  Representante Roxana Vilcanqui Ladino 
Denunciado TELLEZ QUISPE, EDWING EDUARDO 
Agraviado 
JOEL EDUARDO TELLEZ VILCANQUI Y BORIS MICHEL 
TELLEZ 
VILCANQUI REPRESENTADOS PR ROXANA VILCANQUI 
LADINO 
Delito Omisión de asistencia familiar  
Proceso 
Con fecha 29 de octubre del 2010 el Juzgado de Paz Letrado de 
Hunter en el expediente 136-2010, emitió al sentencia Nro 172-
2010 en la cual ordenó a Edwing Eduardo Tellez Quispe acudir 
con una pensión mensual y adelantada de S/. 280.00 nuevos 
soles a favor de Joel Eduardo Tellez Vilcanqui y Boris Mitchel 
Tellez Vilcanqui en razón de S/. 140.00 soles para cada uno, 
sentencia validamente notificada mediante la cédula 43166-
2010-JP-FC al imputado, el 07 de diciembre dle 2010. Ante el 
incumplimiento de pagos se efectuó al liquidación de pensiones 
devengadas del periodo del primero de marzo del 2013 al 
veintiocho de febrero del 2014, ascendiendo a S/. 3,405.82 
soles, aprobandose dicho monto mediante la resolución Nro 22 
de fecha 14 de julio del 2014, la misma que le fue notificado al 
imputado con fecha 21 de julio del 2014. Al persisitirse el 
incumplimiento de pago, mediante 
resolución Nro 23 de fecha 29 de agosto del 2014, se requirió la 
investigado Edwing Eduardo 
Tellez Quispe el pago de las pensiones devengadas en el plazo 
de tres días, bajo apercibimiento de ser denunciado penalmente 
por el delito de Omisión a la Asistencia Familiar, resolución 
validamente notificada al investigado con fecha 09 de setiembre 
del 2014 en su domiclio real, venciendo el tiempo concedido el 
12 de setiembre del 2014. Pese al tiempo transcurrido el 
investigado no efectuó el pago de las pensiones alimenticias, 
por lo que se efectuó una nueve de las pensioens devengadas 
desde el primero de marzo del 2014 al treinta de noviembre del 
2014 ascendiendo a S/. 2,044.96 (Dos mil cuarenta y cuatro con 
96/100 soles, aprobándose dicho monto mediante la resolución 
27, de fecha 24 de marzo del 2015, la misma que le fue 
notificada al imputado el 08 de abril del 2015, y mediante la 
resolución 28, de fecha 07 de julio del 2015, se requirió el pago 
de las pensiones devengadas en el plazo de tres días, bajo 
apercibimiento de ser denunciado penalmente por el delito de 
Omisión a la Asistencia Familiar, resolución válidamente 
notificada al imputado el 16 de julio del 2015, venciendo el 
termino concedido el 21 de julio del 2015. Al no cumplirse el 
requerimiento se resolvió remitir copias al Ministerio Público, 
mediante las resoluciones 30 y 31, emitidas el 08 de septiembre 
del 2015 
Fallo 
LA RESERVA DE FALLO CONDENATORIO por el plazo de 
dos años, condicionado al cumplimiento de las siguientes reglas 
de conducta: 1) la prohibición de cometer nuevo delito doloso 
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especialmente de la misma naturaleza, 2) comparecerá al 
Juzgado de ejecución, el primer día hábil de cada dos meses de 
manera personal y obligatoria, a fin de informar y justificar sus 
actividades; asimismo, ante el incumplimiento de cualquiera de 
estas reglas de conducta será de aplicación del artículo 65° 
inciso tercero del Código Penal es decir se revocará 
directamente el periodo de prueba y se impondrá diez meses de 
pena privativa de la libertad de efectiva. 
 FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en S/. 6,089.28 (Seis 
mi ochenta y nueve con 28/100 nuevos soles), de los cuales 
la suma de S/. 400.00 soles corresponden a la reparación civil 
por el daño moral, y S/. 5,689.92 soles, por concepto de 
pensiones devengadas; de dicha suma el acusado ha hecho un 
depósito por la suma de S/. 700.00 soles en la cuenta 
alimentista de la agraviada; la diferencia de 5,389.92 soles será 
pagada en 24 cuotas de S/. 224.06 soles cada una, la primera 
cuota vencerá a su pago el último día hábil del mes de 
noviembre del presente año y las siguientes cuotas vencerán el 
último día hábil de los meses siguientes hasta completar la 
suma total acordada, y que se harán mediante depósito judicial 
en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de Ejecución. 
 
Fundamento legal 
De la Conclusión Anticipada 
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión 
anticipada del juicio; institución que ha sido objeto anteriormente 
de sentencia vinculantes, tales como: el Acuerdo Plenario 
Nro.05-2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que 
si bien este último está referido a la terminación anticipada, los 
fundamentos sobre el control de legalidad y proporcionalidad 
atañen a la conclusión anticipada. 
Ley Penal Aplicable 
 Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito 
Contra la familia en la modalidad de omisión a la asistencia 
familiar previsto y penado en el primer párrafo del artículo 149 
del Código Penal. 
Individualización de la Pena  
El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al 
juzgador verificar que la pena guarde una relación de 
correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Titulo Preliminar del 
Código Penal, el que debe ser entendido como la 
correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y 
la pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un limite al  
IUS PUNIENDI. 
Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código 
Procesal Penal y 93° al 101° del Código Penal, precepto éste 
último que nos remite a las disposiciones correspondientes del 
Código Civil. 
Pronunciamiento El artículo 497.5° del Código Procesal Penal. 
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Caso Nº 06 
 
Muestra Distrito Judicial de Arequipa  
Sentencia Exp. 03892-2016-44-0401-JR-PE-01 
Denunciante  Representante Celia Álvarez Onofre 
Denunciado MORALES CARPIO, JORGE DAVID 
Agraviado MORALES ALVAREZ, SOFIA DEL ROSARIO 
Delito Omisión de asistencia familiar  
Proceso 
Mediante Resolución N° 08 de fecha doce de julio dos mil cinco 
(Sentencia N° 272-2005), expedida por el Primer Juzgado de 
Paz Letrado del Módulo Básico de Paucarpata, en el Expediente 
N° 00147-2005, se ordenó que el acusado Jorge David Morales 
Carpio acuda a su menor hija Sofía del Rosario Morales Álvarez, 
con una pensión alimenticia mensual y adelantada de S/. 150.00 
nuevos soles, incumpliendo el imputado con dicha obligación; 
razón por la cual se efectuó la liquidación de pensiones 
devengadas que comprende el período de nueve de julio del dos 
mil ocho al treinta de abril del dos mil once, ascendiendo la 
deuda alimentaría a la suma de S/. 3,392.28 nuevos soles, la 
misma que fue aprobada mediante Resolución N° 42 de fecha 
cinco de setiembre del dos mil once, siendo requerido para su 
pago y notificada al investigado en su domicilio procesal 
mediante Resolución N° 43 de fecha dos de noviembre del dos 
mil once; no obstante ello, el denunciado consciente y 
voluntariamente no ha cumplido con pagar dicho monto. 
Fallo 
UN AÑO DE PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD 
suspendida en su ejecución por el plazo de un año, 
condicionada al cumplimiento de las siguientes reglas de 
conducta: 1) La prohibición de ausentarse del lugar de su 
residencia, sin autorización del Juzgado de Ejecución, 2) 
Comparecerá de manera personal y obligatoria el primer día 
hábil de cada dos meses, por ante el Juzgado de Ejecución a fin 
de informar y justificar sus actividades, 3) Reparará el daño 
ocasionado, es decir, pagará el íntegro de la reparación civil en 
la forma, modo y plazo acordado con el Ministerio Público; 
asimismo, ante el incumplimiento de cualquiera de éstas reglas 
de conducta, será de aplicación el inciso tercero del artículo 59° 
del C.P., es decir se revocará de manera directa el periodo de 
prueba y se impondrá un año de pena privativa de la libertad con 
carácter de efectiva.  
FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en S/. 3,592.28 (Tres 
mil quinientos noventa y dos con 28/100 nuevos soles), de 
los cuales S/. 3,392.28 nuevos soles corresponden a las 
pensiones devengadas y, S/. 200.00 nuevos soles por concepto 
de reparación civil por el daño moral; de dicha suma el día de la 
fecha, el acusado hizo entrega a la representante de la 
agraviada la suma de S/. 800.00 nuevos soles, el saldo de S/. 
2,792.28 nuevos soles, será pagado en seis cuotas de 
mensuales y consecutivas de S/ 465.38 nuevos soles cada una, 
la primera cuota vencerá a su pago el primer día hábil del mes 
de diciembre del presente año y, las siguientes cuotas vencerán 
a su pago el primer día hábil  de cada mes siguiente, hasta 
completar la suma total acordada y, que se harán mediante 
depósito judicial administrativo en el Banco de la Nación a 
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nombre del Juzgado de ejecución. 
Fundamento legal 
De la Conclusión Anticipada 
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión 
anticipada del juicio; institución que ha sido objeto anteriormente 
de sentencia vinculantes, tales como: el Acuerdo Plenario 
Nro.05-2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que 
si bien este último está referido a la terminación anticipada, los 
fundamentos sobre el control de legalidad y proporcionalidad 
atañen a la conclusión anticipada.-  
Ley Penal Aplicable 
Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito 
Contra la familia en la modalidad de omisión a la asistencia 
familiar previsto y penado en el primer párrafo del artículo 149 
del Código Penal. 
Individualización de la Pena 
El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al 
juzgador verificar que la pena guarde una relación de 
correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Título Preliminar del 
Código Penal, el que debe ser entendido como la 
correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y 
la pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un límite al 
IUS PUNIENDI. 
Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código 
Procesal Penal y 93° al 101° del 
Código Penal, precepto éste último que nos remite a las 
disposiciones correspondientes del 
Código Civil. 
Pronunciamiento El artículo 497.5° del Código Procesal Penal  
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Caso Nº 07 
 
Muestra Distrito Judicial de Arequipa  
Sentencia Exp. 04221-2016-15-0401-JR-PE-01 
Denunciante  Representante El Ministerio Público 
Denunciado SUBIA LUQUE, NELSON 
Agraviado SUBIA GARCIA, RAMIRO CHRISTIAN 
Delito Omisión de asistencia familiar  
Proceso 
Fluye de los hechos, que Soledad Isabel García Suyo interpuso 
una demanda ante el Tercer Juzgado de Paz Letrado de 
Paucarpata, en contra del investigado, a fin de que se reconozca 
la filiación Judicial de Paternidad Extramatrimonial y se fije una 
pensión alimenticia a favor de su menor hijo; así, se tiene que 
mediante Sentencia Nro. 91-2013, recaída en el expediente Nro. 
2012-2238, confirmada mediante Sentencia de Vista 031-2014 
de fecha 18 de julio del 2014, el referido Juzgado declaró 
fundada la demanda de alimentos fijando una pensión mensual 
de alimentos de S/. 350.00 soles. Sin embargo, el acusado no 
cumplió con abonar la pensión una vez quedó la sentencia 
consentida, por ello, mediante Resolución 36- 2014, de fecha 11 
de diciembre del 2014 se aprobó liquidación de pensiones 
devengadas, que comprendían los meses de junio del 2013 a 
octubre del 2014 ascendente al monto de S/. 6,003.11 (seis mil 
tres con 11/100 nuevos soles), la cual fue puesta a conocimiento 
del investigado; siendo que mediante Resolución Nro. 37-2015, 
de fecha 10 de marzo de 2015,  se requirió al mismo a fin de 
que pague la totalidad de las pensiones devengadas a favor de 
su menor hijo, bajo apercibimiento de remitirse copias al 
Ministerio Público, notificándose la misma en su domicilio real y 
procesal mediante cédulas de notificación 14972-2015 y 40830- 
2015. Requerimientos a los que el acusado Nelson Subia Luque 
hizo caso omiso, por lo que mediante Resolución Nro. 40-2015, 
de fecha 17 junio del 2015, el Segundo Juzgado de Paz Letrado 
de Paucarpata, dispuso remitir copias de parte de los actuados 
al Ministerio Público, a fin de que se formalice denuncia en 
contra del investigado por el delito de Omisión a la Asistencia 
Familiar 
Fallo 
RESERVA DE FALLO CONDENATORIO por el plazo de un 
año, condicionado al cumplimiento de las siguientes reglas de 
conducta: 1) No se  ausentará del lugar de su residencia, sin 
autorización previa del Juzgado de Ejecución, 2) Comparecerá 
al Juzgado de ejecución, el primer día hábil de cada dos meses 
de manera personal y obligatoria, a fin de informar y justificar 
sus actividades, 3) Reparará el daño ocasionado, esto es 
pagará el íntegro de la reparación civil, en la forma, modo y 
plazo, acordada con el Ministerio Público; asimismo, ante el 
incumplimiento de cualquiera de estas reglas de conducta será 
de aplicación del artículo 65° inciso tercero del Código Penal, es 
decir se revocará directamente el periodo de prueba y se 
impondrá diez meses de pena privativa de la libertad de efectiva, 
asimismo y en este caso se impondrá la copenalidad de 
inhabilitación en la forma de suspensión de la licencia de 
conducir por el plazo de diez meses. 
FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en S/. 7,203.11 (Siete 
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mil doscientos tres con 11/100 nuevos soles), de los cuales 
S/. 6,003.11 soles corresponden a las pensiones devengadas y 
S/. 1,200.00 soles a la reparación civil por el daño moral, de 
dicha suma el acusado ha entregado las siguientes cantidades a 
favor del agraviado, S/. 2,850.11 soles, asimismo la suma de S/. 
500.00 soles y el día de hoy ha entregado la suma de S/. 300.00 
soles, por tanto la diferencia de S/. 3,553.11 soles, serán 
pagadas en ocho cuotas mensuales de S/. 444.13 soles cada 
una, las mismas que serán pagadas de la siguiente manera, la 
primera cuota vencerá a su pago el día quince del mes de 
noviembre del presente año, y así sucesivamente las siguientes 
cuotas vencerán a su pago cada quince de cada mes siguiente 
hasta completar la suma total acordada, siendo la última cuota a 
vencer el día quince de junio del dos mil diecisiete, y que se 
harán mediante depósito judicial en el Banco de la Nación a 
nombre del Juzgado de Ejecución. 
 
Fundamento legal 
De la Conclusión Anticipada 
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión 
anticipada del juicio; institución que ha sido objeto anteriormente 
de sentencia vinculantes, tales como: el Acuerdo Plenario 
Nro.05-2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que 
si bien este último está referido a la terminación anticipada, los 
fundamentos sobre el control de legalidad y proporcionalidad 
atañen a la conclusión anticipada. 
Ley Penal Aplicable 
Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito 
Contra la familia en la modalidad de omisión a la asistencia 
familiar previsto y penado en el primer párrafo del artículo 149 
del Código Penal  
Individualización de la Pena 
El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al 
juzgador verificar que la pena guarde una relación de 
correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Titulo Preliminar del 
Código Penal, el que debe ser entendido como la 
correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y 
la pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un limite al 
IUS PUNIENDI, 
Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código 
Procesal Penal y 93° al 101° del Código Penal, precepto éste 
último que nos remite a las disposiciones correspondientes de  
Código Civil. 
Pronunciamiento 
El artículo 497.5° del Código Procesal Penal establece que no 
procede la imposición de costas 
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Caso Nº 08 
 
Muestra Distrito Judicial de Arequipa  
Sentencia Exp. 05149-2016-66-0401-JR-PE-01 
Denunciante  HUACASI ARAPA, ANA  
Denunciado YTUSACA TICONA, TEODORO LEONARDO 
Agraviado Margot Nicholt Ytusaca Huacasi y Ouero Andre Ytusaca Huacasi 
Delito Omisión de asistencia familiar  
Proceso 
Ante el Primer Juzgado de Paz Letrado del Módulo Básico de 
Justicia de Paucarpata, se inició el proceso de Ejecución de Acta de 
Conciliación signado con el número 02263-2011-0-0412- J1 –PC 
01, seguido por Ana Huacasi Arapa en representación de los 
menores Margot Nicholt Ytusaca Huacasi y Ouero André Ytusaca 
Huacasi, en contra de Teodoro Leonardo Ytusaca Ticona el mismo 
que es admitido a trámite en la Vía de Proceso Único de Ejecución 
mediante resolución N° 01-2011, disponiendo que el ejecutado 
pague a la ejecutante las pensiones por concepto de aumentos 
contenidas en el acta de conciliación de fecha catorce de abril del 
dos mil nueve, pensión fijada en la sima de S/. 500.00 nuevos 
soles, a razón de S/. 250.00 nuevos soles para cada menor, bajo 
apercibimiento de iniciarse la ejecución forzada.  
Frente al incumplimiento mediante Resolución N° 02-2011 se 
resuelve dar inicio a la ejecución forzada practicándose la 
liquidación de pensiones devengadas correspondientes a periodo 
comprendido desde el primero de mayo del año dos mil nueve al 
treinta y uno de marzo del año dos mil doce, por la suma de S/. 
17,685.47 nuevos soles, la cual fue aprobada mediante Resolución 
N° 07 de fecha diez de abril del dos mil doce, que habiendo 
efectuado pagos el investigado, la suma por concepto de pensiones 
devengadas asciende a la cantidad de S/. 17,135.47 nuevos soles.  
Ante el no cumplimiento el Juzgado mediante Resolución N° 08 de 
fecha diecisiete de diciembre del dos mil doce resuelve requerir a 
Teodoro Leonardo Ytusaca Ticona para que cumpla con pagar las 
pensiones devengadas ello en el término de del tercer día de 
notificado con la misma, bajo apercibimiento de remitirse copias 
certificadas al Ministerio Publico, resolución que fue puesta en 
conocimiento del acusado en su domicilio real v procesal, empero, 
este no cumplió con pagar lo adeudado dentro el plazo otorgado; 
por lo que mediante Resolución N° 15 de fecha catorce de 
setiembre del dos mil quince, el Juzgado hace efectivo el 
apercibimiento decretado remitiendo copias certificadas al Fiscal 
Provincial Penal de Turno. 
Por lo que se imputa a Teodoro Leonardo Ytusaca Ticona, haber 
omitido en cumplir su obligación de prestar aumentos que establece 
la sentencia, a favor de sus menores hijos Margot Nicholt Ytusaca 
Huacasi y Ouero Andre Ytusaca Huacasi, representado por Ana 
Huacasi Arapa, por la suma de S/. 500.00 nuevos soles a favor del 
mismo. 
Fallo 
RESERVA DE FALLO CONDENATORIO por el plazo de un año 
y ocho meses, condicionado al cumplimiento de las siguientes 
reglas de conducta: 1) La prohibición de ausentarse del lugar de su 
residencia, sin autorización del Juzgado de Ejecución, 2) 
Comparecerá de manera personal y obligatoria el primer día hábil 
de cada dos meses, por ante el Juzgado de Ejecución a fin de 
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informar y justificar sus actividades, 3) Reparará el daño 
ocasionado, es decir, pagará el íntegro de la reparación civil en la 
forma, modo y plazo acordado con el Ministerio Público, 4) La 
prohibición de cometer nuevo delito doloso, especialmente de la 
misma naturaleza; asimismo, ante el incumplimiento de cualquiera 
de éstas reglas de conducta, será de aplicación el inciso tercero del 
artículo 65° del C.P., es decir se revocará de manera directa el 
periodo de prueba y se impondrá diez meses de pena privativa de 
la libertad con carácter de efectiva. 
Cuarto.- FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en la suma de 
S/. 18,135.47 (dieciocho mil ciento treinta y cinco y 47/100 
nuevos soles), siendo S/. 17,135.47 nuevos soles por concepto de 
las pensiones devengadas y, S/. 1,000.00 nuevos soles por 
concepto de reparación civil por el daño moral, suma que será 
pagada de la siguiente manera: el señor acusado el día de hoy ha 
hecho un depósito judicial por la suma de S/. 1,000.00 nuevo soles 
a favor de la parte agraviada, el saldo de S/. 17,135.47 nuevos 
soles será pagada en dieciocho cuotas mensuales y consecutivas 
de S/. 951.97 nuevos soles cada una, la primera cuota vencerá a su 
pago el último día hábil del mes de diciembre del presente año y, 
las siguientes cuotas vencerán a su pago el último día hábil de cada 
mes siguiente, hasta completar la suma total acordada y, que se 
harán mediante depósito judicial administrativo en el Banco de la 
Nación a nombre del Juzgado de Ejecución. 
Fundamento legal 
De la Conclusión Anticipada 
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión 
anticipada del juicio; institución que ha sido objeto anteriormente de 
sentencia vinculantes, tales como: el Acuerdo Plenario Nro. 05-
2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que si bien este 
último está referido a la terminación anticipada, los fundamentos 
sobre el control de legalidad y proporcionalidad atañen a la 
conclusión anticipada 
Ley Penal Aplicable 
 Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito 
Contra la familia en la modalidad de omisión a la asistencia familiar 
previsto y penado en el primer párrafo del artículo 149 del Código 
Penal 
Individualización de la Pena 
 El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al 
juzgador verificar que la pena guarde una relación de 
correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Titulo Preliminar del 
Código Penal, el que debe ser entendido como la correspondencia 
que debe existir entre la gravedad del hecho y la pena que 
corresponde aplicar; por tanto constituye un limite al IUS PUNIENDI 
Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código Procesal 
Penal y 93° al 101° del Código Penal, precepto éste último que nos 
remite a las disposiciones correspondientes del Código Civil. 
Pronunciamiento Aplicación del artículo 497.5° del Código Procesal Penal  
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Caso Nº 09 
 
Muestra Distrito Judicial de Arequipa  
Sentencia Exp. 05410-2016-3-0401-JR-PE-01 
Denunciante  Representante MAMANI MACHACA, LIZ AMADA 
Denunciado CAJO MAMANI, LUIS GIMMY 
Agraviado Fabricio Alonso Cajo Mamani 
Delito Omisión de asistencia familiar  
Proceso 
Se tiene de los antecedentes que en fecha trece de Octubre del 
dos mil once. La representante legal de los menores agraviados, 
presentó una demanda de cobro de alimentos en contra de Luis 
Gimmy Cajo Mamani, la cual fue signada con el Expediente N° 
02662- 2011-0-0412-JP-FC-03 y seguida ante el Tercer Juzgado 
de Paz Letrado del Módulo Básico de Justicia de Paucarpata, 
siendo que con fecha dos de Abril del dos mil doce, se expidió la 
Sentencia N° 38-2012, en la que se declaró fundada la demanda 
y se dispuso que el denunciado asista al alimentista con una 
pensión alimenticia mensual y adelantada de S/. 370.00 nuevos 
soles, para el menor de iniciales F.A.C.M.; sin embargo el ahora 
denunciado no cumplió con lo ordenado en el mandato judicial, 
por lo que se practicó una liquidación de pensiones devengadas 
ascendente a la suma de S/. 4,379.55 nuevos soles, respecto al 
periodo comprendido entre el mes de Enero a Diciembre de dos 
mil catorce; la cual fue debidamente aprobada mediante 
Resolución N° 27-2015, así mismo mediante Resolución N° 28-
2015 de fecha trece de Mayo del dos mil quince, se resuelve 
requerir al denunciado el pago de la liquidación de pensiones 
devengadas en el plazo de tres días, bajo apercibimiento en 
caso incumplimiento de remitir copias al Ministerio Publico, lo 
cual fue debidamente notificado en su domicilio real; sin 
embargo el denunciado hizo caso omiso al requerimiento, 
motivo por el cual posteriormente se hizo efectivo el 
apercibiendo, ello mediante resolución N° 29-2015. 
 
Fallo 
UN AÑO DE PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD 
suspendida en su ejecución por el plazo de un año,  
condicionado al cumplimiento de las siguientes reglas de 
conducta: 1) La prohibición de ausentarse del lugar de su 
residencia, sin autorización del Juzgado de Ejecución, 2) 
Comparecerá de manera personal y obligatorio el primer día 
hábil de cada mes, por ante el Juzgado de Ejecución a fin de 
informar y justificar sus actividades, 3) Reparará el daño 
ocasionado, es decir, pagará el íntegro de la reparación civil en 
la forma, modo y plazo acordado con el Ministerio Público, 4) La 
prohibición de cometer nuevo delito dolos, especialmente de la 
misma naturaleza; asimismo ante el incumplimiento de 
cualquiera de éstas reglas de conducta, será de aplicación el 
inciso tercero del artículo 59 del C.P., es decir se revocará de 
manera directa el periodo de prueba y se impondrá un año de 
pena privativa de la libertad con carácter de efectiva.  
FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en la suma de S/. 
4,800.00 (cuatro ochocientos y 00/100 nuevos soles), siendo 
S/. 4,379.55 nuevos soles por concepto de las pensiones 
devengadas y, S/. 420.45 nuevos soles por concepto de 
reparación civil por el daño moral, suma que será pagada en 
diez cuotas de mensuales y consecutivas de S/ 480.00 nuevos 
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soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el día 
quince de diciembre del presente año y, las siguientes cuotas  
vencerán a su pago los días quince de cada mes siguiente, 
hasta completar la suma total acordada y, que será mediante 
depósito judicial administrativo en el Banco de la Nación a 
nombre del Juzgado de Ejecución.  
Quinto.- DISPONGO que no corresponde fijar costas. 
Fundamento legal 
De la Conclusión Anticipada 
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión 
anticipada del juicio; institución que ha sido objeto anteriormente 
de sentencia vinculantes, tales como: el Acuerdo Plenario Nro. 
05-2008/CJ116 y  el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que si 
bien este último está referido a la terminación anticipada, los 
fundamentos sobre el control de legalidad y proporcionalidad 
atañen a la conclusión anticipada. 
Ley Penal Aplicable 
Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito 
Contra la familia en la modalidad de omisión a la asistencia 
familiar previsto y penado en el primer párrafo del artículo 149 
del Código Penal 
Individualización de la Pena 
El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al 
juzgador verificar que la pena guarde una relación de 
correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Título Preliminar del 
Código Penal, el que debe ser entendido como la 
correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y 
la pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un límite al 
IUS PUNIENDI. 
Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código 
Procesal Penal y 93° al 101° del Código Penal, precepto éste 
último que nos remite a las   disposiciones correspondientes del 
Código Civil. 
Pronunciamiento Aplicación del artículo 497.5° del Código Procesal Penal. 
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Caso Nº 10 
 
Muestra Distrito Judicial de Arequipa  
Sentencia Exp. 05556-2016-34-0401-JR-PE-01 
Denunciante  Representante Violeta Flores Ramos. 
Denunciado HINOJOSA MAMANI, PYTER 
Agraviado FLORES RAMOS, VIOLETA 
Delito Omisión de asistencia familiar  
Proceso 
Se estableció a cargo del acusado la obligación de prestar 
alimentos a favor de la agraviada, así se tiene que se inició ante 
el tercer Juzgado de Paz Letrado del Módulo Básico de Justicia 
de Paucarpata, el proceso de alimentos signado con número de 
expediente 63- 2014-0- 0412-JP-FC-03, donde se admitió a 
trámite en vía de proceso único la demanda de cobro de 
alimentos interpuesta por Violeta Flores Ramos en 
representación de Pedro Luis Hinojosa Ramos, el mismo que 
incluye mediante Acta de Conciliación N° 15-2014, la misma que 
es aprobada mediante resolución N° 06-2014 en la que se 
ordena que el demandado cumpla con acudir una pensión 
alimenticia mensual y adelantada de S/.250.00 nuevos soles a 
favor del menor Pedro Luis Hinojosa Ramos. Frente al 
incumplimiento del acusado de la obligación impuesta se llevó a 
cabo la liquidación correspondiente al periodo comprendido 
entre el primero de febrero del dos mil catorce al primero de abril 
del dos mil quince y se obtuvo un monto de S/. 3,827.01 nuevos 
soles, la liquidación fue aprobada con Resolución Nro. 10- 2015 
de fecha once de agosto del dos mil quince, resolución que 
igualmente fue puesta en conocimiento del acusado con las 
correspondientes notificaciones. Ante el no cumplimiento del 
mandado impuesto, el Juzgado realizo un requerimiento de pago 
de la liquidación en mención, ello con la Resolución Nro. 11- 
2015 del quince de diciembre del dos mil quince, que contiene el 
mandato dirigido al acusado para cancelar la liquidación de 
devengados en el plazo de 3 días, requerimiento que fue puesto 
en conocimiento del acusado en su domicilio a pesar de tal 
requerimiento el acusado omitió cumplir con el mandato que le 
era exigido.  
Y ante el vencimiento del plazo que le otorgo el juzgado, el 
acusado no cumplió con el mandato, haciéndose efectivo el 
apercibimiento con la  Resolución Nro. 12-2016. De fecha 
veintidós de abril de dos mil dieciséis. Haciendo presente que a 
la fecha se adeuda la totalidad de la suma de S/.3,827.01 
nuevos soles por parte del imputado. En buena cuenta Pyter 
Hinojosa Mamani con pleno conocimiento y voluntad de su 
obligación de prestar alimentos y pese al requerimiento del 
veintidós de abril del dos mil dieciséis conforme a la notificación 
válidamente efectuada al mismo y de acuerdo a los 
apercibimientos de ley, no ha abonado la cantidad de 
S/.3,827.01 nuevos soles, lo que ha conllevado a que se le haga 
efectivo el apercibimiento depuesto en autos al ponerse en 
riesgo el menor alimentistas. 
Fallo 
RESERVA DE FALLO CONDENATORIO por el plazo de un 
año; condicionado al cumplimiento de las siguientes reglas de 
conducta: 1) Comparecerá de manera personal y obligatorio el 
primer día hábil de cada dos meses, por ante el Juzgado de 
Ejecución a fin de informar y justificar sus actividades, 2) 
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Reparará el daño ocasionado, es decir, pagará el íntegro de la 
reparación civil en la forma, modo y plazo acordado con el 
Ministerio Público, 3) La prohibición de cometer nuevo delito 
doloso especialmente de la misma naturaleza; asimismo, ante el 
incumplimiento de cualquiera de éstas reglas de conducta, será 
de aplicación el inciso tercero del artículo 65° del C.P., es decir 
se revocará de manera directa el periodo de prueba y se le 
impondrá diez meses de pena privativa de  la libertad con 
carácter de efectiva. 
 FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en la suma de S/. 
4,100.00 (cuatro mil cien y 00/100 nuevos soles), 
correspondiendo la suma de S/. 3,827.01 nuevos soles a las 
pensiones devengadas, y S/. 272.99 nuevos soles a la 
reparación civil por el daño moral, suma que será pagada de la 
siguiente manera: el día de hoy, tres de enero del presente año, 
el acusado abonará la suma de S/. 500.00 nuevos soles, el 
saldo de S/. 3,600.00 nuevos soles será pagado en ocho cuotas 
de mensuales y consecutivas de S/ 450.00 nuevos soles cada 
una, la primera cuota vencerá a su pago el día treinta y uno de 
enero del presente año y, las siguientes cuotas vencerán a su 
pago el último día hábil de cada mes siguiente, hasta completar 
la suma total acordada y, que se harán mediante depósito 
judicial administrativo en el Banco de la Nación a nombre del 
Juzgado de Ejecución. 
Fundamento legal 
De la Conclusión Anticipada 
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión 
anticipada del juicio; institución que ha sido objeto anteriormente 
de sentencia vinculantes, tales como: el Acuerdo Plenario 
Nro.05-2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que 
si bien este último está referido a la terminación anticipada, los 
fundamentos sobre el control de legalidad y proporcionalidad 
atañen a la conclusión anticipada. 
Ley Penal Aplicable 
Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito 
Contra la familia en la modalidad de omisión a la asistencia 
familiar previsto y penado en el primer párrafo del artículo 149 
del Código Penal.  
Individualización de la Pena 
El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al 
juzgador verificar que la pena guarde una relación de 
correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Titulo Preliminar del 
Código Penal, el que debe ser entendido como la 
correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y 
la pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un limite al 
IUS PUNIENDI. 
Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código 
Procesal Penal y 93° al 101° del Código Penal, precepto éste 
último que nos remite a las disposiciones correspondientes del 
Código Civil. 
Pronunciamiento Aplicación del artículo 497.5° del Código Procesal Penal  
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Caso Nº 11 
 
Muestra Distrito Judicial de Arequipa  
Sentencia Instrucción: 00732-2016-96-0401-JR-PE-01 
Denunciante  PROCURADOR PUBLICO DEL MINISTRIO DEL INTERIOR 
Denunciado RAUL WALTER SURI ARMEJO 
Agraviado ESTADO 
Delito CONTRA LA SALUD PUBLICA- TRAFICO ICILTO DE DROGAS 
Proceso 
3.1 Pretensión Penal y Civil: La representante del Ministerio 
Publico califica el hecho como delito de CONTRA LA SALUD 
PUBLICA EN LA MODALIDAD DE TRAFICO ILICITODE 
DROGAS; solicitando de pena privativa de la libertad   DE OCHO  
AÑOS Y  CIENTO OCHENTA DIAS MULTA, en cuanto a la  
reparación civil y habiéndose constituido Actor civil , el Ministerio 
Publico se abstiene a pronunciarse en este extremo  ---------------------
-----------------------------------------   
3.2 Pretensión del actor civil: En representación del Estado el 
procurador publico ha señalado en virtud de los asuntos judiciales 
del MINISTERIO DEL INTERIOR  SOLICITA una reparación de civil 
de S/5.000 nuevos soles que comprende el daño emergente 
realizado en favor  del Estado.---------------------------------  
Cuarto.- Pretensión de la defensa del Acusado: El acusado, 
previo asesoramiento de su abogado defensor, en la audiencia de 
ley, ha señalado que acepta los cargos, lo que posibilita la 
instalación de un proceso de conformidad.- 
Quinto.- Itinerario del Proceso: Al inicio del Juicio y luego que se 
instruyera al acusado de sus derechos, y al preguntársele si admite 
ser autor del delito materia de acusación y responsable de la 
reparación civil, éste, solicita conferenciar con su defensor técnico, 
luego de lo cual se declaró confeso en su totalidad de los hechos 
que le imputa el Ministerio Público, lo que el Juzgado Colegiado 
considera prueba válida de cargo de la responsabilidad penal del 
acusado con entidad suficiente para desvirtuar la presunción de 
inocencia que le asiste al acusado. Suspendida la sesión por un 
tiempo razonable, para que la defensa del acusado y el fiscal 
puedan llegar a un acuerdo, en cuanto a la pena y la reparación civil; 
y, reanudada la misma, la Fiscalía invocando las facultades 
conferidas por el Código Procesal Penal, en conversación con el 
acusado y defensor técnico, proponen, la pena de  minina de ocho 
años de pena privativa de libertad y ciento ochenta días multa  y 
considerando que se tiene que fijar un límite temporal para efectuar 
los descuentos correspondientes, se adopta la postura de 8 años de 
pena privativa de libertad con el descuento por acogerse a la 
conclusión anticipada del proceso le corresponde la disminución de 
hasta un séptimo tomando en considerando que no tiene 
antecedentes penales vigentes y no ha concurrido en ninguna 
agravante, entonces partiendo de la pena minina de ocho años 
rebajando un séptimo  que corresponde a catorce meses  quedando 
una pena de seis años y diez meses y atendiendo los principios de 
proporcionalidad y racionabilidad de la pena y considerando que el 
imputado a reparado ya la pena en este sentido el daño causado es 
decir ha abonado DE FORMA ANTICIPADA la suma de S/5000 
soles a favor  del ESTADO   hecho que es coherente con la finalidad 
de la pena que son la reeducacion, la rehabilitación y su 
resocializacion así mismo por haber realizado confesión sincera de 
los hechos que se le imputan, además que  ha brindado su 
declaración indicando el lugar donde se encontraba la droga ilícita,  
finalmente de acuerdo al principio de humanidad y de justicia 
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atendiendo el estado de salud del acusado pues conforme a la 
constancia de salud emitida del Hospital Honorio Delgado el mismo 
padece de SIDA y de una tuberculosis de TBC en grado dos 
además que conforme al dictamen pericial toxicológico el también es 
adicto  se acordó la disminución de la pena en un año y diez meses 
quedando esta en cinco años de pena privativa de libertad con 
carácter efectiva así mismo acordándose  una copenalidad esto es 
la pena de días multa en 155 días a razón del 25% de ingresos 
diarios  que equivale la suma de S/.968.75 soles ,asimismo como 
una inhabilitación conforme al articulo 36 inciso 2 y 4  y   habiéndose 
incautado bienes se solicita el decomiso a favor del Estado la misma 
que será cumplida en el establecimiento penitenciario que 
corresponda.------------- 
En cuanto a la reparación civil, se realizo el depósito judicial el cual 
obra en el expediente judicial en el cuaderno correspondiente.  .------ 
Fallo 
Primero.- APROBAMOS: Mediante la presente sentencia de 
conformidad, los acuerdos en cuanto a la pena y reparación civil, del 
acusado RAUL WALTER SURI ARMEJO  asesorado por su 
abogado defensor y el representante del Ministerio Público durante 
el juicio.-------------------------------------------------------------------- 
Segundo.- DECLARAMOS: a,RAÚL WALTER SURI ARMEJO 
cuyos datos personales aparecen consignadas en la parte expositiva 
de la presente sentencia, AUTOR del delito CONTRA LA SALUD E 
MODALIDAD DE TRAFICO ILICITO DE DROGAS , previsto en el  
primer párrafo del artículo 296° del Código Penal , en agravio del 
Estado representado por el procurador publico a cargo  de los 
asuntos judiciales del Ministerio del Interior .--------------------------------
----------------------- 
Tercero.- LE IMPONEMOS: al sentenciado  RAUL WALTER SURI 
ARMEJO,   CINCO AÑOS de pena privativa de libertad, con el 
carácter de efectiva, la misma que viene cumpliendo desde el 12 de 
ENERO del año 2016, vencerá el 11 de ENERO del año 2021 en el 
establecimiento penal que designe el Instituto Nacional 
Penitenciario, se le impone ciento cincuenta y cinco días multa lo 
que calculados en base a  sus ingresos mensuales  equivale  a la 
suma de S/.968.75 nuevos soles suma que será pagada en el 
termino de diez días a favor del tesoro publico mediante certificado 
de deposito judicial  en el Banco de la Nación, se le impone  la pena 
de inhabilitación conforme al articulo 36 inciso segundo y cuarto del 
código penal por el mismo  plazo  de la condena --------------------------
----------. 
Cuarto.- FIJAMOS  .-el monto de la reparación civil en la suma de 
S/.5,000.00 (cinco mil soles),  a favor del Estado agraviado y 
habiéndose efectuado la consignación de esta suma se dispone el 
endose a favor del Estado.------------------ 
Quinto.- DISPONGO.-no imponer el pago de costas a los sujetos 
procesales.------- 
Sexto.- DISPONGO .-respecto de los bienes incautados se dispone 
el decomiso de los mismos.  
Séptimo.- MANDO Que, firme que sea la presente sentencia, se 
remitan copias certificadas de la misma al Registro de Condenas y 
demás pertinentes para fines de registro y archivo. Y, por esta 
sentencia, así la pronunciamos, mandamos y firmamos en audiencia 
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privada. Regístrese y notifíquese.--------------------------- 
Fundamento legal 
Primero.- El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la 
conclusión anticipada del juicio; institución que ha sido objeto 
anteriormente de sentencias vinculantes, tales como: el Acuerdo 
Plenario número 05-2008/CJ-116 de fecha dieciocho de julio del 
año dos mil ocho; la Ejecutoria Suprema Vinculante derivada del 
Recurso de Nulidad número 1766-2004/Callao de fecha veintiuno 
de setiembre del año dos mil cuatro; y, la Ejecutoria Suprema 
Vinculante derivada del Recurso de Nulidad número 2206-
2005/Ayacucho, de fecha doce de julio del año dos mil cinco. De lo 
anterior se desprende que la “conformidad premiada”, se presenta 
cuando el acusado, por sí, o a través de su abogado solicita 
previamente conferenciar con el Fiscal para llegar a un acuerdo 
sobre la pena; lo que importa una doble garantía, que implica una 
renuncia a la actuación de pruebas en juicio público, constituyendo 
un acto de disposición del propio proceso, conviniendo en la 
expedición de una Sentencia Condenatoria en su contra.---------------- 
Segundo.- El acusado, en audiencia, al expresar su “conformidad” 
antes referida, consultó con su abogado defensor de los hechos 
incriminados y la acusación que acepta, y ha actuado con plena 
libertad, voluntad y racionalidad, sin limitaciones de sus capacidades 
intelectivas, e informado de sus derechos por el Juzgado y su 
defensa, deviniendo su reconocimiento en una declaración judicial 
de culpabilidad (confesión). 
Tercero.- No obstante, la presencia del Juzgador, no es pasiva, 
para efectos de la homologación de la “conformidad”; ya que, existe 
cierto margen de valoración que el Juez debe ejercer 
soberanamente; si bien, está obligado a respetar la descripción del 
hecho glosado en la acusación -vinculación absoluta con los hechos 
o inmodificabilidad del relato fáctico (vinculatio facti)-, por razones de 
legalidad y justicia, puede y debe realizar un control de la tipicidad 
de los hechos del título de la imputación, y de la pena, los cuales se 
relativizan.------------------- 
Cuarto.- Calificación jurídica, el delito CONTRA LA SALUD 
PUBLICA en la modalidad DE TRAFICO ILICITO DE DROGAS, 
previsto en el  primer párrafo del artículo 296 del código penal “El 
que promueve o facilita el consumo ilegal de drogas toxicas, 
estupefacientes o sustancias psicotrópicas, mediante actos de 
fabricación o tráfico será reprimido con pena privativa de libertad no 
menor de ocho ni mayor de quince años y con ciento ochenta a 
trescientos sesenta y cinco días—multa, e inhabilitación conforme al 
articulo36.incisos 1,2 y 4”---------------------------------. 
Quinto.- Juicio de tipicidad: La conducta del acusado se adecua, 
objetiva y subjetivamente al tipo penal del delito antes referido. Por 
cuanto, tal como han sido expuestos los cargos por el Ministerio 
Público, los cuales son inmodificables, pues el referido acusado con 
conocimiento y voluntad desplegó su conducta a la realización del 
tipo objetivo, esto es, afectar la SALUD PUBLICA en agravio de la 
sociedad.------------------------------------------------------------------------------- 
Sexto.- Juicio de antijuridicidad y culpabilidad: No se ha 
alegado, ni se ha probado causa que justifique el actuar típico del 
acusado, y tampoco se ha probado causa que excluya su 
culpabilidad.--------------------------------------------- 
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Pronunciamiento 
El tipo penal del delito CONTRA LA SALUD PUBLICA modalidad  
de  TRAFICO ILICITO DE DROGAS , previsto en el primer párrafo 
del artículo 296 del código penal, es sancionado con pena privativa 
de libertad  no menor de ocho años ni mayor a quince años con 
ciento ochenta a trescientos días multa ------------ 
 
La Fiscalía y la Defensa Técnica del acusado llegaron a un acuerdo 
sobre la pena, en este caso, han propuesto  5 años de pena 
privativa de libertad con calidad de efectiva, lo cual se adopta de la 
postura se adopta la postura de 8 años de pena privativa de libertad 
con el descuento por acogerse a la conclusión anticipada del 
proceso le corresponde la disminución de hasta un séptimo  y 
considerando que no tiene antecedentes penales y no ha incurrido 
en ninguna agravante partiendo de la pena minina ocho años 
disminuyendo un séptimo que corresponde a catorce meses  
quedando una pena de seis años y once meses y considerando los 
principios de proporcionalidad y racionabilidad  de la pena y 
considerando que el imputado a reparado ya la pena en este sentido 
el daño causado, es decir ha abonado de forma anticipada la suma 
de S/5000 soles a favor  del ESTADO   hecho que es coherente con 
la finalidad de la pena que son la reeducacion, la rehabilitación y su 
resocializacion así mismo por haber realizado confesión sincera   de 
los hechos que se le imputan además que ha brindado su 
declaración indicando el lugar donde se encontraba la droga ilícita  
finalmente de acuerdo al principio de humanidad  y de justicia 
atendiendo el estado de salud del acusado pues conforme a la 
constancia de salud emitida del Hospital Honorio Delgado el mismo 
padece de SIDA y de una tuberculosis de TBC en grado dos 
además que conforme al dictamen pericial toxicológico el cual 
determino que también es adicto  se acordó la disminución de la 
pena en un año y diez meses quedando está en cinco años de pena 
privativa de libertad con carácter efectiva así mismo acordándose  
una copenalidad esto es la pena de días multa en 155 días a razón 
del 25% de ingresos diarios  que equivale la suma de S/.968.75 
soles ,asimismo como una inhabilitación conforme al artículo 36 
inciso 2 y 4  y   habiéndose incautado bienes se solicita el decomiso 
a favor del Estado la misma que debería ser cumplida en el 
establecimiento penitenciario que corresponda.------- 
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Caso Nº 12 
 
Muestra Distrito Judicial de Arequipa  
Sentencia 00814-2016-60-0401-JR-PE-01 
Denunciante  ALFERES SALHUA, ANA   
Denunciado MATTA RIVERA, LUIS ANTONIO   
Agraviado ALFERES SALHUA, ANA   
Delito ROBO AGRAVADO GRADO TENTATIVA   
Proceso 
3.1.  Primero.- Base normativa del tipo penal.-  
Conforme se desprende del Artículo 188 Robo 
3.2. Segundo.- Base normativa respecto al proceso.- 
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión 
anticipada del juicio; institución que ha sido objeto anteriormente 
de sentencias vinculantes, tales como: el Acuerdo Plenario No. 
05-2008/CJ-116 del dieciocho de julio del dos mil ocho; la 
Ejecutoria Suprema Vinculante derivada del recurso de nulidad 
N° 1766-2004/Callao del veintiuno de setiembre del dos mil 
cuatro; y, la Ejecutoria Suprema Vinculante derivada del recurso 
de nulidad N° 2206-2005/Ayacucho, del doce de julio del dos mil 
cinco; y, por último el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116, que si 
bien está referido a la terminación anticipada, los fundamentos 
sobre el control de legalidad y proporcionalidad atañen a la 
conclusión anticipada. 
3.2.  La “conformidad premiada”, se presenta cuando el 
acusado, por si, o a través de su abogado solicita previamente 
conferenciar con el Fiscal para llegar a un acuerdo sobre la 
pena; lo que importa una doble garantía, que implica una 
renuncia a la actuación de pruebas en juicio público, 
constituyendo un acto de disposición del propio proceso, 
conviniendo en la expedición de una sentencia condenatoria en 
su contra. 
3.3. El acusado, en audiencia, al expresar su “conformidad”, 
consultó con su abogado defensor, habiendo actuado con plena 
libertad voluntad y racionalidad, sin limitaciones de sus 
capacidades intelectivas, e informado de sus derechos por el 
Juzgado y su defensa, de la acusación que acepta, deviniendo 
con su reconocimiento en una declaración judicial de 
culpabilidad, con la consiguiente imposición de una sanción 
penal y reparación civil. 
3.4.  No obstante, la presencia del Juzgador, no es pasiva, 
para efectos de la homologación de la “conformidad”; ya que, 
existe cierto margen de valoración que el Juez debe ejercer 
soberanamente; si bien, está obligado a respetar la descripción 
del hecho glosado en la acusación -vinculación absoluta con los 
hechos o inmodificabilidad del relato fáctico (vinculatiofacti), por 
razones de legalidad y justicia, puede y debe realizar un control 
respecto de la tipicidad de los hechos del título de la imputación, 
los cuales se relativizan. 
3.5. Asimismo, pondera este Despacho que los criterios de 
control de legalidad del acuerdo, se expresa en tres planos 
diferentes, el ámbito de la tipicidad o calificación jurídico penal, 
suficiente actividad indiciaria, y el ámbito de la legalidad de la 
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pena.  
3.6.   Respecto del principio preventivo,  el Tribunal  
Constitucional, en el Expediente No.  0019-2005-PI/TC, ha 
señalado que “(…) Sólo será constitucionalmente válido el 
prever  la privación de libertad como consecuencia jurídica para 
determinada conducta antijurídica, si se tiene como propósito la 
protección de bienes jurídicos constitucionalmente relevantes, 
toda vez que la defensa de un valor o un interés 
constitucionalmente relevante podrá justificar la restricción en el 
ejercicio de un derecho fundamental”. 
Fallo 
1. APROBANDO el acuerdo sobre pena, celebrado entre los 
acusados a través de su defensa técnica y el señor fiscal. 
2.     DECLARANDO  A  LUIS ANTONIO MATTA RIVERA, 
AUTOR del delito ROBO AGRAVADO EN GRADO DE 
TENTATIVA previsto en el artículo 188º en concordancia con el 
artículo 189 primer párrafo inciso 3 del código Penal, y artículo 
16º del mismo cuerpo legal,  en agravio de Ana Alferes Salhua. 
3.   IMPONEMOS  A ADOLFO ALMIRON ARTEAGA   
CUATRO AÑOS de pena privativa de la libertad con el carácter 
de efectiva, la que deberá prestar en el penal de Varones de 
Arequipa - Socabaya o el que designe el Instituto Nacional 
Penitenciario Región Arequipa, la misma que se inicia desde el 
veintiocho de enero del año dos mil dieciséis y vencerá el 
veintisiete de enero del año dos mil veinte;   
4. APROBANDO acuerdo sobre el extremo civil, realizado 
entre el acusado a través de su defensa técnica y la parte 
agraviada representado por el Ministerio Publico, en  
consecuencia  DECLARAMOS  FUNDADA la pretensión civil, 
por lo que fijamos la reparación civil, en la suma de 
CUATROCIENTOS CINCUENTA SOLES, monto que deberá 
abonarse dentro del plazo de un mes como máximo. 
5. DISPONEMOS que no corresponde imponer costas en la 
presente causa, por sentencia de conformidad. 
Fundamento legal 
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión 
anticipada del juicio; institución que ha sido objeto anteriormente 
de sentencias vinculantes, tales como: el Acuerdo Plenario No. 
05-2008/CJ-116 del dieciocho de julio del dos mil ocho; la 
Ejecutoria Suprema Vinculante derivada del recurso de nulidad 
N° 1766-2004/Callao del veintiuno de setiembre del dos mil 
cuatro; y, la Ejecutoria Suprema Vinculante derivada del recurso 
de nulidad N° 2206-2005/Ayacucho, del doce de julio del dos mil 
cinco; y, por último el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116, que si 
bien está referido a la terminación anticipada, los fundamentos 
sobre el control de legalidad y proporcionalidad atañen a la 
conclusión anticipada. 
Respecto del principio preventivo,  el Tribunal  Constitucional, en 
el Expediente No.  0019-2005-PI/TC, ha señalado que “(…) Sólo 
será constitucionalmente válido el prever  la privación de libertad 
como consecuencia jurídica para determinada conducta 
antijurídica, si se tiene como propósito la protección de bienes 
jurídicos constitucionalmente relevantes, toda vez que la 
defensa de un valor o un interés constitucionalmente relevante 
podrá justificar la restricción en el ejercicio de un derecho 
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fundamental”.
1
 
Pronunciamiento 
7.1.  El artículo 497.5° del Código Procesal Penal, establece 
que no procede la imposición de costas en los procesos por 
faltas, inmediatos, terminación anticipada y colaboración eficaz.  
7.2.  En el presente caso, al haber concluido el proceso por 
“conformidad”; no procede la imposición de costas. 
 
 
                                                          
1
Exp. No. 0019-2005-PI/TC. Caso Arresto Domiciliario. FJ. 35 y 36   
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4.2. Análisis de datos respeto los estándares de los Derechos 
Fundamentales frente a los desafíos actuales en casos de 
flagrancia en el Proceso Inmediato Penal Peruano  
A. Respecto a la proporcionalidad del proceso inmediato en lo 
concerniente a los delitos de omisión a la asistencia  familiar y los efectos 
de la prisión preventiva por invalidación de la decisión de incoación de 
proceso inmediato 
Se debe merecer el establecimiento de un criterio jurisprudencial, desde 
el  parámetro, marcador o cuantificador respecto a la dimensión de la pena 
privativa de libertad pertinente para la viabilidad del procesamiento inmediato, 
sea el directo o el diferido, es la clave de proporcionalidad, ello mientras se fije 
los marcos normativos, fijando criterios restrictivos al calor del inciso 3, del 
artículo VII, del Título Preliminar del Código Procesal Penal, mientras se 
favorezca el ejercicio de los derechos del imputado; para recortar las etapas y 
los plazos de duración del trámite generen la menor intensidad posible de 
afectación a las atribuciones legítimas propias de la defensa del investigado. 
La ley procesal penal presenta algunos obstáculos regulatorios con 
respecto a la gravedad de la ofensa; Por lo tanto, con el artículo 427 se limita el 
recurso para casos de condenas y autos que ponen fin al procedimiento, 
siempre que el mínimo de la pena amenace en abstracto con más de 6 años de 
privación de libertad, de lo que pueda inferirse sobre una dimensión oral 
connota que el delito es grave para permitir el origen de la apelación; como 
resultado, los crímenes cuyas condenas de prisión fueron menores a los 6 
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años, sin ser todos ellos dentro de lo que se conoce como "de bagatela", deben 
considerarse como menos serios. 
Hay otra referencia en el campo de la prisión preventiva, como se 
establece en el inciso (b), del artículo 268 del mismo cuerpo legal, cuando se 
considera la gravedad del delito debido a la posible sanción que se puede 
imponer en el caso, en la medida en que fueron más de 4 años de privación de 
libertad; en tales casos, con el acuerdo razonable de otros presupuestos 
procesales, enviará la detención preventiva. 
Si se excluye de la acusación inmediata a todos los delincuentes 
considerados graves, y más aún si se estima que son especialmente graves, 
será relevante tener en cuenta esos criterios. Creo que el límite punitivo 
razonable para la implementación del proceso inmediato, teniendo en cuenta 
que se trata de un enjuiciamiento por procedimientos simples y ofensas que no 
fueron graves, no debe exceder los 6 años de prisión. 
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B. Respecto al proceso inmediato en el proceso penal peruano 
aplicación del decreto legislativo 1194 
Teniendo en cuenta la posición de Mendoza Calderón (2016) sobre el 
alcance y los límites del derecho a castigar al Estado, responden, 
esencialmente, a la naturaleza y esencia del sistema político imperante. Si el 
régimen es autoritario, su sistema de justicia penal también lo será; por el 
contrario, si el sistema político es democrático, las instituciones legales también 
lo son o tendrán como objetivo serlo. En resumen, la decisión política que 
define el sistema, considera básicamente dos alternativas: dar prioridad al 
interés público y fortalecer el poder del Estado en la fiscalía, negando aún los 
derechos del individuo, o brindarle al individuo suficientes garantías tan 
opuestas a esa poder punitivo, preservando su dignidad de persona en un 
avión que no está absolutamente desprotegido contra las instituciones penales 
de procesamiento. Así, las cosas, el modelo de procedimiento penal propuesto, 
se caracterizan por afirmar los principios básicos de un proceso penal 
respetuoso de los derechos humanos y la protección de la seguridad pública. 
Se debe considerar, en los procesos penales con los intereses colectivos 
individuales, que se resuelvan estos durante este proceso. En este sentido, el 
Estado debe proteger a la persona de la persecución injusta y la privación 
indebida de su libertad. Por lo tanto, el acusado debe tener suficiente 
oportunidad para defenderse, el objetivo de la ley procesal penal no es el 
castigo de una persona, idealmente de los culpables, sino la decisión sobre una 
sospecha. La estructura del nuevo modelo de proceso penal pretende constituir 
un tipo de proceso para todos los delitos procesables por ejercicio público de la 
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acción penal, que comienza con la actividad preparatoria de investigación bajo 
la dirección del Fiscal, continúa con la acusación, la audiencia preliminar y el 
juicio. 
La idea del proceso único no excluye los atajos y procesos 
consensuales, como la terminación anticipada, el proceso inmediato, entre 
otros, que pueden tener lugar durante toda la etapa preparatoria, e incluso 
antes de que presente la acusación. 
Debe tenerse en cuenta que la sociedad peruana percibe que la justicia 
en nuestro país es lenta, ineficiente y se siguen procesos rituales, engorrosos, 
principalmente escritos que no conducen a la solución oportuna y justa de sus 
conflictos dejando en muchos casos un sentimiento de impunidad y corrupción 
que afecta negativamente a la imagen institucional del poder judicial, así como 
a los otros operadores de Justicia.  
Para reflejar esa sensación, es necesario recordar la frase de una 
conocida obra literaria: “Pertenezco, pues, a la justicia (…). Entonces, ¿para 
qué puedo quererte? La justicia nada quiere de ti. Te toma cuando vienes y te 
deja cuando te vas.” En ese sentido ante dicha necesidad de un proceso eficaz, 
justo y tramitado en un plazo razonable que es el principal clamor de la 
comunidad, el gobierno en su lucha contra la delincuencia, y en razón a la 
delegación de facultades que ostenta el 30 de agosto del 2015 publicó el 
Decreto Legislativo N° 1194, el mismo que regula el Proceso Inmediato en 
casos de Flagrancia (la misma que entrara en vigencia a los 90 días de su 
publicación en el diario oficial el peruano); significando ello la modificación de 
los artículos referidos a este mecanismo de simplificación procesal. Pero este 
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cambio debe estar aparejado a una verdadera constitucionalización del proceso 
penal, esto quiere decir que si bien es cierto sea diseñado instrumentos 
alternativos eficaces como El Proceso Inmediato (del cual estamos analizando 
su eficacia), ello con el fin de simplificar el proceso engorroso ante los 
suficientes indicios que pudiesen haber, ello tampoco puede significar un 
desmedro a los derechos fundamentales del imputado, por lo que 
estableceremos los fundamentos suficientes para reafirmar el modelo teórico, y 
practico con el fin de ampliar el mismo, y consecuentemente se respeten las 
garantías y principios rectores del sistema procesal penal acusatorio, en aras 
de lograr una adecuada interpretación de su contenido. Por lo que el objetivo 
del presente trabajo es el desarrollo, en términos generales, del concepto y 
aplicación práctica del requerimiento “del proceso inmediato”, desde la óptica 
judicial. 
 
 
 
 
.
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CAPÍTULO V 
APORTES DE LA INVESTIGACIÓN 
5.1. PROPUESTA DEL PROYECTO DE LEY  
1. Objeto de la propuesta de Ley.  
Modificar lo relacionado al proceso inmediato que está regulado en la 
sección I del Libro V del CPP 2004.  
2. Modificación del Libro V del CPP 2004 en su sección I.  
5.2. APORTE AL PROCEDIMIENTO PARA DELITOS FLAGRANTES  
La Modificación de la sección I del Libro V del CPP 2004, en los términos 
siguientes:  
Artículo 446° Supuestos de procedimientos para delitos flagrantes.  
1. Se podrá solicitar la vía del procedimiento para delitos de parte del 
fiscal flagrantes, ello cuando el imputado haya sido sorprendido y 
detenido en delito flagrante.  
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2. Al tratarse de una causa sucesiva contra varios imputados, será 
necesario un procedimiento para delitos flagrantes, siempre y cuando 
sean todos ellos sorprendidos y detenidos en flagrancia es decir en el 
mismo delito.  
3. Se optará por la vía procesal ordinaria, cuando la investigación se 
considere compleja.  
Artículo 447° El requerimiento del fiscal  
1. El traslado inmediato por la PNP se dará cual el agente sea detenido 
en flagrancia, conjuntamente con las pruebas, ello ante el Ministerio 
Público, quien deberá decidir la existencia de méritos o no para la 
resolución del procedimiento para casos delitos flagrantes, de lo cual 
se deberá expedir un breve informe de los hechos y los elementos 
del delito. 
2. El fiscal deberá tramitar inmediatamente el procedimiento penal 
indicando al agente la facultad de nombrar un defensor de su 
confianza dentro de un plazo de 24 horas, caso contrario se le 
asignará un defensor de oficio, sin perjuicio de solicitar las medidas 
de sujeción que correspondan,  
3. Constituida la defensa del agente, el fiscal, cuando lo considere 
necesario y oportuno, presentará el requerimiento de audiencia al 
juez de investigación preparatoria para la aplicación del 
procedimiento para delitos flagrantes. A dicho requerimiento se 
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acompañará los procedimientos para delitos flagrantes la acusación 
fiscal.  
Artículo 448° Resolución  
1. Se decidirá inmediatamente la procedencia del procedimiento para 
delitos flagrantes, de parte del juez de investigación preparatoria en 
la misma resolución se señalará por lo que la fecha de celebración de 
audiencia de control en el caso de acusación deberá realizarse 
dentro de un plazo menor a 48 horas.  
2. Se podrá optar por la vía del proceso de terminación anticipada, 
siempre cuando sea pertinente, antes o durante de la realización de 
la audiencia para el caso del control de acusación, a pedido del 
imputado.  
3. Se deberá dictar inmediatamente el auto de enjuiciamiento una vez 
realizada la audiencia de control de acusación, indicándose la fecha 
de realización del juicio oral, debiéndose realizarse en un plazo de 72 
horas remitiéndose dicho proceso al juez unipersonal o colegiado 
para la realización del el juicio oral, finalizada la audiencia de juicio 
oral será el tribunal quien deberá emitir sentencia inmediata o por 
decirlo menos hasta en 48 horas después de la culminación de la 
audiencia. 
4. Una vez iniciada la aplicación del procedimiento especial en casos de 
delitos flagrantes, no deberá transcurrir un plazo mayor a quince días 
hábiles ello hasta la celebración del juicio oral. 
 
 
CONCLUSIONES 
Primera.-  El proceso inmediato  no garantiza el derecho de defensa del 
acusado. La construcción de una correcta imputación en los 
procesos inmediatos va a permitir por un lado garantizar 
eficazmente el derecho de defensa que le asiste al imputado, y 
por otro, evitar que se convierta en un mecanismo que promueva 
la impunidad en grave perjuicio del sistema de administración de 
justicia. 
Segunda.- La celeridad procesal vulnera el derecho de defensa, esto a que 
ha buscado la responsabilidad de instituciones de investigación 
del delito como son la Policía Nacional y el Ministerio Público; es 
aquí que se han presentado problemas en cuanto a la detención 
en flagrancia. Donde el Ministerio Público como titular de la acción 
penal les haya entregado el manejo de la investigación del delito a 
los fiscales, debido a que recae en ellos el asumir la 
responsabilidad probatoria a través de elementos de convicción 
que se reúnen, tanto en la realización de un hecho ilícito como en 
la responsabilidad del presunto autor. 
Tercera.- Los procesos en cuanto a la omisión a la asistencia familiar no 
deben ser considerados ni tramitados como procesos inmediatos, 
ya que en los mismos no se encuentra la flagrancia.  Pero 
también la penalización de la omisión a la asistencia familiar y su 
inclusión en el Proceso Inmediato, beneficia a la población porque 
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ha permitido no solamente procesos más rápidos con sentencias 
ejemplares, sino además también se dio la disminución de 
incidencias que se ven reflejadas en las estadísticas por el 
carácter disuasivo de la norma. Por otro lado en el 80% de los 
procesos de alimentos dados en sentencia no cumplen con el 
pago de las liquidaciones. El 15% de los procesos en juzgados 
penales, pertenecen a procesos por omisión a la asistencia 
familiar.  
 
 
 
 
SUGERENCIAS 
Primera.-  A los órganos jurisdiccionales que conozcan sobre los procesos 
de flagrancia y los que dieran a lugar, con el fin de garantizar la 
aplicación del decreto legislativo de manera oportuna y eficiente. 
Segunda.-  Se debe tener en cuenta que tanto la flagrancia como el proceso 
inmediato deben generar una respuesta positivamente social de 
justicia y que aporte a la seguridad ciudadana. Debiéndose el 
Ministerio Público comprometerse en la atención oportuna de los 
casos de flagrancia. 
Tercera.-  A los jueces priorizar su labor de supervisión de los derechos 
fundamentales, especialmente en este tipo de procesos. 
Se requiere contar con personal notificador para que, este tipo 
de procesos se puedan efectuar en un menor tiempo, para que 
el imputado no solo tenga conocimiento de la investigación en su 
contra, sino tenga el tiempo prudente para la elección de un 
defensor que cautele sus derechos fundamentales.  
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ANEXOS 
 
 
ANEXOS 1 
DECRETO LEGISLATIVO Nº 1194 
Decreto Legislativo que regula el proceso inmediato en casos de 
flagrancia 
 
Domingo, 30 de agosto de 2015 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA  
 
POR CUANTO:  
 
Que, mediante Ley Nº 30336, Ley que delega en el Poder Ejecutivo la Facultad 
de legislar en materia de Seguridad Ciudadana, Fortalecer la Lucha contra la 
Delincuencia y el Crimen Organizado, el Congreso de la República ha delegado 
en el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de seguridad ciudadana, 
la lucha contra la delincuencia y el crimen organizado, por el término de 
noventa (90) días calendario;  
 
Que, en este sentido, el literal a) del artículo 2 del citado dispositivo legal, 
establece la facultad de legislar sobre el fortalecimiento de la seguridad 
ciudadana, la lucha contra la delincuencia y el crimen organizado, en especial 
para combatir el sicariato, la extorsión, el tráfico ilícito de drogas e insumos 
químicos, la usurpación y tráfico de terrenos y la tala ilegal de madera;  
 
Que, resulta necesario establecer instrumentos normativos eficaces en el 
racional procesamiento de causas penales bajo el supuesto de flagrancia 
delictiva, que permitirá resultados positivos en la lucha contra la delincuencia; 
el crimen organizado, entre otros, en beneficio de la comunidad en general;  
 
De conformidad con lo establecido en el literal a) del artículo 2 de la Ley Nº 
30336 y en el artículo 104 de la Constitución Política del Perú;  
 
Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;  
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;  
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:  
 
 
DECRETO LEGISLATIVO QUE REGULA EL PROCESO INMEDIATO EN 
CASOS DE FLAGRANCIA 
 
Artículo 1.- Objeto de la norma  
La presente norma tiene el objeto de regular el proceso inmediato en casos de 
flagrancia, modificando la Sección I, Libro Quinto, del Código Procesal Penal, 
Decreto Legislativo Nº 957. 
 
Artículo 2.- Modificación de los artículos 446, 447 y 448 del Código 
Procesal Penal, aprobado por Decreto Legislativo Nº 957  
Modifícanse los artículos 446, 447 y 448 del Código Procesal Penal, aprobado 
por Decreto Legislativo Nº 957, en los siguientes términos:  
 
 
“Artículo 446.- Supuestos de aplicación  
1. El Fiscal debe solicitar la incoación del proceso inmediato, bajo 
responsabilidad, cuando se presente alguno de los siguientes supuestos:  
 
a) El imputado ha sido sorprendido y detenido en flagrante delito, en 
cualquiera de los supuestos del artículo 259; 
b) El imputado ha confesado la comisión del delito, en los términos del 
artículo 160; o  
c) Los elementos de convicción acumulados durante las diligencias 
preliminares, y previo interrogatorio del imputado, sean evidentes.  
 
2. Quedan exceptuados los casos en los que, por su complejidad, de 
conformidad con lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 342, sean 
necesarios ulteriores actos de investigación.  
3. Si se trata de una causa seguida contra varios imputados, sólo es posible el 
proceso inmediato si todos ellos se encuentran en una de las situaciones 
previstas en el numeral anterior y estén implicados en el mismo delito. Los 
delitos conexos en los que estén involucrados otros imputados no se 
acumulan, salvo que ello perjudique al debido esclarecimiento de los 
hechos o la acumulación resulte indispensable.  
4. Independientemente de lo señalado en los numerales anteriores, el Fiscal 
también deberá solicitar la incoación del proceso inmediato para los delitos 
de omisión de asistencia familiar y los de conducción en estado de ebriedad 
o drogadicción, sin perjuicio de lo señalado en el numeral 3 del artículo 447 
del presente Código.  
 
“Artículo 447.- Audiencia única de Incoación del proceso inmediato en 
casos de flagrancia delictiva  
1. Al término del plazo de la detención policial establecido en el artículo 264, el 
Fiscal debe solicitar al Juez de la investigación preparatoria la incoación del 
proceso inmediato. El Juez, dentro de las cuarenta y ocho horas (48) 
siguientes al requerimiento fiscal, realiza una Audiencia única de Incoación 
para determinar la procedencia del proceso inmediato. La detención del 
imputado se mantiene hasta la realización de la Audiencia.  
2. Dentro del mismo requerimiento de incoación, el Fiscal debe acompañar el 
expediente fiscal y comunicar si requiere la imposición de alguna medida 
coercitiva, que asegure la presencia del imputado en el desarrollo de todo el 
proceso inmediato. El requerimiento de incoación debe contener, en lo que 
resulte pertinente, los requisitos establecidos en el numeral 2 del artículo 
336.  
3. En la referida Audiencia, las partes pueden instar la aplicación del principio 
de oportunidad, de un acuerdo reparatorio o de la terminación anticipada, 
según corresponda.  
4. La Audiencia única de Incoación del proceso inmediato es de carácter 
inaplazable. Rige lo establecido en el artículo 85. El Juez, frente a un 
requerimiento fiscal de incoación del proceso inmediato, se pronuncia 
oralmente en el siguiente orden, según sea el caso:  
 
a) Sobre la procedencia de la medida coercitiva requerida por el Fiscal;  
 
 
b) Sobre la procedencia del principio de oportunidad, de un acuerdo 
reparatorio o de la terminación anticipada, solicitado por las partes;  
c) Sobre la procedencia de la incoación del proceso inmediato. 
 
5. El auto que resuelve el requerimiento de proceso inmediato debe ser 
pronunciada, de modo impostergable, en la misma Audiencia de Incoación. 
La resolución es apelable con efecto devolutivo.  
6. Pronunciada la decisión que dispone la incoación del proceso inmediato, el 
Fiscal procede a formular acusación dentro del plazo de veinticuatro (24) 
horas, bajo responsabilidad. Recibido el requerimiento fiscal, el Juez de la 
Investigación Preparatoria, en el día, lo remite al Juez Penal competente, 
para que dicte acumulativamente el auto de enjuiciamiento y de citación a 
juicio, con arreglo a lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 448. 
7. Frente al auto que rechaza la incoación del proceso inmediato, el Fiscal 
dicta la Disposición que corresponda o la formalización de la Investigación 
Preparatoria. 
 
Para los supuestos comprendidos en los literales b) y c), numeral 1 del artículo 
446, rige el procedimiento antes descrito en lo que corresponda. Solo en estos 
supuestos, el requerimiento se presenta luego de culminar las diligencias 
preliminares o, en su defecto, antes de los treinta días de formalizada la 
Investigación Preparatoria.” 
 
“Artículo 448 Audiencia única de Juicio Inmediato  
1. Recibido el auto que incoa el proceso inmediato, El Juez penal competente 
realiza la audiencia única de juicio inmediato en el día. En todo caso, su 
realización no debe exceder las setenta y dos (72) horas desde la 
recepción, bajo responsabilidad funcional.  
2. La audiencia única de juicio inmediato es oral, pública e inaplazable. Rige lo 
establecido en el artículo 85. Las partes son responsables de preparar y 
convocar a sus órganos de prueba, garantizando su presencia en la 
Audiencia, bajo apercibimiento de prescindirse de ellos.  
3. Instalada la Audiencia, el fiscal expone resumidamente los hechos objeto de 
la acusación, la calificación jurídica y las pruebas que ofrecerá para su 
admisión, de conformidad con lo establecido en el artículo 349. Si el Juez 
Penal determina que los defectos formales de la acusación requieren un 
nuevo análisis, dispone su subsanación en la misma audiencia. Acto 
seguido, las partes pueden plantear cualquiera de las cuestiones previstas 
en el artículo 350, en lo que corresponda. El Juez debe instar a las partes a 
realizar convenciones probatorias. Cumplidos los requisitos de validez de la 
acusación de conformidad con el numeral 1 del artículo 350 y resueltas las 
cuestiones planteadas, el Juez Penal dicta acumulativamente el auto de 
enjuiciamiento y citación a juicio, de manera inmediata y oral.  
4. El juicio se realiza en sesiones continuas e ininterrumpidas hasta su 
conclusión. El Juez Penal que instale el juicio no puede conocer otros hasta 
que culmine el ya iniciado. En lo no previsto en esta Sección, se aplican las 
reglas del proceso común, en tanto sean compatibles con la naturaleza 
célere del proceso inmediato”.  
 
 
 
 
Artículo 3.- Adelanto de la vigencia a nivel nacional de la Sección I, Libro 
Quinto del Código Procesal Penal, Decreto Legislativo Nº 957  
Adelántase la vigencia a nivel nacional de la Sección I, libro Quinto del Código 
Procesal Penal, Decreto Legislativo Nº 957.  
 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 
 
Primera: Vigencia  
La presente norma entra en vigencia a nivel nacional a los noventa (90) días de 
su publicación en el diario oficial El Peruano.  
 
Segunda: Gestión de Audiencias  
En cada Distrito Judicial, la Presidencia de las Cortes Superiores de Justicia 
designan a un funcionario responsable de la gestión de audiencias para 
procesos inmediatos en casos de flagrancia, quien tiene a su cargo la 
administración de la agenda y de los espacios para la realización de las 
audiencias, así como las tareas relativas a su registro, publicidad, organización 
y asistencia de las partes.  
 
La Presidencia de la Junta de Fiscales Superiores; la Dirección Distrital de la 
Defensa Pública del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, o quien haga 
sus veces y la máxima autoridad de la Policía Nacional del Perú, en cada 
Distrito Judicial, designan a un funcionario de enlace con el funcionario 
responsable de la gestión de audiencia señalado en el párrafo anterior, a fin de 
coordinar los temas interinstitucionales de organización para la realización 
efectiva, célere y adecuada de las audiencias.  
 
Tercera.- Financiamiento  
La implementación de las medidas establecidas en la presente norma se 
financia con cargo al presupuesto institucional de los pliegos involucrados, sin 
demandar recursos adicionales al Tesoro Público.  
 
POR TANTO:  
 
Mando se publique y cumpla dando cuenta al Congreso de la República.  
 
Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veintinueve días del mes de 
agosto del año dos mil quince.  
 
OLLANTA HUMALA TASSO  
Presidente de la República  
PEDRO CATERIANO BELLIDO  
Presidente del Consejo de Ministros  
JOSÉ LUIS PÉREZ GUADALUPE  
Ministro del Interior  
GUSTAVO ADRIANZÉN OLAYA  
Ministro de Justicia y Derechos Humanos 
 
 
ANEXO 2 
RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA N° 314-2015-CE-PJ 
Constituyen la Coordinación Nacional para la Implementación de Órganos 
Jurisdiccionales de Flagrancia, Delitos de Omisión de Asistencia Familiar; 
y Conducción en Estado de Ebriedad, en aplicación del D. Leg. N° 1194 
 
Lima, 14 de octubre de 2015 
 
VISTA: 
 
La propuesta presentada por el señor Presidente del Consejo Ejecutivo del 
Poder Judicial para constituir una Coordinación Nacional, a fin de implementar 
medidas relacionadas al Proceso Inmediato en Casos de Flagrancia, Delitos de 
Omisión de Asistencia Familiar; y Conducción en Estado de Ebriedad, regulado 
por el Decreto Legislativo N° 1194. 
 
CONSIDERANDO: 
 
Primero. Que mediante Decreto Legislativo N° 1194, publicado el 30 de agosto 
de 2015 en el Diario Oficial El Peruano, se regula el Proceso Inmediato en 
Casos de Flagrancia, Delitos de Omisión de Asistencia Familiar; y Conducción 
en Estado de Ebriedad, modificando la Sección I, Libro Quinto, del Código 
Procesal Penal, Decreto Legislativo N° 957, que entrará en vigencia a nivel 
nacional a los noventa días de su publicación. 
 
Segundo. Que la referida norma legal modifica los artículos 446°, 447° y 448° 
del código Procesal Penal, regulándose los Supuestos de Aplicación, la 
Audiencia Única de Incoación del Proceso Inmediato en Casos de Flagrancia; y 
la Audiencia Única de Juicio Inmediato. 
 
Tercero. Que en la Segunda Disposición Complementaria Final se establece la 
Gestión de Audiencias, disponiéndose que en cada Distrito Judicial la 
Presidencia de las Cortes Superiores de Justicia designan a un funcionario 
responsable de la gestión de audiencias para procesos inmediatos en casos de 
flagrancia, delitos de omisión de asistencia familiar; y conducción en estado de 
ebriedad, quien tiene a su cargo la administración de la agenda y de los 
espacios para la realización de las audiencias; así como las tareas relativas a 
su registro, publicidad, organización y asistencia de las partes. 
 
Cuarto. Que, al respecto, es menester precisar que el Consejo Ejecutivo del 
Poder Judicial, a propuesta de su presidente, en aras de coadyuvar con el 
Estado en la lucha contra la inseguridad ciudadana y establecer un tratamiento 
célere en la investigación y juzgamiento de los delitos flagrantes, mediante 
Resolución Administrativa N° 231-2015-CE-PJ dispuso como Plan Piloto a 
partir del 1° de agosto del año en curso, la Implementación de Órganos 
Jurisdiccionales de Flagrancia Delictiva en el Distrito Judicial de Tumbes, el 
 
 
cual viene dando resultados positivos para contrarrestar la criminalidad que 
afecta a la ciudadanía. 
 
Quinto. Que para la adecuada aplicación del Decreto Legislativo N° 1194, es 
necesario constituir una Coordinación Nacional a cargo de un Juez Superior 
titular especializado en materia penal, con la finalidad de efectuar 
coordinaciones y elaborar proyectos de protocolos y normas administrativas 
complementarias que resulten necesarias; así como para monitorear 
permanente el funcionamiento de los órganos jurisdiccionales que se 
constituyan para tal efecto; la cual efectuará las coordinaciones respectivas con 
el Consejero responsable del Equipo Técnico Institucional de Implementación 
del Código Procesal Penal. 
 
Sexto. Que conforme a lo establecido en el artículo 82°, numeral 26), el 
Consejo Ejecutivo del Poder Judicial tiene la facultad de dictar las medidas 
pertinentes para que las dependencias judiciales funcionen con celeridad y 
eficiencia. 
 
Por estos fundamentos; en mérito al Acuerdo N° 1135- 2015 de la 
quincuagésima tercera sesión del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial de la 
fecha, adoptado con la intervención de los señores Ticona Postigo, De Valdivia 
Cano, Lecaros Cornejo, Ruidías Farfán y Vera Meléndez; en uso de las 
atribuciones conferidas por el artículo 82° del Texto Único Ordenado de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. Por unanimidad, 
 
SE RESUELVE: 
 
Artículo Primero.- Constituir la Coordinación Nacional para la Implementación 
de Órganos Jurisdiccionales de Flagrancia, Delitos de Omisión de Asistencia 
Familiar; y Conducción en Estado de Ebriedad, en aplicación del Decreto 
Legislativo N° 1194; adscrita al Equipo Técnico Institucional de Implementación 
del Código Procesal Penal, con las siguientes funciones: 
 
a) Coordinar con la Fiscalía de la Nación, Ministerio de Justicia, Ministerio del 
Interior y las Cortes Superiores de Justicia del país, los temas 
interinstitucionales de organización para la adecuada implementación del 
mencionado decreto legislativo. 
b) Coordinar con el funcionario responsable de la gestión de audiencias para 
procesos inmediatos en casos de flagrancia, delitos de omisión de 
asistencia familiar y conducción en estado de ebriedad de las Cortes 
Superiores, en la realización efectiva, célere y adecuada de las audiencias. 
c) Efectuar el seguimiento y monitoreo en la aplicación del racional 
procesamiento de causas penales bajo el supuesto de flagrancia delictiva, 
delitos de omisión de asistencia familiar; y conducción en estado de 
ebriedad. 
d) Evaluar la implementación y ejecución del proceso inmediato en casos de 
flagrancia, delitos de omisión de asistencia familiar; y conducción en estado 
de ebriedad en el territorio nacional, elaborando proyecto de metas e 
indicadores que se deben cumpr. 
 
 
e) Las demás que le encomiende el Consejo Ejecutivo de este Poder del 
Estado y el Consejero responsable del Equipo Técnico Institucional de 
Implementación del Código Procesal Penal. 
 
La referida coordinación dependerá del Consejero responsable del Equipo 
Técnico Institucional de Implementación del Código Procesal Penal 
 
Artículo Segundo.- Delegar facultades al Presidente del Poder Judicial para 
designar al juez superior que será responsable de la referida Coordinación 
Nacional, quien desempeñará el cargo en adición a sus funciones 
jurisdiccionales; así como para dictar las medidas pertinentes a fin de su 
adecuada implementación, en cuanto a recursos humanos y logísticos. 
 
Artículo Tercero.- Transcribir la presente resolución a la Presidencia del Poder 
Judicial, Oficina de Control de la Magistratura, Equipo Técnico Institucional de 
Implementación del Código Procesal Penal, Cortes Superiores de Justicia; y a 
la Gerencia General del Poder Judicial, para su conocimiento y fines 
pertinentes. 
 
Regístrese, publíquese, comuníquese y cúmplase. 
S. 
VÍCTOR TICONA POSTIGO 
Presidente 
 
 
 
ANEXO 3 
RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA N° 347-2015-CE-PJ 
 
Aprueban documentos normativos para los órganos jurisdiccionales que 
conocerán los procesos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar y 
Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción 
 
Lima, 24 de noviembre de 2015 
 
VISTOS: 
 
El Oficio N° 006-2015-BMG-CNF-ETI-CPP-PJ, cursado de la Coordinación 
Nacional de Flagrancia, Delitos de Omisión a la Asistencia Familiar; y 
Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción, elevando el Informe N° 
050-2015-ST-ETI-CPP-PJ, del Equipo Técnico Institucional de Implementación 
del Código Procesal Penal. 
 
CONSIDERANDO: 
 
Primero. Que el Decreto Legislativo N° 1194, de fecha 30 de agosto de 2015, 
regula el proceso inmediato en casos de flagrancia y modifica los artículos 
446°, 447° y 448° del Código Procesal Penal; disponiendo, además, que la 
norma en un enfoque de carácter cautelar sea de aplicación para los casos de 
omisión a la asistencia familiar y a los delitos contra la seguridad pública que se 
deriven de la conducción en estado de ebriedad o drogadicción. 
 
Segundo. Que, en tal sentido, el proceso inmediato, constituye uno de los 
principales mecanismos de simplificación procesal donde se prescinden de la 
etapa de investigación preparatoria e intermedia quedando expedito los hechos 
para el juzgamiento, en especial para los procesos de flagrancia, confesión del 
imputado o la obtención de prueba evidente y suficiente para atribuir 
responsabilidad al investigado. Por lo tanto, la importancia y utilidad de la 
aplicación del proceso inmediato radica en su grado de intervención y 
naturaleza sobre aquellos delitos que configuran flagrancia delictiva, ofreciendo 
un tratamiento procedimental simplificado y eficaz frente al delito flagrante, a 
diferencia del proceso común donde el caso deberá de transitar por todas las 
etapas procesales dilatándose innecesariamente el caso, y que, además, por 
su naturaleza el proceso inmediato está diseñado para casos que no revisten 
las características de complejidad o conexidad de delitos. Consecuentemente, 
dicha norma demanda la celeridad y compromiso en la tramitación de los 
procesos por parte de todas las instituciones que administran justicia que a 
partir del 29 de noviembre de 2015, aplicarán también dicha norma, para los 
Delitos de Omisión a la Asistencia Familiar; y Conducción en Estado de 
Ebriedad o Drogadicción. 
 
Tercero. Que, en ese contexto, la Coordinación Nacional de Flagrancia, Delitos 
de Omisión a la Asistencia Familiar; y Conducción en Estado de Ebriedad o 
Drogadicción y la Secretaría Técnica del Equipo Técnico Institucional de 
 
 
Implementación del Código Procesal Penal, en cumplimiento a la Resolución 
Administrativa N° 315-2015-CE-PJ, mediante Oficio N° 028-2015-ST-ETI-PJ de 
fecha 24 de setiembre de 2015, ha requerido a las Cortes Superiores de 
Justicia información relacionada a la situación actual de cada Corte Superior de 
Justicia, en relación a estadística del proceso inmediato, terminación 
anticipada, omisión a la asistencia familiar, conducción en estado de ebriedad o 
drogadicción, diseño de los turnos penales; y número de órganos 
jurisdiccionales en materia penal. Información que a pesar de haberse recibido 
de forma parcial ha permitido un resultado para la toma de decisiones. 
 
Cuarto. Que actualmente en materia penal se tiene en el país dos escenarios 
distintos con la aplicación de dos normas diferentes; en consecuencia, la 
aplicación del D. Leg. N° 1194 será de la siguiente forma: 
 
A) En los Distritos Judiciales donde se ha implementado el Código Procesal 
Penal, el conocimiento del proceso inmediato para casos de Flagrancia, 
Omisión a la Asistencia Familia y Conducción en Estado de Ebriedad o 
Drogadicción, estará a cargo de todos los órganos jurisdiccionales del 
Código Procesal Penal en adición de funciones; sin embargo, en las sedes 
donde exista más de un órgano jurisdiccional con la misma competencia y 
de la misma instancia, resulta necesario que el conocimiento de dichos 
procesos sea por órganos jurisdiccionales a dedicación exclusiva, ello en 
función al índice de criminalidad, carga procesal y crecimiento poblacional; y 
B) En los Distritos Judiciales donde aún no se ha implementado la totalidad del 
Código Procesal Penal; sin embargo, se aplica de forma parcial 
específicamente para delitos de corrupción de funcionarios y crimen 
organizado, el conocimiento del proceso inmediato en casos de Flagrancia, 
Omisión a la Asistencia Familiar y Conducción en Estado de Ebriedad o 
Drogadicción, será también de competencia de órganos jurisdicciones a 
exclusividad que designará el Consejo Ejecutivo del Poder judicial para tal 
fin. 
 
Quinto. Que el proceso de implementación del nuevo modelo procesal penal, y 
la implementación del D. Leg. N° 1194, en lo que corresponde a la 
determinación de órganos jurisdiccionales implica: 
 
A) Disponer la creación de órganos jurisdiccionales exclusivos; 
B) Determinar qué órganos jurisdiccionales penales y/o mixtos actuales 
conocerán en adición a funciones procesos de Flagrancia, Omisión a la 
Asistencia Familiar y Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción, 
bajo las reglas del Código Procesal Penal; y 
C) Determinar qué órganos jurisdiccionales penales se encargarán de liquidar 
los procesos tramitados bajo las reglas del antiguo modelo procesal penal, 
en el marco de la política de implementación de los órganos jurisdiccionales 
de Flagrancia, Delitos de Omisión a la Asistencia Familiar; y Conducción en 
Estado de Ebriedad o Drogadicción. 
 
Sexto. Que, del análisis estadístico se advierte que el comportamiento de las 
estadísticas para los procesos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar y 
 
 
Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción, podría en un primer 
momento mantener una cifra por debajo de lo esperado, ésta hipótesis está 
relacionada con la experiencia adquirida en la Corte Superior de Justicia de 
Tumbes, donde a partir de la entrada en vigencia de la sede piloto del Juzgado 
de Flagrancia se evidenció como efecto disuasivo que el índice de criminalidad 
se había reducido; sin embargo este fenómeno podría revertirse y producirse 
un incremento significativo en el índice estadístico así como en los 
requerimientos de proceso inmediato por Flagrancia, Omisión a la Asistencia 
Familiar y Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción. 
 
Sétimo. Que, considerando que el proceso inmediato constituye uno de los 
principales mecanismos de simplificación procesal donde se prescinde de la 
etapa de investigación preparatoria e intermedia, quedando expedito los 
hechos para el juzgamiento, en especial para los procesos de flagrancia, 
confesión del imputado o la obtención de prueba evidente y suficiente para 
atribuir responsabilidad al investigado; así como en los casos de Omisión a la 
Asistencia Familiar y Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción. Por lo 
tanto los procedimientos a nivel de los actores jurisdiccionales también se 
deben de simplificar debiendo ser más célere, ofreciendo un tratamiento 
procedimental simplificado y eficaz frente al delito flagrante; a diferencia del 
proceso común donde el caso deberá de transitar por todas las etapas 
procesales, por lo que es pertinente la aprobación de un “Manual de 
Procedimientos Operativo” para los órganos jurisdiccionales que conocerían los 
procesos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar y Conducción en 
Estado de Ebriedad o Drogadicción 
 
Octavo. Que, asimismo, considerando que personal jurisdiccional y 
administrativo de apoyo a los órganos jurisdiccionales que conocerán los 
procesos contemplados en el D. Leg. N° 1194, deberán de cumplir funciones 
específicas para la tramitación de dichos procesos; así como la creación de 
una nueva plaza (coordinador de audiencias), y considerando que en el 
proceso inmediato se prescindirá de la etapa de investigación preparatoria e 
intermedia, resulta necesario que los responsables de cada área tengan 
funciones específicas para el cumplimiento de sus responsabilidades. En tal 
sentido, es pertinente la aprobación de un “Manual de Organización y 
Funciones”, para los órganos jurisdiccionales que conocerían los procesos de 
Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar y Conducción en Estado de 
Ebriedad o Drogadicción. 
 
Noveno. Que en consideración a que a más de nueve años de vigencia del 
Código Procesal Penal, no se ha podido establecer criterios únicos y 
homogéneos en la aplicación de los procedimientos de dicha norma; así como 
no ha sido posible estandarizar un formato o modelo de acta que permita 
uniformizar criterios. En tal sentido, es necesario que previo a la entrada en 
vigencia del D. Leg. N° 1194, se apruebe un “Modelo o Formato de Acta de 
Audiencias” para cada uno de los estadios del proceso inmediato, para los 
órganos jurisdiccionales que conocerían los procesos de Flagrancia, Omisión a 
la Asistencia Familiar y Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción. 
 
 
 
Décimo. Que, asimismo, a fin de realizar el seguimiento a la carga procesal 
que se tramitará como proceso inmediato derivado de los casos de Flagrancia, 
Omisión a la Asistencia Familiar y Conducción en Estado de Ebriedad o 
Drogadicción, y poder determinar los índices de crecimiento en cuanto a carga 
procesal, que además permita la discriminación por cada materia, tiempo de 
duración de los procesos desde el inicio hasta la emisión de la sentencia, 
resulta necesario la formulación de una “Guía de Uso de Ingreso de Causas 
bajo el D. Leg. N° 1194”, que establezca procedimientos obligatorios bajo 
responsabilidad en el personal que aplique dichos procedimientos; asimismo, 
es necesario utilizar aplicativos alternos y/o formatos manuales de carácter 
obligatorio con el fin de recopilar información en tiempo real en donde no exista 
el Sistema Integrado Judicial - SIJ; además, el empleo adecuado de estos 
aplicativos informáticos permitirá tomar decisiones oportunas tanto a los 
Administradores de Modulo Penal, Presidentes de Corte Superior y a todo 
órgano administrativo que cautele las informaciones estadísticas. Asimismo, 
será utilizado como medio informativo, en tal sentido, la Gerencia de 
Informática debe adoptar medidas correspondientes para adecuar el Sistema 
Integrado Judicial - SIJ a fin que se efectúe el correcto ingreso y registro de los 
procesos comprendidos en el D. Leg. N° 1194, debiendo además de realizar 
las siguientes acciones: 
 
a) Agregar en la pantalla de ingresos de expedientes la opción referente a D. 
Leg. N° 1194, 
b) Homologar la tabla de delitos penales a nivel nacional, 
c) Generar un nuevo módulo para la realización de una sola audiencia con 
creación de cuadernos de incidencias con diversos resultados, 
d) Creación de reportes referentes al D. Leg. N° 1194 
 
Décimo Primero. Que, asimismo, considerando que los procesos de 
Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar y Conducción en Estado de 
Ebriedad o Drogadicción, se realizarán en plazos más reducidos; y a fin de 
coadyuvar en la ejecución de las audiencias de juicio en los procesos de 
Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar y Conducción en Estado de 
Ebriedad o Drogadicción; y siendo que los avances en materia tecnológica han 
permitido valerse de sistemas informáticos que permitan llevar adelante las 
audiencias a través de video conferencia, más aun que dichos procedimientos 
ya han sido regulados en este Poder del Estado mediante Resolución 
Administrativa N° 42-2013-CE-PJ, que aprobó la Directiva N° 001-2013-CE-PJ 
“Procedimiento para la Ejecución de audiencias Virtuales”; así como la 
Resolución Administrativa N° 004-2014-CE-PJ, que aprobó la Directiva N° 001-
2014-CE-PJ “Lineamientos para el Uso de video conferencias en los Procesos 
Penales”. En tal sentido, resulta necesario, bajo responsabilidad, el uso de 
dichas tecnologías a fin de poder emplearlas mediante video conferencia para 
testigos y peritos, recomendando su estricta aplicación a mérito de las 
resoluciones antes citadas. 
 
Décimo Segundo. Que el D. Leg. N° 1194, demanda al Poder Judicial la 
adopción de medidas administrativas tendientes a implementar órganos 
jurisdiccionales que administren justicia bajo los preceptos de la citada norma, 
 
 
establecer mecanismos tendientes a la cautela y garantía para el desarrollo de 
audiencias efectivas, la norma de reciente publicación dispone además que la 
implementación de toda medida se financiará con cargo al presupuesto 
institucional de los pliegos involucrados sin demandar recursos al tesoro 
público, consecuentemente corresponde a este Poder del Estado, habiendo 
valorado las particularidades de cada Distrito Judicial, disponer medidas 
administrativas necesarias, para la implementación de la norma de forma eficaz 
y eficiente que conllevan a resultados positivos. 
 
Décimo Tercero. Que, en ese orden de ideas y en consonancia con el Oficio 
N° 006-2015-BMG-CNF-ETI-CPP-PJ, y el Informe N° 050-2015-ST-ETI-CPP-
PJ, cursado por la Coordinación Nacional de Flagrancia, Delitos de Omisión a 
la Asistencia Familiar; y Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción, del 
Equipo Técnico Institucional de Implementación del Código Procesal Penal, 
resulta conveniente disponer la conversión de órganos jurisdiccionales y dictar 
las medidas necesarias, con arreglo a las necesidades de servicio, factores 
geográficos y de acceso a la justicia en los Distritos Judiciales comprometidos 
en el proceso de implementación del Código Procesal Penal. 
 
Décimo Cuarto. Que los numerales 24, 25 y 26 del Artículo 82° del Texto 
Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, determinan como 
funciones y atribuciones del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, crear 
órganos jurisdiccionales, aprobar la modificación de sus ámbitos de 
competencia territorial; asimismo, adoptar acuerdos y demás medidas 
necesarias para que las dependencias de este Poder del Estado funcionen con 
celeridad y eficiencia. 
 
Por estos fundamentos; en mérito al Acuerdo N° 1196-2015 de la 
quincuagésima sexta sesión del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial de la 
fecha, adoptado con la intervención de los señores Ticona Postigo, Lecaros 
Cornejo, Ruidías Farfán, Vera Meléndez y Álvarez Díaz; en uso de las 
atribuciones conferidas por el artículo 82° del Texto Único Ordenado de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, sin la intervención del señor De Valdivia Cano por 
encontrarse de licencia. Por unanimidad, en cuanto a la aprobación de los 
documentos normativos; y por mayoría, respecto al funcionamiento de órganos 
jurisdiccionales, 
 
SE RESUELVE: 
 
Artículo Primero.- Aprobar los siguientes documentos normativos, que en 
anexo forman parte de la presente resolución: 
 
A) Manual de Organización y Funciones (MOF), para los órganos 
jurisdiccionales que conocerán los procesos de Flagrancia, Omisión a la 
Asistencia Familiar y Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción. 
B) Manual de Procedimientos Operativo (MAPRO), para los órganos 
jurisdiccionales que conocerán los procesos de Flagrancia, Omisión a la 
Asistencia Familiar y Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción. 
 
 
C) Modelo o Formato de Acta de Audiencias para cada uno de los estadios del 
proceso inmediato, para los órganos jurisdiccionales que conocerán los 
procesos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar y Conducción en 
Estado de Ebriedad o Drogadicción. 
D) Guía de Uso de Ingreso bajo el D. Leg. N° 1194 que establezca 
procedimientos obligatorios en el ingreso de información requerida, para los 
órganos jurisdiccionales que conocerán los Procesos de Flagrancia, 
Omisión a la Asistencia Familiar y Conducción en Estado de Ebriedad o 
Drogadicción; debiendo la Gerencia de Informática adoptar las medidas 
correspondientes en el Sistema Integrado judicial - SIJ, a fin que se efectúe 
el correcto ingreso y registro de los procesos comprendidos en el D. Leg. N° 
194. 
 
Artículo Segundo.- Disponer las siguientes medidas administrativas, a partir 
del 29 de noviembre de 2015, en los veintisiete Distritos Judiciales donde ya se 
aplica la totalidad del Código Procesal Penal, en el siguiente orden: 
 
1. Todos los órganos jurisdiccionales que aplican el Código Procesal Penal 
actuarán en adición de funciones como Juzgado de Flagrancia, Omisión a la 
Asistencia Familiar; y Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción, 
excepto en los lugares donde exista más de un órgano jurisdiccional en 
cada etapa con la misma competencia. En tal sentido, el Consejo Ejecutivo 
se pronuncia al respecto: 
 
1.1. Para el caso de los Juzgados de Investigación Preparatoria convertidos 
y que actuarán a dedicación exclusiva en el conocimiento de los 
procesos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar; y Conducción 
en Estado de Ebriedad o Drogadicción, deberán de redistribuir la carga 
existente de forma equitativa entre los órganos jurisdiccionales similares 
de su sede judicial; a fin de iniciar en lo posible con carga cero. 
1.2. Para el caso de los Juzgados Penales Unipersonales designados 
deberán de convertirse en juzgados exclusivos de juzgamiento de 
procesos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar; y Conducción 
en Estado de Ebriedad o Drogadicción, debiendo de redistribuir su 
carga hasta donde la norma lo permita, entre los órganos 
jurisdiccionales similares de su sede judicial, sin embargo en los casos 
que se hayan iniciado y avanzado significativamente el juicio oral, este, 
deberá de continuar con el trámite de la carga hasta su conclusión a fin 
de evitar el quiebre del proceso. 
2. Todos los órganos jurisdiccionales que conforman Juzgado Penal 
Colegiado, que aplican el Código Procesal Penal, actuarán en adición de 
funciones como Juzgado de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar; y 
Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción, excepto en los lugares 
donde exista más de un órgano jurisdiccional con la misma competencia. En 
tal sentido el Consejo Ejecutivo expide las medidas administrativas 
pertinentes. 
3. Todos los órganos jurisdiccionales que actúan como Salas Penales de 
Apelaciones, y aplican el Código Procesal Penal, conocerán en adición de 
funciones los delitos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar; y 
 
 
Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción, excepto en los lugares 
donde exista más de un órganos jurisdiccionales con la misma 
competencia. En tal sentido, el Consejo Ejecutivo expide las medidas 
administrativas pertinentes. 
4. La designación del personal responsable del agendamiento de audiencias 
debe ir de la mano con un rediseño del agendamiento que permita 
reprogramar audiencias para liberar las primeras horas del día, a fin que se 
tramiten procesos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar; y 
Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción, en el marco del D. Leg. 
N° 1194. 
5. Asimismo, en los procesos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar; 
y Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción prima la realización de 
audiencias; lo que permitirá prever en un primer momento que el índice de 
criminalidad se incremente de manera significativa. En tal sentido, se faculta 
a los señores Presidentes de las Cortes Superiores del país a fin que, de 
producirse un incremento significativo en el índice de procesos atendidos 
bajo el D. Leg. N° 1194, puedan de manera urgente designar 
temporalmente en adición a sus funciones a otros órganos jurisdiccionales 
de la misma instancia dentro del Módulo Penal del Código Procesal Penal, 
para el conocimiento de dichos procesos, dando cuenta al Consejo 
Ejecutivo a fin que emita la correspondiente resolución administrativa. 
6. La designación de los órganos jurisdiccionales para el conocimiento de los 
delitos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar; y Conducción en 
Estado de Ebriedad o Drogadicción, implica cambiar su denominación en 
adelante a órganos jurisdiccionales de proceso inmediato para delitos de 
Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar; y Conducción en Estado de 
Ebriedad o Drogadicción; para el caso de los Distritos Judiciales donde se 
aplica el Código Procesal Penal en su integridad mantendrán su misma 
numeración. 
7. En los Distritos Judiciales donde se aplica a totalidad el Código Procesal 
Penal la carga procesal de los órganos jurisdiccionales designados para 
conocer a exclusividad los delitos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia 
Familiar; y Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción, deberá 
redistribuirse de forma equitativa entre los órganos jurisdiccionales de sus 
respetivas sedes judiciales, facultándose a los Presidentes de Cortes 
Superiores del país a adoptar los criterios técnicos de redistribución. 
8. Los órganos jurisdiccionales que deberán conocer de manera exclusiva los 
delitos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar; y Conducción en 
Estado de Ebriedad o Drogadicción son: 
 
DISTRITO JUDICIAL DE AMAZONAS 
Provincia de Chachapoyas, Distrito de Chachapoyas: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
Provincia de Bagua, Distrito Bagua: 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 1° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
Provincia de Utcubamba Distrito Bagua Grande 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
 
 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE ANCASH 
Provincia de Huaraz, Distrito de Huaraz: 
- 3° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE APURIMAC 
Provincia de Abancay, Distrito de Abancay: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
Provincia de Andahuaylas, Distrito Andahuaylas: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE AREQUIPA 
Provincia de Arequipa, Distrito de Arequipa: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 1° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
- 3° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
- 3° Sala Penal de Apelaciones permanente 
Provincia de Arequipa, Distrito Paucarpata: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
Provincia de Arequipa, Distrito Cerro Colorado: 
- Reubicar y convertir, desde el 1 de diciembre de 2015 y hasta el 31 de 
mayo de 2016, el Juzgado Penal Unipersonal Transitorio del Distrito de 
Paucarpata, Provincia de Arequipa, en Juzgado de Investigación 
Preparatoria Transitorio para delitos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia 
Familiar; y Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción del Distrito 
de Cerro Colorado, Provincia de Arequipa, con la misma competencia 
territorial que el Juzgado de Investigación Preparatoria del citado distrito. 
Provincia de Camaná, Distrito Camaná: 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE AYACUCHO 
Provincia de Huamanga, Distrito de Ayacucho: 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 3° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
Departamento Cusco, Provincia de La Convención, Distrito Kimbiri: 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE CAJAMARCA 
Provincia de Cajamarca, Distrito de Cajamarca: 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 3° Juzgado Penal Unipersonal permanente. 
Provincia de Chota, Distrito Chota: 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
 
 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE CAÑETE 
Provincia de Cañete, Distrito de San Vicente de Cañete: 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 3° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE CUSCO 
Provincia de Cusco, Distrito de Cusco: 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 1° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
- 1° Sala Penal de Apelaciones permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE HUANCAVELICA 
Provincia de Huancavelica, Distrito de Huancavelica: 
- 3° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE HUANUCO 
Provincia de Huánuco, Distrito de Huánuco: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
Provincia de Huánuco, Distrito de Amarilis: 
- Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
Provincia de Leoncio Prado, Distrito de Rupa Rupa: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE HUAURA 
Provincia de Huaura, Distrito de Huacho: 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- Juzgado Penal Unipersonal permanente 
Provincia de Huaral, Distrito de Huaral: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- Juzgado Penal Unipersonal permanente 
Provincia de Barranca, Distrito de Barranca: 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE ICA 
Provincia de Ica, Distrito de Ica: 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 1° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
- 1° Sala Penal de Apelaciones permanente 
Provincia de Chincha, Distrito de Chincha Alta: 
- 3° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
Provincia de Nasca, Distrito de Nasca: 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
Provincia de Pisco, Distrito de Pisco: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
 
 
- Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE JUNIN 
Provincia de Huancayo, Distrito de Tambo: 
- 3° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 4° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 1° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
- 3° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
Provincia de Chanchamayo, Distrito de Chanchamayo: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
Provincia de Jauja, Distrito de Jauja: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
Provincia de Tarma, Distrito de Tarma: 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
Provincia de Satipo, Distrito de Satipo: 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE LA LIBERTAD 
Provincia de La Libertad, Distrito de Trujillo: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 6° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 7° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 9° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 1° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
- 3° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
- 4° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
- 1° Sala Penal de Apelaciones permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE LAMBAYEQUE 
Provincia de Chiclayo, Distrito de Chiclayo: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente. 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente. 
- 3° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente. 
- 4° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente. 
- 3° Juzgado Penal Unipersonal permanente. 
- 4° Juzgado Penal Unipersonal permanente. 
- 5° Juzgado Penal Unipersonal permanente. 
- 6° Juzgado Penal Unipersonal permanente. 
- 2° Sala Penal de Apelaciones permanente. 
Provincia de Jaén, Distrito de Jaén: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 3° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
Provincia de José Leonardo Ortiz, Distrito de José Leonardo Ortiz: 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE LORETO 
Provincia de Maynas, Distrito de Iquitos: 
- 3° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
 
 
- 3° Juzgado Penal Unipersonal permanente. 
 
DISTRITO JUDICIAL DE MADRE DE DIOS 
Provincia de Tambopata, Distrito de Tambopata: 
- 3° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 1° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE MOQUEGUA 
Provincia de Ilo, Distrito de Ilo: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 1° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
Provincia de Mariscal Nieto, Distrito de Moquegua: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE PASCO 
Provincia de Pasco, Distrito de Yanacancha: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 1° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE PIURA 
Provincia de Piura Distrito de Piura: 
- 3° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 4° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 1° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
- 3° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
- 1° Sala Penal de Apelaciones permanente 
Provincia de Piura Distrito de Castilla: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE PUNO 
Provincia de Puno, Distrito de Puno: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
Provincia de San Román, Distrito de Juliaca: 
- 3° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 1° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE SAN MARTIN 
Provincia de Moyobamba, Distrito de Moyobamba: 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 1° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
Provincia de San Martín, Distrito de Tarapoto: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DEL SANTA 
Provincia de Santa, Distrito de Chimbote: 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
 
 
- 4° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente. 
- Juzgado Penal Unipersonal permanente 
Provincia de Casma, Distrito de Casma: 
- Juzgado de Investigación Preparatoria permanente (Redistribuirá su carga 
al Juzgado Penal Transitorio) 
 
DISTRITO JUDICIAL DE SULLANA 
Provincia de Sullana, Distrito de Sullana: 
- 3° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 3° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE TACNA 
Provincia de Tacna, Distrito de Tacna 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
DISTRITO JUDICIAL DE TUMBES 
Estando a la Resolución Administrativa N° 231-2015-CE-PJ del Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial, ha dispuesto la implementación de Órganos 
Jurisdiccionales de Flagrancia Delictiva en el Distrito Judicial de Tumbes, como 
sede piloto, estos continuarán en el conocimiento de los procesos de 
Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar y Conducción en Estado de 
Ebriedad o Drogadicción. 
- 4° Juzgado de Investigación de Tumbes. 
- 1° Juzgado Penal Unipersonal de Tumbes. 
- Sala Penal de Apelaciones de Tumbes. 
 
Asimismo, estando a la Resolución Administrativa N° 274-2015-CE-PJ, 
mediante la cual se ha dispuesto que el 1° Juzgado Penal Liquidador 
Transitorio de la Provincia de Tumbes, en adición de funciones actuará como 
Juzgado de Investigación Preparatoria de Tumbes, para el trámite de delitos de 
flagrancia. En tal sentido, estando a la entrada en vigencia del D. Leg. N° 1194, 
el referido órgano jurisdiccional continuará en el conocimiento de los procesos 
de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar y Conducción en Estado de 
Ebriedad o Drogadicción, solo durante la realización del turno penal fuera del 
horario de trabajo, mientras concluya la liquidación pendiente. 
 
DISTRITO JUDICIAL DE UCAYALI 
Provincia de Coronel Portillo, Distrito de Callería: 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria permanente 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal permanente 
 
Artículo Tercero.- Disponer las siguientes medidas administrativas, a partir del 
29 de noviembre de 2015, en los Distritos Judiciales de Lima, Lima Norte, Lima 
Sur, Lima Este, Ventanilla y Callao, donde se aplica de forma parcial el Código 
Procesal Penal (corrupción de funcionarios y crimen organizado) y donde el 
conocimiento de los procesos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar y 
Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción, será en el siguiente orden: 
 
 
 
1. Todos los órganos que conforman Juzgado Penal Colegiado, que aplican el 
Código Procesal Penal, actuarán en adición de funciones como Juzgado de 
Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar; y Conducción en Estado de 
Ebriedad o Drogadicción, manteniendo su competencia territorial. 
2. Todas las Salas Penales de Apelaciones que aplican el Código Procesal 
Penal, actuarán en adición de funciones como Salas Penales de 
Apelaciones de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar; y Conducción 
en Estado de Ebriedad o Drogadicción (cuando hubiese una sola). 
3. La designación del personal responsable del agendamiento de audiencias 
debe ir de la mano con un rediseño del agendamiento de audiencias que 
permita reprogramar audiencias para liberar las primeras horas del día a fin 
que se tramiten procesos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar; y 
Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción, en el marco del D. Leg. 
N° 1194. 
4. Las medidas a adoptarse para la designación de los órganos 
jurisdiccionales para el conocimiento a exclusividad de los procesos de 
Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar y Conducción en Estado de 
Ebriedad, a partir del 29 de noviembre de 2015 son: 
4.1. Para el caso de los Juzgados de Investigación Preparatoria convertidos, 
que en adelante actuarán a dedicación exclusiva en el conocimiento de 
los procesos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar; y 
Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción, deberán de 
redistribuir la carga existente de forma equitativa entre los órganos 
jurisdiccionales similares de su sede judicial, a fin de iniciar en lo posible 
con carga cero. 
4.2. Para los Juzgados Penales Unipersonales designados deberán de 
convertirse en Juzgados Exclusivos de juzgamiento de procesos de 
Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar; y Conducción en Estado 
de Ebriedad o Drogadicción, y deberán de redistribuir su carga existente 
hasta donde la norma lo permita, entre los órganos jurisdiccionales 
similares de su sede judicial; sin embargo, en los casos que se hayan 
iniciado juicio oral este deberá de continuar con el trámite de la carga 
hasta su conclusión, a fin de evitar el quiebre del proceso. 
5. La designación de los órganos jurisdiccionales para el conocimiento de los 
delitos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar; y Conducción en 
Estado de Ebriedad o Drogadicción, implica además cambiar su 
denominación en adelante a órganos jurisdiccionales de proceso inmediato 
para delitos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar; y Conducción 
en Estado de Ebriedad o Drogadicción. 
6. Facúltese a los Presidentes de Cortes Superiores de Lima y El Callao a 
adoptar los criterios técnicos de redistribución de carga de los órganos 
jurisdiccionales del Código Procesal Penal, que conocerán el D. Leg. N° 
1194. 
7. Los órganos jurisdiccionales que deberán conocer de manera exclusiva los 
delitos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar; y Conducción en 
Estado de Ebriedad o Drogadicción son: 
 
DISTRITO JUDICIAL DE LIMA 
- 3° Juzgado de Investigación Preparatoria. 
 
 
- Encargar a partir del 29 de noviembre de 2015 y hasta el 31 de diciembre de 
2015 al 4° Juzgado Penal Unipersonal de la Corte Superior de Justicia de Lima 
para que en adición de funciones tramite los procesos de Flagrancia, Omisión a 
la Asistencia Familiar y Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción. 
 
DISTRITO JUDICIAL DE LIMA NORTE 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal 
 
DISTRITO JUDICIAL DE LIMA SUR 
- 2° Juzgado de Investigación Preparatoria 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal 
 
DISTRITO JUDICIAL DE LIMA ESTE 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria 
- 2° Juzgado Penal Unipersonal 
 
DISTRITO JUDICIAL DE VENTANILLA 
- 1° Juzgado de Investigación Preparatoria 
- 1° Juzgado Penal Unipersonal 
 
DISTRITO JUDICIAL DEL CALLAO. 
- Convertir y reubicar, a partir del 29 de noviembre de 2015, el 4° Juzgado de 
Investigación Preparatoria Nacional Permanente, creado por Resolución 
Administrativa N° 289-2014-CE-PJ, en 2° Juzgado de Investigación 
Preparatoria, para conocer a exclusividad los procesos de Flagrancia, 
Omisión a la Asistencia Familiar y Conducción en Estado de Ebriedad o 
Drogadicción, con competencia territorial en todo el Distrito Judicial. 
- Convertir y reubicar, partir del 29 de noviembre de 2015, el 6° Juzgado 
Penal Unipersonal Nacional Permanente, creado por Resolución 
Administrativa N° 289-2014-CE-PJ, en 2° Juzgado Penal Unipersonal, para 
conocer a exclusividad los procesos de Flagrancia, Omisión a la Asistencia 
Familiar y Conducción en Estado de Ebriedad ó Drogadicción, con 
competencia territorial en todo el Distrito Judicial. 
 
Artículo Cuarto.- Disponer la conversión de los órganos jurisdiccionales 
mencionados a continuación para el conocimiento a exclusividad de los 
procesos bajo el D. Leg N° 1194 debiendo cambiar su denominación a órganos 
jurisdiccionales de Proceso Inmediato de Flagrancia, Omisión a la Asistencia 
Familiar y Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción, a partir del 1 de 
enero de 2016. La carga procesal de los referidos órganos jurisdiccionales que 
venían aplicando el Código de Procedimientos Penales deberá de redistribuirse 
de forma equitativa entre los órganos jurisdiccionales de sus respectivas Cortes 
Superiores; facultándose a los Presidentes de los Distritos Judiciales de Lima y 
del Callao adoptar los criterios técnicos de redistribución. 
 
 
 
DISTRITO JUDICIAL DE LIMA 
- 3° Juzgado Penal Permanente de Lima en 4° Juzgado de Investigación 
Preparatoria Permanente, con competencia territorial en todo el Distrito 
Judicial. 
- 45° Juzgado Penal Permanente de Lima en 5° Juzgado de Investigación 
Preparatoria Permanente, con competencia territorial en todo el Distrito 
Judicial. 
- 49° Juzgado Penal Permanente de Lima en 5° Juzgado Penal Unipersonal 
Permanente, con competencia territorial en todo el Distrito Judicial. 
- 34° Juzgado Penal Permanente de Lima en 6° Juzgado Penal Unipersonal 
Permanente, con competencia territorial en todo el Distrito Judicial. 
 
DISTRITO JUDICIAL DE LIMA NORTE 
- 8° Juzgado Penal Permanente del distrito de Independencia en 4° Juzgado 
de Investigación Preparatoria Permanente, con competencia territorial en 
todo el Distrito Judicial. 
- 12° Juzgado Penal Permanente del distrito de Independencia en 5° Juzgado 
de Investigación Preparatoria Permanente, con competencia territorial en 
todo el Distrito Judicial. 
 
DISTRITO JUDICIAL DE LIMA SUR 
- Juzgado Penal Transitorio del distrito de Villa María del Triunfo en 4° 
Juzgado de Investigación Preparatoria Permanente, con competencia 
territorial en todo el Distrito Judicial. 
- 1° Juzgado Penal Transitorio del distrito de Villa El Salvador en 5° Juzgado 
de Investigación Preparatoria Permanente, con competencia territorial en 
todo el Distrito Judicial. 
 
DISTRITO JUDICIAL DE LIMA ESTE 
- 1° Juzgado Penal Transitorio San Juan de Lurigancho en 3° Juzgado de 
Investigación Preparatoria Permanente, con competencia territorial en todo 
el Distrito Judicial. 
- 2° Segundo Penal Transitorio de Lurigancho y Chaclacayo en 4° Juzgado 
de Investigación Preparatoria Permanente, con competencia territorial en 
todo el Distrito Judicial. 
 
DISTRITO JUDICIAL DEL CALLAO 
- 6° Juzgado de Penal de Reos Libres del Callao en 3° Juzgado de 
Investigación Preparatoria Permanente, con competencia territorial en todo 
el Distrito Judicial. 
- 8° Juzgado de Penal de Reos Libres del Callao en 4° Juzgado de 
Investigación Preparatoria Permanente, con competencia territorial en todo 
el Distrito Judicial. 
 
DISTRITO JUDICIAL DE VENTANILLA 
- Juzgado de Penal Transitorio del distrito de Ventanilla en 3° Juzgado de 
Investigación Preparatoria Permanente, con competencia territorial en todo 
el Distrito Judicial. 
 
 
 
Artículo Quinto.- Disponer el ordenamiento y cambio de denominación de los 
siguientes órganos jurisdiccionales, a partir del 1 de enero de 2016: 
 
DISTRITO JUDICIAL DE LIMA 
- 48° Juzgado Penal Permanente del distrito de Lima, en 3° Juzgado Penal 
Permanente del mismo distrito. 
- 50° Juzgado Penal Permanente del distrito de Lima, en 10° Juzgado Penal 
Permanente del mismo distrito. 
- 51° Juzgado Penal Permanente del distrito de Lima, en 26° Juzgado Penal 
Permanente del mismo distrito. 
- 52° Juzgado Penal Permanente del distrito de Lima, en 31° Juzgado Penal 
Permanente del mismo distrito. 
- 53° Juzgado Penal Permanente del distrito de Lima, en 34° Juzgado Penal 
Permanente del mismo distrito. 
- 54° Juzgado Penal Permanente del distrito de Lima, en 39° Juzgado Penal 
Permanente del mismo distrito. 
- 55° Juzgado Penal Permanente del distrito de Lima, en 40° Juzgado Penal 
Permanente del mismo distrito. 
- 57° Juzgado Penal Permanente del distrito de Lima, en 41° Juzgado Penal 
Permanente del mismo distrito. 
- 58° Juzgado Penal Permanente del distrito de Lima, en 45° Juzgado Penal 
Permanente del mismo distrito. 
 
DISTRITO JUDICIAL DE LIMA NORTE 
- 11° Juzgado Penal Permanente del distrito de Independencia, en 8° 
Juzgado Penal Permanente del distrito de Independencia. 
 
DISTRITO JUDICIAL DE LIMA SUR 
- 2° Juzgado Penal Transitorio del distrito de Villa el Salvador, en Juzgado 
Penal Transitorio del distrito de Villa el Salvador. 
 
DISTRITO JUDICIAL DE LIMA ESTE 
- 3° Juzgado Penal Transitorio San Juan de Lurigancho en 2° Juzgado Penal 
Transitorio San Juan de Lurigancho. 
- 1° Juzgado Penal Transitorio de Lurigancho y Chaclacayo, en Juzgado 
Penal Transitorio de Lurigancho y Chaclacayo. 
 
DISTRITO JUDICIAL DEL CALLAO 
- 9° Juzgado de Penal de Reos Libres del Callao, en 6° Juzgado de Penal de 
Reos Libres del Callao. 
- 10° Juzgado de Penal de Reos Libres del Callao, en 8° Juzgado de Penal 
de Reos Libres del Callao. 
 
Artículo Sexto.- Disponer que el turno penal para los órganos jurisdiccionales 
de Proceso Inmediato de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar y 
Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción de las Cortes Superiores de 
Justicia del país, se desarrolle conforme a lo dispuesto en la Resolución 
Administrativa N° 221-2014-CE-PJ. 
 
 
 
Artículo Sétimo.- Facultar a los señores Presidentes de Cortes Superiores de 
Justicia de Lima y Callao, a fin que en el hipotético caso que los requerimientos 
de proceso inmediato derivados de los casos de Flagrancia, Omisión a la 
Asistencia Familiar y Conducción en Estado de Ebriedad o Drogadicción, se 
incrementen de manera significativa que no esté previsto, puedan designar 
adicionalmente órganos jurisdiccionales del Módulo Penal que vienen aplicando 
delitos de corrupción de funcionarios o crimen organizado para que de forma 
temporal, en adición a sus funciones y hasta el 31 de diciembre de 2015, 
conozcan de dichos procesos; en tanto se efectúa las conversiones dispuestas 
en el artículo cuarto. 
 
Artículo Octavo.- Disponer el uso obligatorio de video conferencia, en los 
proceso de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar y Conducción en 
Estado de Ebriedad o Drogadicción en cumplimiento de la Resolución 
Administrativa N° 042-2013-CE-PJ, y la Resolución Administrativa N° 004-
2014-CE-PJ. 
 
Artículo Noveno.- Disponer que los Presidentes de las mencionadas Cortes 
Superiores de Justicia de Lima y Callao, dado la premura del tiempo a 
implementarse el D. Leg. N° 1194, adopten las medidas administrativas de 
urgencia respecto adecuación de locales, dotación logística y tecnológica, la 
capacitación para el personal jurisdiccional y administrativo; así como conducir 
a una responsable redistribución de expedientes dejados por los juzgados del 
Código de Procedimientos Penales que se convertirán a partir del 1 de enero 
de 2016 a órganos jurisdiccionales de Proceso Inmediato para casos de 
Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar y Conducción en Estado de 
Ebriedad o Drogadicción. 
 
Artículo Décimo.- Disponer que todos los Presidentes de las Cortes 
Superiores de Justicia del país, así como la Gerencia General del Poder 
Judicial, adopten las acciones y medidas administrativas que sean necesarias 
para el cumplimiento de la presente resolución, en el proceso de 
implementación del D. Leg N° 1194, en los mencionados Distritos Judiciales. 
 
Artículo Décimo Primero.- Dejar sin efecto toda medida administrativa que 
contravenga la presente resolución administrativa, dejando expresa constancia 
que compete exclusivamente al Consejo Ejecutivo del Poder Judicial la 
designación, conversión y/o creación de nuevos órganos jurisdiccionales a nivel 
nacional. 
 
Artículo Décimo Segundo.- Disponer la publicación de los documentos 
normativos aprobados por la presente resolución, en la página web 
institucional. 
 
Artículo Décimo Tercero.- Transcribir la presente resolución a la Presidencia 
del Poder Judicial, Ministerio Público, Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos, Oficina de Control de la Magistratura del Poder Judicial, Equipo 
Técnico Institucional de Implementación del Código Procesal Penal, Cortes 
Superiores de Justicia, Coordinación Nacional de Flagrancia, Delitos de 
 
 
Omisión a la Asistencia Familiar; y Conducción en Estado de Ebriedad o 
Drogadicción, Comisión Nacional de Productividad Judicial; y a la Gerencia 
General del Poder Judicial, para su conocimiento y fines consiguientes. 
 
Regístrese, publíquese, comuníquese y cúmplase. 
S. 
VÍCTOR TICONA POSTIGO 
Presidente 
 
El voto de la señora Consejero Vera Meléndez, respecto al turno en los 
Juzgados de la Investigación Preparatoria, es como sigue: 
 
VOTO DE LA SEÑORA CONSEJERA ROSA AMELIA VERA MELÉNDEZ 
 
VISTA: 
La propuesta de la Coordinación Nacional de Implementación de los Juzgados 
de Flagrancia Delictiva, Omisión a la Asistencia Familiar y Conducción en 
Estado de Ebriedad o Drogadicción, a cargo del señor Bonifacio Meneses 
Gonzales, en lo que respecta al turno de los juzgados a cargo de los procesos 
inmediatos en caso de flagrancia en los cuales va a ser implementado el 
Decreto Legislativo N° 1194 y, 
 
CONSIDERANDO: 
 
Primero.- Que el 30 de agosto de 2015 fue publicado en el Diario Oficial El 
Peruano, el Decreto Legislativo N° 1194 que regula el proceso inmediato en 
casos de flagrancia, el mismo entrará en vigencia a los noventa días de su 
publicación; en mérito al cual, el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial dispuso 
la creación de la Coordinación Nacional de Implementación de Juzgados de 
Flagrancia Delictiva, Omisión de Asistencia Familiar y Conducción en Estado 
de Ebriedad o Drogadicción; ente a cargo a su vez del Equipo Técnico 
Institucional de Implementación del Código Procesal Penal. 
 
Segundo.- Que la Coordinación Nacional a cargo del señor Bonifacio Meneses 
Gonzales ha presentado a este colegiado las pautas que con ese propósito 
deben regir en los distintos Distritos Judiciales, a partir de la vigencia del 
mencionado Decreto Legislativo N° 1194, y dentro de ellas, cuatro documentos 
para su aprobación: (i) Manual de Organización y Funciones para los Órganos 
Jurisdiccionales de Flagrancia, Omisión a la Asistencia Familiar y Conducción 
en Estado de Ebriedad o Drogadicción, (ii) Manual de Procedimientos para 
regular el procedimiento señalado en el Decreto Legislativo N° 1194, (iii) 
Modelo o Formato de Acta para cada uno de los estadíos del proceso 
inmediato para los órganos jurisdiccionales que conocerían del proceso de 
flagrancia, omisión a la Asistencia Familiar y Conducción en Estado de 
Ebriedad o Drogadicción, y (iv) Guía de Uso de Ingreso bajo el Decreto 
Legislativo N° 1194; señalando a su vez, cuáles deben ser los juzgados 
competentes a cargo de los procesos inmediatos en casos de flagrancia, 
proponiendo que éstos sean los Juzgados tanto de Investigación Preparatoria 
como los Penales Unipersonales ya existentes. 
 
 
 
Tercero.- La suscrita como representante de los señores jueces especializados 
y mixtos a nivel nacional, luego de haber escuchado la propuesta presentada 
por el equipo técnico de la Coordinación Nacional respecto de los juzgados 
competentes a exclusividad para los casos de flagrancia y que para su 
funcionamiento van a ser disgregados de los existentes; guardando la 
consideración y respeto, discrepa en este extremo de dicha propuesta. En ese 
sentido, se permite opinar que mientras no se creen nuevos juzgados para la 
implementación de los procesos inmediatos llamados JUZGADOS de 
FLAGRANCIA, con nuevos jueces y personal propio, propone que la 
competencia exclusiva sea excepcional en los Distritos Judiciales que 
corresponda y que en el resto de los Distritos Judiciales la competencia la 
asuman los Juzgados de Investigación Preparatoria ya existentes por TURNOS 
ROTATIVOS en adición a sus funciones, atendiendo a las razones siguientes: 
1) Porque existiría un trabajo equitativo entre todos los jueces, sin perjudicar en 
el ejercicio de la función a juez alguno con la exclusividad propuesta; 2) Porque 
si la competencia se asignara de manera exclusiva a un solo juzgado, el Juez y 
su personal trabajarían las veinticuatro horas y los trescientos sesenta y cinco 
días al año de manera ininterrumpida; 3) Porque la competencia por turnos 
rotativos permitiría que los jueces de los Juzgados de Investigación 
Preparatoria puedan capacitarse fuera del horario de trabajo, seguir estudios 
de especialización ofertados por la Academia de la Magistratura, con el 
propósito de elaborar resoluciones con la debida motivación, conforme lo exige 
la Ley N° 29277, el Órgano de Control y el Consejo Nacional de la 
Magistratura, para efecto de los nombramientos, ascensos o ratificación de 
jueces; 4) Porque sólo en los Distritos Judiciales en los que existiese un solo 
Juzgado de Investigación Preparatoria con turno permanente, correspondería 
aplicar la propuesta por la Coordinación Nacional, porque esa exclusividad ya 
habría sido de conocimiento del magistrado que postuló a dicha plaza; 5) 
Porque la propuesta de la Coordinación Nacional estaría afectando los 
derechos laborales de los jueces y trabajadores, reconocidos por la 
Constitución así como en las leyes internacionales2; 6) Porque en los distintos 
                                                          
2
  En la Sentencia del Tribunal Constitucional Exp.4635-2004-AA/TC, este indica que “El 
principio de dignidad irradia en igual magnitud a toda la gama de derechos, ya sean los 
denominados civiles y políticos, como los económicos, sociales y culturales, toda vez que la 
máxima eficacia en la valoración del ser humano solo puede ser lograda a través de la 
protección de las distintas gamas de derechos en forma conjunta y coordinada. El artículo 
24.º de la Declaración Universal de Derechos Humanos dispone que toda persona tiene el 
derecho a una limitación razonable de la duración del trabajo....El mismo artículo 25º de la 
Constitución establece que los trabajadores tienen derecho a descanso semanal y anual 
remunerados. Su disfrute y compensación se regulan por ley o por convenio. A su turno, el 
artículo 2.º, inciso 22.º de la Constitución, dispone que toda persona tiene derecho al 
disfrute del tiempo libre y al descanso....Conforme a la Cuarta Disposición Final y Transitoria 
de la Constitución y al artículo V del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, la 
interpretación de los derechos reconocidos en el artículo 25.º y en el artículo 2.º inciso 22 de 
la Constitución, debe tener presente que:...a) El artículo 24.º de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos dispone que toda persona tiene el derecho al descanso y al disfrute del 
tiempo libre.....b) El artículo 7.º literal d) del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales reconoce el derecho de toda persona al goce de condiciones de 
trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial el disfrute del tiempo 
libre....c) El artículo 7.º literal h) del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
derechos humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales, reconoce el 
 
 
Distritos judiciales donde hay más de un juzgado de investigación preparatoria, 
se generaría tanto turno para los casos de flagrancia como para las diversas 
materias que atienden los jueces de investigación preparatoria, como son los 
procesos constitucionales de habeas corpus, detenciones preliminares, 
levantamiento del secreto de las comunicaciones, etc.; 7) Porque en la 
ciudades en las que todavía no está en vigencia el Nuevo Código Procesal 
Penal, se estaría generando la existencia de un doble turno. 
 
Por estas consideraciones mi VOTO, es que la exclusividad propuesta por la 
Coordinación Nacional de Implementación de Juzgados de Flagrancia Delictiva, 
Omisión de Asistencia Familiar y Conducción en Estado de Ebriedad o 
Drogadicción sea excepcional solo en los Distritos Judiciales que tengan 
juzgados penales con turno permanente; debiendo asumir competencia por 
turno rotativo y equitativo, en adición a sus funciones, los Juzgados de 
Investigación Preparatoria restantes que no estén dentro del supuesto anterior, 
para atender los proceso inmediatos en caso de flagrancia. 
 
Lima, 24 de noviembre de 2015 
ROSA AMELIA VERA MELÉNDEZ 
Consejera 
1316858_1 
 
                                                                                                                                                                          
derecho al descanso y al disfrute del tiempo libre...e) El artículo 7.º, literal d) del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, reconoce el derecho de toda 
persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren, en 
especial, la limitación razonable de las horas de trabajo....f) El artículo 7.º, literal g) del 
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre derechos humanos en materia de 
derechos económicos, sociales y culturales, establece que los Estados garantizarán 
la limitación razonable de las horas de trabajo, tanto diarias como semanales, y que las 
jornadas serán de menor duración cuando se trate de trabajos peligrosos, insalubres o 
nocturnos” 
 
 
 
ANEXO 4 
Universidad Andina 
“Néstor Cáceres Velásquez” 
Escuela de Postgrado 
Maestría en Derecho Procesal Penal 
 
 
Respeto a los Estándares de los Derechos Fundamentales frente a los 
desafíos actuales en Casos de Flagrancia en el Proceso Inmediato Penal 
Peruano 
MATRIZ DE DATOS DE LA HIPÓTESIS (caso) 
 
Muestra  
Sentencia  
Denunciante   
Denunciado  
Agraviado  
Delito  
Proceso 
 
 
 
Fallo 
 
 
 
Fundamento legal 
 
 
 
Pronunciamiento 
 
 
 
 
 
 
ANEXO 5: CUADRO DE MATRIZ DE CONSISTENCIA 
 
PROBLEMA OBJETIVOS HIPÓTESIS VARIABLES UNIDAD DE ESTUDIO 
 
¿Cómo es el 
respeto a los 
Estándares de 
los Derechos 
Fundamentales 
frente a los 
desafíos actuales 
en Casos de 
Flagrancia en el 
Proceso 
Inmediato Penal 
Peruano al año 
2016? 
 
OBJETIVO GENERAL 
Valorar el respeto a los 
Estándares de los 
Derechos Fundamentales 
frente a los desafíos 
actuales en Casos de 
Flagrancia en el Proceso 
Inmediato Penal Peruano 
al año 2016 
 
ESPECÍFICOS 
a) Determinar los 
Estándares de los 
Derechos 
Fundamentales en el 
Proceso Inmediato 
Penal Peruano al año 
2016 
b) Evaluar los Casos de 
Flagrancia en el 
Proceso Inmediato 
Penal Peruano al año 
2016 
 
HIPÓTESIS DE TRABAJO 
“Dado que el considerarse que un periodo 
tan corto no ofrece a las personas 
involucradas la debida oportunidad para 
ejercer su defensa en los términos en que 
se encuentra garantizada en nuestro 
ordenamiento. 
Es probable que el Respeto a los 
Estándares de los Derechos Fundamentales 
frente a los desafíos actuales en Casos de 
Flagrancia en el Proceso Inmediato Penal 
Peruano al año 2016, sea vulnerado. 
 
SUBHIPOTESIS: 
a) Que los Estándares de los Derechos 
Fundamentales en el Proceso Inmediato 
Penal Peruano al año 2016, son 
sacrificados por la defensa de unas 
garantías por otras. 
b) Que los Casos de Flagrancia en el 
Proceso Inmediato Penal Peruano al año 
2016, son tratados en su mayoría en 
forma inapropiada e inconstitucional. 
 
INDEPENDIENTE 
Estándares de los 
Derechos 
Fundamentales 
 
DEPENDIENTE: 
Casos de 
Flagrancia  
 
POBLACIÓN 
casos sobre el respeto 
a los Estándares de los 
Derechos 
Fundamentales frente a 
los desafíos actuales en 
Casos de Flagrancia en 
el Proceso Inmediato 
Penal  
 
MUESTRA 
10 casos sobre el 
respeto a los 
Estándares de los 
Derechos 
Fundamentales frente a 
los desafíos actuales en 
Casos de Flagrancia en 
el Proceso Inmediato 
Penal Peruano 2016 
distrito judicial de 
Arequipa 
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2° JUZ. PENAL UNIPERSONAL - Sede MBJ Paucarpata 
EXPEDIENTE  : 01976-2016-55-0401-JR-PE-01 
JUEZ   : BELLIDO DAVILA PERCY 
ESPECIALISTA  : RICHARD TALAVERA SALAS 
MINISTERIO PUBLICO : 2DA F PPAPU DRA VERA SALAZAR CASO 20152454 ,  
IMPUTADO  : QUISPE HANCCO, MIGUEL ROLANDO 
DELITO   : OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR 
AGRAVIADO  : SUCASAIRE SUCASAIRE, ALICIA 
 
 
Resolución N° 06 
 
En Arequipa, a los veintiséis días del mes de octubre del dos mil dieciséis, el señor Juez 
Percy Bellido Dávila, que despacha el Segundo Juzgado Unipersonal de Paucarpata, luego de 
realizar el juicio oral público y contradictorio en audiencia de proceso inmediato, ha emitido 
la siguiente: 
 
  SENTENCIA Nro. 532-2016 
 
I. PARTE EXPOSITIVA  
VISTOS Y OIDOS  
Primero.- Identificación de Proceso  
Se trata de la causa signada con el número 01976-2016, seguido a don MIGUEL ROLANDO 
QUISPE HANCCO por delito de OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR previsto en el 
primer párrafo del artículo 149 del Código Penal, en agravio del menor Roberto Carlos Quispe 
Sucasaire, representado por Alicia Sucasaire Sucasaire. ----------------------------------------- 
Segundo.- Identificación del acusado 
Se juzga a Miguel Rolando Quispe Hancco, con DNI 01491225; nacido el cinco de 
diciembre de mil novecientos setenta y uno; con 45 años de edad; domiciliado en  Alto 
Patasagua, Mz. N, lote 5, Tiabaya; natural de Arequipa; hijo de Francisco y Valeriana; grado 
de segundo de secundaria; ocupación sin trabajo; estado civil soltero; con 1.71 m. de 
estatura; color de piel trigueño; sin señas particulares, según refiere. -------------------------- 
Tercero.- Identificación de los Agraviados  
Se ha considerado al menor Roberto Carlos Quispe Sucasaire, representado por Alicia 
Sucasaire Sucasaire. -------------------------------------------------------------------------------- 
Cuarto.- Delimitación de la Imputación  
El Ministerio Público, como titular de acción penal pública y por ende encargado de establecer 
la tesis fáctica materia de proceso, en el marco de la requisitoria escrita y oralizada en 
audiencia en su respectivo alegato oral, ha efectuado la siguiente imputación al acusado. ---- 
4.1. Hechos Imputados  
Se estableció a cargo del acusado la obligación de prestar alimentos a favor de la agraviada 
a partir de una resolución judicial así se tiene que ante el Segundo Juzgado de Paz Letrado 
de Paucarpata se siguió el proceso civil signado con el Expediente N° 2005 025E0-0410-
JPFA-02, a favor de Alicia Sucasaire Sucasaire, en representación de Roberto Carlos Quispe 
Sucasaire, en contra del acusado, proceso que concluyó con la Resolución N° 04-05 de fecha 
diecinueve de julio dos mil cinco (Audiencia Única), qué dispuso que el demandado acuda a 
su menor hija con una pensión alimenticia mensual y adelantada de S/. 100.00 nuevos soles. 
Frente al incumplimiento del acusado de la obligación impuesta, se llevó a cabo la liquidación 
correspondiente al período comprendido entre primero de agosto del dos mil cinco al treinta 
de setiembre del dos mil catorce, ascendiendo la deuda alimentaría a la suma de S/. 
9,872.49 nuevos soles, la que fue aprobada mediante Resolución N° 10-2015 de fecha 
CORTE SUPERIOR DE AREQUIPA 
Usuario de Consulta: BELLIDO DAVILA PERCY 
Fecha: 11/11/2016 11:15:59 
Razón: RESOLUCIÓN JUDICIAL 
D.Judicial: AREQUIPA/AREQUIPA 
FIRMA DIGITAL 
CORTE SUPERIOR DE AREQUIPA 
Secretario: RICHARD TALAVERA 
SALAS 
Fecha: 23/11/2016 15:16:11 
Razón: RESOLUCIÓN JUDICIAL 
D.Judicial: AREQUIPA/AREQUIPA 
FIRMA DIGITAL 
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dieciséis enero del dos mil quince, la misma que fue puesta en conocimiento del acusado con 
la correspondiente notificación en su domicilio real. 
Finalmente ante la conducta omisiva del acusado, el Juzgado realizó un requerimiento de 
pago de la liquidación en mención, ello con la Resolución  N° 11-2015 de fecha veinte de 
abril del dos mil quince, concediéndole el plazo De tres días para cancelar la liquidación de 
devengados, bajo apercibimiento de remitirse copias al Ministerio Público, requerimiento que 
fue puesto en conocimiento del acusado en su domicilio real. Y a pesar de tal requerimiento 
el acusado omitió cumplir con la obligación que le era exigida. ---------------------------------- 
4.2. Calificación Jurídica 
Los hechos expuestos han sido tipificados por el representante del Ministerio Público como 
delito Contra la Familia, en la modalidad de Omisión a la Asistencia Familiar, previsto en el 
primer párrafo de artículo 149 del Código Penal. ------------------------------------------------- 
4.3. Pretensión Penal  
El Ministerio Público solicitó se imponga al acusado un año de pena privativa de libertad.----- 
4.4. Pretensión Civil                  
El Ministerio Público solicitó se fije, por concepto de reparación civil la suma de S/. 10,072.49 
nuevos soles; del cual S/. 9,872.49 nuevos soles es por concepto de las pensiones 
devengadas y, S/. 200.00 nuevos soles por concepto de la reparación civil por daño moral, a 
favor del agraviado.---------------------------------------------------------------------------  
4.5. Defensa Técnica y Autodefensa del Acusado            
Reconociendo la responsabilidad penal en los hechos materia de imputación así como la 
pretensión civil, se acogió a la conclusión anticipada.---------------------------------------------
Quinto.- Del Acuerdo Propuesto 
5.1. El Ministerio Público y la defensa del procesado hicieron conocer a este Despacho que 
habían llegado a un acuerdo sobre la pena, por el que se dispondrá reserva de fallo 
condenatorio por el plazo de tres años, a condición de que cumpla con las siguientes reglas 
de conducta: 1) Comparecerá de manera personal y obligatorio el primer día hábil de cada 
dos meses, por ante el Juzgado de Ejecución, a fin de informar y justificar sus actividades, 2) 
Reparará el daño causado, es decir pagará el íntegro de la reparación civil en la forma, modo 
y plazo acordado con el Ministerio Público, 3) La prohibición de cometer nuevo delito doloso, 
especialmente de la misma naturaleza; asimismo ante el incumplimiento de cualquiera de 
éstas reglas de conducta, será de aplicación el inciso tercero del artículo 65 del Código Penal, 
es decir, se revocará de manera directa el periodo de prueba y se impondrá diez meses de 
pena privativa de la libertad con carácter de efectiva.-------------------------------------------- 
5.2. Se acordó, finalmente, fijar el monto de la Reparación Civil en /. 9,900.00 (Nueve mil 
novecientos con 00/100 nuevos soles); del cual S/. 9,872.49 nuevos soles corresponden a 
las pensiones devengadas y, S/. 27.51 nuevos soles por concepto de la reparación civil por 
daño moral; dicha suma será pagada en treinta y tres cuotas mensuales y consecutivas de 
S/. 300.00 nuevos soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el último día hábil del 
mes de noviembre del presente año y las siguientes cuotas vencerán a su pago el último día 
hábil de cada mes siguiente, hasta completar la suma total acordada y, que se hará 
mediante depósito judicial administrativo en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de 
Ejecución. ------------------------------------------------------------------------------------------- 
Sexto.- Itinerario Procesal    
En mérito al auto de citación a juicio se citó a los sujetos procesales a juicio oral. Se llevó el 
juzgamiento con la presencia del acusado Miguel Rolando Quispe Hancco. Instalada la 
audiencia, se escuchó el alegato de apertura del Ministerio Público siendo que al tomar la 
palabra la defensa técnica del imputado, señaló abstenerse de tal exposición manifestando la 
intención de dicha parte procesal de acogerse a la conclusión anticipada. Así, al inicio del 
juicio y luego que se instruyera al acusado de sus derechos, al preguntársele si admitía ser 
partícipe en calidad de autor del delito materia de acusación y responsable de la reparación 
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civil; éste, previa consulta con su defensa técnica, aceptó los hechos objeto de acusación 
fiscal así como su responsabilidad penal, también aceptó la responsabilidad civil. Ante ello, se 
declaró la conclusión anticipada del juicio, se procedió a consultar a las partes respecto de 
algún acuerdo sobre la pena y reparación civil, siendo que los mismos acordaron todos los 
extremos de la pena y la reparación civil. Siendo ello así, el estado de la causa es el de 
expedirse sentencia la cual, en efecto, se emite el día de la fecha. ------------------------------ 
 
II. PARTE CONSIDERATIVA  
Primero.- De la Conclusión Anticipada  
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión anticipada del juicio; 
institución que ha sido objeto anteriormente de sentencia vinculantes, tales como: el 
Acuerdo Plenario Nro.05-2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que si bien este 
último está referido a la terminación anticipada, los fundamentos sobre el control de 
legalidad y proporcionalidad atañen a la conclusión anticipada.---------------------------------- 
No obstante, la presencia del juzgador no es pasiva, para efectos de la homologación de la 
“conformidad” ya que, existe cierto margen de valoración que el juez debe ejercer 
soberanamente; si bien, está obligado a respetar la descripción del hecho glosado en la 
acusación, por razones de legalidad y justicia, puede y debe realizar un control respecto de 
la tipicidad de los hechos del título de la imputación, los cuales se relativizan. --------
Segundo.- Ley Penal Aplicable               
2.1. Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito Contra la familia en la 
modalidad de omisión a la asistencia familiar previsto y penado en el primer párrafo del 
artículo 149 del Código Penal  
2.2. El texto normativo de tal numeral, prevé:  
“Artículo 149.- Omisión de prestación de alimentos.  
El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una 
resolución judicial será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres años, 
o con prestación de servicio comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, sin 
perjuicio de cumplir el mandato judicial.  
2.3.  Para la configuración del ilícito, conforme a los hechos materia de imputación en el 
presente caso, y que han sido oralizados por la titular de la acción penal, se requiere que el 
agente omita cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una resolución 
judicial.  --------------------------------------------------------------------------------------------- 
Tercero.- Juicio de Subsunción 
3.1. La conducta del acusado se adecua objetiva y subjetivamente al tipo penal del delito 
antes referido tal como han sido expuestos los cargos por el Ministerio Público -los cuales son 
inmodificables- por cuanto se ha demostrado que el acusado ha omitido prestar los alimentos 
establecidos mediante Audiencia Única de Conciliación N° 12-2005, realizado en Segundo 
Juzgado de Paz letrado del Módulo Básico de Justicia de Paucarpata, de fecha diecinueve de 
julio del dos mil cinco; por el período comprendido entre primero de agosto del dos mil cinco 
al treinta de setiembre del dos mil catorce, por la suma de S/. 9,872.49 nuevos soles, a 
pesar de haber sido notificado y requerido al pago. Ello así se tiene del reconocimiento 
efectuado de manera expresa, libre y voluntaria por el acusado, en audiencia y previa 
consulta con su defensa técnica, al aceptar la responsabilidad de los hechos materia de 
imputación, ello conforme a la naturaleza de la conformidad en juicio.-------------------------- 
3.2. No se ha alegado ni probado causa que justifique el actuar típico del acusado o que 
excluya su culpabilidad. ---------------------------------------------------------------------------- 
3.3. Por ello concurren todos los elementos del tipo, los mismos que han sido realizados con 
conocimiento y voluntad conforme se desprende de los hechos acreditados en autos, 
concurriendo además el elemento subjetivo, conforme al reconocimiento efectuado por el 
acusado. --------------------------------------------------------------------------------------------- 
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3.4. En consecuencia, la conducta del encausado deviene en típica, antijurídica y culpable.--- 
Cuarto.- Individualización de la Pena       
4.1. El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al juzgador verificar que la 
pena guarde una relación de correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Titulo Preliminar del Código Penal, el que debe 
ser entendido como la correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y la 
pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un limite al IUS PUNIENDI, en tanto 
exige un juicio de ponderación entre la carga coactiva de la pena y el fin perseguido por la 
conminación legal. Esto significaría que el principio de proporcionalidad debe guardar 
relación conforme a la culpabilidad, pero no siempre de acuerdo al injusto la culpabilidad 
puede coincidir con la misma, por cuanto esta puede resultar mayor a la culpabilidad 
concreta; entiéndase que los criterios para establecer la proporcionalidad deben atender 
aquellos vinculados al injusto, importancia del rango del bien jurídico protegido, grado de 
lesión del mismo, impacto social y los diferentes medios de comisión del hecho, entre otros 
aspectos, así, el juez ha de realizar una valoración que evite que se vulnere, por exceso o 
por defecto, el principio de proporcionalidad. En el caso que nos ocupa, se evidencia el 
actuar del acusado Miguel Rolando Quispe Hancco conducta gravosa en relación al bien 
jurídico protegido (la familia) a través de la omisión de la prestación de alimentos, en 
perjuicio de la agraviada, su hijo, actividad ilícita que constituye un hecho reprochable.------- 
4.2. En tal contexto, se tiene en cuenta que la pena básica que corresponde al delito que nos 
ocupa es no mayor de tres años de pena privativa de libertad o con prestación de servicio 
comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, siendo que para el caso de autos, 
conforme a lo acordado por las partes se ha establecido la  reserva de fallo condenatorio por 
el plazo de tres años y, en caso de revocatoria por incumplimiento de reglas de conducta se 
le impondrá diez meses de pena privativa de la libertad con carácter de efectiva; quantum al 
que, conforme se tiene anotado teniéndose en cuenta las condiciones personales del actor 
así como las circunstancias del evento delictivo en el que ha participado, la naturaleza del 
mismo, y merituándose finalmente lo previsto en el Acuerdo Plenario Nro. 05-2008-CJ/116 
se concluye que debe ser aprobado.  -------------------------------------------------------------- 
Quinto.- Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código Procesal Penal y 93° al 101° del 
Código Penal, precepto éste último que nos remite a las disposiciones correspondientes del 
Código Civil.------------------------------------------------------------------------------------------ 
En el caso que nos ocupa se tiene que las partes han fijado la Reparación Civil en el monto 
de S/. 9,900.00 (Nueve mil novecientos con 00/100 nuevos soles); del cual S/. 9,872.49 
nuevos soles corresponden a las pensiones devengadas y, S/. 27.51 nuevos soles por 
concepto de la reparación civil por daño moral; dicha suma será pagada en treinta y tres 
cuotas mensuales y consecutivas de S/. 300.00 nuevos soles cada una, la primera cuota 
vencerá a su pago el último día hábil del mes de noviembre del presente año y las siguientes 
cuotas vencerán a su pago el último día hábil de cada mes siguiente, hasta completar la 
suma total acordada y, que se hará mediante depósito judicial administrativo en el Banco de 
la Nación a nombre del Juzgado de Ejecución. Siendo que el monto establecido por tal 
concepto resulta razonable, estando a los extremos anotados y que el mismo no ha sido 
materia de controversia, debe ser aprobado. —--------------------------------------------------- 
Sexto.- Pronunciamiento sobre las costas 
El artículo 497.5° del Código Procesal Penal establece que no procede la imposición de costas 
en los procesos por faltas, inmediatos, terminación anticipada y colaboración eficaz, siendo 
que, en el presente caso, al haber concluido el proceso por “conformidad”, no procede la 
imposición de costas.-------------------------------------------------------------------------------- 
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III. PARTE RESOLUTIVA 
Por estas consideraciones administrando justicia a nombre del pueblo de quien emana dicha 
facultad,  
FALLO: 
Primero.- APRUEBO los acuerdos de pena y reparación civil arribados entre el Ministerio 
Público, la defensa técnica y el acusado. ---------------------------------------------------------- 
Segundo.- DECLARO a MIGUEL ROLANDO QUISPE HANCCO, autor del delito de 
OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR previsto en el primer párrafo del artículo 149° del 
Código Penal, en agravio del menor Roberto Carlos Quispe Sucasaire, representado por Alicia 
Sucasaire Sucasaire. -------------------------------------------------------------------------------- 
Tercero.- Absteniéndome de dictar la parte condenatoria de la presente, DISPONGO LA 
RESERVA DE FALLO CONDENATORIO por el plazo de tres años, y que estará 
condicionada a las siguientes reglas de conducta: 1) Comparecerá de manera personal y 
obligatoria el primer día hábil de cada dos meses, por ante el Juzgado de Ejecución, a fin de 
informar y justificar sus actividades, 2) Reparará el daño causado, es decir pagará el íntegro 
de la reparación civil en la forma, modo y plazo acordado con el Ministerio Público, 3) La 
prohibición de cometer nuevo delito doloso, especialmente de la misma naturaleza; asimismo 
ante el incumplimiento de cualquiera de éstas reglas de conducta, será de aplicación el inciso 
tercero del artículo 65 del Código Penal, es decir, se revocará de manera directa el periodo 
de prueba y se le impondrá diez meses de pena privativa de la libertad con carácter de 
efectiva. ---------------------------------------------------------------------------------------- 
Cuarto.- FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en la suma S/. 9,900.00 (Nueve mil 
novecientos con 00/100 nuevos soles); del cual S/. 9,872.49 nuevos soles corresponden 
a las pensiones devengadas y, S/. 27.51 nuevos soles por concepto de la reparación civil por 
daño moral; dicha suma será pagada en treinta y tres cuotas mensuales y consecutivas de 
S/. 300.00 nuevos soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el último día hábil del 
mes de noviembre del presente año y las siguientes cuotas vencerán a su pago el último día 
hábil de cada mes siguiente, hasta completar la suma total acordada y, que se hará 
mediante depósito judicial administrativo en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de 
Ejecución.-------------------------------------------------------------------------------------------- 
Quinto.- DISPONGO que no corresponde fijar costas. ------------------------------------------ 
Sexto.- MANDO que consentida o ejecutoriada esta sentencia se cursen  las comunicaciones 
correspondientes para su inmediato y estricto cumplimiento. Y por esta mi sentencia así me 
pronuncio mando y firmo en Audiencia Pública de la fecha. Regístrese y comuníquese.---- 
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2° JUZ. PENAL UNIPERSONAL - Sede MBJ Paucarpata 
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JUEZ   : BELLIDO DAVILA PERCY 
ESPECIALISTA  : ARCE CARPIO ROSARIO 
MINISTERIO PUBLICO : 1RA FPPC MM DRA KATERINE SALAZAR ,  
REPRESENTANTE : MERCADO QUIROZ, AMPARO 
IMPUTADO  : CUELLO RIVEROS, CARLOS ANTONIO 
DELITO   : OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR 
AGRAVIADO  : COELLO MERCADO, JEAN PIERRE 
 
 
Resolución N° 07 
 
En Arequipa, a los veintiséis días del mes de octubre del dos mil dieciséis, el señor Juez 
Percy Bellido Dávila, que despacha el Segundo Juzgado Unipersonal de Paucarpata, luego de 
realizar el juicio inmediato, ha emitido la siguiente: 
 
  SENTENCIA Nro. 533-2016 
 
I. PARTE EXPOSITIVA  
VISTOS Y OIDOS  
Primero.- Identificación de Proceso  
Se trata de la causa signada con el número 03046-2016, seguido a don CARLOS ANTONIO 
CUELLO RIVEROS por delito de OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR previsto en el 
primer párrafo del artículo 149 del Código Penal, en agravio del menor Jean Pierre Coello 
Mercado, representado por Amparo Mercado Quiróz.--------------------------------------------- 
Segundo.- Identificación del acusado 
Se juzga a Carlos Antonio Cuello Riveros, con DNI 29642920; nacido el once de 
noviembre de mil novecientos setenta y cuatro; con 41 años de edad; domiciliado en  
Urbanización Chapi Chico, Mz. F, lote 19, Miraflores; natural de Aplao, Castilla, Arequipa; hijo 
de Leoncio y Nancy; tiene cinco hijos; grado de instrucción superior incompleto; ocupación 
taxista; con un ingreso del sueldo mínimo; estado civil soltero; con 1.70 m. de estatura; 
color de piel clara; sin señas particulares, según refiere. ---------------------------------------- 
Tercero.- Identificación de los Agraviados  
Se ha considerado al menor Jean Pierre Coello Mercado, representado por Amparo Mercado 
Quiróz. ----------------------------------------------------------------------------------------------- 
Cuarto.- Delimitación de la Imputación  
El Ministerio Público, como titular de acción penal pública y por ende encargado de establecer 
la tesis fáctica materia de proceso, en el marco de la requisitoria escrita y oralizada en 
audiencia en su respectivo alegato oral, ha efectuado la siguiente imputación al acusado. ---- 
4.1. Hechos Imputados  
Conforme aparece de la Audiencia Única de fecha diecisiete de agosto del dos mil once, ante 
el Segundo Juzgado de Paz Letrado del Módulo Básico de Justicia de Mariano Melgar, en 
dicho proceso de practicó un total de ocho liquidaciones de pensiones devengadas, por los 
periodos comprendidos: la primera por el periodo del primero de agosto de dos mil once al 
treinta y uno de julio de dos mil doce por la suma de S/. 3,405.21 nuevos soles; la segunda 
Liquidación por el periodo del primero de enero de dos mil doce al treinta y uno de agosto de 
dos mil doce por la suma de S/. 961.62 nuevos soles; la tercera por el periodo del primero 
de agosto de dos mil doce al treinta y uno de julio de dos mil trece por la suma de S/. 
3,405.68 nuevos soles; la Cuarta Liquidación por el periodo del primero de marzo de dos mil 
trece al treinta y uno de julio de dos mil trece por la suma de S/. 1,071.12 nuevos soles, 
dentro del tercer día de notificado bajo apercibimiento de remitir copias al Ministerio Público; 
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la Quinta Liquidación por el periodo del primero de diciembre de dos mil doce al treinta y uno 
de julio de dos mil trece por la suma de S/. 247.07 nuevos soles; la Sexta Liquidación por  el 
periodo del primero de agosto de dos mil trece al treinta y uno de mayo de dos mil catorce 
por la suma de S/. 2,831.15 nuevos soles; la sétima Liquidación por el periodo del primero 
de agosto de dos mil doce al treinta de junio de dos mil catorce por la suma de S/. 1,206.27 
nuevos soles; y la Octava Liquidación por el periodo del primero de agosto de dos mil trece 
al treinta de junio de dos mil catorce, por la suma de S/. 315.88 nuevos soles, sumando el 
monto total de las ocho liquidaciones es de S/. 13,444.00 soles, para cada una de estas 
liquidaciones detalladas, se le ha requerido validamente al acusado y pese a ello 
dolosamente no cumplió con las pensiones alimenticias a favor de su hijo, lo cual era su 
obligación. ----------------------------------------------------------------------------------------- 
4.2. Calificación Jurídica 
Los hechos expuestos han sido tipificados por el representante del Ministerio Público como 
delito Contra la Familia, en la modalidad de Omisión a la Asistencia Familiar, previsto en el 
primer párrafo de artículo 149 del Código Penal. ------------------------------------------------- 
4.3. Pretensión Penal  
El Ministerio Público solicitó se imponga al acusado cuatro años de pena privativa de 
libertad.---------------------------------------------------------------------------------------------- 
4.4. Pretensión Civil                  
El Ministerio Público solicitó se fije, por concepto de reparación civil la suma de S/. 14,244.00 
nuevos soles; del cual S/. 13,444.00 nuevos soles es por concepto de las pensiones 
devengadas y, S/. 800.00 nuevos soles por concepto de la reparación civil por daño moral, a 
favor del agraviado.--------------------------------------------  
4.5. Defensa Técnica y Autodefensa del Acusado            
Reconociendo la responsabilidad penal en los hechos materia de imputación así como la 
pretensión civil, se acogió a la conclusión anticipada.---------------------------------------------
Quinto.- Del Acuerdo Propuesto 
5.1. El Ministerio Público y la defensa del procesado hicieron conocer a este Despacho que 
habían llegado a un acuerdo sobre la pena, por el que se impondría tres años de pena 
privativa de la libertad suspendida en su ejecución por el plazo de dos años, a condición de 
que cumpla con las siguientes reglas de conducta: 1) Comparecerá de manera personal y 
obligatorio el primer día hábil de cada dos meses, por ante el Juzgado de Ejecución, a fin de 
informar y justificar sus actividades, 2) Reparará el daño causado, es decir pagará el íntegro 
de la reparación civil en la forma, modo y plazo acordado con el Ministerio Público; asimismo 
ante el incumplimiento de cualquiera de éstas reglas de conducta, será de aplicación el inciso 
tercero del artículo 59 del Código Penal, es decir, se revocará de manera directa el periodo 
de prueba y se impondrá tres años de pena privativa de la libertad con carácter de efectiva.- 
5.2. Se acordó, finalmente, fijar el monto de la Reparación Civil en S/. 14,244.00  (Catorce 
mil doscientos cuarenta y cuatro con 00/100nuevos soles); del cual S/. 13,444.00 nuevos 
soles es por concepto de las pensiones devengadas y, S/. 800.00 nuevos soles por concepto 
de la reparación civil por daño moral; se tiene que el acusado ha pagado en efectivo los S/. 
800.00 nuevos soles por concepto de la reparación civil por daño moral a la representante 
del agraviado, aparte las partes señalan que el señor acusado realizó el pago de S/. 4,723.87 
nuevos soles, siendo lo cancelado la suma de S/. 5,523.87 nuevos soles, le saldo de  S/. 
8,720.13 nuevos soles, será pagado en veinte cuotas mensuales y consecutivas de S/. 
436.00 nuevos soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el último día hábil del 
mes de noviembre del presente año y las siguientes cuotas vencerán a su pago el último día 
hábil de cada mes siguiente, hasta completar la suma total acordada y, que se hará 
mediante depósito judicial administrativo en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de 
Ejecución, debiendo presentar copias de la misma a la Fiscalía competente. ------------------- 
 Sexto.- Itinerario Procesal    
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En mérito al auto de citación a juicio se citó a los sujetos procesales a juicio oral. Se llevó el 
juzgamiento con la presencia del acusado Carlos Antonio Cuello Riveros. Instalada la 
audiencia, se escuchó el alegato de apertura del Ministerio Público siendo que al tomar la 
palabra la defensa técnica del imputado, señaló abstenerse de tal exposición manifestando la 
intención de dicha parte procesal de acogerse a la conclusión anticipada. Así, al inicio del 
juicio y luego que se instruyera al acusado de sus derechos, al preguntársele si admitía ser 
partícipe en calidad de autor del delito materia de acusación y responsable de la reparación 
civil; éste, previa consulta con su defensa técnica, aceptó los hechos objeto de acusación 
fiscal así como su responsabilidad penal, también aceptó la responsabilidad civil. Ante ello, se 
declaró la conclusión anticipada del juicio, se procedió a consultar a las partes respecto de 
algún acuerdo sobre la pena y reparación civil, siendo que los mismos acordaron todos los 
extremos de la pena y la reparación civil. Siendo ello así, el estado de la causa es el de 
expedirse sentencia la cual, en efecto, se emite el día de la fecha. ------------------------------ 
 
II. PARTE CONSIDERATIVA  
Primero.- De la Conclusión Anticipada  
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión anticipada del juicio; 
institución que ha sido objeto anteriormente de sentencia vinculantes, tales como: el 
Acuerdo Plenario Nro.05-2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que si bien este 
último está referido a la terminación anticipada, los fundamentos sobre el control de 
legalidad y proporcionalidad atañen a la conclusión anticipada.---------------------------------- 
No obstante, la presencia del juzgador no es pasiva, para efectos de la homologación de la 
“conformidad” ya que, existe cierto margen de valoración que el juez debe ejercer 
soberanamente; si bien, está obligado a respetar la descripción del hecho glosado en la 
acusación, por razones de legalidad y justicia, puede y debe realizar un control respecto de 
la tipicidad de los hechos del título de la imputación, los cuales se relativizan. --------
Segundo.- Ley Penal Aplicable               
2.1. Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito Contra la familia en la 
modalidad de omisión a la asistencia familiar previsto y penado en el primer párrafo del 
artículo 149 del Código Penal  
2.2. El texto normativo de tal numeral, prevé:  
“Artículo 149.- Omisión de prestación de alimentos.  
El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una 
resolución judicial será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres años, 
o con prestación de servicio comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, sin 
perjuicio de cumplir el mandato judicial.  
2.3.  Para la configuración del ilícito, conforme a los hechos materia de imputación en el 
presente caso, y que han sido oralizados por la titular de la acción penal, se requiere que el 
agente omita cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una resolución 
judicial.  --------------------------------------------------------------------------------------------- 
Tercero.- Juicio de Subsunción 
3.1. La conducta del acusado se adecua objetiva y subjetivamente al tipo penal del delito 
antes referido tal como han sido expuestos los cargos por el Ministerio Público -los cuales son 
inmodificables- por cuanto se ha demostrado que el acusado ha omitido prestar los alimentos 
establecidos mediante Audiencia Única (Conciliación), realizado en Primer Juzgado de Paz 
letrado del Módulo Básico de Justicia de Mariano Melgar, en la que se practicó ocho 
liquidaciones de pensiones devengas por los periodos comprendido entre agosto de dos mil 
once a junio de dos mil catorce, sumando el monto total a S/. 13,444.00 nuevos soles, a 
pesar de haber sido notificado y requerido al pago. Ello así se tiene del reconocimiento 
efectuado de manera expresa, libre y voluntaria por el acusado, en audiencia y previa 
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consulta con su defensa técnica, al aceptar la responsabilidad de los hechos materia de 
imputación, ello conforme a la naturaleza de la conformidad en juicio.-------------------------- 
3.2. No se ha alegado ni probado causa que justifique el actuar típico del acusado o que 
excluya su culpabilidad. ---------------------------------------------------------------------------- 
3.3. Por ello concurren todos los elementos del tipo, los mismos que han sido realizados con 
conocimiento y voluntad conforme se desprende de los hechos acreditados en autos, 
concurriendo además el elemento subjetivo, conforme al reconocimiento efectuado por el 
acusado. --------------------------------------------------------------------------------------------- 
3.4. En consecuencia, la conducta del encausado deviene en típica, antijurídica y culpable.--- 
Cuarto.- Individualización de la Pena       
4.1. El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al juzgador verificar que la 
pena guarde una relación de correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Titulo Preliminar del Código Penal, el que debe 
ser entendido como la correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y la 
pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un limite al IUS PUNIENDI, en tanto 
exige un juicio de ponderación entre la carga coactiva de la pena y el fin perseguido por la 
conminación legal. Esto significaría que el principio de proporcionalidad debe guardar 
relación conforme a la culpabilidad, pero no siempre de acuerdo al injusto la culpabilidad 
puede coincidir con la misma, por cuanto esta puede resultar mayor a la culpabilidad 
concreta; entiéndase que los criterios para establecer la proporcionalidad deben atender 
aquellos vinculados al injusto, importancia del rango del bien jurídico protegido, grado de 
lesión del mismo, impacto social y los diferentes medios de comisión del hecho, entre otros 
aspectos, así, el juez ha de realizar una valoración que evite que se vulnere, por exceso o 
por defecto, el principio de proporcionalidad. En el caso que nos ocupa, se evidencia el 
actuar del acusado Carlos Antonio Cuello Riveros conducta gravosa en relación al bien 
jurídico protegido (la familia) a través de la omisión de la prestación de alimentos, en 
perjuicio de la agraviada, su hijo, actividad ilícita que constituye un hecho reprochable.------- 
4.2. La Fiscalía y la defensa del acusado han solicitado se imponga al acusado, tres años de 
pena privativa de la libertad. Para lo cual se procede a realizar la determinación judicial de la 
pena, en base a los siguientes parámetros; 
4.3. Para el caso de autos, se toma en cuenta los criterios fundamentadotes de la pena 
establecida en los artículos 45, 45-A, 49 modificados e incorporados al Código Penal por la 
Ley N° 30076. --------------------------------------------------------------------------------------- 
4.4. Se procede a verificar criterios previstos en el artículos 45 45º-A 49 señalado: a) 
Espacio punitivo de determinación de pena básica: el delito de Omisión a la Asistencia 
Familar, prevé  una pena no mayor de tres. b) Determinación de pena concreta: Para el 
acusado Carlos Antonio Cuello Riveros, existe una circunstancia cualificada agravante, 
habitualidad, (Artículo 46-C del Código Penal), por lo cual se aumenta en 1/3 el máximo 
legal, es decir los tres años de pena privativa se convierten en el nuevo mínimo y cuatro 
años se convierten en el nuevo máximo ubicándose la pena en el extremo inferior que sería 
tres años, y con el descuento del 1/7 por acogerse a la conclusión anticipada, resultan tres  
años de pena privativa de la libertad, pena conformada entre las partes y merituándose 
finalmente lo previsto en el Acuerdo Plenario Nro. 05-2008-CJ/116 se concluye que debe ser 
aprobado.------------------------------------------------------------------- 
4.5. En el presente caso, estando a los criterios fundamentadotes que han sido desarrollados 
en el punto anterior, la pena merecida que el corresponde al acusado, será de TRES AÑOS 
DE PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD suspendida en su ejecución por el plazo de 
dos años, por el delito de Omisión a la Asistencia Familiar, en agravio de del menor Jean 
Pierre Coello Mercado, representado por Amparo Mercado Quiróz. ------------------------------ 
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Quinto.- Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código Procesal Penal y 93° al 101° del 
Código Penal, precepto éste último que nos remite a las disposiciones correspondientes del 
Código Civil.------------------------------------------------------------------------------------------ 
En el caso que nos ocupa se tiene que las partes han fijado la Reparación Civil en el monto 
de S/. 14,244.00  (Catorce mil doscientos cuarenta y cuatro con 00/100nuevos soles); del 
cual S/. 13,444.00 nuevos soles es por concepto de las pensiones devengadas y, S/. 800.00 
nuevos soles por concepto de la reparación civil por daño moral; se tiene que el acusado ha 
pagado en efectivo los S/. 800.00 nuevos soles por concepto de la reparación civil por daño 
moral a la representante del agraviado, aparte las partes señalan que el señor acusado 
realizó el pago de S/. 4,723.87 nuevos soles, siendo lo cancelado la suma de S/. 5,523.87 
nuevos soles, le saldo de  S/. 8,720.13 nuevos soles, será pagado en veinte cuotas 
mensuales y consecutivas de S/. 436.00 nuevos soles cada una, la primera cuota vencerá a 
su pago el último día hábil del mes de noviembre del presente año y las siguientes cuotas 
vencerán a su pago el último día hábil de cada mes siguiente, hasta completar la suma total 
acordada y, que se hará mediante depósito judicial administrativo en el Banco de la Nación a 
nombre del Juzgado de Ejecución, debiendo presentar copias de la misma a la Fiscalía 
competente. Siendo que el monto establecido por tal concepto resulta razonable, estando a 
los extremos anotados y que el mismo no ha sido materia de controversia, debe ser 
aprobado —------------------------------------------------------------------------------------------ 
Sexto.- Pronunciamiento sobre las costas 
El artículo 497.5° del Código Procesal Penal establece que no procede la imposición de costas 
en los procesos por faltas, inmediatos, terminación anticipada y colaboración eficaz, siendo 
que, en el presente caso, al haber concluido el proceso por “conformidad”, no procede la 
imposición de costas.-------------------------------------------------------------------------------- 
 
III. PARTE RESOLUTIVA 
Por estas consideraciones administrando justicia a nombre del pueblo de quien emana dicha 
facultad,  
FALLO: 
Primero.- APRUEBO los acuerdos de pena y reparación civil arribados entre el Ministerio 
Público, la defensa técnica y el acusado. ---------------------------------------------------------- 
Segundo.- DECLARO a CARLOS ANTONIO CUELLO RIVEROS autor del delito de 
OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR previsto en el primer párrafo del artículo 149° del 
Código Penal, en agravio del menor Jean Pierre Coello Mercado, representado por Amparo 
Mercado Quiróz. ------------------------------------------------------------------------------------ 
Tercero.- Como tal, LE IMPONGO TRES AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD 
suspendida en su ejecución por el plazo de dos años, y que estará condicionada a las 
siguientes reglas de conducta: 1) Comparecerá de manera personal y obligatoria el primer 
día hábil de cada dos meses, por ante el Juzgado de Ejecución, a fin de informar y justificar 
sus actividades, 2) Reparará el daño causado, es decir pagará el íntegro de la reparación 
civil en la forma, modo y plazo acordado con el Ministerio Público; asimismo, ante el 
incumplimiento de cualquiera de éstas reglas de conducta, será de aplicación el inciso tercero 
del artículo 59° del C.P., es decir, se revocará de manera directa el periodo de prueba y se 
impondrá tres años de pena privativa de la libertad con carácter de efectiva. ------------------ 
Cuarto.- FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en la suma S/. 14,244.00  (Catorce 
mil doscientos cuarenta y cuatro con 00/100nuevos soles); del cual S/. 13,444.00 
nuevos soles es por concepto de las pensiones devengadas y, S/. 800.00 nuevos soles por 
concepto de la reparación civil por daño moral; se tiene que el acusado ha pagado en 
efectivo los S/. 800.00 nuevos soles por concepto de la reparación civil por daño moral a la 
representante del agraviado, además las partes señalan que el señor acusado realizó el pago 
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de S/. 4,723.87 nuevos soles, por lo que la suma pagada sería de S/. 5,523.87 nuevos soles, 
el saldo de  S/. 8,720.13 nuevos soles, será pagado en veinte cuotas mensuales y 
consecutivas de S/. 436.00 nuevos soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el 
último día hábil del mes de noviembre del presente año y las siguientes cuotas vencerán a su 
pago el último día hábil de cada mes siguiente, hasta completar la suma total acordada y, 
que se harán mediante depósito judicial administrativo en el Banco de la Nación a nombre 
del Juzgado de Ejecución, debiendo presentar copias de la misma a la Fiscalía competente.--- 
Quinto.- DISPONGO que no corresponde fijar costas. ------------------------------------------ 
Sexto.- MANDO que consentida o ejecutoriada esta sentencia se cursen  las comunicaciones 
correspondientes para su inmediato y estricto cumplimiento. Y por esta mi sentencia así me 
pronuncio mando y firmo en Audiencia Pública de la fecha. Regístrese y comuníquese.---- 
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2° JUZ. PENAL UNIPERSONAL - Sede MBJ Paucarpata 
EXPEDIENTE  : 03319-2016-8-0401-JR-PE-01 
JUEZ   : BELLIDO DAVILA PERCY 
ESPECIALISTA  : RICHARD TALAVERA SALAS 
MINISTERIO PUBLICO : 2DA F PPAPU DRA TANIA FERNANDEZ ROMERO CASO 13472015 ,  
IMPUTADO  : HANAMPA HANAMPA, PEDRO 
DELITO   : OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR 
AGRAVIADO  : MIRANDA CCASA, ROCIO YOBANA 
 
 
Resolución N° 06 
 
En Arequipa, a los diecinueve días del mes de diciembre del dos mil dieciséis, el señor Juez 
Percy Bellido Dávila, que despacha el Segundo Juzgado Unipersonal de Paucarpata, luego de 
realizar el juicio inmediato, ha emitido la siguiente: 
 
 
SENTENCIA Nro. 575 – 2016  
 
 
I. PARTE EXPOSITIVA  
VISTOS Y OIDOS  
Primero.- Identificación de Proceso  
Se trata de la causa signada como expediente número 03319-2016, seguido a PEDRO 
HANAMPA HANAMPA por delito de OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR previsto en 
el primer párrafo del artículo 149 del Código Penal, en agravio de Juan Carlos Hanampa 
Miranda,  representado por Rocío Yobana Miranda Ccasa. --------------------------------------- 
Segundo.- Identificación del acusado 
Se juzga a: PEDRO HANAMPA HANAMPA, identificado con DNI 80035498; nacido el treinta 
de junio de mil novecientos setenta y ocho; con dirección domiciliaria en Asentamiento 
Humano Cerrito Buena Vista III, Manzana O Lote 08 del distrito de Paucarpata; natural de  
Apurimac; hijo de Jorge y Benita; estado civil casado; grado de instrucción segundo de 
secundaria; ocupación trabajo eventual, arte u oficio trabaja en la chacra, realiza diferentes 
actividades; percibe semanalmente S/. 300.00 aproximadamente; con estatura 1.64;  color 
de piel trigueño; ninguna seña particular según refiere. ------------- 
Tercero.- Identificación de los Agraviados  
Se ha considerado a Juan Carlos Hanampa Miranda,  representado por Rocío Yobana Miranda 
Ccasa. -----------------------------------------------------------------------------------------------  
Cuarto.- Delimitación de la Imputación  
El Ministerio Público, como titular de acción penal pública y por ende encargado de establecer 
la tesis fáctica materia de proceso, en el marco de la requisitoria escrita y oralizada en 
audiencia en su respectivo alegato oral, ha efectuado la siguiente imputación al acusado. ---- 
4.1. Hechos Imputados  
Doña Rocío Yobana Miranda Ccasa presentó una demanda de cobro de alimentos en contra 
de Pedro Hanampa Hanampa la cual fue signada con el Expediente Nro 01990-2013 y 
seguida ante el Tercer Juzgado de Paz Letrado del Módulo Básico de Justicia de Paucarpata, 
siendo que con fecha 24 de marzo del 2014 se emitió la Sentencia Nro 012-2014, que 
declara fundada la demanda de alimentos interpuesta por Rocío Yobana Miranda Ccasa en 
contra de Pedro Hanampa Hanampa y dispuso que el ahora denunciado, acuda a su menor 
hijo con una pensión mensual y adelantada de S/. 300.00 soles, sin embargo el denunciado 
no cumplió con lo ordenado en el mandato por lo que mediante Resolución Nro 20-2014 en el 
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Expediente Nro 01990-2013, de fecha 07 de octubre del 2014, se resuelve aprobar la 
liquidación de pensiones devengadas por la suma de S/. 2,422.69 (Dos mil cuatrocientos 
veintidós con 69/100 nuevos soles), correspondiente al periodo del uno de noviembre del 
dos mil trece al treinta de junio del dos mil catorce, debiendo cumplir con pagar dentro del 
tercer día de notificado que por el incumplimiento de los dispuesto por Juzgado. Mediante 
resolución 24-2014 el Juzgado resuelve hacer efectivo el apercibimiento decretado mediante 
resolución 21-2014, en contra del demandado y remitir copias al Ministerio Público a fin de 
que se formule denuncia por el delito de Omisión a la Asistencia Familiar.---------------------- 
4.2. Calificación Jurídica 
Los hechos expuestos han sido tipificados por el representante del Ministerio Público como 
delito Contra la Familia, en la modalidad de Omisión a la Asistencia Familiar, previsto en el 
primer párrafo de artículo 149 del Código Penal. ------------------------------------------------- 
4.3. Pretensión Penal 
El Ministerio Público solicitó se imponga al acusado un año de pena privativa de libertad. ---- 
4.4. Pretensión Civil 
La fiscalía solicitó se fije, por concepto de reparación civil, la suma de S/. 277.31 (Doscientos 
setenta y siete con 31/100 nuevos soles), sin perjuicio del pago de las pensiones devengadas 
que ascienden a la suma de S/. 2,422.69 (Dos mil cuatrocientos veintidós con 69/100 
nuevos soles) a favor de la parte agraviada. ------------------------------------------------------ 
4.5. Defensa Técnica y Autodefensa del Acusado  
Reconociendo la responsabilidad penal en los hechos materia de imputación así como la 
pretensión civil, se acogió a la conclusión anticipada.--------------------------------------------- 
Quinto.- Del Acuerdo Propuesto 
5.1. El Ministerio Público y la defensa del procesado hicieron conocer a este Despacho que 
habían llegado a un acuerdo sobre la pena, por el que se impondría la reserva del fallo 
condenatorio por el plazo de un año, el cual estará condicionado al cumplimiento de las 
siguientes reglas de conducta: 1) La prohibición de ausentarse del lugar de su residencia sin 
previa autorización del juzgado de ejecución, 2) Comparecerá de manera personal y 
obligatoria el primer día hábil de cada dos meses, por ante el juzgado de ejecución, a fin de 
informar y justificar sobre sus actividades, 3) Deberá reparar el daño ocasionado, esto es, 
pagará el íntegro de la reparación civil en la forma, modo y plazo acordados con el Ministerio 
Público. Asimismo ante el incumplimiento de cualquiera de estas reglas de conducta se 
aplicará el inciso tercero del artículo 65 del código penal, es decir, se revocará en forma 
directa el periodo de prueba y se le impondrá diez meses de pena privativa de libertad con 
carácter de efectiva. -------------------------------------------------------------------------------- 
5.2. Se acordó, finalmente, fijar el monto de la Reparación Civil en la suma de S/. 2,700.00 
(dos mil setecientos soles) de los cuales S/.2,422.69 (dos mil cuatrocientos veintidós con 
69/100 soles) corresponden a las pensiones devengadas y S/.277.31 soles a la reparación 
civil por el daño moral, dicha suma será pagada en siete cuotas mensuales consecutivas de 
S/. 386.00 soles cada una, la primera vencerá el día 15 de enero del año 2017 y las 
siguientes cuotas vencerán los días 15 de cada mes siguiente, hasta cumplir con el pago 
íntegro de la reparación civil y que se hará mediante depósito judicial administrativo en el 
Banco de la Nación a nombre del juzgado de ejecución ------------------------------------------ 
Sexto.- Itinerario Procesal    
En mérito al auto de citación a juicio se citó a los sujetos procesales a juicio oral. Se llevó el 
juzgamiento con la presencia del acusado Pedro Hanampa Hanampa. Instalada la audiencia, 
se escuchó el alegato de apertura del Ministerio Público siendo que al tomar la palabra la 
defensa técnica del imputado, señaló abstenerse de tal exposición manifestando la intención 
de dicha parte procesal de acogerse a la conclusión anticipada. Así, al inicio del juicio y luego 
que se instruyera al acusado de sus derechos, al preguntársele si admitía ser partícipe en 
calidad de autor del delito materia de acusación y responsable de la reparación civil; éste, 
previa consulta con su defensa técnica, aceptó los hechos objeto de acusación fiscal así como 
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su responsabilidad penal, también aceptó la responsabilidad civil. Ante ello, se declaró la 
conclusión anticipada del juicio, se procedió a consultar a las partes respecto de algún 
acuerdo sobre la pena y reparación civil, siendo que los mismos acordaron todos los 
extremos de la pena y la reparación civil. Siendo ello así, el estado de la causa es el de 
expedirse sentencia la cual, en efecto, se emite el día de la fecha. ------------------------------ 
 
II. PARTE CONSIDERATIVA  
Primero.- De la Conclusión Anticipada  
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión anticipada del juicio; 
institución que ha sido objeto anteriormente de sentencia vinculantes, tales como: el 
Acuerdo Plenario Nro.05-2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que si bien este 
último está referido a la terminación anticipada, los fundamentos sobre el control de 
legalidad y proporcionalidad atañen a la conclusión anticipada.---------------------------------- 
No obstante, la presencia del juzgador no es pasiva, para efectos de la homologación de la 
“conformidad” ya que, existe cierto margen de valoración que el juez debe ejercer 
soberanamente; si bien, está obligado a respetar la descripción del hecho glosado en la 
acusación, por razones de legalidad y justicia, puede y debe realizar un control respecto de 
la tipicidad de los hechos del título de la imputación, los cuales se relativizan. ----------------- 
Segundo.- Ley Penal Aplicable  
2.1. Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito Contra la familia en la 
modalidad de omisión a la asistencia familiar previsto y penado en el primer párrafo del 
artículo 149 del Código Penal  
2.2. El texto normativo de tal numeral, prevé:  
 “Artículo 149.- Omisión de prestación de alimentos.  
El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una 
resolución judicial será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres 
años, o con prestación de servicio comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, 
sin perjuicio de cumplir el mandato judicial.  
2.3. Para la configuración del ilícito, conforme a los hechos materia de imputación en el 
presente caso, y que han sido oralizados por la titular de la acción penal, se requiere que el 
agente omita cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una resolución 
judicial.  --------------------------------------------------------------------------------------------- 
Tercero.- Juicio de Subsunción 
3.1. La conducta del acusado se adecua objetiva y subjetivamente al tipo penal del delito 
antes referido tal como han sido expuestos los cargos por el Ministerio Público -los cuales son 
inmodificables- por cuanto se ha demostrado que el acusado ha omitido prestar los alimentos 
establecidos mediante Sentencia Nro 012-2014 ante el Tercer Juzgado de Paz Letrado del 
Módulo Básico de Justicia de Paucarpata, correspondiente al periodo del uno de noviembre 
del dos mil trece al treinta de junio del dos mil catorce, por la suma de S/. 2,422.69 (Dos mil 
cuatrocientos veintidós con 69/100 nuevos soles), a pesar de haber sido notificado y 
requerido al pago. Ello así se tiene del reconocimiento efectuado de manera expresa, libre y 
voluntaria por el acusado, en audiencia y previa consulta con su defensa técnica, al aceptar 
la responsabilidad de los hechos materia de imputación, ello conforme a la naturaleza de la 
conformidad en juicio ------------------------------------------------------------------------------- 
3.2. No se ha alegado ni probado causa que justifique el actuar típico del acusado o que 
excluya su culpabilidad. ---------------------------------------------------------------------------- 
3.3. Por ello concurren todos los elementos del tipo, los mismos que han sido realizados con 
conocimiento y voluntad conforme se desprende de los hechos acreditados en autos, 
concurriendo además el elemento subjetivo, conforme al reconocimiento efectuado por el 
acusado. --------------------------------------------------------------------------------------------- 
3.4. En consecuencia, la conducta del encausado deviene en típica, antijurídica y culpable. -- 
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Cuarto.- Individualización de la Pena       
4.1. El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al juzgador verificar que la 
pena guarde una relación de correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Titulo Preliminar del Código Penal, el que debe 
ser entendido como la correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y la 
pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un limite al IUS PUNIENDI, en tanto 
exige un juicio de ponderación entre la carga coactiva de la pena y el fin perseguido por la 
conminación legal. Esto significaría que el principio de proporcionalidad debe guardar 
relación conforme a la culpabilidad, pero no siempre de acuerdo al injusto la culpabilidad 
puede coincidir con la misma, por cuanto esta puede resultar mayor a la culpabilidad 
concreta; entiéndase que los criterios para establecer la proporcionalidad deben atender 
aquellos vinculados al injusto, importancia del rango del bien jurídico protegido, grado de 
lesión del mismo, impacto social y los diferentes medios de comisión del hecho, entre otros 
aspectos, así, el juez ha de realizar una valoración que evite que se vulnere, por exceso o 
por defecto, el principio de proporcionalidad. En el caso que nos ocupa, se evidencia el 
actuar del acusado Pedro Hanampa Hanampa conducta gravosa en relación al bien jurídico 
protegido (la familia) a través de la omisión de la prestación de alimentos, en perjuicio de los 
agraviados, su hijo, actividad ilícita que constituye un hecho reprochable.-------------------- 
4.2. En tal contexto, se tiene en cuenta que la pena básica que corresponde al delito que nos 
ocupa es no mayor de tres años de pena privativa de libertad o con prestación de servicio 
comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, siendo que para el caso de autos, 
conforme a lo acordado por las partes se ha establecido la reserva del fallo condenatorio por 
el plazo de un año, y ante revocatoria por incumplimiento de reglas de conducta se le 
impondrá diez meses de pena privativa de libertad con carácter de efectiva; quantum al que, 
conforme a lo sostenido por la titular de la acción penal, se le ha descontado la premialidad 
correspondiente a la conclusión anticipada y, del análisis de los antecedentes, conforme se 
tiene anotado teniéndose en cuenta las condiciones personales del actor así como las 
circunstancias del evento delictivo en el que ha participado, la naturaleza del mismo, y 
merituándose finalmente lo previsto en el Acuerdo Plenario Nro. 05-2008-CJ/116 se concluye 
que debe ser aprobado. ---------------------------------------------------------------------------- 
Quinto.- Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código Procesal Penal y 93° al 101° del 
Código Penal, precepto éste último que nos remite a las disposiciones correspondientes del 
Código Civil.------------------------------------------------------------------------------------------ 
En el caso que nos ocupa se tiene que las partes han fijado la Reparación Civil en el monto 
de S/. 2,700.00 (dos mil setecientos soles) de los cuales S/.2,422.69 (dos mil cuatrocientos 
veintidós con 69/100 soles) corresponden a las pensiones devengadas y S/.277.31 soles a la 
reparación civil por el daño moral, dicha suma será pagada en siete cuotas mensuales 
consecutivas de S/. 386.00 soles cada una, la primera vencerá el día 15 de enero del año 
2017 y las siguientes cuotas vencerán los días 15 de cada mes siguiente, hasta cumplir con 
el pago íntegro de la reparación civil y que se hará mediante depósito judicial administrativo 
en el Banco de la Nación a nombre del juzgado de ejecución. Siendo que el monto 
establecido por tal concepto resulta razonable, estando a los extremos anotados y que el 
mismo no ha sido materia de controversia, debe ser aprobado.---------------------------------- 
Sexto.- Pronunciamiento sobre las costas 
El artículo 497.5° del Código Procesal Penal establece que no procede la imposición de costas 
en los proceso, por faltas, inmediatos, terminación anticipada y colaboración eficaz, siendo 
que, en el presente caso, al haber concluido el proceso por “conformidad”, no procede la 
imposición de costas.-------------------------------------------------------------------------------- 
 
III. PARTE RESOLUTIVA 
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Por estas consideraciones administrando justicia a nombre del pueblo de quien emana dicha 
facultad,  
FALLO: 
Primero.- APRUEBO los acuerdos de pena y reparación civil arribados entre el Ministerio 
Público, la defensa técnica y el acusado. ---------------------------------------------------------- 
Segundo.- DECLARO a PEDRO HANAMPA HANAMPA, autor del delito Contra la Familia 
en la modalidad de OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR por Incumplimiento de 
Obligación Alimentaria, delito previsto y sancionado en el primer párrafo del artículo 149° del 
Código Penal, en agravio del menor Juan Carlos Hanampa Miranda,  representado por Rocío 
Yobana Miranda Ccasa. ----------------------------------------------------------------------------- 
Tercero.- Absteniéndome de dictar la parte condenatoria de la presente, DISPONGO LA 
RESERVA DEL FALLO CONDENATORIO por el plazo de un año, el cual estará 
condicionado al cumplimiento de las siguientes reglas de conducta: 1) La prohibición de 
ausentarse del lugar de su residencia sin autorización del juzgado de ejecución, 2) 
Comparecerá de manera personal y obligatoria el primer día hábil de cada dos meses, por 
ante el juzgado de ejecución, a fin de informar y justificar sobre sus actividades, 3) Deberá 
reparar el daño ocasionado, esto es, pagará el íntegro de la reparación civil en la forma, 
modo y plazo acordados con el Ministerio Público; asimismo, ante el incumplimiento de 
cualquiera de estas reglas de conducta se aplicará el inciso tercero del artículo 65° del código 
penal, es decir, se revocará en forma directa el periodo de prueba y se le impondrá diez 
meses de pena privativa de libertad con carácter de efectiva. ----------------------------------- 
Cuarto.- FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en la suma de S/. 2,700.00 (dos mil 
setecientos soles) de los cuales S/.2,422.69 (dos mil cuatrocientos veintidós con 69/100 
soles) corresponden a las pensiones devengadas y S/. 277.31 soles a la reparación civil por 
el daño moral, dicha suma será pagada en siete cuotas mensuales consecutivas de S/. 
386.00 soles cada una, la primera vencerá el día 15 de enero del año 2017 y las siguientes 
cuotas vencerán los días 15 de cada mes siguiente, hasta cumplir con el pago íntegro de la 
reparación civil y que se harán mediante depósito judicial administrativo en el Banco de la 
Nación a nombre del juzgado de ejecución.-------------------------------------------------------- 
Quinto.- DISPONGO que no corresponde fijar costas. ------------------------------------------ 
Sexto.- MANDO que consentida o ejecutoriada esta sentencia se cursen  las comunicaciones 
correspondientes para su inmediato y estricto cumplimiento. Y por esta mi sentencia así me 
pronuncio mando y firmo en Audiencia Pública de la fecha. Regístrese y comuníquese.---- 
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2° JUZ. PENAL UNIPERSONAL - Sede MBJ Paucarpata 
EXPEDIENTE  : 03690-2016-0-0401-JR-PE-01 
JUEZ   : BELLIDO DÁVILA PERCY 
ESPECIALISTA  : ARCE CARPIO ROSARIO 
MINISTERIO PUBLICO : 1RA FPPC MM DRA KATERINE SALAZAR CALDERÓN,  
IMPUTADO  : FLORES CUTIMBO, ALEX WALTHER 
DELITO   : OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR 
AGRAVIADO  : FLORES CALCINA, VARSHA MIJAL VANIA 
 
 
Resolución N° 08 
 
En Arequipa, a los seis días del mes de abril de dos mil diecisiete, el señor Juez Percy Bellido 
Dávila, que despacha el Segundo Juzgado Unipersonal de Paucarpata, luego de realizar el 
juicio inmediato, ha emitido la siguiente: 
 
 
 
SENTENCIA N° 143 – 2017  
 
 
I. PARTE EXPOSITIVA  
VISTOS Y OÍDOS  
Primero.- Identificación de Proceso  
Se trata de la causa signada como expediente número 3690-2016-66, seguido a ALEX 
WALTHER FLORES CUTIMBO por delito de OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR 
previsto en el primer párrafo del artículo 149 del Código Penal, en agravio de su hija Varsha 
Mijail Vania Flores Calcina.---------------------------------------------------------------------- 
Segundo.- Identificación del acusado 
Se juzga a ALEX WALTHER FLORES CUTIMBO, con DNI número 80320203, con domicilio 
real en PPPJ El Porvenir calle Anchas 313, Miraflores, Arequipa, hijo de Mario Ambrosio y 
María Catalina, nacido el diecisiete de febrero de mil novecientos setenta y tres, natural de 
Arequipa, estado civil conviviente, con cuatro hijos, con grado de instrucción secundaria 
completa, ayudante de carpintería, con ingreso de doscientos soles semanales, estatura 1.75 
mts., de color de piel moreno, sin señales particulares.------------------------------------------- 
Tercero.- Identificación de los Agraviados  
Se ha considerado a Varsha Mijail Vania Flores Calcina.-------------------------------------- 
Cuarto.- Delimitación de la Imputación  
El Ministerio Público, como titular de acción penal pública y por ende encargado de establecer 
la tesis fáctica materia de proceso, en el marco de la requisitoria escrita y oralizada en 
audiencia en su respectivo alegato oral, ha efectuado la siguiente imputación al acusado. ---- 
4.1. Hechos Imputados  
DE LA IMPUTACIÓN CONCRETA: 
Se ie imputa al acusado ALEX WALTHER FLORES CUTIMBO el incumplir la resolución judicial 
Nª 15 expedido por el Juzgado de Paz Letrado de Mariano Melgar, que ordena al Imputado 
pague la suma de S/. 1, 257.62 (mil doscientos cincuenta y siete con 62/100 soles), 
correspondiendo al periodo desde el 01 de julio del 2013 al 30 de noviembre del 2013, a 
favor de su hija VARSHA MIJAIL VANIA FLORES CALCINA. 
CIRCUNSTANCIAS PRECEDENTES: 
Mediante Resolución N° 6 se resolvió Aprobar la conciliación arribada por las partes en la 
AUDIENCIA UNICA, consistente en que en demandado ALEX WALTHER FLORES CUTIMBO 
reconoce su obligación alimentarla para con su entonces menor hija Varsha Mijaíl Vania 
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Flores Calcina (ahora mayor de edad) y se obliga a acudiría con una pensión alimenticia 
ascendente a la suma de S/. 200.00 (Doscientos nuevos soles) 
CIRCUNSTANCIAS CONCOMITANTES: 
Ante el Incumplimiento del pago de pensiones alimenticias, mediante Resolución N° 11 de 
fecha 05 de noviembre del 2013 se puso en conocimiento de las partes la liquidación de 
pensiones alimenticias devengadas correspondiente al periodo comprendido del 01 de julio 
del 2013 al 30 de noviembre del 2013 por el monto de S/. 1, 257.62 (mil doscientos 
cincuenta y siete con 62/100 soles), la misma que fue aprobada mediante Resolución Nª 13 
de fecha 15 de mayo del 2014, en ese sentido mediante Resolución Nª 15 de fecha 25 de 
noviembre del 2014 se requirió al demandado ALEX WALTHER FLORES CUTIMBO al pago de 
dicha liquidación dentro del tercer día de notificado bajo apercibimiento de remitir coplas al 
Ministerio Publico a fin de que actué conforme a sus atribuciones, siendo notificado con dicha 
resolución el demandado en su domicilio real con la notificación N° 90225-2014-JP-FC (fs.36-
37); siendo que el Investigado no ha cumplido con dicho requerimiento. 
CIRCUNSTANCIAS POSTERIORES: 
El Imputado pese al requerimiento de pago de las pensiones devengadas materia de 
liquidación, no cumplió con cancelar el mismo, por lo que mediante Resolución N° 17 de 
fecha 27 de abril del 2015 se hizo efectivo el apercibimiento decretado en la Resolución Nª 
15 y se remitieron las coplas a este despacho fiscal. Asimismo el Imputado, pese a la 
existencia de la presente Investigación no ha efectuado el pago de las pensiones alimenticias 
devengadas pese a haber sido válidamente notificado para tal fin. 
4.2. Calificación Jurídica 
Los hechos expuestos han sido tipificados por el representante del Ministerio Público como 
delito Contra la Familia, en la modalidad de Omisión a la Asistencia Familiar, previsto en el 
primer párrafo de artículo 149 del Código Penal. ------------------------------------------------- 
4.3. Pretensión Penal 
El Ministerio Público solicitando en audiencia de juicio oral se imponga al acusado un año de 
pena privativa de libertad. -------------------------------------------------------------------------- 
4.4. Pretensión Civil 
El Ministerio Público solicita se fije, por concepto de reparación civil la suma de S/ 500.00 
soles para cada uno de los agraviados, sin perjuicio del pago de las pensiones devengadas. 
4.5. Defensa Técnica y Autodefensa del Acusado  
Reconociendo la responsabilidad penal en los hechos materia de imputación así como la 
pretensión civil, se acogió a la conclusión anticipada.--------------------------------------------- 
Quinto.- Del Acuerdo Propuesto 
5.1. El Ministerio Público y la defensa del procesado hicieron conocer a este Despacho que 
habían llegado a un acuerdo sobre la pena, por el que se impondría diez meses de pena 
privativa de la libertad suspendida en su ejecución por el plazo de un año, sujeta a la 
observancia a las siguientes reglas de conducta: a) Comparecerá al lugar del juzgado de 
ejecución, en forma personal y obligatoria el primer día hábil de cada dos meses, para 
informar y justificar sus actividades, b) Reparara el daño ocasionado, esto es la reparación 
civil, en la forma, modo  y plazo acordados, será de aplicación del inciso tercero del artículo 
59 código penal,  es decir se revocará de manera directa el periodo de prueba y se impondrá 
diez meses de pena privativa de la libertad con el carácter de efectiva. ---------- 
5.2. Se acordó, finalmente, fijar el monto de la Reparación Civil en la suma de MIL 
SEISCIENTOS SOLES, de los cuales mil doscientos cincuenta y siete con 62/100 soles 
corresponden a las pensiones devengadas y trescientos cuarenta y dos con 38/100 soles a la 
reparación civil por daño moral, dicha suma será pagada en cuatro cuotas mensuales y 
consecutivas de cuatrocientos soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el último 
día hábil del mes de abril del presente año y las siguientes cuotas vencerán a su pago el 
último día hábil de cada mes siguiente, hasta completar la suma total acordada.-------------- 
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Sexto.- Itinerario Procesal    
En mérito al auto de citación a juicio se citó a los sujetos procesales a juicio oral. Se llevó el 
juzgamiento con la presencia del acusado ALEX WALTHER FLORES CUTIMBO. Instalada la 
audiencia, se escuchó el alegato de apertura del Ministerio Público siendo que al tomar la 
palabra la defensa técnica del imputado, señaló abstenerse de tal exposición manifestando la 
intención de dicha parte procesal de acogerse a la conclusión anticipada. Así, al inicio del 
juicio y luego que se instruyera al acusado de sus derechos, al preguntársele si admitía ser 
partícipe en calidad de autor del delito materia de acusación y responsable de la reparación 
civil; éste, previa consulta con su defensa técnica, aceptó los hechos objeto de acusación 
fiscal así como su responsabilidad penal, también aceptó la responsabilidad civil. Ante ello, se 
declaró la conclusión anticipada del juicio, se procedió a consultar a las partes respecto de 
algún acuerdo sobre la pena y reparación civil, siendo que los mismos acordaron todos los 
extremos de la pena y la reparación civil. Siendo ello así, el estado de la causa es el de 
expedirse sentencia la cual, en efecto, se emite el día de la fecha. ----------------------- 
II. PARTE CONSIDERATIVA  
Primero.- De la Conclusión Anticipada  
El artículo 427° del Código Procesal Penal regula la conclusión anticipada del juicio; 
institución que ha sido objeto anteriormente de sentencia vinculantes, tales como: el 
Acuerdo Plenario Nro. 05-2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que si bien este 
último está referido a la terminación anticipada, los fundamentos sobre el control de 
legalidad y proporcionalidad atañen a la conclusión anticipada.---------------------------------- 
No obstante, la presencia del juzgador no es pasiva, para efectos de la homologación de la 
“conformidad” ya que, existe cierto margen de valoración que el juez debe ejercer 
soberanamente; si bien, está obligado a respetar la descripción del hecho glosado en la 
acusación, por razones de legalidad y justicia, puede y debe realizar un control respecto de 
la tipicidad de los hechos del título de la imputación, los cuales se relativizan. ----------------- 
Segundo.- Ley Penal Aplicable  
2.1. Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito Contra la familia en la 
modalidad de omisión a la asistencia familiar previsto y penado en el primer párrafo del 
artículo 149 del Código Penal  
2.2. El texto normativo de tal numeral, prevé:  
 
 “Artículo 149.- Omisión de prestación de alimentos.  
El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una 
resolución judicial será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres 
años, o con prestación de servicio comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, 
sin perjuicio de cumplir el mandato judicial.  
 
2.3. Para la configuración del ilícito, conforme a los hechos materia de imputación en el 
presente caso, y que han sido oralizados por la titular de la acción penal, se requiere que el 
agente omita cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una resolución 
judicial.  --------------------------------------------------------------------------------------------- 
Tercero.- Juicio de Subsunción 
3.1. La conducta del acusado se adecua objetiva y subjetivamente al tipo penal del delito 
antes referido tal como han sido expuestos los cargos por el Ministerio Público -los cuales son 
inmodificables. Mediante  resolución judicial Nª 15 expedido por el Juzgado de Paz Letrado 
de Mariano Melgar, que ordena al Imputado pague la suma de S/. 1, 257.62 (mil doscientos 
cincuenta y siete con 62/100 soles), correspondiendo al periodo desde el 01 de julio del 2013 
al 30 de noviembre del 2013; Resolución que fue notificada al imputado en su domicilio 
procesal; no obstante ello el denunciado no ha cumplido con pagar dicho monto.--------------  
3.2. No se ha alegado ni probado causa que justifique el actuar típico del acusado o que 
excluya su culpabilidad. ---------------------------------------------------------------------------- 
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3.3. Por ello concurren todos los elementos del tipo, los mismos que han sido realizados con 
conocimiento y voluntad conforme se desprende de los hechos acreditados en autos, 
concurriendo además el elemento subjetivo, conforme al reconocimiento efectuado por el 
acusado. --------------------------------------------------------------------------------------------- 
3.4. En consecuencia, la conducta del encausado deviene en típica, antijurídica y culpable. -- 
Cuarto.- Individualización de la Pena       
4.1. El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al juzgador verificar que la 
pena guarde una relación de correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Título Preliminar del Código Penal, el que debe 
ser entendido como la correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y la 
pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un límite al IUS PUNIENDI, en tanto 
exige un juicio de ponderación entre la carga coactiva de la pena y el fin perseguido por la 
conminación legal. Esto significaría que el principio de proporcionalidad debe guardar 
relación conforme a la culpabilidad, pero no siempre de acuerdo al injusto la culpabilidad 
puede coincidir con la misma, por cuanto esta puede resultar mayor a la culpabilidad 
concreta; entiéndase que los criterios para establecer la proporcionalidad deben atender 
aquellos vinculados al injusto, importancia del rango del bien jurídico protegido, grado de 
lesión del mismo, impacto social y los diferentes medios de comisión del hecho, entre otros 
aspectos, así, el juez ha de realizar una valoración que evite que se vulnere, por exceso o 
por defecto, el principio de proporcionalidad. En el caso que nos ocupa, se evidencia el 
actuar del acusado ALEX WALTHER FLORES CUTIMBO conducta gravosa en relación al 
bien jurídico protegido (la familia) a través de la omisión de la prestación de alimentos, en 
perjuicio de las agraviadas actividad ilícita que constituye un hecho reprochable.---------- 
4.2. En tal contexto, se tiene en cuenta que la pena básica que corresponde al delito que nos 
ocupa es no menor de tres años de pena privativa de libertad o con prestación de servicio 
comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, siendo que para el caso de autos, 
conforme a lo acordado por las partes se ha establecido el quantum en la diez meses de 
pena privativa de la libertad suspendida en su ejecución por el plazo de un año, y en caso de 
incumplimiento de reglas de conducta se le impondrá diez meses de pena privativa de la 
libertad con el carácter de efectiva, quantum al que se ha llegado considerando que el 
acusado registra una atenuante genérica (no contar con antecedentes penales), no 
verificándose agravante alguna, por lo que la pena se ubica en el tercio inferior de dos días a 
un año, determinando la pena en un año de pena; quantum al que, conforme a lo sostenido 
por la titular de la acción penal, se le ha descontado 1/7 por la premialidad correspondiente 
a la conclusión anticipada resultando diez meses de pena privativa de la libertad, y, del 
análisis de los antecedentes, conforme se tiene anotado teniéndose en cuenta las 
condiciones personales del actor así como las circunstancias del evento delictivo en el que ha 
participado, la naturaleza del mismo, y merituándose finalmente lo previsto en el Acuerdo 
Plenario Nro. 05-2008-CJ/116 se concluye que debe ser aprobado. ---------------- 
Quinto.- Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código Procesal Penal y 93° al 101° del 
Código Penal, precepto éste último que nos remite a las disposiciones correspondientes del 
Código Civil.------------------------------------------------------------------------------------------ 
En el caso que nos ocupa se tiene que las partes han fijado la Reparación Civil en la suma de  
MIL SEISCIENTOS SOLES, de los cuales mil doscientos cincuenta y siete con 62/100 soles 
corresponden a las pensiones devengadas y trescientos cuarenta y dos con 38/100 soles a la 
reparación civil por daño moral, dicha suma será pagada en cuatro cuotas mensuales y 
consecutivas de cuatrocientos soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el último 
día hábil del mes de abril del presente año y las siguientes cuotas vencerán a su pago el 
último día hábil de cada mes siguiente, hasta completar la suma total acordada, y que serán 
mediante depósito judicial administrativo en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de 
Ejecución.--------------------------------------- 
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Sexto.- Pronunciamiento sobre las costas 
El artículo 497.5° del Código Procesal Penal establece que no procede la imposición de costas 
en los procesos por faltas, inmediatos, terminación anticipada y colaboración eficaz, siendo 
que, en el presente caso, al haber concluido el proceso por “conformidad”, no procede la 
imposición de costas.-------------------------------------------------------------------------------- 
 
III. PARTE RESOLUTIVA 
Por estas consideraciones administrando justicia a nombre del pueblo de quien emana dicha 
facultad,  
FALLO: 
Primero.- APRUEBO los acuerdos de pena y reparación civil arribados entre el Ministerio 
Público, la defensa técnica y el acusado. ---------------------------------------------------------- 
Segundo.- DECLARO a ALEX WALTHER FLORES CUTIMBO, autor del delito contra la 
Familia en la modalidad de Omisión a la Asistencia Familiar, por -Incumplimiento de 
Obligación Alimentaría-, previsto en el primer párrafo del artículo 149 del Código Penal, en 
agravio de su hija Varsha Mijail Vania Flores Calcina.--------------------- 
Tercero.- Como tal le impongo diez meses de pena privativa de la libertad 
suspendida en su ejecución por el plazo de un año, sujeta a la observancia a las 
siguientes reglas de conducta: a) Comparecerá al lugar del juzgado de ejecución, en forma 
personal y obligatoria el primer día hábil de cada dos meses, para informar y justificar sus 
actividades, b) Reparará el daño ocasionado, esto es, pagará el íntegro de la reparación civil, 
en la forma, modo  y plazo acordados con el Ministerio Público; asimismo, ante el 
incumplimiento de cualquiera de las reglas de conducta, será de aplicación del inciso tercero 
del artículo 59° código penal,  es decir se revocará de manera directa el periodo de prueba y 
se le impondrá diez meses de pena privativa de la libertad con el carácter de efectiva. ------ 
Cuarto.- FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en la suma de MIL SEISCIENTOS 
SOLES, de los cuales mil doscientos cincuenta y siete con 62/100 soles corresponden a las 
pensiones devengadas y trescientos cuarenta y dos con 38/100 soles a la reparación civil por 
daño moral, dicha suma será pagada en cuatro cuotas mensuales y consecutivas de 
cuatrocientos soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el último día hábil del mes 
de abril del presente año y las siguientes cuotas vencerán a su pago el último día hábil de 
cada mes siguiente, hasta completar la suma total acordada, y que se harán mediante 
depósito judicial en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de Ejecución----------------- 
Quinto.- DISPONGO que no corresponde fijar costas. ------------------------------------------ 
Sexto.- MANDO que consentida o ejecutoriada esta sentencia se cursen  las comunicaciones 
correspondientes para su inmediato y estricto cumplimiento. Y por esta mi sentencia así me 
pronuncio mando y firmo en Audiencia Pública de la fecha. Regístrese y comuníquese.---- 
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2° JUZ. PENAL UNIPERSONAL - Sede MBJ Paucarpata 
EXPEDIENTE  : 03714-2016-61-0401-JR-PE-01 
JUEZ   : BELLIDO DAVILA PERCY 
ESPECIALISTA  : ALTAMIRANO BELLIDO WASHINGTON 
MINISTERIO PUBLICO : 2 FPPC HUNTER DR BARREDA CARPETA FISCAL 1304 2015 ,  
IMPUTADO  : TELLEZ QUISPE, EDWING EDUARDO 
DELITO   : OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR 
AGRAVIADO  : JOEL EDUARDO TELLEZ VILCANQUI Y BORIS MICHEL TELLEZ 
VILCANQUI REPRESENTADOS PR ROXANA VILCANQUI LADINO ,  
 
 
Resolución N° 05 
 
En Arequipa, a los once días del mes de noviembre del dos mil dieciséis, el señor Juez Percy 
Bellido Dávila, que despacha el Segundo Juzgado Unipersonal de Paucarpata, luego de 
realizar el juicio inmediato, ha emitido la siguiente: 
 
 
SENTENCIA Nro. 550 – 2016  
 
 
I. PARTE EXPOSITIVA  
VISTOS Y OIDOS  
Primero.- Identificación de Proceso  
Se trata de la causa signada como expediente número 03714-2016, seguido a don EDWING 
EDUARDO TELLEZ QUISPE por delito de OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR 
previsto en el primer párrafo del artículo 149 del Código Penal, en agravio de los menores de 
iniciales J.E.T.V y B.M.T.V. representados por Roxana Vilcanqui Ladino. ------------------------ 
Segundo.- Identificación del acusado 
Se juzga a: EDWING EDUARDO TELLEZ QUISPE con DNI 29416767, nacido el seis de 
octubre de mil novecientos setenta y dos; domiciiado en Av. Argentina Mz Ñ lote 8, Comité 
12 PPPJJ Ciuda Blanca, Pacuarpata; natural de Arequipa; hijo de Leon y Nazaria; con grado 
de instrucción superior; ocupación  conductor; estado civil conviviente; con 1.69 de 
estatura; contextura regular; sin señales particulares; con ingreso aproximado 800.00 a 
1,000.00 soles, según refiere. ----------------------------------------------------------------- 
Tercero.- Identificación de los Agraviados  
Se ha considerado a los menores de iniciales J.E.T.V y B.M.T.V. representados por Roxana 
Vilcanqui Ladino. ------------------------------------------------------------------------------------ 
Cuarto.- Delimitación de la Imputación  
El Ministerio Público, como titular de acción penal pública y por ende encargado de establecer 
la tesis fáctica materia de proceso, en el marco de la requisitoria escrita y oralizada en 
audiencia en su respectivo alegato oral, ha efectuado la siguiente imputación al acusado. ---- 
4.1. Hechos Imputados  
Con fecha 29 de octubre del 2010 el Juzgado de Paz Letrado de Hunter en el expediente 
136-2010, emitió al sentencia Nro 172-2010 en la cual ordenó a Edwing Eduardo Tellez 
Quispe acudir con una pensión mensual y adelantada de S/. 280.00 nuevos soles a favor de 
Joel Eduardo Tellez Vilcanqui y Boris Mitchel Tellez Vilcanqui en razón de S/. 140.00 soles 
para cada uno, sentencia validamente notificada mediante la cédula 43166-2010-JP-FC al 
imputado, el 07 de diciembre dle 2010. Ante el incumplimiento de pagos se efectuó al 
liquidación de pensiones devengadas del periodo del primero de marzo del 2013 al veintiocho 
de febrero del 2014, ascendiendo a S/. 3,405.82 soles, aprobandose dicho monto mediante 
la resolución Nro 22 de fecha 14 de julio del 2014, la misma que le fue notificado al 
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imputado con fecha 21 de julio del 2014. Al persisitirse el incumplimiento de pago, mediante 
resolución Nro 23 de fecha 29 de agosto del 2014, se requirió la investigado Edwing Eduardo 
Tellez Quispe el pago de las pensiones devengadas en el plazo de tres días, bajo 
apercibimiento de ser denunciado penalmente por el delito de Omisión a la Asistencia 
Familiar, resolución validamente notificada al investigado con fecha 09 de setiembre del 
2014 en su domiclio real, venciendo el tiempo concedido el 12 de setiembre del 2014. Pese 
al tiempo transcurrido el investigado no efectuó el pago de las pensiones alimenticias, por lo 
que se efectuó una nueve de las pensioens devengadas desde el primero de marzo del 2014 
al treinta de noviembre del 2014 ascendiendo a S/. 2,044.96 (Dos mil cuarenta y cuatro con 
96/100 soles, aprobándose dicho monto mediante la resolución 27, de fecha 24 de marzo del 
2015, la misma que le fue notificada al imputado el 08 de abril del 2015, y mediante la 
resolución 28, de fecha 07 de julio del 2015, se requirió el pago de las pensiones devengadas 
en el plazo de tres días, bajo apercibimiento de ser denunciado penalmente por el delito de 
Omisión a la Asistencia Familiar, resolución válidamente notificada al imputado el 16 de julio 
del 2015, venciendo el termino concedido el 21 de julio del 2015. Al no cumplirse el 
requerimiento se resolvió remitir copias al Ministerio Público, mediante las resoluciones 30 y 
31, emitidas el 08 de septiembre del 2015. ------------------------------------------------------- 
4.2. Calificación Jurídica 
Los hechos expuestos han sido tipificados por el representante del Ministerio Público como 
delito Contra la Familia, en la modalidad de Omisión a la Asistencia Familiar, previsto en el 
primer párrafo de artículo 149 del Código Penal. ------------------------------------------------- 
4.3. Pretensión Penal 
El Ministerio Público solicitó se imponga al acusado un año de pena privativa de libertad. ---- 
4.4. Pretensión Civil 
La fiscalía solicitó se fije, por concepto de reparación civil, la suma de S/. 600.00 (seiscientos 
nuevos soles), correspondiendo trescientos Nuevos Soles para cada menor, sin perjuicio del 
pago de las pensiones devengadas que ascienden a S/. 2,544.96 Soles (Dos Mil Quinientos 
Cuarenta y cuatro 96/100 soles), conceptos que en conjunto ascienden a S/. 3,144.96 (Tres 
mil ciento cuarenta y cuatro 96/100 soles), a favor de la parte agraviada. --------------------- 
4.5. Defensa Técnica y Autodefensa del Acusado  
Reconociendo la responsabilidad penal en los hechos materia de imputación así como la 
pretensión civil, se acogió a la conclusión anticipada.--------------------------------------------- 
Quinto.- Del Acuerdo Propuesto 
5.1. El Ministerio Público y la defensa del procesado hicieron conocer a este Despacho que 
habían llegado a un acuerdo sobre la pena, por el que se impondría la reserva de fallo 
condenatorio por el plazo de dos años, condicionado al cumplimiento de las siguientes reglas 
de conducta: 1) la prohibición de cometer nuevo delito doloso especialmente de la misma 
naturaleza, 2) comparecerá al Juzgado de ejecución, el primer día hábil de cada dos meses 
de manera personal y obligatoria, a fin de informar y justificar sus actividades; asimismo, 
ante el incumplimiento de  cualquiera de  estas reglas de conducta será de aplicación del 
artículo 65 inciso tercero del Código Penal es decir se revocará directamente el periodo de 
prueba y se impondrá diez meses de pena privativa de la libertad de efectiva. ---------------- 
5.2. Se acordó, finalmente, fijar el monto de la Reparación Civil en S/. 6,089.28 (Seis mi 
ochenta y nueve con 28/100 nuevos soles), de los cuales la suma de S/. 400.00 soles 
corresponden a la reparación civil por el daño moral, y S/. 5,689.92 soles, por concepto de 
pensiones devengadas; de dicha suma el acusado ha hecho un depósito por la suma de S/. 
700.00 soles en la cuenta alimentista de la agraviada; la diferencia de 5,389.92 soles será 
pagada en 24 cuotas de S/. 224.06 soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el 
último día hábil del mes de noviembre del presente año y las siguientes cuotas vencerán el 
último día hábil de los meses siguientes hasta completar la suma total acordada, y que se 
harán mediante depósito judicial en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de 
Ejecución. ------------------------------------------------------------------------------------------- 
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Sexto.- Itinerario Procesal    
En mérito al auto de citación a juicio se citó a los sujetos procesales a juicio oral. Se llevó el 
juzgamiento con la presencia del acusado Edwing Eduardo Tellez Quispe. Instalada la 
audiencia, se escuchó el alegato de apertura del Ministerio Público siendo que al tomar la 
palabra la defensa técnica del imputado, señaló abstenerse de tal exposición manifestando la 
intención de dicha parte procesal de acogerse a la conclusión anticipada. Así, al inicio del 
juicio y luego que se instruyera al acusado de sus derechos, al preguntársele si admitía ser 
partícipe en calidad de autor del delito materia de acusación y responsable de la reparación 
civil; éste, previa consulta con su defensa técnica, aceptó los hechos objeto de acusación 
fiscal así como su responsabilidad penal, también aceptó la responsabilidad civil. Ante ello, se 
declaró la conclusión anticipada del juicio, se procedió a consultar a las partes respecto de 
algún acuerdo sobre la pena y reparación civil, siendo que los mismos acordaron todos los 
extremos de la pena y la reparación civil. Siendo ello así, el estado de la causa es el de 
expedirse sentencia la cual, en efecto, se emite el día de la fecha. ------------------------------ 
 
II. PARTE CONSIDERATIVA  
Primero.- De la Conclusión Anticipada  
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión anticipada del juicio; 
institución que ha sido objeto anteriormente de sentencia vinculantes, tales como: el 
Acuerdo Plenario Nro.05-2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que si bien este 
último está referido a la terminación anticipada, los fundamentos sobre el control de 
legalidad y proporcionalidad atañen a la conclusión anticipada.---------------------------------- 
No obstante, la presencia del juzgador no es pasiva, para efectos de la homologación de la 
“conformidad” ya que, existe cierto margen de valoración que el juez debe ejercer 
soberanamente; si bien, está obligado a respetar la descripción del hecho glosado en la 
acusación, por razones de legalidad y justicia, puede y debe realizar un control respecto de 
la tipicidad de los hechos del título de la imputación, los cuales se relativizan. ----------------- 
Segundo.- Ley Penal Aplicable  
2.1. Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito Contra la familia en la 
modalidad de omisión a la asistencia familiar previsto y penado en el primer párrafo del 
artículo 149 del Código Penal  
2.2. El texto normativo de tal numeral, prevé:  
 “Artículo 149.- Omisión de prestación de alimentos.  
El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una 
resolución judicial será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres 
años, o con prestación de servicio comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, 
sin perjuicio de cumplir el mandato judicial.  
2.3. Para la configuración del ilícito, conforme a los hechos materia de imputación en el 
presente caso, y que han sido oralizados por la titular de la acción penal, se requiere que el 
agente omita cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una resolución 
judicial.  --------------------------------------------------------------------------------------------- 
Tercero.- Juicio de Subsunción 
3.1. La conducta del acusado se adecua objetiva y subjetivamente al tipo penal del delito 
antes referido tal como han sido expuestos los cargos por el Ministerio Público -los cuales son 
inmodificables- por cuanto se ha demostrado que el acusado ha omitido prestar los alimentos 
establecidos mediante sentencia Nro 172-2010 del Juzgado de Paz Letrado por el periodo  
del primero de marzo del 2013 al veintiocho de febrero del 2014, ascendiendo a S/. 3,405.82 
soles y, en una segunda liquidación por el periodo del primero de marzo del 2014 al treinta 
de noviembre del 2014 ascendiendo a S/. 2,044.96 (Dos mil cuarenta y cuatro con 96/100 
soles), a pesar de haber sido notificado y requerido al pago. Ello así se tiene del 
reconocimiento efectuado de manera expresa, libre y voluntaria por el acusado, en audiencia 
y previa consulta con su defensa técnica, al aceptar la responsabilidad de los hechos materia 
de imputación, ello conforme a la naturaleza de la conformidad en juicio ----------------------- 
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3.2. No se ha alegado ni probado causa que justifique el actuar típico del acusado o que 
excluya su culpabilidad. ---------------------------------------------------------------------------- 
3.3. Por ello concurren todos los elementos del tipo, los mismos que han sido realizados con 
conocimiento y voluntad conforme se desprende de los hechos acreditados en autos, 
concurriendo además el elemento subjetivo, conforme al reconocimiento efectuado por el 
acusado. --------------------------------------------------------------------------------------------- 
3.4. En consecuencia, la conducta del encausado deviene en típica, antijurídica y culpable. -- 
Cuarto.- Individualización de la Pena       
4.1. El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al juzgador verificar que la 
pena guarde una relación de correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Titulo Preliminar del Código Penal, el que debe 
ser entendido como la correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y la 
pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un limite al IUS PUNIENDI, en tanto 
exige un juicio de ponderación entre la carga coactiva de la pena y el fin perseguido por la 
conminación legal. Esto significaría que el principio de proporcionalidad debe guardar 
relación conforme a la culpabilidad, pero no siempre de acuerdo al injusto la culpabilidad 
puede coincidir con la misma, por cuanto esta puede resultar mayor a la culpabilidad 
concreta; entiéndase que los criterios para establecer la proporcionalidad deben atender 
aquellos vinculados al injusto, importancia del rango del bien jurídico protegido, grado de 
lesión del mismo, impacto social y los diferentes medios de comisión del hecho, entre otros 
aspectos, así, el juez ha de realizar una valoración que evite que se vulnere, por exceso o 
por defecto, el principio de proporcionalidad. En el caso que nos ocupa, se evidencia el 
actuar del acusado Edwing Eduardo Tellez Quispe conducta gravosa en relación al bien 
jurídico protegido (la familia) a través de la omisión de la prestación de alimentos, en 
perjuicio de los agraviados, sus hijos, actividad ilícita que constituye un hecho reprochable.-- 
4.2. En tal contexto, se tiene en cuenta que la pena básica que corresponde al delito que nos 
ocupa es no mayor de tres años de pena privativa de libertad o con prestación de servicio 
comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, siendo que para el caso de autos, 
conforme a lo acordado por las partes se ha establecido la reserva de fallo condenatorio por 
el plazo de dos años, y en caso de revocatoria por incumplimiento de reglas de conducta se 
impondrá diez meses de pena privativa de la libertad de efectiva; quantum al que, conforme 
a lo sostenido por la titular de la acción penal, se le ha descontado la premialidad 
correspondiente a la conclusión anticipada y, del análisis de los antecedentes, conforme se 
tiene anotado teniéndose en cuenta las condiciones personales del actor así como las 
circunstancias del evento delictivo en el que ha participado, la naturaleza del mismo, y 
merituándose finalmente lo previsto en el Acuerdo Plenario Nro. 05-2008-CJ/116 se concluye 
que debe ser aprobado. ---------------------------------------------------------------------------- 
Quinto.- Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código Procesal Penal y 93° al 101° del 
Código Penal, precepto éste último que nos remite a las disposiciones correspondientes del 
Código Civil.------------------------------------------------------------------------------------------ 
En el caso que nos ocupa se tiene que las partes han fijado la Reparación Civil en el monto 
de S/. 6,089.28 (Seis mi ochenta y nueve con 28/100 nuevos soles), de los cuales la suma 
de S/. 400.00 soles corresponden a la reparación civil por el daño moral, y S/. 5,689.92 
soles, por concepto de pensiones devengadas; de dicha suma el acusado ha hecho un 
depósito por la suma de S/. 700.00 soles en la cuenta alimentista de la agraviada; la 
diferencia de 5,389.92 soles será pagada en 24 cuotas de S/. 224.06 soles cada una, la 
primera cuota vencerá a su pago el último día hábil del mes de noviembre del presente año y 
las siguientes cuotas vencerán el último día hábil de los meses siguientes hasta completar la 
suma total acordada, y que se harán mediante depósito judicial en el Banco de la Nación a 
nombre del Juzgado de Ejecución. Siendo que el monto establecido por tal concepto resulta 
razonable, estando a los extremos anotados y que el mismo no ha sido materia de 
controversia, debe ser aprobado.------------------------------------------------------------------- 
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Sexto.- Pronunciamiento sobre las costas 
El artículo 497.5° del Código Procesal Penal establece que no procede la imposición de costas 
en los procesos por faltas, inmediatos, terminación anticipada y colaboración eficaz, siendo 
que, en el presente caso, al haber concluido el proceso por “conformidad”, no procede la 
imposición de costas.-------------------------------------------------------------------------------- 
 
III. PARTE RESOLUTIVA 
Por estas consideraciones administrando justicia a nombre del pueblo de quien emana dicha 
facultad,  
FALLO: 
Primero.- APRUEBO los acuerdos de pena y reparación civil arribados entre el Ministerio 
Público, la defensa técnica y el acusado. ---------------------------------------------------------- 
Segundo.- DECLARO a EDWING EDUARDO TELLEZ QUISPE, autor del delito de 
OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR, previsto en el primer párrafo del artículo 149° 
del Código Penal en agravio de los menores de iniciales J.E.T.V, y B.M.T.V., representado por 
Roxana Vilcanqui Ladino. ------------------------------------------------------- 
Tercero.- Absteniéndome de dictar la parte condenatoria de la presente, DISPONGO LA 
RESERVA DE FALLO CONDENATORIO por el plazo de dos años, condicionado al 
cumplimiento de las siguientes reglas de conducta: 1) la prohibición de cometer nuevo delito 
doloso especialmente de la misma naturaleza, 2) comparecerá al Juzgado de ejecución, el 
primer día hábil de cada dos meses de manera personal y obligatoria, a fin de informar y 
justificar sus actividades; asimismo, ante el incumplimiento de  cualquiera de  estas reglas 
de conducta será de aplicación del artículo 65° inciso tercero del Código Penal es decir se 
revocará directamente el periodo de prueba y se impondrá diez meses de pena privativa de 
la libertad de efectiva.. ----------------------------------------------------------------------------- 
Cuarto.- FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en S/. 6,089.28 (Seis mi ochenta y 
nueve con 28/100 nuevos soles), de los cuales la suma de S/. 400.00 soles 
corresponden a la reparación civil por el daño moral, y S/. 5,689.92 soles, por concepto de 
pensiones devengadas; de dicha suma el acusado ha hecho un depósito por la suma de S/. 
700.00 soles en la cuenta alimentista de la agraviada; la diferencia de 5,389.92 soles será 
pagada en 24 cuotas de S/. 224.06 soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el 
último día hábil del mes de noviembre del presente año y las siguientes cuotas vencerán el 
último día hábil de los meses siguientes hasta completar la suma total acordada, y que se 
harán mediante depósito judicial en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de 
Ejecución. ------------------------------------------------------------------------------------------- 
Quinto.- DISPONGO que no corresponde fijar costas. ------------------------------------------ 
Sexto.- MANDO que consentida o ejecutoriada esta sentencia se cursen  las comunicaciones 
correspondientes para su inmediato y estricto cumplimiento. Y por esta mi sentencia así me 
pronuncio mando y firmo en Audiencia Pública de la fecha. Regístrese y comuníquese.---- 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE AREQUIPA 
MODULO BÁSICO DE JUSTICIA DE PAUCARPATA 
SEGUNDO JUZGADO PENAL UNIPERSONAL  
 
 
2° JUZ. PENAL UNIPERSONAL - Sede MBJ Paucarpata 
EXPEDIENTE  : 03892-2016-44-0401-JR-PE-01 
JUEZ   : BELLIDO DAVILA PERCY 
ESPECIALISTA  : ALTAMIRANO BELLIDO WASHINGTON 
MINISTERIO PUBLICO : 2FPPC DE PAUCARPATA DR VERA CASO 12452016 ,  
IMPUTADO  : MORALES CARPIO, JORGE DAVID 
DELITO   : OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR 
AGRAVIADO  : MORALES ALVAREZ, SOFIA DEL ROSARIO 
 
 
Resolución N° 05 
 
En Arequipa, a los tres días del mes de noviembre del dos mil dieciséis, el señor Juez Percy 
Bellido Dávila, que despacha el Segundo Juzgado Unipersonal de Paucarpata, luego de 
realizar el juicio inmediato, ha emitido la siguiente: 
 
 
 
 
SENTENCIA Nro. 545-2016 
 
 
I. PARTE EXPOSITIVA  
VISTOS Y OIDOS  
Primero.- Identificación de Proceso  
Se trata de la causa signada como expediente número 03892-2015, seguido a JORGE 
DAVID MORALES CARPIO  por delito de OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR 
previsto en el primer párrafo del artículo 149 del Código Penal, en agravio de la menor Sofía 
del Rosario Morales Álvarez, representados por Celia Álvarez Onofre.--------------------------- 
Segundo.- Identificación del acusado 
Se juzga a: JORGE DAVID MORALES CARPIO, con DNI numero 29413192; nacido el dos 
de octubre de mil novecientos setenta; domiciliado en Asentamiento Humano Las Colinas 
Angostura O-6, Ica; natural de Arequipa; con 46 años de edad; estado civil conviviente; hijo 
de Felipe y Nury; grado de instrucción secundaria completa; ocupación taxista; con un 
ingreso aproximado de S/. 1,200.00 nuevos soles mensuales; con 1,73 m. de estatura; color 
de blanca; contextura regular; sin señas particulares; según refiere. --------------------------- 
Tercero.- Identificación de los Agraviados  
Se ha considerado a la menor Sofía del Rosario Morales Álvarez, representada por Celia 
Álvarez Onofre. -------------------------------------------------------------------------------------- 
Cuarto.- Delimitación de la Imputación  
El Ministerio Público, como titular de acción penal pública y por ende encargado de establecer 
la tesis fáctica materia de proceso, en el marco de la requisitoria escrita y oralizada en 
audiencia en su respectivo alegato oral, ha efectuado la siguiente imputación al acusado. ---- 
4.1. Hechos Imputados  
Mediante Resolución N° 08 de fecha doce de julio dos mil cinco (Sentencia N° 272-2005), 
expedida por el Primer Juzgado de Paz Letrado del Módulo Básico de Paucarpata, en el 
Expediente N° 00147-2005, se ordenó que el acusado Jorge David Morales Carpio acuda a su 
menor hija Sofía del Rosario Morales Álvarez, con una pensión alimenticia mensual y 
adelantada de S/. 150.00 nuevos soles, incumpliendo el imputado con dicha obligación; 
razón por la cual se efectuó la liquidación de pensiones devengadas que comprende el 
período de nueve de julio del dos mil ocho al treinta de abril del dos mil once, ascendiendo la 
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deuda alimentaría a la suma de S/. 3,392.28 nuevos soles, la misma que fue aprobada 
mediante Resolución N° 42 de fecha cinco de setiembre del dos mil once, siendo requerido 
para su pago y notificada al investigado en su domicilio procesal mediante Resolución N° 43 
de fecha dos de noviembre del dos mil once; no obstante ello, el denunciado consciente y 
voluntariamente no ha cumplido con pagar dicho monto.  ------------------------------------- 
4.2. Calificación Jurídica 
Los hechos expuestos han sido tipificados por el representante del Ministerio Público como 
delito Contra la Familia, en la modalidad de Omisión a la Asistencia Familiar, previsto en el 
primer párrafo de artículo 149 del Código Penal. ------------------------------------------------- 
4.3. Pretensión Penal 
El Ministerio Público solicitó se imponga al acusado un año de pena privativa de libertad. ---- 
4.4. Pretensión Civil 
La fiscalía solicitó se fije, por concepto de reparación civil, la suma de S/. 3,592.28 nuevos 
soles, siendo S/. 3,392.28 nuevos soles por concepto de las pensiones devengadas y, S/. 
200.00 nuevos soles por concepto de reparación civil por el daño moral, todo al favor de la 
agraviada. ------------------------------------------------------------------------------------------ 
4.5. Defensa Técnica y Autodefensa del Acusado  
Reconociendo la responsabilidad penal en los hechos materia de imputación así como la 
pretensión civil, se acogió a la conclusión anticipada.--------------------------------------------- 
Quinto.- Del Acuerdo Propuesto 
5.1. El Ministerio Público y la defensa del procesado hicieron conocer a este Despacho que 
habían llegado a un acuerdo sobre la pena, por el que se impondría un año de pena privativa 
de la libertad suspendida en su ejecución por el plazo de un año, la misma que esta 
condicionado al cumplimiento de las siguientes reglas de conducta 1) La prohibición de 
ausentarse del lugar de su residencia, sin autorización del Juzgado de Ejecución 2) 
Comparecerá de manera personal y obligatorio el primer día hábil de cada dos meses, por 
ante el Juzgado de Ejecución a fin de informar y justificar sus actividades, 3) Reparará el 
daño ocasionado, es decir, pagará el íntegro de la reparación civil en la forma, modo y plazo 
acordado con el Ministerio Público; asimismo ante el incumplimiento de cualquiera de éstas 
reglas de conducta, será de aplicación el inciso tercero del artículo 59 del C.P., es decir se 
revocará de manera directa el periodo de prueba y se impondrá un año de pena privativa de 
la libertad con carácter de efectiva. ---------------------------------------------------------------- 
5.2. Se acordó, finalmente, fijar el monto de la Reparación Civil en S/. 3,592.28 (Tres mil 
quinientos noventa y dos con 28/100 nuevos soles), de los cuales S/. 3,392.28 nuevos soles 
corresponden a las pensiones devengadas y, S/. 200.00 nuevos soles por concepto de 
reparación civil por el daño moral; de dicha suma el día de hoy, el acusado hizo entrega a la 
representante de la agraviada la suma de S/. 800.00 nuevos soles, el saldo de S/. 2,792.28 
nuevos soles, será pagada en seis cuotas de mensuales y consecutivas de S/ 465.38 nuevos 
soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el primer día hábil del mes de diciembre 
del presente año y, las siguientes cuotas vencerán a su pago el primer día hábil de de cada 
mes siguiente, hasta completar la suma total acordada y, que se harán mediante depósito 
judicial administrativo en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de Ejecución.---------- 
Sexto.- Itinerario Procesal    
En mérito al auto de citación a juicio se citó a los sujetos procesales a juicio oral. Se llevó el 
juzgamiento con la presencia del acusado Jorge David Morales Carpio. Instalada la audiencia, 
se escuchó el alegato de apertura del Ministerio Público siendo que al tomar la palabra la 
defensa técnica del imputado, señaló abstenerse de tal exposición manifestando la intención 
de dicha parte procesal de acogerse a la conclusión anticipada. Así, al inicio del juicio y luego 
que se instruyera al acusado de sus derechos, al preguntársele si admitía ser partícipe en 
calidad de autor del delito materia de acusación y responsable de la reparación civil; éste, 
previa consulta con su defensa técnica, aceptó los hechos objeto de acusación fiscal así como 
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su responsabilidad penal, también aceptó la responsabilidad civil. Ante ello, se declaró la 
conclusión anticipada del juicio, se procedió a consultar a las partes respecto de algún 
acuerdo sobre la pena y reparación civil, siendo que los mismos acordaron todos los 
extremos de la pena y la reparación civil. Siendo ello así, el estado de la causa es el de 
expedirse sentencia la cual, en efecto, se emite el día de la fecha. ------------------------------ 
 
II. PARTE CONSIDERATIVA  
Primero.- De la Conclusión Anticipada  
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión anticipada del juicio; 
institución que ha sido objeto anteriormente de sentencia vinculantes, tales como: el 
Acuerdo Plenario Nro.05-2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que si bien este 
último está referido a la terminación anticipada, los fundamentos sobre el control de 
legalidad y proporcionalidad atañen a la conclusión anticipada.---------------------------------- 
No obstante, la presencia del juzgador no es pasiva, para efectos de la homologación de la 
“conformidad” ya que, existe cierto margen de valoración que el juez debe ejercer 
soberanamente; si bien, está obligado a respetar la descripción del hecho glosado en la 
acusación, por razones de legalidad y justicia, puede y debe realizar un control respecto de 
la tipicidad de los hechos del título de la imputación, los cuales se relativizan. ----------------- 
Segundo.- Ley Penal Aplicable  
2.1. Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito Contra la familia en la 
modalidad de omisión a la asistencia familiar previsto y penado en el primer párrafo del 
artículo 149 del Código Penal  
2.2. El texto normativo de tal numeral, prevé:  
 “Artículo 149.- Omisión de prestación de alimentos.  
El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una 
resolución judicial será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres 
años, o con prestación de servicio comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, 
sin perjuicio de cumplir el mandato judicial.  
2.3. Para la configuración del ilícito, conforme a los hechos materia de imputación en el 
presente caso, y que han sido oralizados por la titular de la acción penal, se requiere que el 
agente omita cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una resolución 
judicial.  --------------------------------------------------------------------------------------------- 
Tercero.- Juicio de Subsunción 
3.1. La conducta del acusado se adecua objetiva y subjetivamente al tipo penal del delito 
antes referido tal como han sido expuestos los cargos por el Ministerio Público -los cuales son 
inmodificables- por cuanto se ha demostrado que el acusado ha omitido prestar los alimentos 
establecidos mediante Sentencia N° 105-2013 de fecha veintidós de noviembre del dos mil 
trece, emitido por Segundo Juzgado de Paz Letrado del Módulo Básico de Justicia de Mariano 
Melgar, por el periodo comprendido del primero de mayo del dos mil trece al treinta y uno de 
diciembre del dos mil trece, por el monto de S/. 3,215.16 nuevos soles, a pesar de haber 
sido notificado y requerido al pago. ---------------------------------------------------------------- 
3.2. No se ha alegado ni probado causa que justifique el actuar típico del acusado o que 
excluya su culpabilidad. ---------------------------------------------------------------------------- 
3.3. Por ello concurren todos los elementos del tipo, los mismos que han sido realizados con 
conocimiento y voluntad conforme se desprende de los hechos acreditados en autos, 
concurriendo además el elemento subjetivo, conforme al reconocimiento efectuado por el 
acusado. --------------------------------------------------------------------------------------------- 
3.4. En consecuencia, la conducta del encausado deviene en típica, antijurídica y culpable. -- 
Cuarto.- Individualización de la Pena       
4.1. El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al juzgador verificar que la 
pena guarde una relación de correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
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encuentra reconocido en el artículo VIII del Titulo Preliminar del Código Penal, el que debe 
ser entendido como la correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y la 
pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un limite al IUS PUNIENDI, en tanto 
exige un juicio de ponderación entre la carga coactiva de la pena y el fin perseguido por la 
conminación legal. Esto significaría que el principio de proporcionalidad debe guardar 
relación conforme a la culpabilidad, pero no siempre de acuerdo al injusto la culpabilidad 
puede coincidir con la misma, por cuanto esta puede resultar mayor a la culpabilidad 
concreta; entiéndase que los criterios para establecer la proporcionalidad deben atender 
aquellos vinculados al injusto, importancia del rango del bien jurídico protegido, grado de 
lesión del mismo, impacto social y los diferentes medios de comisión del hecho, entre otros 
aspectos, así, el juez ha de realizar una valoración que evite que se vulnere, por exceso o 
por defecto, el principio de proporcionalidad. En el caso que nos ocupa, se evidencia el 
actuar del acusado Jorge David Morales Carpio conducta gravosa en relación al bien jurídico 
protegido (la familia) a través de la omisión de la prestación de alimentos, en perjuicio de la 
agraviados, su hija, actividad ilícita que constituye un hecho reprochable.---------------------- 
4.2. La Fiscalía y la defensa del acusado han solicitado se imponga al acusado, un año de 
pena privativa de la libertad. Para lo cual se procede a realizar la determinación judicial de la 
pena, en base a los siguientes parámetros; 
4.3. Para el caso de autos, se toma en cuenta los criterios fundamentadotes de la pena 
establecida en el los artículos 45-A, 46 modificados e incorporados al Código Penal por la Ley 
N° 30076.------------------------------------------------------------------------------------------- 
4.4. Se procede a verificar criterios previstos en el artículos 45-A, 46 señalado: a) Espacio 
punitivo de determinación de pena básica: el delito de Omisión a la Asistencia Familiar, prevé 
una pena no mayor de tres años de pena privativa de libertad o con prestación de servicio 
comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas. b) Determinación de pena concreta: Para 
el acusado Jorge David Morales Carpio, existen una atenuante genérica “carencia de 
antecedentes penales” (articulo 46, primera parte inciso A del CP), no registra agravante 
genérica alguna, por tanto, la pena concreta se ubicaría en el tercio inferior, es decir de dos 
días a un año, ubicándose la misma en el extremo máximo, es decir un año; resultando la 
pena concreta de una año de pena privativa de la libertad, pena conformada entre las partes 
y merituándose finalmente lo previsto en el Acuerdo Plenario Nro. 05-2008-CJ/116 se 
concluye que debe ser aprobado.------------------------------------------------------------------- 
4.5. En el presente caso, estando a los criterios fundamentales que han sido desarrollados 
en el punto anterior, la pena merecida que le corresponde al acusado, será de UN AÑO DE 
PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD suspendida por el plazo de un año, en agravio de 
la menor Sofía del Rosario Morales Álvarez, representados por Celia Álvarez Onofre. --------- 
Quinto.- Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código Procesal Penal y 93° al 101° del 
Código Penal, precepto éste último que nos remite a las disposiciones correspondientes del 
Código Civil.------------------------------------------------------------------------------------------ 
En el caso que nos ocupa se tiene que las partes han fijado la Reparación Civil en el monto 
de S/. 3,592.28 (Tres mil quinientos noventa y dos con 28/100 nuevos soles), de los cuales 
S/. 3,392.28 nuevos soles corresponden a las pensiones devengadas y, S/. 200.00 nuevos 
soles por concepto de reparación civil por el daño moral; de dicha suma el día de hoy, el 
acusado hizo entrega a la representante de la agraviada la suma de S/. 800.00 nuevos soles, 
el saldo de S/. 2,792.28 nuevos soles, será pagada en seis cuotas de mensuales y 
consecutivas de S/ 465.38 nuevos soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el 
primer día hábil del mes de diciembre del presente año y, las siguientes cuotas vencerán a 
su pago el primer día hábil de de cada mes siguiente, hasta completar la suma total 
acordada y, que se harán mediante depósito judicial administrativo en el Banco de la Nación 
a nombre del Juzgado de Ejecución. Siendo que el monto establecido por tal concepto resulta 
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razonable, estando a los extremos anotados y que el mismo no ha sido materia de 
controversia, debe ser aprobado. - 
Sexto.- Pronunciamiento sobre las costas 
El artículo 497.5° del Código Procesal Penal establece que no procede la imposición de costas 
en los procesos por faltas, inmediatos, terminación anticipada y colaboración eficaz, siendo 
que, en el presente caso, al haber concluido el proceso por “conformidad”, no procede la 
imposición de costas.-------------------------------------------------------------------------------- 
 
III. PARTE RESOLUTIVA 
Por estas consideraciones administrando justicia a nombre del pueblo de quien emana dicha 
facultad,  
FALLO: 
Primero.- APRUEBO los acuerdos de pena y reparación civil arribados entre el Ministerio 
Público, la defensa técnica y el acusado. ---------------------------------------------------------- 
Segundo.- DECLARO a JORGE DAVID MORALES CARPIO  autor del delito de OMISIÓN 
A LA ASISTENCIA FAMILIAR previsto en el primer párrafo del artículo 149° del Código 
Penal, en agravio de la menor Sofía del Rosario Morales Álvarez, representados por Celia 
Álvarez Onofre. -------------------------------------------------------------------------------------- 
Tercero.- Como tal, LE IMPONGO UN AÑO DE PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD 
suspendida en su ejecución por el plazo de un año, condicionada al cumplimiento de las 
siguientes reglas de conducta: 1) La prohibición de ausentarse del lugar de su residencia, sin 
autorización del Juzgado de Ejecución, 2) Comparecerá de manera personal y obligatoria el 
primer día hábil de cada dos meses, por ante el Juzgado de Ejecución a fin de informar y 
justificar sus actividades, 3) Reparará el daño ocasionado, es decir, pagará el íntegro de la 
reparación civil en la forma, modo y plazo acordado con el Ministerio Público; asimismo, ante 
el incumplimiento de cualquiera de éstas reglas de conducta, será de aplicación el inciso 
tercero del artículo 59° del C.P., es decir se revocará de manera directa el periodo de prueba 
y se impondrá un año de pena privativa de la libertad con carácter de efectiva. --------------- 
Cuarto.- FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en S/. 3,592.28 (Tres mil quinientos 
noventa y dos con 28/100 nuevos soles), de los cuales S/. 3,392.28 nuevos soles 
corresponden a las pensiones devengadas y, S/. 200.00 nuevos soles por concepto de 
reparación civil por el daño moral; de dicha suma el día de la fecha, el acusado hizo entrega 
a la representante de la agraviada la suma de S/. 800.00 nuevos soles, el saldo de S/. 
2,792.28 nuevos soles, será pagado en seis cuotas de mensuales y consecutivas de S/ 
465.38 nuevos soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el primer día hábil del 
mes de diciembre del presente año y, las siguientes cuotas vencerán a su pago el primer día 
hábil de de cada mes siguiente, hasta completar la suma total acordada y, que se harán 
mediante depósito judicial administrativo en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de 
Ejecución. ---------- 
Quinto.- DISPONGO que no corresponde fijar costas. ------------------------------------------ 
Sexto.- MANDO que consentida o ejecutoriada esta sentencia se cursen  las comunicaciones 
correspondientes para su inmediato y estricto cumplimiento. Y por esta mi sentencia así me 
pronuncio mando y firmo en Audiencia Pública de la fecha. Regístrese y comuníquese.---- 
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2° JUZ. PENAL UNIPERSONAL - Sede MBJ Paucarpata 
EXPEDIENTE  : 04221-2016-15-0401-JR-PE-01 
JUEZ   : BELLIDO DAVILA PERCY 
ESPECIALISTA  : ALTAMIRANO BELLIDO WASHINGTON 
MINISTERIO PUBLICO : 2DA F PPAPU DRA BELLIDO REINOSO CASO 12522016 ,  
IMPUTADO  : SUBIA LUQUE, NELSON 
DELITO   : OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR 
AGRAVIADO  : SUBIA GARCIA, RAMIRO CHRISTIAN 
 
 
Resolución N° 06 
 
En Arequipa,  a los veintisiete días del mes de octubre del dos mil dieciséis, el señor Juez 
Percy Bellido Dávila, que despacha el Segundo Juzgado Unipersonal de Paucarpata, luego de 
realizar el juicio inmediato, ha emitido la siguiente: 
 
 
SENTENCIA Nro. 521 – 2016 
 
 
I. PARTE EXPOSITIVA  
VISTOS Y OIDOS  
Primero.- Identificación de Proceso  
Se trata de la causa signada como expediente número 04221-2016 seguido a don NELSON 
SUBIA LUQUE por delito de OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR previsto en el primer 
párrafo del artículo 149 del Código Penal, en agravio de Ramiro Subia Garcia. ----------------- 
Segundo.- Identificación del acusado 
Se juzga a: NELSON SUBIA LUQUE, con DNI 41050092; nacido el quince de setiembre de 
mil novecientos setenta y cinco; domiciliado en Ciudad Blanca, Av. 07 de agosto 514 Comité 
19, Zona C; hijo de Alejandro y Ruperta; estado civil casado; tiene un hijo; grado de 
instrucción tercero de secundaria; ocupación obrero de construcción; con ingreso 
aproximado de 400.00 soles semanales; con 1.65 de estatura; color de piel tez canela; tiene 
una cicatriz en la pierna derecha, según refiere. -------------------------------------------------- 
Tercero.- Identificación de los Agraviados  
Se ha considerado Ramiro Subia Garcia -----------------------------------------------------------  
Cuarto.- Delimitación de la Imputación  
El Ministerio Público, como titular de acción penal pública y por ende encargado de establecer 
la tesis fáctica materia de proceso, en el marco de la requisitoria escrita y oralizada en 
audiencia en su respectivo alegato oral, ha efectuado la siguiente imputación al acusado. ---- 
4.1. Hechos Imputados  
Fluye de los hechos, que Soledad Isabel García Suyo interpuso una demanda ante el Tercer 
Juzgado de Paz Letrado de Paucarpata, en contra del investigado, a fin de que se reconozca 
la filiación Judicial de Paternidad Extramatrimonial y se fije una pensión alimenticia a favor 
de su menor hijo; así, se tiene que mediante Sentencia Nro. 91-2013, recaída en el 
expediente Nro. 2012-2238, confirmada mediante Sentencia de Vista 031-2014 de fecha 18 
de julio del 2014, el referido Juzgado declaró fundada la demanda de alimentos fijando una 
pensión mensual de alimentos de S/. 350.00 soles. Sin embargo, el acusado no cumplió con 
abonar la pensión una vez quedó la sentencia consentida, por ello, mediante Resolución 36-
2014, de fecha 11 de diciembre del 2014 se aprobó liquidación de pensiones devengadas, 
que comprendían los meses de junio del 2013 a octubre del 2014 ascendente al monto de 
S/. 6,003.11 (seis mil tres con 11/100 nuevos soles), la cual fue puesta a conocimiento del 
investigado; siendo que mediante Resolución Nro. 37-2015, de fecha 10 de marzo de 2015, 
CORTE SUPERIOR DE AREQUIPA 
Juez: BELLIDO DAVILA PERCY 
Fecha: 09/11/2016 12:22:51 
Razón: RESOLUCIÓN JUDICIAL 
D.Judicial: AREQUIPA/AREQUIPA 
FIRMA DIGITAL 
CORTE SUPERIOR DE AREQUIPA 
Secretario: ALTAMIRANO 
BELLIDO WASHINGTON 
Fecha: 17/01/2017 18:46:53 
Razón: RESOLUCIÓN JUDICIAL 
D.Judicial: AREQUIPA/AREQUIPA 
FIRMA DIGITAL 
 
CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE AREQUIPA 
MODULO BÁSICO DE JUSTICIA DE PAUCARPATA 
SEGUNDO JUZGADO PENAL UNIPERSONAL  
 
 
se requirió al mismo a fin de que pague la totalidad de las pensiones devengadas a favor de 
su menor hijo, bajo apercibimiento de remitirse copias al Ministerio Público, notificándose la 
misma en su domicilio real y procesal mediante cédulas de notificación 14972-2015 y 40830-
2015. Requerimientos a los que el acusado Nelson Subia Luque hizo caso omiso, por lo que 
mediante Resolución Nro. 40-2015, de fecha 17 junio del 2015, el Segundo Juzgado de Paz 
Letrado de Paucarpata, dispuso remitir copias de parte de los actuados al Ministerio Público, 
a fin de que se formalice denuncia en contra del investigado por el delito de Omisión a la 
Asistencia Familiar. --------------------------------------------------------------------------------- 
4.2. Calificación Jurídica 
Los hechos expuestos han sido tipificados por el representante del Ministerio Público como 
delito Contra la Familia, en la modalidad de Omisión a la Asistencia Familiar, previsto en el 
primer párrafo de artículo 149 del Código Penal. ------------------------------------------------- 
4.3. Pretensión Penal 
El Ministerio Público solicitó se imponga al acusado un año de pena privativa de libertad. ---- 
4.4. Pretensión Civil 
La Defensa del Actor Civil solicita por concepto de reparación civil, la suma de S/. 1,200.00 
soles por daño moral, sin perjuicio del pago de las pensiones devengadas. -------------------- 
4.5. Defensa Técnica y Autodefensa del Acusado  
Reconociendo la responsabilidad penal en los hechos materia de imputación así como la 
pretensión civil, se acogió a la conclusión anticipada.--------------------------------------------- 
Quinto.- Del Acuerdo Propuesto 
5.1. El Ministerio Público y la defensa del procesado hicieron conocer a este Despacho que 
habían llegado a un acuerdo sobre la pena, por el que se impondría la reserva de fallo 
condenatorio por el plazo de un año, condicionado al cumplimiento de las siguientes reglas 
de conducta: 1) No se ausentará del lugar de su residencia, sin autorización previa del 
Juzgado de Ejecución, 2) comparecerá al Juzgado de ejecución, el primer día hábil de cada 
dos meses de manera personal y obligatoria, a fin de informar y justificar sus actividades, 3) 
reparará el daño ocasionado, esto es pagar el íntegro de la reparación civil, en la forma, 
modo y plazo, acordada con el Ministerio Público; asimismo, ante el incumplimiento de  
cualquiera de  estas reglas de conducta será de aplicación del artículo 65 inciso tercero del 
Código Penal, es decir se revocará directamente el periodo de prueba y se impondrá diez 
meses de pena privativa de la libertad de efectiva, asimismo y en este caso se impondrá la 
inhabilitación en la forma de suspensión de la licencia de conducir por el plazo de diez 
meses.------------------------------------------------------------------------------------------------ 
5.2. Se acordó, finalmente, fijar el monto de la Reparación Civil en S/. 7,203.11 (Siete mil 
doscientos tres con 11/100 nuevos soles), de los cuales S/. 6,003.11 soles corresponden a 
las pensiones devengadas y S/. 1,200.00 soles a la reparación civil por el daño moral, de 
dicha suma el acusado ha entregado las siguientes cantidades a favor del agraviado, S/. 
2,850.11 soles, asimismo la suma de S/. 500.00 soles y el día de hoy ha entregado la suma 
de S/. 300.00 soles, por tanto la diferencia de S/. 3,553.11 soles, serán pagadas en ocho 
cuotas mensuales de S/. 444.13 soles cada una, las mismas que serán pagadas de la 
siguiente manera, la primera cuota vencerá a su pago el día quince del mes de noviembre 
del presente año, y así sucesivamente las siguientes cuotas vencerán a su pago cada quince 
de cada mes siguiente hasta completar la suma total acordada, siendo la última cuota a 
vencer el día quince de junio del dos mil diecisiete, y que se harán mediante depósito judicial 
en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de Ejecución. ----------------------------------- 
Sexto.- Itinerario Procesal    
En mérito al auto de citación a juicio se citó a los sujetos procesales a juicio oral. Se llevó el 
juzgamiento con la presencia del acusado Nelson Subia Luque. Instalada la audiencia, se 
escuchó el alegato de apertura del Ministerio Público siendo que al tomar la palabra la 
defensa técnica del imputado, señaló abstenerse de tal exposición manifestando la intención 
de dicha parte procesal de acogerse a la conclusión anticipada. Así, al inicio del juicio y luego 
que se instruyera al acusado de sus derechos, al preguntársele si admitía ser partícipe en 
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calidad de autor del delito materia de acusación y responsable de la reparación civil; éste, 
previa consulta con su defensa técnica, aceptó los hechos objeto de acusación fiscal así como 
su responsabilidad penal, también aceptó la responsabilidad civil. Ante ello, se declaró la 
conclusión anticipada del juicio, se procedió a consultar a las partes respecto de algún 
acuerdo sobre la pena y reparación civil, siendo que los mismos acordaron todos los 
extremos de la pena y la reparación civil. Siendo ello así, el estado de la causa es el de 
expedirse sentencia la cual, en efecto, se emite el día de la fecha. ------------------------------ 
 
II. PARTE CONSIDERATIVA  
Primero.- De la Conclusión Anticipada  
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión anticipada del juicio; 
institución que ha sido objeto anteriormente de sentencia vinculantes, tales como: el 
Acuerdo Plenario Nro.05-2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que si bien este 
último está referido a la terminación anticipada, los fundamentos sobre el control de 
legalidad y proporcionalidad atañen a la conclusión anticipada.---------------------------------- 
No obstante, la presencia del juzgador no es pasiva, para efectos de la homologación de la 
“conformidad” ya que, existe cierto margen de valoración que el juez debe ejercer 
soberanamente; si bien, está obligado a respetar la descripción del hecho glosado en la 
acusación, por razones de legalidad y justicia, puede y debe realizar un control respecto de 
la tipicidad de los hechos del título de la imputación, los cuales se relativizan. ----------------- 
Segundo.- Ley Penal Aplicable  
2.1. Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito Contra la familia en la 
modalidad de omisión a la asistencia familiar previsto y penado en el primer párrafo del 
artículo 149 del Código Penal  
2.2. El texto normativo de tal numeral, prevé:  
 “Artículo 149.- Omisión de prestación de alimentos.  
El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una 
resolución judicial será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres 
años, o con prestación de servicio comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, 
sin perjuicio de cumplir el mandato judicial.  
2.3. Para la configuración del ilícito, conforme a los hechos materia de imputación en el 
presente caso, y que han sido oralizados por la titular de la acción penal, se requiere que el 
agente omita cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una resolución 
judicial.  --------------------------------------------------------------------------------------------- 
Tercero.- Juicio de Subsunción 
3.1. La conducta del acusado se adecua objetiva y subjetivamente al tipo penal del delito 
antes referido tal como han sido expuestos los cargos por el Ministerio Público -los cuales son 
inmodificables- por cuanto se ha demostrado que el acusado ha omitido prestar los alimentos 
establecidos mediante Sentencia Nro. 91-2013, emitido por el Tercer Juzgado de Paz Letrado 
de Paucarpata por el periodo de junio del 2013 a octubre del 2014 ascendente al monto de 
S/. 6,003.11 (seis mil tres con 11/100 nuevos soles), a pesar de haber sido notificado y 
requerido al pago. Ello así se tiene del reconocimiento efectuado de manera expresa, libre y 
voluntaria por el acusado, en audiencia y previa consulta con su defensa técnica, al aceptar 
la responsabilidad de los hechos materia de imputación, ello conforme a la naturaleza de la 
conformidad en juicio ------------------------------------------------------------------------------- 
3.2. No se ha alegado ni probado causa que justifique el actuar típico del acusado o que 
excluya su culpabilidad. ---------------------------------------------------------------------------- 
3.3. Por ello concurren todos los elementos del tipo, los mismos que han sido realizados con 
conocimiento y voluntad conforme se desprende de los hechos acreditados en autos, 
concurriendo además el elemento subjetivo, conforme al reconocimiento efectuado por el 
acusado. --------------------------------------------------------------------------------------------- 
3.4. En consecuencia, la conducta del encausado deviene en típica, antijurídica y culpable. -- 
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Cuarto.- Individualización de la Pena       
4.1. El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al juzgador verificar que la 
pena guarde una relación de correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Titulo Preliminar del Código Penal, el que debe 
ser entendido como la correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y la 
pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un limite al IUS PUNIENDI, en tanto 
exige un juicio de ponderación entre la carga coactiva de la pena y el fin perseguido por la 
conminación legal. Esto significaría que el principio de proporcionalidad debe guardar 
relación conforme a la culpabilidad, pero no siempre de acuerdo al injusto la culpabilidad 
puede coincidir con la misma, por cuanto esta puede resultar mayor a la culpabilidad 
concreta; entiéndase que los criterios para establecer la proporcionalidad deben atender 
aquellos vinculados al injusto, importancia del rango del bien jurídico protegido, grado de 
lesión del mismo, impacto social y los diferentes medios de comisión del hecho, entre otros 
aspectos, así, el juez ha de realizar una valoración que evite que se vulnere, por exceso o 
por defecto, el principio de proporcionalidad. En el caso que nos ocupa, se evidencia el 
actuar del acusado Nelson Subia Luque conducta gravosa en relación al bien jurídico 
protegido (la familia) a través de la omisión de la prestación de alimentos, en perjuicio de los 
agraviados, su hijo, actividad ilícita que constituye un hecho reprochable.-------------------- 
4.2. En tal contexto, se tiene en cuenta que la pena básica que corresponde al delito que nos 
ocupa es no mayor de tres años de pena privativa de libertad o con prestación de servicio 
comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, siendo que para el caso de autos, 
conforme a lo acordado por las partes se ha establecido la reserva de fallo condenatorio por 
el plazo de un año, y en caso de revocatoria por incumplimiento de reglas de conducta se 
impondrá diez meses de pena privativa de la libertad de efectiva, asimismo y en este caso se 
impondrá la inhabilitación en la forma de suspensión de la licencia de conducir por el plazo 
de diez meses; quantum al que, conforme a lo sostenido por la titular de la acción penal, se 
le ha descontado la premialidad correspondiente a la conclusión anticipada y, del análisis de 
los antecedentes, conforme se tiene anotado teniéndose en cuenta las condiciones 
personales del actor así como las circunstancias del evento delictivo en el que ha participado, 
la naturaleza del mismo, y merituándose finalmente lo previsto en el Acuerdo Plenario Nro. 
05-2008-CJ/116 se concluye que debe ser aprobado. -------------------------------------------- 
Quinto.- Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código Procesal Penal y 93° al 101° del 
Código Penal, precepto éste último que nos remite a las disposiciones correspondientes del 
Código Civil.------------------------------------------------------------------------------------------ 
En el caso que nos ocupa se tiene que las partes han fijado la Reparación Civil en el monto 
de S/. 7,203.11 (Siete mil doscientos tres con 11/100 nuevos soles), de los cuales S/. 
6,003.11 soles corresponden a las pensiones devengadas y S/. 1,200.00 soles a la 
reparación civil por el daño moral, de dicha suma el acusado ha entregado las siguientes 
cantidades a favor del agraviado, S/. 2,850.11 soles, asimismo la suma de S/. 500.00 soles 
y el día de hoy ha entregado la suma de S/. 300.00 soles, por tanto la diferencia de S/. 
3,553.11 soles, serán pagadas en ocho cuotas mensuales de S/. 444.13 soles cada una, las 
mismas que serán pagadas de la siguiente manera, la primera cuota vencerá a su pago el día 
quince del mes de noviembre del presente año, y así sucesivamente las siguientes cuotas 
vencerán a su pago cada quince de cada mes siguiente hasta completar la suma total 
acordada, siendo la última cuota a vencer el día quince de junio del dos mil diecisiete, y que 
se harán mediante depósito judicial en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de 
Ejecución. Siendo que el monto establecido por tal concepto resulta razonable, estando a los 
extremos anotados y que el mismo no ha sido materia de controversia, debe ser aprobado.-- 
Sexto.- Pronunciamiento sobre las costas 
El artículo 497.5° del Código Procesal Penal establece que no procede la imposición de costas 
en los procesos  por faltas, inmediatos, terminación anticipada y colaboración eficaz, siendo 
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que, en el presente caso, al haber concluido el proceso por “conformidad”, no procede la 
imposición de costas.-------------------------------------------------------------------------------- 
 
III. PARTE RESOLUTIVA 
Por estas consideraciones administrando justicia a nombre del pueblo de quien emana dicha 
facultad,  
FALLO: 
Primero.- APRUEBO los acuerdos de pena y reparación civil arribados entre el Ministerio 
Público, la defensa técnica y el acusado. ---------------------------------------------------------- 
Segundo.- DECLARO a NELSON SUBIA LUQUE, autor del delito de OMISIÓN A LA 
ASISTENCIA FAMILIAR, previsto en el primer párrafo del artículo 149° del Código Penal en 
agravio de Ramiro Subia Garcia. ------------------------------------------------------------------- 
Tercero.- Absteniéndome de dictar la parte condenatoria de la presente, DISPONGO LA 
RESERVA DE FALLO CONDENATORIO por el plazo de un año, condicionado al 
cumplimiento de las siguientes reglas de conducta: 1) No se ausentará del lugar de su 
residencia, sin autorización previa del Juzgado de Ejecución, 2) Comparecerá al Juzgado de 
ejecución, el primer día hábil de cada dos meses de manera personal y obligatoria, a fin de 
informar y justificar sus actividades, 3) Reparará el daño ocasionado, esto es pagará el 
íntegro de la reparación civil, en la forma, modo y plazo, acordada con el Ministerio Público; 
asimismo, ante el incumplimiento de  cualquiera de  estas reglas de conducta será de 
aplicación del artículo 65° inciso tercero del Código Penal, es decir se revocará directamente 
el periodo de prueba y se impondrá diez meses de pena privativa de la libertad de efectiva, 
asimismo y en este caso se impondrá la copenalidad de inhabilitación en la forma de 
suspensión de la licencia de conducir por el plazo de diez meses-------------------------------- 
Cuarto.- FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en S/. 7,203.11 (Siete mil 
doscientos tres con 11/100 nuevos soles), de los cuales S/. 6,003.11 soles 
corresponden a las pensiones devengadas y S/. 1,200.00 soles a la reparación civil por el 
daño moral, de dicha suma el acusado ha entregado las siguientes cantidades a favor del 
agraviado, S/. 2,850.11 soles, asimismo la suma de S/. 500.00 soles y el día de hoy ha 
entregado la suma de S/. 300.00 soles, por tanto la diferencia de S/. 3,553.11 soles, serán 
pagadas en ocho cuotas mensuales de S/. 444.13 soles cada una, las mismas que serán 
pagadas de la siguiente manera, la primera cuota vencerá a su pago el día quince del mes de 
noviembre del presente año, y así sucesivamente las siguientes cuotas vencerán a su pago 
cada quince de cada mes siguiente hasta completar la suma total acordada, siendo la última 
cuota a vencer el día quince de junio del dos mil diecisiete, y que se harán mediante depósito 
judicial en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de Ejecución. -------------------------- 
Quinto.- DISPONGO que no corresponde fijar costas. ------------------------------------------ 
Sexto.- MANDO que consentida o ejecutoriada esta sentencia se cursen  las comunicaciones 
correspondientes para su inmediato y estricto cumplimiento. Y por esta mi sentencia así me 
pronuncio mando y firmo en Audiencia Pública de la fecha. Regístrese y comuníquese.---- 
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2° JUZ. PENAL UNIPERSONAL - Sede MBJ Paucarpata 
EXPEDIENTE : 05149-2016-66-0401-JR-PE-01 
JUEZ  : BELLIDO DAVILA PERCY 
ESPECIALISTA : RICHARD TALAVERA SALAS 
MINISTERIO PUBLICO : 1RA F PPAPU DRA CARDENAS CUBA CASO 2016839 ,  
    QUINTA FISCALIA SUPERIOR PENAL DE AREQUIPA ,  
IMPUTADO : YTUSACA TICONA, TEODORO LEONARDO 
DELITO  : OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR 
AGRAVIADO : HUACASI ARAPA, ANA 
 
 
Resolución N° 05 
 
En Arequipa, a los catorce días del mes de noviembre del dos mil dieciséis, el señor Juez 
Percy Bellido Dávila, que despacha el Segundo Juzgado Unipersonal de Paucarpata, luego de 
realizar el juicio inmediato, ha emitido la siguiente: 
 
 
 
 
SENTENCIA Nro. 565-2016 
 
 
I. PARTE EXPOSITIVA  
VISTOS Y OÍDOS  
Primero.- Identificación de Proceso  
Se trata de la causa signada como expediente número 5149-2016, seguido a TEODORO 
LEONARDO YTUSACA TICONA  por delito de OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR 
previsto en el primer párrafo del artículo 149 del Código Penal, en agravio de los menores 
Margot Nicholt Ytusaca Huacasi y Ouero Andre Ytusaca Huacasi, representados por Ana 
Huacasi Arapa. -------------------------------------------------------------------------------------- 
Segundo.- Identificación del acusado 
Se juzga a Teodoro Leonardo Ytusaca Ticona, con DNI numero 00837477; nacido el once de 
enero de mil novecientos setenta y tres; con 43 años de edad; domiciliado en Pueblo Joven 
Semi Rural Pachacutec, Avenida Fray Martín N° 708, Mz. 11, lote 1B, Zona H, Cerro 
Colorado; natural de Arequipa; estado civil soltero; hijo de Leonardo y María; grado de 
instrucción secundaria completa; ocupación trabajos eventuales como obrero; con un ingreso 
aproximado de S/. 350.00 nuevos soles semanales; con 1,75 m. de estatura; color de 
moreno; cicatriz en la mano derecha por mordedura de un perro; según refiere. -------------- 
Tercero.- Identificación de los Agraviados  
Se ha considerado a los menores Margot Nicholt Ytusaca Huacasi y Ouero André Ytusaca 
Huacasi, representados por Ana Huacasi Arapa. -------------------------------------------------- 
Cuarto.- Delimitación de la Imputación  
El Ministerio Público, como titular de acción penal pública y por ende encargado de establecer 
la tesis fáctica materia de proceso, en el marco de la requisitoria escrita y oralizada en 
audiencia en su respectivo alegato oral, ha efectuado la siguiente imputación al acusado. ---- 
4.1. Hechos Imputados  
Ante el Primer Juzgado de Paz Letrado del Módulo Básico de Justicia de Paucarpata, se inició 
el proceso de Ejecución de Acta de Conciliación signado con el número 02263-2011-0-0412-
J1 –PC 01, seguido por Ana Huacasi Arapa en representación de los menores Margot Nicholt 
Ytusaca Huacasi y Ouero André Ytusaca Huacasi, en contra de Teodoro Leonardo Ytusaca 
Ticona el mismo que es admitido a trámite en la Vía de Proceso Único de Ejecución mediante 
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resolución N° 01-2011, disponiendo que el ejecutado pague a la ejecutante las pensiones por 
concepto de aumentos contenidas en el acta de conciliación de fecha catorce de abril del dos 
mil nueve, pensión fijada en la sima de S/. 500.00 nuevos soles, a razón de S/. 250.00 
nuevos soles para cada menor, bajo apercibimiento de iniciarse la ejecución forzada. 
Frente al incumplimiento mediante Resolución N° 02-2011 se resuelve dar inicio a la 
ejecución forzada practicándose la liquidación de pensiones devengadas correspondientes a 
periodo comprendido desde el primero de mayo del año dos mil nueve al treinta y uno de 
marzo del año dos mil doce, por la suma de S/. 17,685.47 nuevos soles, la cual fue aprobada 
mediante Resolución N° 07 de fecha diez de abril del dos mil doce, que habiendo efectuado 
pagos el investigado, la suma por concepto de pensiones devengadas asciende a la cantidad 
de S/. 17,135.47 nuevos soles.  
Ante el no cumplimiento el Juzgado mediante Resolución N° 08 de fecha diecisiete de 
diciembre del dos mil doce resuelve requerir a Teodoro Leonardo Ytusaca Ticona para que 
cumpla con pagar las pensiones devengadas ello en el término de del tercer día de notificado 
con la misma, bajo apercibimiento de remitirse copias certificadas al Ministerio Publico, 
resolución que fue puesta en conocimiento del acusado en su domicilio real v procesal, 
empero, este no cumplió con pagar lo adeudado dentro el plazo otorgado; por lo que 
mediante Resolución N° 15 de fecha catorce de setiembre del dos mil quince, el Juzgado 
hace efectivo el apercibimiento decretado remitiendo copias certificadas al Fiscal Provincial 
Penal de Turno. 
Por lo que se imputa a Teodoro Leonardo Ytusaca Ticona, haber omitido en cumplir su 
obligación de prestar aumentos que establece la sentencia, a favor de sus menores hijos 
Margot Nicholt Ytusaca Huacasi y Ouero Andre Ytusaca Huacasi, representado por Ana 
Huacasi Arapa, por la suma de S/. 500.00 nuevos soles a favor del mismo. -------------------- 
4.2. Calificación Jurídica 
Los hechos expuestos han sido tipificados por el representante del Ministerio Público como 
delito Contra la Familia, en la modalidad de Omisión a la Asistencia Familiar, previsto en el 
primer párrafo de artículo 149 del Código Penal. ------------------------------------------------- 
4.3. Pretensión Penal 
El Ministerio Público solicitó se imponga al acusado un año de pena privativa de libertad. ---- 
4.4. Pretensión Civil 
La fiscalía solicitó se fije, por concepto de reparación civil, la suma de S/. 19,135.47 nuevos 
soles, siendo S/. 17,135.47 nuevos soles por concepto de las pensiones devengadas y, S/. 
2,000.00 nuevos soles por concepto de reparación civil por el daño moral, todo al favor del 
los agraviados. -------------------------------------------------------------------------------------- 
4.5. Defensa Técnica y Autodefensa del Acusado  
Reconociendo la responsabilidad penal en los hechos materia de imputación así como la 
pretensión civil, se acogió a la conclusión anticipada.--------------------------------------------- 
Quinto.- Del Acuerdo Propuesto 
5.1. El Ministerio Público y la defensa del procesado hicieron conocer a este Despacho que 
habían llegado a un acuerdo sobre la pena, por el que se dispondría la reserva de fallo 
condenatoria por el plazo de un año y ocho meses, la misma que está condicionado al 
cumplimiento de las siguientes reglas de conducta 1) La prohibición de ausentarse del lugar 
de su residencia, sin autorización del Juzgado de Ejecución 2) Comparecerá de manera 
personal y obligatorio el primer día hábil de cada dos meses, por ante el Juzgado de 
Ejecución a fin de informar y justificar sus actividades, 3) Reparará el daño ocasionado, es 
decir, pagará el íntegro de la reparación civil en la forma, modo y plazo acordado con el 
Ministerio Público 4) La prohibición de cometer nuevo delito doloso, especialmente de la 
misma naturaleza; asimismo ante el incumplimiento de cualquiera de éstas reglas de 
conducta, será de aplicación el inciso tercero del artículo 65 del C.P., es decir se revocará de 
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manera directa el periodo de prueba y se impondrá diez meses de pena privativa de la 
libertad con carácter de efectiva. ------------------------------------------------------------------ 
5.2. Se acordó, finalmente, fijar el monto de la Reparación Civil en S/. 18,135.47 nuevos 
soles, siendo S/. 17,135.47 nuevos soles por concepto de las pensiones devengadas y, S/. 
1,000.00 nuevos soles por concepto de reparación civil por el daño moral, suma que será 
pagada del a siguiente manera: el señor acusado el día de hoy ha hecho un depósito judicial 
por la suma de S/. 1,000.00 nuevo soles a favor de la parte agraviada, el saldo de S/. 
17,135.47 nuevos soles será pagada en dieciocho cuotas mensuales y consecutivas de S/ 
951.97 nuevos soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el último día hábil del 
mes de diciembre del presente año y, las siguientes cuotas vencerán a su pago el último día 
hábil de cada mes siguiente, hasta completar la suma total acordada y, que será mediante 
depósito judicial administrativo en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de 
Ejecución.-------------------------------------------------------------------------------------------- 
Sexto.- Itinerario Procesal    
En mérito al auto de citación a juicio se citó a los sujetos procesales a juicio oral. Se llevó el 
juzgamiento con la presencia del acusado Teodoro Leonardo Ytusaca Ticona. Instalada la 
audiencia, se escuchó el alegato de apertura del Ministerio Público siendo que al tomar la 
palabra la defensa técnica del imputado, señaló abstenerse de tal exposición manifestando la 
intención de dicha parte procesal de acogerse a la conclusión anticipada. Así, al inicio del 
juicio y luego que se instruyera al acusado de sus derechos, al preguntársele si admitía ser 
partícipe en calidad de autor del delito materia de acusación y responsable de la reparación 
civil; éste, previa consulta con su defensa técnica, aceptó los hechos objeto de acusación 
fiscal así como su responsabilidad penal, también aceptó la responsabilidad civil. Ante ello, se 
declaró la conclusión anticipada del juicio, se procedió a consultar a las partes respecto de 
algún acuerdo sobre la pena y reparación civil, siendo que los mismos acordaron todos los 
extremos de la pena y la reparación civil. Siendo ello así, el estado de la causa es el de 
expedirse sentencia la cual, en efecto, se emite el día de la fecha. ------------------------------ 
 
II. PARTE CONSIDERATIVA  
Primero.- De la Conclusión Anticipada  
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión anticipada del juicio; 
institución que ha sido objeto anteriormente de sentencia vinculantes, tales como: el 
Acuerdo Plenario Nro. 05-2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que si bien este 
último está referido a la terminación anticipada, los fundamentos sobre el control de 
legalidad y proporcionalidad atañen a la conclusión anticipada.---------------------------------- 
No obstante, la presencia del juzgador no es pasiva, para efectos de la homologación de la 
“conformidad” ya que, existe cierto margen de valoración que el juez debe ejercer 
soberanamente; si bien, está obligado a respetar la descripción del hecho glosado en la 
acusación, por razones de legalidad y justicia, puede y debe realizar un control respecto de 
la tipicidad de los hechos del título de la imputación, los cuales se relativizan. ----------------- 
Segundo.- Ley Penal Aplicable  
2.1. Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito Contra la familia en la 
modalidad de omisión a la asistencia familiar previsto y penado en el primer párrafo del 
artículo 149 del Código Penal  
2.2. El texto normativo de tal numeral, prevé:  
 “Artículo 149.- Omisión de prestación de alimentos.  
El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una 
resolución judicial será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres 
años, o con prestación de servicio comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, 
sin perjuicio de cumplir el mandato judicial.  
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2.3. Para la configuración del ilícito, conforme a los hechos materia de imputación en el 
presente caso, y que han sido oralizados por la titular de la acción penal, se requiere que el 
agente omita cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una resolución 
judicial.  --------------------------------------------------------------------------------------------- 
Tercero.- Juicio de Subsunción 
3.1. La conducta del acusado se adecua objetiva y subjetivamente al tipo penal del delito 
antes referido tal como han sido expuestos los cargos por el Ministerio Público -los cuales son 
inmodificables- por cuanto se ha demostrado que el acusado ha omitido prestar los alimentos 
establecidos mediante Acta de Conciliación N° 594-2009, de fecha catorce de abril del dos 
mil nueve y, ejecutoriado mediante Resolución N° 02-2011, de fecha trece de octubre de dos 
mil once, llevado en el Primer Juzgado de Paz letrado del Módulo Básico de Justicia de 
Paucarpata; por el periodo comprendido del primero de mayo del año dos mil nueve al 
treinta y uno de marzo del año dos mil doce, por el monto de 17,685.47 nuevos soles, que 
habiendo efectuado pagos el investigado, la suma por concepto de pensiones devengadas 
asciende a la cantidad de S/. 17,135.47 nuevos soles, a pesar de haber sido notificado y 
requerido al pago. ---------------------------------------------------------------------------------- 
3.2. No se ha alegado ni probado causa que justifique el actuar típico del acusado o que 
excluya su culpabilidad. ---------------------------------------------------------------------------- 
3.3. Por ello concurren todos los elementos del tipo, los mismos que han sido realizados con 
conocimiento y voluntad conforme se desprende de los hechos acreditados en autos, 
concurriendo además el elemento subjetivo, conforme al reconocimiento efectuado por el 
acusado. --------------------------------------------------------------------------------------------- 
3.4. En consecuencia, la conducta del encausado deviene en típica, antijurídica y culpable. -- 
Cuarto.- Individualización de la Pena       
4.1. El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al juzgador verificar que la 
pena guarde una relación de correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Titulo Preliminar del Código Penal, el que debe 
ser entendido como la correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y la 
pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un limite al IUS PUNIENDI, en tanto 
exige un juicio de ponderación entre la carga coactiva de la pena y el fin perseguido por la 
conminación legal. Esto significaría que el principio de proporcionalidad debe guardar 
relación conforme a la culpabilidad, pero no siempre de acuerdo al injusto la culpabilidad 
puede coincidir con la misma, por cuanto esta puede resultar mayor a la culpabilidad 
concreta; entiéndase que los criterios para establecer la proporcionalidad deben atender 
aquellos vinculados al injusto, importancia del rango del bien jurídico protegido, grado de 
lesión del mismo, impacto social y los diferentes medios de comisión del hecho, entre otros 
aspectos, así, el juez ha de realizar una valoración que evite que se vulnere, por exceso o 
por defecto, el principio de proporcionalidad. En el caso que nos ocupa, se evidencia el 
actuar del acusado Teodoro Leonardo Ytusaca Ticona conducta gravosa en relación al bien 
jurídico protegido (la familia) a través de la omisión de la prestación de alimentos, en 
perjuicio de la agraviados, sus hijos, actividad ilícita que constituye un hecho reprochable.--- 
4.2. En tal contexto, se tiene en cuenta que la pena básica que corresponde al delito que nos 
ocupa es no mayor de tres años de pena privativa de libertad o con prestación de servicio 
comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, siendo que para el caso de autos, 
conforme a lo acordado por las partes se ha establecido la reserva de fallo condenatorio por 
el plazo de un año y ocho meses y, si incumpliese cualquiera de las reglas de conducta que 
le fueron condicionadas, se le impondrá diez meses de pena privativa de la libertad con 
carácter de efectiva, quantum al que, conforme se tiene anotado se le descontado 1/7 por 
conclusión anticipada, teniéndose en cuenta las condiciones personales del actor así como las 
circunstancias del evento delictivo en el que ha participado, la naturaleza del mismo, y 
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merituándose finalmente lo previsto en el Acuerdo Plenario Nro. 05-2008-CJ/116 se concluye 
que debe ser aprobado.  ---------------- 
Quinto.- Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código Procesal Penal y 93° al 101° del 
Código Penal, precepto éste último que nos remite a las disposiciones correspondientes del 
Código Civil.------------------------------------------------------------------------------------------ 
En el caso que nos ocupa se tiene que las partes han fijado la Reparación Civil en el monto 
de S/. 18,135.47 nuevos soles, siendo S/. 17,135.47 nuevos soles por concepto de las 
pensiones devengadas y, S/. 1,000.00 nuevos soles por concepto de reparación civil por el 
daño moral, suma que será pagada del a siguiente manera: el señor acusado el día de hoy 
ha hecho un depósito judicial por la suma de S/. 1,000.00 nuevo soles a favor de la parte 
agraviada, el saldo de S/. 17,135.47 nuevos soles será pagada en dieciocho cuotas 
mensuales y consecutivas de S/ 951.97 nuevos soles cada una, la primera cuota vencerá a 
su pago el último día hábil del mes de diciembre del presente año y, las siguientes cuotas 
vencerán a su pago el último día hábil de cada mes siguiente, hasta completar la suma total 
acordada y, que será mediante depósito judicial administrativo en el Banco de la Nación a 
nombre del Juzgado de Ejecución. Siendo que el monto establecido por tal concepto resulta 
razonable, estando a los extremos anotados y que el mismo no ha sido materia de 
controversia, debe ser aprobado. ------------------------------------------------------------------ 
Sexto.- Pronunciamiento sobre las costas 
El artículo 497.5° del Código Procesal Penal establece que no procede la imposición de costas 
en los procesos por faltas, inmediatos, terminación anticipada y colaboración eficaz, siendo 
que, en el presente caso, al haber concluido el proceso por “conformidad”, no procede la 
imposición de costas.-------------------------------------------------------------------------------- 
 
III. PARTE RESOLUTIVA 
Por estas consideraciones administrando justicia a nombre del pueblo de quien emana dicha 
facultad,  
FALLO: 
Primero.- APRUEBO los acuerdos de pena y reparación civil arribados entre el Ministerio 
Público, la defensa técnica y el acusado. ---------------------------------------------------------- 
Segundo.- DECLARO a TEODORO LEONARDO YTUSACA TICONA autor  del delito de 
OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR previsto en el primer párrafo del artículo 149° del 
Código Penal, en agravio de los menores Margot Nicholt Ytusaca Huacasi y Ouero André 
Ytusaca Huacasi, representados por Ana Huacasi Arapa. ----------------------------------------- 
Tercero.- Absteniéndome de dictar la parte condenatoria de la presente, DISPONGO LA 
RESERVA DE FALLO CONDENATORIO por el plazo de un año y ocho meses, 
condicionado al cumplimiento de las siguientes reglas de conducta: 1) La prohibición de 
ausentarse del lugar de su residencia, sin autorización del Juzgado de Ejecución, 2) 
Comparecerá de manera personal y obligatoria el primer día hábil de cada dos meses, por 
ante el Juzgado de Ejecución a fin de informar y justificar sus actividades, 3) Reparará el 
daño ocasionado, es decir, pagará el íntegro de la reparación civil en la forma, modo y plazo 
acordado con el Ministerio Público, 4) La prohibición de cometer nuevo delito doloso, 
especialmente de la misma naturaleza; asimismo, ante el incumplimiento de cualquiera de 
éstas reglas de conducta, será de aplicación el inciso tercero del artículo 65° del C.P., es 
decir se revocará de manera directa el periodo de prueba y se impondrá diez meses de pena 
privativa de la libertad con carácter de efectiva.-------------------------------------------------- 
Cuarto.- FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en la suma de S/. 18,135.47 
(dieciocho mil ciento treinta y cinco y 47/100 nuevos soles), siendo S/. 17,135.47 
nuevos soles por concepto de las pensiones devengadas y, S/. 1,000.00 nuevos soles por 
concepto de reparación civil por el daño moral, suma que será pagada de la siguiente 
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manera: el señor acusado el día de hoy ha hecho un depósito judicial por la suma de S/. 
1,000.00 nuevo soles a favor de la parte agraviada, el saldo de S/. 17,135.47 nuevos soles 
será pagada en dieciocho cuotas mensuales y consecutivas de S/. 951.97 nuevos soles cada 
una, la primera cuota vencerá a su pago el último día hábil del mes de diciembre del 
presente año y, las siguientes cuotas vencerán a su pago el último día hábil de cada mes 
siguiente, hasta completar la suma total acordada y, que se harán mediante depósito judicial 
administrativo en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de Ejecución. ------------------ 
Quinto.- DISPONGO que no corresponde fijar costas. ------------------------------------------ 
Sexto.- MANDO que consentida o ejecutoriada esta sentencia se cursen  las comunicaciones 
correspondientes para su inmediato y estricto cumplimiento. Y por esta mi sentencia así me 
pronuncio mando y firmo en Audiencia Pública de la fecha. Regístrese y comuníquese.---- 
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Resolución N° 03 
 
En Arequipa, a los cuatro días del mes de noviembre del dos mil dieciséis, el señor Juez 
Percy Bellido Dávila, que despacha el Segundo Juzgado Unipersonal de Paucarpata, luego de 
realizar el juicio inmediato, ha emitido la siguiente: 
 
 
 
SENTENCIA Nro. 560-2016 
 
 
I. PARTE EXPOSITIVA  
VISTOS Y OIDOS  
Primero.- Identificación de Proceso  
Se trata de la causa signada como expediente número 5410-2016, seguido a LUIS GIMMY 
CAJO MAMANI  por delito de OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR previsto en el 
primer párrafo del artículo 149 del Código Penal, en agravio del menor Fabricio Alonso Cajo 
Mamani, representado por Liz Amanda Mamani Machaca.---------------------------------------- 
Segundo.- Identificación del acusado 
Se juzga a Luis Gimmy Cajo Mamani, con DNI numero 44664538; nacido el siete de octubre 
de mil novecientos ochenta y cuatro; con 32 años de edad; domiciliado en Pasaje Micaela 
Bastidas Mz.D, lote 1; natural de Arequipa; estado civil soltero; hijo de Víctor y Catalina 
Indale; grado de instrucción cuarto de primaria; ocupación ambulante; con un ingreso 
aproximado de S/. 60.00 nuevos soles diarios; con 1,65 m. de estatura; color de moreno; 
cicatriz en el abdomen producto de un accidente; según refiere. ------------------------------- 
Tercero.- Identificación de los Agraviados  
Se ha considerado al menor Fabricio Alonso Cajo Mamani, representado por Liz Amanda 
Mamani Machaca. ----------------------------------------------------------------------------------- 
Cuarto.- Delimitación de la Imputación  
El Ministerio Público, como titular de acción penal pública y por ende encargado de establecer 
la tesis fáctica materia de proceso, en el marco de la requisitoria escrita y oralizada en 
audiencia en su respectivo alegato oral, ha efectuado la siguiente imputación al acusado. ---- 
4.1. Hechos Imputados  
Se tiene de los antecedentes que en fecha trece de Octubre del dos mil once. la 
representante legal de los menores agraviados, presentó una demanda de cobro de 
alimentos en contra de Luis Gimmy Cajo Mamani, la cual fue signada con el Expediente N° 
02662- 2011-0-0412-JP-FC-03 y seguida ante el Tercer Juzgado de Paz Letrado del Módulo 
Básico de Justicia de Paucarpata, siendo que con fecha dos de Abril del dos mil doce, se 
expidió la Sentencia N° 38-2012, en la que se declaró fundada la demanda y se dispuso que 
el denunciado asista al alimentista con una pensión alimenticia mensual y adelantada de S/. 
370.00 nuevos soles, para el menor de iniciales F.A.C.M.; sin embargo el ahora denunciado 
no cumplió con lo ordenado en el mandato judicial, por lo que se practicó una liquidación de 
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pensiones devengadas ascendente a la suma de S/. 4,379.55 nuevos soles, respecto al 
periodo comprendido entre el mes de Enero a Diciembre de dos mil catorce; la cual fue 
debidamente aprobada mediante Resolución N° 27-2015, así mismo mediante Resolución N° 
28-2015 de fecha trece de Mayo del dos mil quince, se resuelve requerir al denunciado el 
pago de la liquidación de pensiones devengadas en el plazo de tres días, bajo apercibimiento 
en caso incumplimiento de remitir copias al Ministerio Publico, lo cual fue debidamente 
notificado en su domicilio real; sin embargo el denunciado hizo caso omiso al requerimiento, 
motivo por el cual posteriormente se hizo efectivo el apercibiendo, ello mediante resolución 
N° 29-2015. ------------------------------------------------------------------------------------ 
4.2. Calificación Jurídica 
Los hechos expuestos han sido tipificados por el representante del Ministerio Público como 
delito Contra la Familia, en la modalidad de Omisión a la Asistencia Familiar, previsto en el 
primer párrafo de artículo 149 del Código Penal. ------------------------------------------------- 
4.3. Pretensión Penal 
El Ministerio Público solicitó se imponga al acusado un año de pena privativa de libertad. ---- 
4.4. Pretensión Civil 
La fiscalía solicitó se fije, por concepto de reparación civil, la suma de S/. 4,879.55 nuevos 
soles, siendo S/. 4,379.55 nuevos soles por concepto de las pensiones devengadas y, S/. 
500.00 nuevos soles por concepto de reparación civil por el daño moral, todo al favor del 
agraviado. ------------------------------------------------------------------------------------------ 
4.5. Defensa Técnica y Autodefensa del Acusado  
Reconociendo la responsabilidad penal en los hechos materia de imputación así como la 
pretensión civil, se acogió a la conclusión anticipada.--------------------------------------------- 
Quinto.- Del Acuerdo Propuesto 
5.1. El Ministerio Público y la defensa del procesado hicieron conocer a este Despacho que 
habían llegado a un acuerdo sobre la pena, por el que se impondría un año de pena privativa 
de la libertad suspendida en su ejecución por el plazo de un año, la misma que está 
condicionado al cumplimiento de las siguientes reglas de conducta 1) La prohibición de 
ausentarse del lugar de su residencia, sin autorización del Juzgado de Ejecución 2) 
Comparecerá de manera personal y obligatorio el primer día hábil de cada mes, por ante el 
Juzgado de Ejecución a fin de informar y justificar sus actividades, 3) Reparará el daño 
ocasionado, es decir, pagará el íntegro de la reparación civil en la forma, modo y plazo 
acordado con el Ministerio Público 4) La prohibición de cometer nuevo delito dolos, 
especialmente de la misma naturaleza; asimismo ante el incumplimiento de cualquiera de 
éstas reglas de conducta, será de aplicación el inciso tercero del artículo 59 del C.P., es decir 
se revocará de manera directa el periodo de prueba y se impondrá un año de pena privativa 
de la libertad con carácter de efectiva. ------------------------------------------------------------ 
5.2. Se acordó, finalmente, fijar el monto de la Reparación Civil en S/. 4,800.00 nuevos 
soles, siendo S/. 4,379.55 nuevos soles por concepto de las pensiones devengadas y, S/. 
420.45 nuevos soles por concepto de reparación civil por el daño moral, suma que será 
pagada en diez cuotas de mensuales y consecutivas de S/ 480.00 nuevos soles cada una, la 
primera cuota vencerá a su pago el día quince de diciembre del presente año y, las 
siguientes cuotas vencerán a su pago los días quince de cada mes siguiente, hasta completar 
la suma total acordada y, que será mediante depósito judicial administrativo en el Banco de 
la Nación a nombre del Juzgado de Ejecución.------------------------------------------ 
Sexto.- Itinerario Procesal    
En mérito al auto de citación a juicio se citó a los sujetos procesales a juicio oral. Se llevó el 
juzgamiento con la presencia del acusado Luis Gimmy Cajo Mamani. Instalada la audiencia, 
se escuchó el alegato de apertura del Ministerio Público siendo que al tomar la palabra la 
defensa técnica del imputado, señaló abstenerse de tal exposición manifestando la intención 
de dicha parte procesal de acogerse a la conclusión anticipada. Así, al inicio del juicio y luego 
  
 
CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE AREQUIPA 
MODULO BÁSICO DE JUSTICIA DE PAUCARPATA 
 SEGUD 	U
GAD PEA UIPERSA 
 
que se instruyera al acusado de sus derechos, al preguntársele si admitía ser partícipe en 
calidad de autor del delito materia de acusación y responsable de la reparación civil; éste, 
previa consulta con su defensa técnica, aceptó los hechos objeto de acusación fiscal así como 
su responsabilidad penal, también aceptó la responsabilidad civil. Ante ello, se declaró la 
conclusión anticipada del juicio, se procedió a consultar a las partes respecto de algún 
acuerdo sobre la pena y reparación civil, siendo que los mismos acordaron todos los 
extremos de la pena y la reparación civil. Siendo ello así, el estado de la causa es el de 
expedirse sentencia la cual, en efecto, se emite el día de la fecha. ------------------------------ 
 
II. PARTE CONSIDERATIVA  
Primero.- De la Conclusión Anticipada  
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión anticipada del juicio; 
institución que ha sido objeto anteriormente de sentencia vinculantes, tales como: el 
Acuerdo Plenario Nro. 05-2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que si bien este 
último está referido a la terminación anticipada, los fundamentos sobre el control de 
legalidad y proporcionalidad atañen a la conclusión anticipada.---------------------------------- 
No obstante, la presencia del juzgador no es pasiva, para efectos de la homologación de la 
“conformidad” ya que, existe cierto margen de valoración que el juez debe ejercer 
soberanamente; si bien, está obligado a respetar la descripción del hecho glosado en la 
acusación, por razones de legalidad y justicia, puede y debe realizar un control respecto de 
la tipicidad de los hechos del título de la imputación, los cuales se relativizan. ----------------- 
Segundo.- Ley Penal Aplicable  
2.1. Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito Contra la familia en la 
modalidad de omisión a la asistencia familiar previsto y penado en el primer párrafo del 
artículo 149 del Código Penal  
2.2. El texto normativo de tal numeral, prevé:  
 “Artículo 149.- Omisión de prestación de alimentos.  
El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una 
resolución judicial será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres 
años, o con prestación de servicio comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, 
sin perjuicio de cumplir el mandato judicial.  
2.3. Para la configuración del ilícito, conforme a los hechos materia de imputación en el 
presente caso, y que han sido oralizados por la titular de la acción penal, se requiere que el 
agente omita cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una resolución 
judicial.  --------------------------------------------------------------------------------------------- 
Tercero.- Juicio de Subsunción 
3.1. La conducta del acusado se adecua objetiva y subjetivamente al tipo penal del delito 
antes referido tal como han sido expuestos los cargos por el Ministerio Público -los cuales son 
inmodificables- por cuanto se ha demostrado que el acusado ha omitido prestar los alimentos 
establecidos mediante Sentencia N° 38-2012 de fecha dos de Abril del dos mil doce, emitido 
por Tercer Juzgado de Paz Letrado del Módulo Básico de Justicia de Paucarpata, por el 
periodo comprendido del mes de Enero a Diciembre de dos mil catorce, por el monto de S/. 
4,379.55  nuevos soles, a pesar de haber sido notificado y requerido al pago. ----------------- 
3.2. No se ha alegado ni probado causa que justifique el actuar típico del acusado o que 
excluya su culpabilidad. ---------------------------------------------------------------------------- 
3.3. Por ello concurren todos los elementos del tipo, los mismos que han sido realizados con 
conocimiento y voluntad conforme se desprende de los hechos acreditados en autos, 
concurriendo además el elemento subjetivo, conforme al reconocimiento efectuado por el 
acusado. --------------------------------------------------------------------------------------------- 
3.4. En consecuencia, la conducta del encausado deviene en típica, antijurídica y culpable. -- 
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Cuarto.- Individualización de la Pena       
4.1. El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al juzgador verificar que la 
pena guarde una relación de correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Título Preliminar del Código Penal, el que debe 
ser entendido como la correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y la 
pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un límite al IUS PUNIENDI, en tanto 
exige un juicio de ponderación entre la carga coactiva de la pena y el fin perseguido por la 
conminación legal. Esto significaría que el principio de proporcionalidad debe guardar 
relación conforme a la culpabilidad, pero no siempre de acuerdo al injusto la culpabilidad 
puede coincidir con la misma, por cuanto esta puede resultar mayor a la culpabilidad 
concreta; entiéndase que los criterios para establecer la proporcionalidad deben atender 
aquellos vinculados al injusto, importancia del rango del bien jurídico protegido, grado de 
lesión del mismo, impacto social y los diferentes medios de comisión del hecho, entre otros 
aspectos, así, el juez ha de realizar una valoración que evite que se vulnere, por exceso o 
por defecto, el principio de proporcionalidad. En el caso que nos ocupa, se evidencia el 
actuar del acusado Luis Gimmy Cajo Mamani conducta gravosa en relación al bien jurídico 
protegido (la familia) a través de la omisión de la prestación de alimentos, en perjuicio de la 
agraviados, su hijo, actividad ilícita que constituye un hecho reprochable.---------------------- 
4.2. En tal contexto, se tiene en cuenta que la pena básica que corresponde al delito que nos 
ocupa es no mayor de tres años de pena privativa de libertad o con prestación de servicio 
comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, siendo que para el caso de autos, 
conforme a lo acordado por las partes se ha establecido el quantum un año de pena privativa 
de la libertad suspendida en su ejecución por el plazo de un año y, si incumpliese cualquiera 
de las reglas de conducta que le fueron condicionada, se le impondrá un año de pena 
privativa de la libertad con carácter de efectiva, quantum al que, conforme se tiene anotado 
teniéndose en cuenta las condiciones personales del actor así como las circunstancias del 
evento delictivo en el que ha participado, la naturaleza del mismo, y merituándose 
finalmente lo previsto en el Acuerdo Plenario Nro. 05-2008-CJ/116 se concluye que debe ser 
aprobado.  ------------------------------------------------------------------------------------------- 
Quinto.- Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código Procesal Penal y 93° al 101° del 
Código Penal, precepto éste último que nos remite a las disposiciones correspondientes del 
Código Civil.------------------------------------------------------------------------------------------ 
En el caso que nos ocupa se tiene que las partes han fijado la Reparación Civil en el monto 
de S/. 4,800.00 nuevos soles, siendo S/. 4,379.55 nuevos soles por concepto de las 
pensiones devengadas y, S/. 420.45 nuevos soles por concepto de reparación civil por el 
daño moral, suma que será pagada en diez cuotas de mensuales y consecutivas de S/ 
480.00 nuevos soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el día quince de 
diciembre del presente año y, las siguientes cuotas vencerán a su pago los días quince de de 
cada mes siguiente, hasta completar la suma total acordada y, que será mediante depósito 
judicial administrativo en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de Ejecución. Siendo 
que el monto establecido por tal concepto resulta razonable, estando a los extremos 
anotados y que el mismo no ha sido materia de controversia, debe ser aprobado. ------------ 
Sexto.- Pronunciamiento sobre las costas 
El artículo 497.5° del Código Procesal Penal establece que no procede la imposición de costas 
en los proceso, por faltas, inmediatos, terminación anticipada y colaboración eficaz, siendo 
que, en el presente caso, al haber concluido el proceso por “conformidad”, no procede la 
imposición de costas.-------------------------------------------------------------------------------- 
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III. PARTE RESOLUTIVA 
Por estas consideraciones administrando justicia a nombre del pueblo de quien emana dicha 
facultad,  
FALLO: 
Primero.- APRUEBO los acuerdos de pena y reparación civil arribados entre el Ministerio 
Público, la defensa técnica y el acusado. ---------------------------------------------------------- 
Segundo.- DECLARO a LUIS GIMMY CAJO MAMANI  autor del delito de OMISIÓN A LA 
ASISTENCIA FAMILIAR previsto en el primer párrafo del artículo 149° del Código Penal, en 
agravio del menor Fabricio Alonso Cajo Mamani, representado por Liz Amanda Mamani 
Machaca. -------------------------------------------------------------------------------------------- 
Tercero.- Como tal, IMPONGO UN AÑO DE PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD 
suspendida en su ejecución por el plazo de un año, condicionado al cumplimiento de las 
siguientes reglas de conducta: 1) La prohibición de ausentarse del lugar de su residencia, sin 
autorización del Juzgado de Ejecución, 2) Comparecerá de manera personal y obligatorio el 
primer día hábil de cada mes, por ante el Juzgado de Ejecución a fin de informar y justificar 
sus actividades, 3) Reparará el daño ocasionado, es decir, pagará el íntegro de la reparación 
civil en la forma, modo y plazo acordado con el Ministerio Público, 4) La prohibición de 
cometer nuevo delito dolos, especialmente de la misma naturaleza; asimismo ante el 
incumplimiento de cualquiera de éstas reglas de conducta, será de aplicación el inciso tercero 
del artículo 59 del C.P., es decir se revocará de manera directa el periodo de prueba y se 
impondrá un año de pena privativa de la libertad con carácter de efectiva. .-------------------- 
Cuarto.- FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en la suma de S/. 4,800.00 (cuatro 
ochocientos y 00/100 nuevos soles), siendo S/. 4,379.55 nuevos soles por concepto de 
las pensiones devengadas y, S/. 420.45 nuevos soles por concepto de reparación civil por el 
daño moral, suma que será pagada en diez cuotas de mensuales y consecutivas de S/ 
480.00 nuevos soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el día quince de 
diciembre del presente año y, las siguientes cuotas vencerán a su pago los días quince de 
cada mes siguiente, hasta completar la suma total acordada y, que será mediante depósito 
judicial administrativo en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de Ejecución. --------- 
Quinto.- DISPONGO que no corresponde fijar costas. ------------------------------------------ 
Sexto.- MANDO que consentida o ejecutoriada esta sentencia se cursen  las comunicaciones 
correspondientes para su inmediato y estricto cumplimiento. Y por esta mi sentencia así me 
pronuncio mando y firmo en Audiencia Pública de la fecha. Regístrese y comuníquese.---- 
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2° JUZ. PENAL UNIPERSONAL - Sede MBJ Paucarpata 
EXPEDIENTE  : 05556-2016-34-0401-JR-PE-01 
JUEZ   : BELLIDO DAVILA PERCY 
ESPECIALISTA  : ALTAMIRANO BELLIDO WASHINGTON 
MINISTERIO PUBLICO : 1RA F PPAPU DRA CARDENAS CUBA CASO 10942016 ,  
IMPUTADO  : HINOJOSA MAMANI, PYTER 
DELITO   : OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR 
AGRAVIADO  : FLORES RAMOS, VIOLETA 
 
Resolución N° 06 
 
En Arequipa, a los tres días del mes de enero del dos mil diecisiete, el señor Juez Percy 
Bellido Dávila, que despacha el Segundo Juzgado Unipersonal de Paucarpata, luego de 
realizar el juicio inmediato, ha emitido la siguiente: 
 
 
SENTENCIA Nro. 01-2017 
 
 
I. PARTE EXPOSITIVA  
VISTOS Y OIDOS  
Primero.- Identificación de Proceso  
Se trata de la causa signada como expediente número 5556-2016, seguido a PYTER 
HINOJOSA MAMANI  por delito de OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR previsto en el 
primer párrafo del artículo 149 del Código Penal, en agravio del menor Pedro Luis Hinojosa 
Flores, representado por Violeta Flores Ramos. --------------------------------------------------- 
Segundo.- Identificación del acusado 
Se juzga a Pyter Hinojosa Mamani, con DNI numero 43544794; nacido el diecinueve de 
noviembre de mil novecientos ochenta; con 36 años de edad; domiciliado en Asociación el 
Morro, Mz. K, lote 1, Distrito Gregorio Albarracín Lanchita, Tacna; natural de Juli, Chucuito, 
Puno; estado civil conviviente; hijo de Santos y Rosa; tiene dos hijos; grado de instrucción 
secundaria completa; ocupación agricultor; con un ingreso aproximado de S/. 900.00 a S/. 
950.00 nuevos soles mensual; con 1,72 m. de estatura; color de trigueño; sin señas 
particulares; según refiere. ------------------------------------------------------------------------ 
Tercero.- Identificación de los Agraviados  
Se ha considerado al menor Pedro Luis Hinojosa Flores, representado por Violeta Flores 
Ramos. ---------------------------------------------------------------------------------------------- 
Cuarto.- Delimitación de la Imputación  
El Ministerio Público, como titular de acción penal pública y por ende encargado de establecer 
la tesis fáctica materia de proceso, en el marco de la requisitoria escrita y oralizada en 
audiencia en su respectivo alegato oral, ha efectuado la siguiente imputación al acusado. ---- 
4.1. Hechos Imputados  
Se estableció a cargo del acusado la obligación de prestar alimentos a favor de la agraviada, 
así se tiene que se inició ante el tercer Juzgado de Paz Letrado del Módulo Básico de Justicia 
de Paucarpata, el proceso de alimentos signado con número de expediente 63- 2014-0-
0412-JP-FC-03, donde se admitió a trámite en vía de proceso único la demanda de cobro de 
alimentos interpuesta por Violeta Flores Ramos en representación de Pedro Luis Hinojosa 
Ramos, el mismo que incluye mediante Acta de Conciliación N° 15-2014, la misma que es 
aprobada mediante resolución N° 06-2014 en la que se ordena que el demandado cumpla 
con acudir una pensión alimenticia mensual y adelantada de S/.250.00 nuevos soles a favor 
del menor Pedro Luis Hinojosa Ramos. Frente al incumplimiento del acusado de la obligación 
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impuesta se llevó a cabo la liquidación correspondiente al periodo comprendido entre el 
primero de febrero del dos mil catorce al primero de abril del dos mil quince y se obtuvo un 
monto de S/. 3,827.01 nuevos soles, la liquidación fue aprobada con Resolución Nro. 10- 
2015 de fecha once de agosto del dos mil quince, resolución que igualmente fue puesta en 
conocimiento del acusado con las correspondientes notificaciones. Ante el no cumplimiento 
del mandado impuesto, el Juzgado realizo un requerimiento de pago de la liquidación en 
mención, ello con la Resolución Nro. 11- 2015 del quince de diciembre del dos mil quince, 
que contiene el mandato dirigido al acusado para cancelar la liquidación de devengados en el 
plazo de 3 días, requerimiento que fue puesto en conocimiento del acusado en su domicilio a 
pesar de tal requerimiento el acusado omitió cumplir con el mandato que le era exigido. 
Y ante el vencimiento del plazo que le otorgo el juzgado, el acusado no cumplió con el 
mandato, haciéndose efectivo el apercibimiento con la Resolución Nro. 12-2016. De fecha 
veintidós de abril de dos mil dieciséis. Haciendo presente que a la fecha se adeuda la 
totalidad de la suma de S/.3,827.01 nuevos soles por parte del imputado. En buena cuenta 
Pyter Hinojosa Mamani con pleno conocimiento y voluntad de su obligación de prestar 
alimentos y pese al requerimiento del veintidós de abril del dos mil dieciséis conforme a la 
notificación válidamente efectuada al mismo y de acuerdo a los apercibimientos de ley, no ha 
abonado la cantidad de S/.3,827.01 nuevos soles, lo que ha conllevado a que se le haga 
efectivo el apercibimiento depuesto en autos al ponerse en riesgo el menor alimentistas.  
4.2. Calificación Jurídica 
Los hechos expuestos han sido tipificados por el representante del Ministerio Público como 
delito Contra la Familia, en la modalidad de Omisión a la Asistencia Familiar, previsto en el 
primer párrafo de artículo 149 del Código Penal. ------------------------------------------------- 
4.3. Pretensión Penal 
El Ministerio Público solicitó se imponga al acusado un año de pena privativa de libertad. -- 
4.4. Pretensión Civil 
La fiscalía solicitó se fije, por concepto de reparación civil, la suma de S/. 4,100.00 nuevos 
soles, siendo S/. 3,827.01 nuevos soles por concepto de las pensiones devengadas y, S/. 
272.99 nuevos soles por concepto de reparación civil por el daño moral, todo al favor del 
agraviado. ------------------------------------------------------------------------------------------- 
4.5. Defensa Técnica y Autodefensa del Acusado  
Reconociendo la responsabilidad penal en los hechos materia de imputación así como la 
pretensión civil, se acogió a la conclusión anticipada.--------------------------------------------- 
Quinto.- Del Acuerdo Propuesto 
5.1. El Ministerio Público y la defensa del procesado hicieron conocer a este Despacho que 
habían llegado a un acuerdo sobre la pena, por el que se dispondría la reserva de fallo 
condenatorio por el plazo de un año, la misma que está condicionada al cumplimiento de las 
siguientes reglas de conducta 1) Comparecerá de manera personal y obligatorio el primer día 
hábil de cada dos meses, por ante el Juzgado de Ejecución a fin de informar y justificar sus 
actividades, 2) Reparará el daño ocasionado, es decir, pagará el íntegro de la reparación civil 
en la forma, modo y plazo acordado con el Ministerio Público 3) La prohibición de cometer 
nuevo delito doloso especialmente de la misma naturaleza; asimismo ante el incumplimiento 
de cualquiera de éstas reglas de conducta, será de aplicación el inciso tercero del artículo 65 
del C.P., es decir se revocará de manera directa el periodo de prueba y se impondrá diez 
meses de pena privativa de la libertad con carácter de efectiva. -------------------------------- 
5.2. Se acordó, finalmente, fijar el monto de la Reparación Civil en S/. 4,100.00 nuevos 
soles, siendo S/. 3,827.01 nuevos soles por concepto de las pensiones devengadas y, S/. 
272.99 nuevos soles por concepto de reparación civil por el daño moral, suma que será 
pagada de la siguiente manera: el día de hoy, tres de enero del presente año, el acusado 
abonará la suma de S/. 500.00 nuevos soles, el saldo de S/. 3,600.00 nuevos soles será 
pagado en ocho cuotas de mensuales y consecutivas de S/ 450.00 nuevos soles cada una, la 
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primera cuota vencerá a su pago el día treinta y uno de enero del presente año y, las 
siguientes cuotas vencerán a su pago el último día hábil de cada mes siguiente, hasta 
completar la suma total acordada y, que será mediante depósito judicial administrativo en el 
Banco de la Nación a nombre del Juzgado de Ejecución.------------------------------------------ 
Sexto.- Itinerario Procesal    
En mérito al auto de citación a juicio se citó a los sujetos procesales a juicio oral. Se llevó el 
juzgamiento con la presencia del acusado Pyter Hinojosa Mamani. Instalada la audiencia, se 
escuchó el alegato de apertura del Ministerio Público siendo que al tomar la palabra la 
defensa técnica del imputado, señaló abstenerse de tal exposición manifestando la intención 
de dicha parte procesal de acogerse a la conclusión anticipada. Así, al inicio del juicio y luego 
que se instruyera al acusado de sus derechos, al preguntársele si admitía ser partícipe en 
calidad de autor del delito materia de acusación y responsable de la reparación civil; éste, 
previa consulta con su defensa técnica, aceptó los hechos objeto de acusación fiscal así como 
su responsabilidad penal, también aceptó la responsabilidad civil. Ante ello, se declaró la 
conclusión anticipada del juicio, se procedió a consultar a las partes respecto de algún 
acuerdo sobre la pena y reparación civil, siendo que los mismos acordaron todos los 
extremos de la pena y la reparación civil. Siendo ello así, el estado de la causa es el de 
expedirse sentencia la cual, en efecto, se emite el día de la fecha. ------------------------------ 
 
II. PARTE CONSIDERATIVA  
Primero.- De la Conclusión Anticipada  
El artículo 372° del Código Procesal Penal regula la conclusión anticipada del juicio; 
institución que ha sido objeto anteriormente de sentencia vinculantes, tales como: el 
Acuerdo Plenario Nro.05-2008/CJ116 y el Acuerdo Plenario 05-2009-CJ-116 que si bien este 
último está referido a la terminación anticipada, los fundamentos sobre el control de 
legalidad y proporcionalidad atañen a la conclusión anticipada.---------------------------------- 
No obstante, la presencia del juzgador no es pasiva, para efectos de la homologación de la 
“conformidad” ya que, existe cierto margen de valoración que el juez debe ejercer 
soberanamente; si bien, está obligado a respetar la descripción del hecho glosado en la 
acusación, por razones de legalidad y justicia, puede y debe realizar un control respecto de 
la tipicidad de los hechos del título de la imputación, los cuales se relativizan. ----------------- 
Segundo.- Ley Penal Aplicable  
2.1. Conforme a la acusación, es aplicable el tipo penal del delito Contra la familia en la 
modalidad de omisión a la asistencia familiar previsto y penado en el primer párrafo del 
artículo 149 del Código Penal  
2.2. El texto normativo de tal numeral, prevé:  
 “Artículo 149.- Omisión de prestación de alimentos.  
El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una 
resolución judicial será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres 
años, o con prestación de servicio comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, 
sin perjuicio de cumplir el mandato judicial.  
2.3. Para la configuración del ilícito, conforme a los hechos materia de imputación en el 
presente caso, y que han sido oralizados por la titular de la acción penal, se requiere que el 
agente omita cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una resolución 
judicial.  --------------------------------------------------------------------------------------------- 
Tercero.- Juicio de Subsunción 
3.1. La conducta del acusado se adecua objetiva y subjetivamente al tipo penal del delito 
antes referido tal como han sido expuestos los cargos por el Ministerio Público -los cuales son 
inmodificables- por cuanto se ha demostrado que el acusado ha omitido prestar los alimentos 
establecidos mediante Acta de Conciliación N° 049-2014, de fecha veintiocho de enero del 
dos mil catorce, emitido por la Defensoría del Niño y del Adolescente de la Municipalidad 
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Provincial de Tacna, y aprobada el primer acuerdo contenido en el Acta de Conciliación sobre 
los alimentos mediante resolución 06-2014, de fecha quince de setiembre de dos mil catorce, 
ante el Tercer Juzgado de Paz Letrado del Módulo Básico de Justicia de Paucarpata, por el 
periodo comprendido desde el primero de febrero del dos mil catorce al primero de abril del 
dos mil quince por la suma ascendiente a S/. 3,827.01 nuevos soles, a pesar de haber sido 
notificado y requerido al pago. --------------------------------------------------------------------- 
3.2. No se ha alegado ni probado causa que justifique el actuar típico del acusado o que 
excluya su culpabilidad. ---------------------------------------------------------------------------- 
3.3. Por ello concurren todos los elementos del tipo, los mismos que han sido realizados con 
conocimiento y voluntad conforme se desprende de los hechos acreditados en autos, 
concurriendo además el elemento subjetivo, conforme al reconocimiento efectuado por el 
acusado. --------------------------------------------------------------------------------------------- 
3.4. En consecuencia, la conducta del encausado deviene en típica, antijurídica y culpable. -- 
Cuarto.- Individualización de la Pena       
4.1. El principio de Proporcionalidad, es aquel principio que exige al juzgador verificar que la 
pena guarde una relación de correspondencia con el injusto cometido por el agente, se 
encuentra reconocido en el artículo VIII del Titulo Preliminar del Código Penal, el que debe 
ser entendido como la correspondencia que debe existir entre la gravedad del hecho y la 
pena que corresponde aplicar; por tanto constituye un limite al IUS PUNIENDI, en tanto 
exige un juicio de ponderación entre la carga coactiva de la pena y el fin perseguido por la 
conminación legal. Esto significaría que el principio de proporcionalidad debe guardar 
relación conforme a la culpabilidad, pero no siempre de acuerdo al injusto la culpabilidad 
puede coincidir con la misma, por cuanto esta puede resultar mayor a la culpabilidad 
concreta; entiéndase que los criterios para establecer la proporcionalidad deben atender 
aquellos vinculados al injusto, importancia del rango del bien jurídico protegido, grado de 
lesión del mismo, impacto social y los diferentes medios de comisión del hecho, entre otros 
aspectos, así, el juez ha de realizar una valoración que evite que se vulnere, por exceso o 
por defecto, el principio de proporcionalidad. En el caso que nos ocupa, se evidencia el 
actuar del acusado Pyter Hinojosa Mamani conducta gravosa en relación al bien jurídico 
protegido (la familia) a través de la omisión de la prestación de alimentos, en perjuicio de la 
agraviados, sus hijas, actividad ilícita que constituye un hecho reprochable.--- 
4.2. En tal contexto, se tiene en cuenta que la pena básica que corresponde al delito que nos 
ocupa es no mayor de tres años de pena privativa de libertad o con prestación de servicio 
comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, siendo que para el caso de autos, 
conforme a lo acordado por las partes se ha establecido el quantum la reserva de fallo 
condenatorio por el plazo de un año y, si incumpliese cualquiera de las reglas de conducta 
que le fueron condicionada, se le impondrá diez meses de pena privativa de la libertad con 
carácter de efectiva, quantum al que se ha llegado considerando que el agente no registra 
agravante genérica alguna, verificándose una atenuante genérica, de carecer de 
antecedentes penales, por lo que la pena se ubica en el tercio inferior, de dos días a un año 
de pena, finalmente se ubica en el extremo máximo de una año, a lo que se le descuenta 1/7 
por acogerse a la conclusión anticipada; demás, conforme se tiene anotado, se ha tenido en 
cuenta las condiciones personales del actor así como las circunstancias del evento delictivo 
en el que ha participado, la naturaleza del mismo, y merituándose finalmente lo previsto en 
el Acuerdo Plenario Nro. 05-2008-CJ/116 se concluye que debe ser aprobado.  ---------------- 
Quinto.- Determinación de la Reparación Civil 
El objeto civil se rige por los artículos 11° y 12° del Código Procesal Penal y 93° al 101° del 
Código Penal, precepto éste último que nos remite a las disposiciones correspondientes del 
Código Civil.------------------------------------------------------------------------------------------ 
En el caso que nos ocupa se tiene que las partes han fijado la Reparación Civil en el monto 
de S/. 4,100.00 nuevos soles, siendo S/. 3,827.01 nuevos soles por concepto de las 
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pensiones devengadas y, S/. 272.99 nuevos soles por concepto de reparación civil por el 
daño moral, suma que será pagada de la siguiente manera: el día de hoy, tres de enero del 
presente año, el acusado abonará la suma de S/. 500.00 nuevos soles, el saldo de S/. 
3,600.00 nuevos soles será pagado en ocho cuotas de mensuales y consecutivas de S/ 
450.00 nuevos soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el día treinta y uno de 
enero del presente año y, las siguientes cuotas vencerán a su pago el último día hábil de 
cada mes siguiente, hasta completar la suma total acordada y, que será mediante depósito 
judicial administrativo en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de Ejecución. Siendo 
que el monto establecido por tal concepto resulta razonable, estando a los extremos 
anotados y que el mismo no ha sido materia de controversia, debe ser aprobado. ------------ 
Sexto.- Pronunciamiento sobre las costas 
El artículo 497.5° del Código Procesal Penal establece que no procede la imposición de costas 
en los procesos por faltas, inmediatos, terminación anticipada y colaboración eficaz, siendo 
que, en el presente caso, al haber concluido el proceso por “conformidad”, no procede la 
imposición de costas.-------------------------------------------------------------------------------- 
 
III. PARTE RESOLUTIVA 
Por estas consideraciones administrando justicia a nombre del pueblo de quien emana dicha 
facultad,  
FALLO: 
Primero.- APRUEBO los acuerdos de pena y reparación civil arribados entre el Ministerio 
Público, la defensa técnica y el acusado. ---------------------------------------------------------- 
Segundo.- DECLARO a PYTER HINOJOSA MAMANI autor del delito de OMISIÓN A LA 
ASISTENCIA FAMILIAR previsto en el primer párrafo del artículo 149° del Código Penal, en 
agravio del menor Pedro Luis Hinojosa Flores, representado por Violeta Flores Ramos.-------- 
Tercero.- Absteniéndome a dictar la parte condenatoria de la presente, DISPONGO LA 
RESERVA DE FALLO CONDENATORIO por el plazo de un año; condicionado al 
cumplimiento de las siguientes reglas de conducta: 1) Comparecerá de manera personal y 
obligatorio el primer día hábil de cada dos meses, por ante el Juzgado de Ejecución a fin de 
informar y justificar sus actividades, 2) Reparará el daño ocasionado, es decir, pagará el 
íntegro de la reparación civil en la forma, modo y plazo acordado con el Ministerio Público, 3) 
La prohibición de cometer nuevo delito doloso especialmente de la misma naturaleza; 
asimismo, ante el incumplimiento de cualquiera de éstas reglas de conducta, será de 
aplicación el inciso tercero del artículo 65° del C.P., es decir se revocará de manera directa el 
periodo de prueba y se le impondrá diez meses de pena privativa de la libertad con carácter 
de efectiva. ---------------------------------------------------------------------------------------- 
Cuarto.- FIJO el monto de la REPARACIÓN CIVIL en la suma de S/. 4,100.00 (cuatro 
mil cien y 00/100 nuevos soles), correspondiendo la suma de S/. 3,827.01 nuevos soles 
a las pensiones devengadas, y  S/. 272.99 nuevos soles a la reparación civil por el daño 
moral, suma que será pagada de la siguiente manera: el día de hoy, tres de enero del 
presente año, el acusado abonará la suma de S/. 500.00 nuevos soles, el saldo de S/. 
3,600.00 nuevos soles será pagado en ocho cuotas de mensuales y consecutivas de S/ 
450.00 nuevos soles cada una, la primera cuota vencerá a su pago el día treinta y uno de 
enero del presente año y, las siguientes cuotas vencerán a su pago el último día hábil de 
cada mes siguiente, hasta completar la suma total acordada y, que se harán mediante 
depósito judicial administrativo en el Banco de la Nación a nombre del Juzgado de Ejecución.  
Quinto.- DISPONGO que no corresponde fijar costas. ------------------------------------------ 
Sexto.- MANDO que consentida o ejecutoriada esta sentencia se cursen  las comunicaciones 
correspondientes para su inmediato y estricto cumplimiento. Y por esta mi sentencia así me 
pronuncio mando y firmo en Audiencia Pública de la fecha. Regístrese y comuníquese.---- 
 
